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Iniciativa de Decreto por el que se crea el Código de Justicia Administrativa para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Presentada por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Informe en correspondencia el día 28 de Enero de 2015.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, así como, a los Ayuntamientos del Estado, para que en un plazo de 7 días naturales emitan su opinión, conforme a lo dispuesto en los artículos 60 y 67 de la Constitución Política del Estado y en el artículo 161 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Lectura del Dictamen: 

Decreto No. 

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA DE DECRETO DEL CÓDIGO de justicia administrativa Del estado de coahuila de zaraGOZA, SUSCRITA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.  

El que suscribe, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59 fracción II y 82 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 9 Apartado A fracción I, de la ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y 152 fracción II y 153 de la ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito someter a la consideración de este Honorable Congreso la presente iniciativa de Código de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. ESTADO DE DERECHO

Uno de los fines fundamentales del Estado de Derecho es la  actuación de sus autoridades dentro  de la ley, máxime sí se trata de quienes forman parte de la administración pública estatal o municipal. Ello supone entre otras tareas establecer la normatividad y las instituciones necesarias para encausar esas actuaciones dentro de los causes que impone el orden jurídico, para lograr que su desempeño sea responsable, transparente y eficaz, bajo su propia supervisión y la de un Tribunal Judicial  independiente e imparcial.

El Estado de Derecho  implica para mi gobierno un compromiso fundamental: el que el poder político, para mantener en condiciones normales, el equilibrio entre la libertad y el orden normativo, se someta a este y no traspase sus mandatos. De igual manera que el propio orden jurídico encarne satisfactoriamente en cada época, los valores de justicia y seguridad en que reposa la comunidad humana a la que se pretende servir.

Por ello, a lo largo de nuestra gestión hemos buscando actualizar y renovar nuestra normatividad, para que la misma responda a las necesidades y requerimientos actuales de nuestro entorno. Siempre hemos tenido presente que la legitimidad y justificación de un gobierno se finca en el establecimiento de un orden jurídico que respete la libertad, la iniciativa y la responsabilidad de los ciudadanos

La presente iniciativa recoge no solo un mandato constitucional, sino un deseo anhelado largamente por los Coahuilenses: contar con un ordenamiento que colme el vacío legislativo en materia de unicidad de procedimiento administrativo, pero que además desarrolle las disposiciones aplicables al proceso administrativo de tal manera que no sea necesario acudir, en principio, a las reglas del derecho común. 

La legislación en materia administrativa en nuestro Estado ha estado en una constante revisión, en virtud de que son los órganos de la Administración Pública, los que ejercen mayor influencia en la vida cotidiana de las personas. Son múltiples los actos que aquella ejecuta en ejercicio de sus potestades y con frecuencia pone en riesgo los derechos y libertades de los particulares. Por ello, las normas administrativas tienen por objeto regular la esfera de actuación de la Administración, establecer sus competencias, definir la creación de los órganos y señalar las disposiciones para la creación y ejecución de sus actos mediante el establecimiento de procedimientos. 

La manera como el poder se conforma al orden consiste en definir él mismo el orden en reglas positivas de derecho, ello supone efectuar un ejercicio que permite identificar con toda precisión aquello que se pretende resolver en el terreno de la realidad. Sólo así, en su calidad de seres libre, las personas obedecerán una ley que sea racional y justa. En el presente caso, el Código de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza que se propone, tiene como finalidad: en primer lugar, compilar en un solo ordenamiento las disposiciones aplicables tanto en sede administrativa como en sede jurisdiccional a través de los procedimientos ante las autoridades administrativas y el proceso ante el Tribunal de lo Contencioso- Administrativo del Poder Judicial del Estado y, en segundo término, se trata de evitar que el particular se vea sometido a diversos procedimientos administrativos atendiendo a la materia en que actúa. 

Por lo que respecta al procedimiento administrativo, este debe ser el cauce legal de la actuación de toda Administración Pública, sea la del Estado o la de sus municipios y debe partir del principio esencial de equilibrar las potestades y prerrogativas que caracterizan a la Administración cuando actúa como autoridad, con los derechos y libertades de los individuos.

A través del procedimiento se ejerce un control sobre la Administración Pública, obligándole a respetar formalidades mínimas para que pueda exteriorizar su actuación. Esas formalidades se convierten, a su vez, en derechos que el particular tiene. Por su propia naturaleza, el procedimiento administrativo delinea el sendero por el cual se encauza la acción jurídica de los órganos de la Administración Pública que ejercen potestades administrativas, respetando los principios constitucionales de legalidad, transparencia y seguridad jurídica. Además, da certidumbre a la sociedad y se abona al fortalecimiento de la confianza legítima que debe generar todo poder público, enlazada a la inmanente obligación de abstenerse de actuar ilegítima, arbitrariamente o por vías de hecho. 

En relación a la justicia administrativa, la iniciativa, atiende a los lineamientos de la Constitución Federal y la del Estado confiándola  al Tribunal de lo Contencioso- Administrativo como órgano especializado del Poder Judicial, dotado de autonomía constitucional, independencia y de plena jurisdicción. Este Tribunal, tiempo atrás fue previsto en la Constitución del Estado en cumplimiento a lo dispuesto por la Constitución General de la República, sin embargo pese al tiempo transcurrido casi veinticinco años  nunca se expidió una ley que regulara su funcionamiento como la que ahora se pone a la consideración de esta Soberanía: Un Código rector que recoge  principios orientadores de la formación, ejecución e impugnación, de los actos administrativos y que ofrece certeza en las relaciones jurídico-administrativas que se sostienen entre la Administración Pública y los particulares. Un ordenamiento que da unidad, organización, coherencia y sistematiza el procedimiento administrativo aplicable en el ámbito estatal y en el municipal. Asimismo, un Código que sea aplicable tanto a la justicia administrativa municipal como al Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

La justicia en el ámbito administrativo por la que ahora propugnamos fortalecerá nuestra libertad y democracia. Ella constituirá el imperio de la ley y el destierro de las prácticas discrecionales, tan comunes en el ámbito administrativo. Todo esto articulado como sistema de vida es justicia.

II. ESTADO DE DERECHO Y DERECHO ADMINISTRATIVO

En casi todas las Constituciones se establece la democra​cia como forma de gobierno, y  se consagran  los derechos humanos, la división de poderes del Estado y la libre elección de los gobernantes y representantes legislativos. Sin embargo, en muchos casos, estos principios constitucionales todavía no penetran plenamente el orden jurídico, las instituciones estatales y la sociedad civil. En este contexto, es tarea obligada de todo Gobierno una continua adaptación de la legislación ordinaria a los postulados constitucionales, particularmente con respecto a los procedimientos, cualquiera que sea su materia. Por  otro lado, es necesaria una profesionalización de las instituciones estatales, tanto en el ámbito administrativo como en el legislativo y, especialmente, en el Poder Judicial como garante de la legalidad y de la protección jurídica del ciudadano. Igualmente resulta preciso concienciar y formar a la sociedad civil para que postule la pro​tección efectiva del Estado de Derecho y los derechos fundamentales.

La vinculación del Estado de Derecho y el Derecho Administrativo no es ninguna novedad. Si el Estado de derecho es, por utilizar una de​finición clásica, “el Estado cuyo poder y actuación vienen regulados y controlados por la ley” o el “imperio de la ley”, la actuación del más dinámico, polifacético y ubicuo de sus componentes, la Adminis​tración, necesariamente tendrá que venir impregnada de tal virtud, si es que queremos afirmar la presencia de dicho Estado de derecho.

Visto al revés, desde la perspectiva del Derecho administrativo, la pecu​liaridad de su contenido presupone, también por necesidad, la existen​cia de un Estado de Derecho: la búsqueda de equilibrio entre privilegios de la Administración y garantías de los ciudadanos, su aseguramiento cuando se ha encontrado y su reconstrucción cuando se ha perdido.

Derechos fundamentales, división de poderes, legalidad, seguridad jurídica y tutela judicial, son principios respecto a los cuales es menester elaborar una legislación conforme a la que se desenvuelva la Administración, personificación más emblemática del Estado no solo en el plano local, sino nacional e internacional.

III. LA CONSTITUCIONALIZACIÓN DEL DERECHO ADMINISTRATIVO 
 Al apreciar la idea en general que se tiene del Derecho Administrativo, la mayoría de la población tiene la imagen de que en su contexto se ignora a los particulares, pues se considera que ese derecho es el Derecho de la Administración, es gobierno y gobierno es poder. Es el derecho “de la administración, por la administración y para la administración”, podríamos agregar parodiando la definición de democracia. 

En esta perspectiva, el Estado mira al ciudadano y a la sociedad desde una posición de autoridad y superioridad jerárquica, como titular de poderes exorbitantes ante el común de las personas, como responsable de una legalidad que debe imponer a toda costa. Los destinatarios de sus acciones son percibidos no como personas sino como administrados, cual objeto inerte de su poder. 

 Las Constituciones, por su parte, durante el siglo XIX y buena parte del XX representaron en el ordenamiento jurídico un referente remoto de la ley, en la cual se encarnaba el derecho positivo. Si bien estaba clara la idea de Constitución como fundamento de la ley, era opinión general que aquella necesitaba de las leyes para ser eficaz. Mientras no hubiera ley que desarrollara las normas constitucionales, estas carecían de eficacia, por una suerte de reserva de ley implícita que afectaba a todas las cláusulas constitucionales. 

Las Constituciones han sido tradicionalmente consideradas como un programa que fija objetivos a mediano y largo plazo, y que requiere la colaboración de los Congresos o Parlamentos  para que la ley vaya alcanzando progresivamente los propósitos constitucionales. La Constitución, ley en potencia, solo se realizaba mediante su concreción en leyes, que a su vez aparecían cuando se presentaban las condiciones propicias para su expedición. 

Si bien estas posturas pudieron ser aceptables en el pasado, en nuestro tiempo la gente no quiere ni puede esperar a que la ley decida ocuparse de sus expectativas, en especial si se trata de sus derechos. Si estos no se les puede reconocer en tanto el Congreso legisle,¿ hasta cuándo habrá que aguardar? ¿Qué hacer si el punto no  interesa al legislador o se presentan temas que reclaman con mayor urgencia su atención, o si el gobierno decide no alentar iniciativas que se desvían de sus prioridades o intereses? Los derechos no dan espera, y si están en la Constitución, que también es ley, pero además fundamental, ocurre que la Constitución rige y obliga, como las leyes y más aún, y por consiguiente todas y cada una de sus disposiciones.

Este giro en la visión constitucional cobra impulso a fines del siglo XX. Esta nueva forma de ver el derecho no significa, como han llegado a afirmar algunos radicales, que el principio de legalidad haya sido sustituido por el de primacía de la Constitución. Como tampoco es cierto que otrora se ignorara la Constitución para dar preferencia a la ley. Antaño la atención del jurista se enfocaba en la ley como reflejo de la Constitución. A la parsimonia de la producción legislativa, sujeta a vaivenes políticos, conveniencias, imprevistos, excesos de poder y volatilidad, la sustituyó la impaciencia ciudadana, y se optó por tomar, de inmediato, la Constitución que estaba ya a la mano. 

Durante los últimos cuarenta o cincuenta años ha obrado en la cultura jurídica de occidente, bajo el impulso de fuertes cambios constitucionales, un gradual cambio de perspectiva que obliga a concebir la entera construcción del Derecho a partir de la Constitución, pues sus preceptos obligan de manera irresistible y permean, con sus valores, principios y reglas a la totalidad de la legislación. Al contrario de lo que antiguamente se entendió, ahora las leyes deben cabalgar sobre la Constitución. 

Todas las disciplinas jurídicas han sido objeto de un proceso de constitucionalización, y ello se aprecia de manera singular respecto del Derecho Administrativo, cuya estrecha relación con el Derecho Constitucional ya se percibía con claridad en la doctrina desde el siglo XIX. De allí que la ya clásica expresión según la cual “el Derecho administrativo es Derecho Constitucional concretizado”, sea una buena síntesis de lo que viene ocurriendo con el derecho en general. 

Nuestro tiempo ha propiciado un fructífero debate en pro de la democracia desde la perspectiva de los derechos humanos. Una sociedad más dueña de sus libertades, mejor informada y más exigente, pugna por desmitificar el Estado y replantear el derecho público a partir de reglas igualitarias de relación e interlocución entre el gobierno y los gobernados, y confiere protagonismo al ser humano como persona, como ciudadano, como individuo titular de derechos, como usuario de servicios de la administración pública. El concepto   “sociedad civil” resulta ser demasiado abstracto para esta época de demandas ciudadanas y participación, en la cual los actores sociales son personas concretas, reales, históricas, que deben ser consideradas en sus condiciones reales y actuales de existencia, con sus ideas, sentimientos, necesidades y expectativas específicas. 

En esta nueva perspectiva, los ciudadanos se han interesado por promover la materialización de la Constitución, y han encontrado poderosos aliados en la Justicia. La Constitución no puede defenderse por sí sola. Corresponde a las autoridades respetarla y ejecutarla. Sin embargo, las autoridades administrativas son vulnerables a una gran diversidad de intereses muchas veces justificables pero que no suelen coincidir con el interés general. En la medida en que los cambios constitucionales han hecho posible apelar a una justicia independiente y profesional, y a procedimientos judiciales que permiten la protección eficaz de los derechos, la ciudadanía ha resuelto poner en marcha el aparato judicial en pro de sus derechos. 

La consolidación de una justicia constitucional y, con ella, la creciente y entera constitucionalización de la justicia y del derecho, han proporcionado una nueva dimensión a la defensa de los derechos humanos. 

Debo destacar que desde que se inicio mi periodo de gobierno, desde luego nos identificamos con la causa de la defensa de los derechos de las personas frente a los eventuales abusos, errores u omisiones de las autoridades, visión que gracias a las evoluciones del Derecho Administrativo contemporáneo, viene a ser uno de sus rasgos más sobresalientes de nuestros días. 

El Código de Justicia Administrativa cuya iniciativa hoy sometemos a la consideración de esta Honorable Soberanía, viene, pues, a reafirmar la antigua vocación democrática del Derecho Administrativo y, bajo la influencia poderosa de la Constitución  General de la República y la del Estado ratifica la idea de la Jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo como institución de defensa social y de salvaguardia de la justicia y del derecho y, en términos más generales, la idea de que el Derecho Administrativo tiene como objeto primordial la protección de todas las personas en sus intereses individuales y colectivos al amparo de los principios de legalidad y debido proceso.
No siempre una Constitución incluye cláusulas relativas al procedi​miento administrativo: Para fortuna nuestra la Constitución del Estado es rica en preceptos constitucionales que regulan la jurisdicción y el proceso administrativo

En este sentido nuestra Constitución parte de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que en la fracción V del artículo 116 establece:

“Las Constituciones y leyes de los Estados podrán instituir Tribunales de lo Contencioso- Administrativo dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, que tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la Administración Pública Estatal y los particulares, estableciendo las normas para su organización, su funcionamiento, el procedimiento y los recursos contra sus resoluciones”

Sobre esta base la Constitución del Estado establece el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo como parte de los órganos que conforman el Poder Judicial y en su artículo 136, apartado B, fracción IV  dispone:

“B. El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo es un órgano especializado del Poder Judicial, dotado de autonomía constitucional, independencia y de plena jurisdicción conforme a las bases siguientes:

IV. El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo conocerá y resolverá las controversias que se susciten en relación con la legalidad, interpretación, cumplimiento y efectos de actos, procedimientos y resoluciones de naturaleza administrativa y fiscal, que emitan, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar las autoridades de la Administración Pública del Estado y de los Municipios, cuya actuación afecte la esfera jurídica de los particulares, en los términos que determine la ley de la materia y los demás ordenamientos aplicables.”

Y por cuanto a su actuación, al igual que ocurre con todas las dependencias del Poder Judicial, esta debe desempeñarse dentro del marco del artículo 141 de la propia Constitución que previene:

“La Justicia se imparte en nombre del pueblo y se administra por el Estado a través de la función jurisdiccional, ejercida por Magistrados y Jueces integrantes del Poder Judicial, independientes, imparciales, responsables y sometidos únicamente al imperio de esta Constitución y la Ley.”

Por otra parte, es oportuno para los fines de esta iniciativa, tener presente que mediante sus dos operadores principa​les (la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y la Comisión In​teramericana de Derechos Humanos), se han elaborado ciertas pautas vigentes para el proceso administrativo, partiendo del supuesto de que “es un derecho humano el obtener todas las garantías que permi​tan alcanzar decisiones justas, no estando la administración excluida de cumplir con este deber. Las garantías mínimas deben respetarse en el procedimiento administrativo” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Baena y otros vs. Panamá).

Estas pautas son básicamente las siguientes:

a) audiencia para la determinación de hechos y derechos, previa al comienzo de las actuaciones administrativas, a fin de que el admi​nistrado conozca el marco del debate, ofrezca la prueba del caso y formule los alegatos que correspondan. (Comisión Interamerica​na de Derechos Humanos, caso Loren Riebe y otros). 

b) derecho a la representación legal, libremente escogida, a fin de preparar idóneamente la defensa del caso. La infracción a esta re​gla importa violar el art. 25 del Pacto de San José de Costa Rica. (Ídem caso anterior). 

c) notificación previa sobre la existencia de un procedimiento administrativo, lo que implica, además, información sobre los car​gos, derecho a comparecer, de presentar pruebas y de acceder al expediente (doctrina de la Corte Interamericana de Derechos Hu​manos, en el caso Ivcher Bronstein). 

d) Derecho a una decisión fundada, que atienda los planteos del administrado y exponga los argumentos esgrimidos por la adminis​tración para resolver la controversia (Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Claude Reyes y otros vs. Chile). 

e) Publicidad de las actuaciones administrativas, para garantizar el acceso a la información del administrado (ídem caso anterior). 

f) Cumplimiento de la administración de plazos razonables para tramitar y resolver, en función de tres elementos: comportamiento del administrado, complejidad del caso, diligencia en la conducta de la administración (Comisión Interamericana de Derechos Hu​manos, caso Comunidad indígena Yakye Axa vs. República del Paraguay). 

g) Revisión judicial de las actuaciones administrativas, en consonancia con los arts. 8 y 25 del Pacto de San José de Costa Rica (Co​misión Interamericana de Derechos Humanos, casos Niñas Yean y Bosico vs. República Dominicana, y Loren Riebe y otros vs. México).

IV. LOS DERECHOS EN EL NUEVO CÓDIGO 
1. En contraste con las concepciones tradicionales del derecho administrativo y sus procedimientos, en el nuevo Código, cuya iniciativa se propone, emerge como el verdadero objeto de la primera parte no las autoridades y sus procedimientos, sino la persona humana, a quien la administración debe servir, para proporcionarle eficaz protección y garantía en sus derechos inalienables. 

En el nuevo Código se modifican el lenguaje y los conceptos bajo la influencia de la cultura jurídica inducida por la Constitución Federal y la del Estado: Estado Social de Derecho, primacía del interés general, principio democrático y de libertad, democracia participativa, pluralismo, igualdad, dignidad, buena fe, descentralización con autonomía de las entidades estaduales u municipales. 

Nociones otrora relevantes para el Derecho Administrativo van pasando a un segundo plano, convirtiéndose algunas de ellas, incluso, en expresiones de lenguaje políticamente incorrecto. Por ejemplo, la intangibilidad de los actos políticos, la discrecionalidad entendida como actividad administrativa “no reglada”, los en otra época numerosos “privilegios y prerrogativas de la administración”, la expresión “vía gubernativa”, la denominación del ciudadano como “administrado”, el concepto de “justicia rogada”. 

El Código hace claramente el tránsito de la idea del ciudadano-administrado a la de persona-titular de derechos, y de la autoridad que simboliza el poder del Estado a la autoridad que es, por excelencia, un servidor público. La reforma pone el Código en armonía con los preceptos del Estado Social de Derecho, cuyo primer compromiso es con la dignidad humana y el respeto a los derechos en su más amplia comprensión.  

El Código que se propone, no solo pretende la expedición del acto administrativo legal, ni el ordenado funcionamiento de las oficinas públicas de acuerdo con determinadas premisas de racionalidad administrativa, sino la eficaz protección de los derechos de las personas, a partir de una minuciosa reglamentación del principio constitucional del debido proceso administrativo. 

Los términos en que se redacta el artículo 3° del Código, denominado “Finalidad”, dan buena idea sobre el temperamento del nuevo estatuto, al declarar que sus normas tienen como finalidad “… establecer el régimen jurídico aplicable para garantizar la legalidad, la certeza jurídica y la justicia, en el funcionamiento de la Administración Pública del Estado y de sus municipios y los derechos e intereses de los particulares con sujeción a la Constitución  Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y las leyes que de ellas emanen”.

Ostensiblemente el Código se propone, de ser aprobado,  revertir la forma de conceptualizar el Derecho Administrativo como un derecho de poder autoritario, ante una población indefensa. De allí el énfasis en el principio de protección judicial eficaz, que se predica principalmente a favor del ciudadano en su relación de inferioridad y dependencia frente al Estado. La nueva lógica del Código es que, en el Estado, la primera autoridad llamada a proteger eficazmente los derechos es la autoridad Ejecutiva, la administrativa. Y que el órgano jurisdiccional, sólo deberá acudir a su protección excepcional y residualmente. 

2. Conviene adelantar que cuando en la iniciativa se señala el objeto del Código en su artículo inicial, claramente se establece:

“ARTICULO 1.- NATURALEZA Y OBJETO Las disposiciones de este Código son de orden público, de interés social y de observancia general y tienen por objeto regular:
I.- Los actos y procedimientos administrativos de las dependencias y entidades de la administración pública centralizada y paraestatal del Estado de Coahuila de Zaragoza y de sus municipios. En el caso de estas últimas, siempre y cuando realicen funciones administrativas de autoridad que afecten la esfera jurídica de los particulares”.

Esto es, anticipa que su contenido normativo, también vale para los municipios, sin que para ello sea obstáculo lo dispuesto en el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, según  lo ha resuelto la H. suprema Corte de Justicia de la Nación en múltiples y reiteradas ejecutorias, todas en el mismo sentido, entre las que puede invocarse la controversia constitucional  1/95, promovida por el Ayuntamiento de San Pedro Garza García, N. L., resuelta el cinco de diciembre de mil novecientos noventa y cinco, en la que determinó que la expresión “administración pública estatal” empleada por la fracción V del artículo 116 de la Constitución Federal, no admite una interpretación restrictiva y letrista, pues debe entenderse que en la reforma de que fue objeto el citado precepto, subyace la pretensión de crear en el ámbito de los Estados de la Unión, un completo sistema de Justicia Administrativa, por lo que no están excluidos los actos administrativos municipales, de quedar sujetos a dichos mecanismos de control.  La tesis dice literalmente:
“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN. LOS ARTÍCULOS 63, FRACCIÓN XLV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PROPIO ESTADO Y 15 DE LA LEY ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL, NO VULNERAN LA ESFERA DE COMPETENCIA DE LOS MUNICIPIOS. Conforme a los citados preceptos corresponde al Congreso Local instituir el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, dotado de autonomía plena en el pronunciamiento de sus fallos y con facultades para resolver los conflictos y controversias que se susciten entre el Estado, los Municipios, los órganos descentralizados y empresas de participación estatales o municipales, y los particulares, situación que no implica una invasión a la esfera competencial de los Municipios, ya que de la interpretación sistemática y armónica de lo dispuesto en los artículos 115 y 116, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de la exposición de motivos y de los dictámenes de las comisiones del Congreso de la Unión, que intervinieron en el procedimiento de reforma del último precepto citado, publicado en el Diario Oficial de la Federación de 17 de marzo de 1987, se colige que al facultar el Poder Revisor de la Constitución a los Estados para instituir Tribunales de lo Contencioso Administrativo dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, con el fin de dirimir las controversias entre la administración pública estatal y los particulares, comprendió dentro de ésta, inclusive, a la administración pública municipal. Lo anterior es así, en razón de que la teleología de la aludida reforma constitucional fue la de instaurar un sistema integral de justicia administrativa que permitiera fortalecer el Estado de derecho, aunado a que si bien el Municipio es un nivel de gobierno con una esfera de competencia propia, ella se encuentra constitucionalmente limitada, en diversas materias, a lo establecido en la legislación local de la entidad federativa en que se ubican, salvo el caso en que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos les otorga expresamente el ejercicio absoluto de determinadas facultades.” Controversia constitucional 1/95.-Jesús Hinojosa Tijerina y Miguel Gómez Guerrero, en su carácter de presidente municipal y síndico segundo, respectivamente, del Ayuntamiento de Monterrey, Nuevo León, contra actos del Congreso, gobernador, secretario general de Gobierno y Tribunal de lo Contencioso Administrativo del propio Estado.-7 de diciembre de 1995.-Once votos.-Ponente: Mariano Azuela Güitrón.-Secretaria: Irma Rodríguez Franco. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo VI, diciembre de 1997, página 539, Pleno, tesis P./J. 101/97. Véase la ejecutoria en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, mayo de 1996, página 315.
Este mismo criterio se reitera en la ejecutoria que resuelve la controversia constitucional 95/2010, en un problema similar, suscitado entre el municipio de  Santiago Ixcuintla, Estado de Nayarit y los Poderes del propio Estado en la que se cuestiono la constitucionalidad de  la Ley de Justicia y Procedimientos Administrativos del Estado de Nayarit.
Bastan estos antecedentes del Máximo Tribunal del País, para sustentar la constitucionalidad de los preceptos de nuestra Constitución que se invocan con antelación  como fundamentos de ésta iniciativa de Código de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza. 
3. La enunciación y definición de unos principios “rectores” de las actuaciones administrativas es un rasgo original del Código en donde se agrupan más de una veintena de reglas que necesariamente deben observarse en la función administrativa, entre las más importantes los de legalidad, debido proceso, contradicción, igualdad,  conducta procesal, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad, veracidad, transparencia  y publicidad. 
Estos principios no son simplemente “orientadores” en el sentido de que solo son útiles para llenar vacíos o lagunas normativas, o para aclarar dudas o contradicciones. Más allá de esta función, tienen valor normativo propio y pleno, puesto que el artículo 9 del Código impone a todas las autoridades el deber de consultarlos al interpretar y aplicar las disposiciones que regulan las actuaciones y procedimientos administrativos. En lo pertinente esta norma dispone:

“ARTÍCULO  9.-  FINALIDAD DE LOS PRINCIPIOS RECTORES.  Los principios rectores son directrices básicas que regulan y aclaran el funcionamiento y desarrollo del procedimiento y el proceso administrativo, cuando surgen situaciones que propician obscuridad, ambigüedad o transgresión del derecho. Toman su origen en la exigencia de la convivencia humana, derivan por lo general de la lógica jurídica y son expresión de valores axiológicos. Sirven de criterios interpretativos para resolver las cuestiones que puedan suscitarse en la aplicación de las reglas de  los procedimientos y proceso administrativos, o como parámetros para la generación de otras disposiciones de carácter general que permitan suplir los vacíos normativos en los ordenamientos administrativos.”
Todos estos principios son, claramente, de estirpe constitucional, todos están referidos a los derechos de las personas, y describen buenas prácticas administrativas. En su conjunto corresponden a lo que hoy se entiende por buen gobierno o buena administración. 

El Código no pretende definir todos y cada uno de los principios, lo cual por múltiples razones no sería sensato. Con todo, los describe de manera elemental y preliminar, para facilitar su comprensión por parte de los operadores de la norma, que son los ciudadanos y las autoridades estatales y municipales my entes desconcentrados y descentralizados con funciones de autoridad, quienes en su mayor parte no tienen formación jurídica. De esta manera los principios quedan al alcance del ciudadano común, quien podrá invocarlos consciente y oportunamente, y al alcance real del servidor púbico, quien se animará a aplicarlos al poderlos consultar fácilmente en el código durante su cotidiano manejo. 

4. Se esmera la primera parte del Código en precisar los derechos de que gozan los ciudadanos cuando comparecen ante las autoridades (artículo 36), así como en enumerar los deberes de las autoridades en su relación con las personas que a ellas y sus oficinas acuden, con especial referencia a los deberes de atención al público (artículo 46) y los deberes de información (artículo 47). Puesto que lo primeros revierten en deberes para la administración y los deberes de la administración en derechos de las personas, todo se traduce en derechos de una categoría singular, pues se trata de todos aquellos que emergen para las personas de su relación individual o grupal con el Estado, y que para el Estado y sus agentes se expresan todos en deberes, ya que no en las prerrogativas ni los privilegios de épocas superadas. Empero también se incluyen obligaciones a cargo de los particulares (artículo 37),  y deberes de colaboración con las autoridades (artículo 38).

Es importante observar que los derechos no se agotan en los artículos que expresamente tratan de ellos, dado que otros, numerosos, aparecen una y otra vez a todo lo largo de la primera parte del Código. Así, por ejemplo, el derecho de petición (artículos 61 a 78), el derecho a ser notificado y a intervenir en actuaciones administrativas como tercero, el derecho de promover procedimientos sancionatorios, el derecho de utilizar medios electrónicos en las comunicaciones con la administración. 

El artículo 49 hace una larga enumeración de prohibiciones, que se deducen de las posibles transgresiones a los derechos de las personas y los deberes de las autoridades, y tienen, entre otros aspectos, la utilidad de tipificar las faltas disciplinarias en que podrían incurrir los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones. 

5. La reglamentación de la forma como deben tramitarse las peticiones ciudadanas ante la administración constituye el germen de una nueva concepción de los procedimientos administrativos en la perspectiva del respeto a la dignidad humana y la protección integral de los derechos de toda persona. La Constitución en paralelo con la jurisprudencia ha dado importantes pasos para dar mayor relieve al derecho de petición como expresión primordial de la comunicación e interacción civilizada y democrática entre el individuo y el Estado. 

 En adelante habrá de entenderse que “toda actuación que inicie cualquier persona” ante las autoridades implica el ejercicio del derecho constitucional de petición, “sin que sea necesario invocarlo” (artículo 61). Adicionalmente, el artículo 69 del Código introduce una figura original, la “atención prioritaria de peticiones” cuando deban ser resueltas para evitar un perjuicio irremediable a los derechos fundamentales de quien pide. Si su vida o integridad estuvieren en peligro inminente, la autoridad deberá, además, adoptar de inmediato las medidas de urgencia necesarias, sin perjuicio del trámite que deba darse a la petición.

6. la iniciativa presta especial cuidado en la regulación del acto administrativo, instrumento principal de la acción ad​ministrativa. El artículo 4, fracción I de la iniciativa, que contiene el glosario de los términos más usuales en el Código define este acto como:

“I.- Acto administrativo: La declaración unilateral de voluntad, externa, particular y ejecutiva, emanada de la Administración Pública, que tiene por objeto crear, transmitir, reconocer, declarar,  modificar o extinguir una situación jurídica concreta para la satisfacción del interés general.” Agrega que: “…gozan de una presunción de legalidad, de imperio y exigibilidad frente a sus destinatarios, desde su entrada en vigencia, autorizando su ejecución de oficio por la autoridad administrativa”

Así pues, al acto administrativo se le atribuye, carácter normativo para la regulación de un supuesto concreto. Constituye un título soberano y lo en él dispuesto ha de ser cumplido. En caso necesario, y siempre que se den otros requisi​tos, podrá ser ejecutado forzosamente.

El principio de sujeción de la Administración a la ley exige que un acto administrativo tenga un fundamento legal. Este fundamento legal se exige en la fracción I del artículo 101 de la iniciativa que dispone como elemento de validez del acto administrativo:

 “I.- Estar expedido por autoridad administrativa competente, facultada por la ley para ello y en caso de órganos colegiados, que cumplan los requisitos y formalidades legales indispensables para su emisión”. 

Pero además, el fundamento jurídico para la adopción de un acto admi​nistrativo debe buscarse en la correspondiente ley específica del dere​cho administrativo especial. En caso de no encontrarse tal fundamento en las leyes especiales, no podrá adoptarse el acto administrativo.

7. La iniciativa también se ocupa del silencio administrativo, que junto con el derecho de petición son dos figuras en la legislación administrativas que van de la mano, pues el primero como mecanismo de protección instrumental del particular, hace efectivo el derecho constitucional de petición. Mediante el silencio administrativo se crean consecuencias jurídicas de la inactividad de la administración, cuando ésta no responde al cabo de un tiempo definido las peticiones o recursos que se le presentan. De acuerdo a la petición que enfrente la Administración, su silencio puede ser sustantivo o material, cuando se refiere a una petición que no tuvo respuesta sobre el fondo, o puede ser procesal o adjetivo, cuando la ausencia de respuesta se refiere a un recurso administrativo, interpuesto contra una decisión. 
 Ahora bien, de acuerdo a la consecuencia que el silencio administrativo tenga, tanto sustantivo como procesal, se subdivide en dos grupos, el negativo y el positivo: La regla general es que la ausencia de respuesta de la administración sea considerada como una respuesta negativa, bien sea a la petición inicial (silencio sustantivo negativo) o al recurso interpuesto (silencio procesal negativo). El efecto contrario, esto es, el silencio positivo, es la excepción, que debe ser contemplada expresamente por el legislador.
La iniciativa del Código tiene buen cuidado en distinguir el término para resolver la petición, del silencio administrativo negativo. El primero, precisa,  determina el plazo en el que las autoridades deben responder las peticiones que se les formulen. El Código fija un término general de 15 días, estableciendo términos particulares para las peticiones de documentos (10 días) o las consultas (30 días), términos que serán aplicados de manera subsidiaria, cuando no haya norma especial que establezca otros. El silencio negativo tiene otra finalidad particular, como el permitir desbloquear una situación de indefinición con relación a la petición no resuelta, por cuanto permite considerar que la respuesta ha sido negativa. El particular interesado puede así asumir distintas posiciones, bien sea ante la administración como ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 
En relación con el silencio administrativo positivo, la nueva legislación mantiene su carácter de excepcional, en cuanto solo puede alegarse en  que manifiestamente lo expresa la ley. Al respecto afirma el artículo 149 de la iniciativa de Código, textualmente: 
“ARTÍCULO 149 AFIRMATIVA FICTA La afirmativa ficta, que significa decisión favorable a los derechos e intereses jurídicos de los peticionarios por falta oportuna de respuesta de la autoridad administrativa, procederá solo en los siguientes casos:
I.- Solicitudes cuya estimación habilite para el ejercicio de derechos preexistentes, salvo que mediante ella se transfiera facultades de la administración pública o que habilite para realizar actividades que se agoten instantáneamente en su ejercicio.

II.- Procedimientos en las cuales la trascendencia de la decisión final  pueda repercutir directamente en administrados distintos del peticionario, mediante la limitación, perjuicio o afectación a sus intereses o derechos legítimos.

III.- En los demás casos en que una ley la autorice en forma explícita.”

8. En la iniciativa se ha hecho un esfuerzo importante por diferenciar la forma y las características básicas entre el procedimiento administrativo como tal y el proceso judicial o procedimiento contencioso administrativo, lo cual está resaltado a través de todo el desarrollo del Código que en su Libro Primero se ocupa de  las disposiciones comunes al procedimiento y procesos administrativos, en tanto el Libro Segundo regula en Títulos por separado los procedimientos y el proceso administrativo  . En efecto, en la actualidad el procedimiento administrativo adquiere un desarrollo que le da fuerza y autonomía, separándolo de ser simplemente la antesala del proceso judicial, la etapa necesaria de agotar para pasar de manera casi natural a la vía jurisdiccional para garantizar los derechos de los gobernados. 

En este sentido se busca que el procedimiento administrativo sea entendido por la administración y por los particulares como un instrumento suficiente para asegurar la garantía de los derechos. Para el efecto se introducen principios y herramientas que permitan a la administración asegurar el cumplimiento de los cometidos estatales dentro del respeto al derecho de las personas, sin que éstas se vean obligadas necesariamente a acudir a la protección del Tribunal o a los jueces municipales frente a la acción u omisión contraria a la ley por parte de las autoridades administrativas. Ello porque la administración debe ser la primera protectora de esos derechos y debe tener la voluntad de actuar siempre tomándolos en cuenta, así como el deseo y la capacidad de corregir los errores en que incurra. Ello sin perjuicio del derecho que tendrán en todo caso los interesados de acudir al juez, si excepcionalmente la administración no obra conforme a esta finalidad.

Así lo revelan las normas que con coherencia y sincronía establecen a lo largo del Libro Segundo del Código el propósito de lograr que sea la administración pública, ya del Estado o  de los Municipios la encargada de satisfacer directamente y sin trámites ni dilaciones injustificadas, los derechos que está a su cargo reconocer en interés de los particulares. Y en la segunda parte, en ejercicio del derecho a accionar, incluyen las pretensiones a ser deducidas ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo o ante el juez municipal, con el fin de lograr la eficacia de esos derechos en tanto desconocidos o vulnerados por las autoridades públicas o por los particulares en ejercicio de funciones administrativas.

En síntesis el nuevo Código de Justicia Administrativa que pongo a la consideración de esta Soberanía, está centrado en la búsqueda de la tutela efectiva de los derechos de los ciudadanos frente al Estado y sus municipios, garantizándoles en primer lugar los mecanismos necesarios para lograr su reconocimiento en sede administrativa, y en caso de no lograrlo, poniendo a su disposición el derecho a accionar, traducido en la posibilidad de acudir al Tribunal Contencioso o, en su caso, al juez municipal, en busca del reconocimiento negado por la administración o de la protección del derecho vulnerado por esta.

9. El Código establece las reglas generales que se aplicarán a todos los procedimientos administrativos, que por cierto son muy numerosos y diversos, salvo que por disposición de la ley existan reglas especiales. El Código regula, entre otros, los siguientes aspectos, constitutivos todos del debido proceso administrativo: la actuación administrativa se puede adelantar en forma escrita, verbal o electrónica; oralidad, participación, derecho de contradicción y a una pronta resolución; derecho a examinar los expedientes que lleva la administración salvo los casos de reserva legal; en relación con terceros, deber de comunicación de la administración y derecho a intervenir; en materia de pruebas, derecho a pedirlas, a que se practiquen y a controvertirlas; reglas de carácter general en relación con los procedimientos administrativos sancionatorios, con carácter supletorio frente a procesos sancionatorios especiales, y preceptos que garantizan en este caso también el debido proceso (imputación clara y precisa, notificaciones, oportunidad para presentar descargos, para aportar y practicar pruebas, derecho de contradicción, legalidad de las faltas y de las sanciones, graduación de las sanciones, recursos, caducidad de la facultad sancionatoria y de la sanción impuesta); publicaciones, citaciones, comunicaciones, notificaciones y recursos.

10. De igual forma establece las reglas para sustanciar el Proceso Administrativo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo la iniciativa del Código de Justicia Administrativa, consagra cinco etapas, a efecto de dar trámite y desarrollo a los procesos ordinarios, en única instancia y para los cuales no exista un procedimiento especial. 

De conformidad con lo normado en el artículo 606, esas etapas desde una visión general se pueden identificar de la siguiente manera:

La etapa expositiva comprende la demanda, el emplazamiento, la contestación y las medidas cautelares esta fase implica. Esta fase implica la presentación de la demanda, su inadmisión, su rechazo, su admisión, el traslado de la misma, la ampliación; la contestación, la presentación de excepciones, demanda reconvencional, en su caso y las medidas cautelares, en especial la suspensión del acto o resolución impugnada. Esta fase es predominantemente escrita.

La segunda etapa denominada de conciliación y saneamiento, principia con la audiencia inicial y puede concluir con la conciliación total o parcial de las pretensiones de las partes. En caso contrario, se saneará el proceso, se fijarán los puntos de litis, se ofrecerán los medios de prueba y se resolverá sobre su admisión, para concluir con el auto en el que se fije la fecha para la celebración de la audiencia final con la citación de las partes, los testigos, especialistas y peritos. Tiene una naturaleza mixta oral y escrita

La etapa de juicio, inicia con la audiencia final y tiene como finalidad el desahogo de pruebas, escuchar los alegatos de las partes y concluye con la citación para sentencia que emitirá  el Tribunal dentro de los treinta días siguientes. Para el caso de que no se puedan practicarse todas las pruebas, el Tribunal puede celebrar una audiencia complementaria.

La etapa de sentencia supone la presentación  del proyecto de sentencia elaborada por el magistrado instructor ante el Pleno. La resolución se tomara por unanimidad o mayoría de votos

La etapa de ejecución de sentencia, comprende todos los actos procesales para lograr su cumplimiento, al punto que puede implicar la destitución de la autoridad renuente. El expediente no se puede mandar archivar hasta en tanto la sentencia esta cumplida.

11. Tanto en el procedimiento como en el proceso administrativo se regula la institución de la suspensión de los actos o resoluciones administrativos, que a diferencia de aquellos es un instrumento accesorio que los complementa

Consiste en la oportunidad que se le ofrece a quien inician un procedimiento o proceso administrativo de pedirle a la autoridad administrativa o al Tribunal, al comienzo del proceso, que mientras du​ra su tramitación y en tanto no se resuelvan, disponga la paralización de los efectos del acto o resolución  administra​tivo impugnado, de modo que, en el ínterin, ellos cesen de producir sus efectos. 

Se trata, pues, de un antídoto para contrarrestar los efectos potencial​mente negativos que se siguen de aquella ventaja característica  de los actos administrativos que consiste en que ellos deben presumirse lega​les y, por ende, producir todos sus efectos, en tanto no sean revocados por la administración o anulados por un juez contencioso administrati​vo. Procesalmente hablando, se trata de una ‘medida cautelar’.

Para que la suspensión sea viable, el Código cuya iniciativa se plantea,  solo se exige la apariencia de buen derecho y que el acto o resolución impugnada es causa de un perjuicio para quien demanda. 

Claro esta, la medida esta sujeta a una serie de requisitos para evitar el abuso de su empleo, entre otros la caución que se exige para que surta efectos. 

12. Consientes de que la autoridad suele incurrir en errores al llevar a cabo sus actos o al dictar sus resoluciones, el Código instrumenta una serie de recursos tanto en los procedimientos  administrativos, como en el proceso administrativo. En orden a su importancia para los procedimientos administrativos regula los recursos de inconformidad, reconsideración y revocación. Y en el mismo orden, en el proceso administrativo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, prevé los recursos de revisión, queja y reposición. Todos ellos constituyen medios de defensa para los particulares, que fortalecen aún más el régimen de legalidad.

13. Sin lugar a duda, uno de los más resonantes éxitos alcanzados hasta hoy por la justicia administrativa ha sido el de haber logrado estrechar más y más cada día el cerco que en su momento comenzaron a tender las revoluciones liberales sobre la discrecionalidad como principio rector del ejercicio del gobierno. Bien se sabe que la historia de ese cerco, y sobre todo la sistemática reducción de su espacio, es en buena medida la historia del Estado de derecho. Y bien se sabe también, que una de las razones principales de que la arbitrariedad hubiera llegado a florecer como floreció, fue la de que tradicionalmente encontró en la discreciona​lidad uno de los más propicios terrenos posibles.

Por supuesto, esa ‘reducción del espacio de la discrecionalidad’ está implícitamente presente en cada uno de los instrumentos de justicia administrativa a los que hemos hecho mención, en la medida en que el nacimiento de cada uno marcó un paso adelante en la consolidación del imperio de las competencias objetivamente regladas y sujetas al control judicial, y por ende un paso atrás en el de las signadas por la desigualdad, por la subjetividad y por los caprichos. 

Empero, así mismo ha ocurrido que, además de esa sucesiva serie de recortes implícitos a la discrecionalidad, los ha habido explícitos, dis​puestos por normas que por lo tanto son también parte integrante de la ‘justicia administrativa’. No me cabe la menor duda que la iniciativa que ahora pongo a consideración de esta Soberanía, vale por el compromiso asumido por la administración pública de sujetar todos sus actos a la ley. 

14. La tecnología de la información y las comunicaciones entra de lleno en el nuevo estatuto. Es así como el artículo 167  y siguientes prescribe que los procedimientos administrativos se adelantarán no solo por escrito o verbalmente, sino también “por medios electrónicos”. 

El artículo 167 consagra un nuevo derecho: el que tiene toda persona para actuar ante las autoridades utilizando medios electrónicos. Cuando un ciudadano así lo reclame, la autoridad deberá adelantar la actuación por este medio. Toda actuación, en las diversas etapas del procedimiento administrativo, podrá tramitarse por medios electrónicos: peticiones, consultas, quejas, reclamos, notificaciones, recursos. Ingresaremos en la era de los archivos y los actos administrativos electrónicos, y por consiguiente de los expedientes electrónicos. 

El nuevo código plantea a la administración un formidable desafío: la obligación de instalar una infraestructura informática y de desarrollar una cultura digital. Por este concepto, una vez más, el código contencioso administrativo genera importantes procesos de modernización de la administración pública. El artículo 178 confiere plena validez jurídica a las deliberaciones, votaciones y decisiones que en conferencia virtual realicen organismos colegiados de la administración pública utilizando medios electrónicos. El artículo 170 regula la notificación personal por medio electrónico, y el artículo 173 regula el expediente electrónico

Por cuanto al proceso administrativo ante el Tribunal de Justicia Administrativa, se establece el proceso en línea (artículos 663 a 692), que permitirá a quienes no residan en el asiento del Tribunal, acceder a la justicia administrativa sin tener que desplazarse de su lugar de residencia y sin que de momento sea necesario multiplicar órganos jurisdiccionales en todo el territorio del Estado. 

 De hecho, debemos reconocerlo, el Código llega tardíamente a un campo que ha sido ya notablemente desarrollado por la iniciativa privada, y en el cual han incursionado con éxito también, desde hace algunos años, otras actividades estaduales como es el caso de los procesos orales en materia penal y mercantil. Las nuevas normas llegan cuando existe ya en la ciudadanía no solo conocimiento e interés por el uso de los medios electrónicos, sino fervor por el atractivo de la informática. Se habla ya de una “ciudadanía digital”, familiarizada con unos instrumentos que con el nuevo Código se convierten en norma para el trámite ordinario de sus relaciones con las autoridades y para el ordenado desarrollo de la actividad administrativa, así como de los procedimientos y procesos administrativos.

V.  CONTENIDO DE LA INICIATIVA. 
La iniciativa del Código se conforma con 729 artículos y 8 artículos transitorios y esta dividido en Libros, Títulos, Capítulos, Secciones y Apartados. Cada Libro cuenta con una breve rúbrica, epígrafe, apostilla o brevete, identificador de su contenido, que facilita su consulta y expedita la localización de sus preceptos. De la utilidad de esta sistematización y de su dificultad técnica en muchos casos, hay que ser plenamente consientes, por lo que si en algún supuesto llegara a plantearse contradicción entre el rubro y el contenido o alcance de un artículo, debe prevalecer éste sobre aquél.

De esta forma, dentro de un plan riguroso, se efectuó una distribución casi pedagógica, a través de la cual se procuró ordenar las instituciones dentro del Código cuya iniciativa se presenta, de tal manera que su propia colocación permitirá llegar a ellas sin esfuerzo facilitando su consulta o estudio.

En el Primer Libro  se ocupa  de las disposiciones comunes al procedimiento y proceso administrativo, distribuidas en nueve Títulos y el Libro Segundo,  comprende los procedimientos y el proceso administrativo distribuidos en dos Títulos.  

1. El Título Primero, introduce a las disposiciones preliminares y en su Capítulo Primero, aborda la naturaleza, objeto y finalidad del ordenamiento, delimita su ámbito de aplicación y ofrece un amplio glosario que facilita su operatividad. Precisa las fuentes de donde emanan sus disposiciones  y establece las reglas bajo las cuales deberá de ser interpretado. En dicho apartado también se especifican las materias que quedarán excluidas y restringidas de su aplicación.   
En el Capítulo segundo, se incorporan enunciativa y no limitativamente, los principios rectores del procedimiento y del proceso administrativo, como las directrices básicas que regulan y precisan su funcionamiento y desarrollo, cuando surjan situaciones que propicien obscuridad, ambigüedad o transgresión  del derecho. A saber, principio de escrituración, gratuidad, igualdad, imparcialidad, legalidad, debido proceso, contradictoriedad, informalismo, eficacia, economía, publicidad, transparencia, participación, presunción de veracidad, celeridad, predictibilidad, verdad material, razonabilidad, impugnabilidad, entre otros. Estos principios toman su origen en la exigencia de la convivencia humana, derivan por lo general de la lógica jurídica y son expresión de valores axiológicos. Sirven de criterios interpretativos para resolver las cuestiones que puedan suscitarse en la aplicación de las reglas de  los procedimientos y proceso administrativos, o como parámetros para la generación de otras disposiciones de carácter general que permitan suplir los vacíos normativos en los ordenamientos administrativos. 
2. El Título Segundo, que trata de las relaciones entre las autoridades y los particulares, dedica su Capítulo Primero a regular los derechos y deberes de los particulares frente a las autoridades, y de manera especial de la colaboración y comparecencia a la que están obligados aquéllos frente a estas últimas.  
Las facultades, poderes, deberes y prohibiciones de las autoridades, se organizan dentro del Capítulo Segundo. Se establecen las obligaciones de las autoridades frente a los particulares; así como las correcciones disciplinarias y las medidas de apremio a las que se puedan hacer acreedoras, los deberes a observar en su actuación y la responsabilidad de tramitar y resolver el procedimiento o el proceso de su competencia.  
En el Capítulo Tercero se establece como premisa que la imparcialidad es indispensable para la actuación de la autoridad administrativa o del Tribunal al intervenir en los procedimientos o proceso administrativos. Se prevé que en los casos en que el interés general propio de la función pública entre en conflicto con el interés particular y directo de la autoridad, esta deberá declararse impedida, aun cuando el interesado o la parte afectada no lo recusen. 
3. El Título Tercero, regula ampliamente el derecho de petición consagrado en el artículo 8° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, en su Capítulo Primero se precisa el objeto y las modalidades del derecho de petición ante autoridades, así como las reglas generales y las formalidades que reviste su ejercicio. Los trámites especiales y los casos de reserva, se abarcan en su Capítulo Segundo. 
El Título Cuarto comprende en forma amplia y clara, las figuras relativas a los participantes en los procedimientos y procesos administrativos. En ese tenor, según se dispone en el Capítulo Primero, se considerará parte interesada quien en el procedimiento o proceso administrativo promueva como titular de derechos o intereses legítimos, o aquél cuyo interés legítimo pueda resultar directamente afectado por la decisión que en un procedimiento o proceso se adopte. Se contemplan las figuras de la representación legal, la litispendencia, el litisconsorcio pasivo y el necesario.  En el juicio contencioso la autoridad podrá, mediante simple oficio, acreditar delegados, los que tendrán amplias facultades para imponerse de las actuaciones, oír notificaciones, ofrecer y rendir pruebas, formular alegatos, interponer recursos, comparecer a las audiencias, recibir documentos y formular otras promociones; pero no podrán desistirse del juicio de lesividad. 
El Capítulo Segundo, reglamenta la intervención de terceros, como aquéllos que tengan con una de las partes interesadas determinada relación sustancial a la cual no se extiendan los efectos jurídicos de la resolución definitiva que se dicte en un procedimiento o proceso administrativo, pero que pueda afectarse desfavorablemente si dicha parte es vencida. De igual forma, podrán intervenir los terceros que sean titulares de una determinada relación sustancial que podría verse afectada por la sentencia a dictarse y respecto del cual estaban legitimados para demandar o ser demandados en ese procedimiento o proceso. En esa tesitura, también podrá apersonarse quien pretenda en todo o en parte la cosa o el derecho controvertido frente a quienes intervienen como partes en el procedimiento o proceso, para que en el mismo se le considere. La amplitud de este capítulo es evidente, al prever el llamamiento de oficio en caso de fraude o colusión y la sucesión de partes interesadas. 
5. Contenido toral es el del Título Quinto en el que se desarrolla la figura del acto administrativo, pues en su Capítulo Primero enlista los elementos y requisitos que  le otorgan validez, además de prever las modalidades a las que el mismo se puede someter: condición, término o modo.  El Capítulo Segundo, distingue nítidamente entre la validez, la eficacia y la ejecutividad del acto administrativo, aspectos de trascendencia para determinar sus consecuencias jurídicas. 
El Capítulo Tercero, contempla los supuestos de nulidad, anulabilidad y revocación de un acto jurídico; específica los vicios del acto administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho; así como aquéllos casos en que podrá operar su convalidación. Precisa que la nulidad del acto administrativo se actualizará ante la omisión o irregularidad de alguno de los requisitos de validez señalados en el propio ordenamiento. También se designa a la instancia competente para declarar la nulidad en sede administrativa o jurisdiccional. 
El Capítulo Cuarto, incorpora los supuestos en que se actualiza la revocación del acto administrativo como una actividad de la autoridad expresada a través de su voluntad unilateral, con el objeto de retractarse de un acto anterior ejecutado por ella, en los casos autorizados por la ley. 
La eficacia y ejecutoriedad del acto administrativo son tratadas en el Capítulo Quinto, al enlistar los lineamientos a observar en toda ejecución forzosa y especificar el título que le servirá de fundamento, así como los distintos tipos de ejecución y su forma de realizarse.   
El Capítulo  Sexto, desarrolla en forma amplia el tema del silencio administrativo y específicamente de las figuras de la negativa y afirmativa fictas. Se especifica claramente cuáles son las consecuencias de la conducta omisiva de la autoridad en brindar una respuesta al interesado, esto es, en qué casos, el silencio se tendrá como una respuesta favorable o desfavorable al peticionario, la forma de hacer efectiva esa consecuencia y las sanciones para la autoridad morosa. 
El Capítulo Séptimo abarca las hipótesis de extinción del acto administrativo, ya sea que se haya cumplido su objeto, motivo o finalidad; que la condición a la que estaba sujeto no se cumpla;  que se haya realizado la condición resolutoria; por renuncia expresa e indubitable del interesado; por la conclusión de su vigencia o que se haya revocado, en los términos que señalen las leyes.  
6. El Título Sexto que comprende los actos procesales, inicia su Capítulo Primero con la especificación de las formalidades que deberán revestir aquéllos, así como el idioma en que deberán redactarse o su respectiva traducción. Trata de los casos en que se amerite del apoyo de intérprete, exige la presentación escrita de las promociones y actuaciones, la que deberá tener la firma autógrafa de quien la formule, requisito sin el cual no se le dará curso, salvo excepciones previstas. En este apartado se trata de la formación y consulta del expediente, así como de su reposición en caso de pérdida o extravío. 
La tecnología de la información y de la comunicación permea este ordenamiento, ya que las dependencias y entidades, deberán aceptar el uso de mensajes de datos y la presentación de documentos electrónicos cuando las mismas ofrezcan esta posibilidad. En estos casos, los particulares que así lo deseen, deberán solicitar de las dependencias o entidades administrativas en las que actúen, una clave RUPAC de identificación conformada en los términos previstos por la Ley de Mejora Regulatoria del Estado y tramitar su firma electrónica certificada, para así poder accesar y realizar promociones a través de dichos medios. En ese tenor, la Secretaria de Fiscalización y la Dirección de Informática del Poder Judicial, establecerán los estándares y protocolos que deberán cumplir las autoridades para incorporar en forma gradual la aplicación de medios electrónicos en los procedimientos  y proceso administrativos. Se prevé la creación del portal de Internet que será el lugar donde se pondrán a disposición de los particulares las actuaciones electrónicas que emitan las dependencias administrativas y entidades. 
El Capítulo Segundo abarca los temas relativos al tiempo y lugar de los actos procesales, el carácter de los plazos, la forma de computarse así como su conclusión anticipada.  
El Capítulo Tercero abarca la notificación como forma de dar a conocer un acto, actuación, diligencia o resolución en un procedimiento ante una autoridad administrativa o en un proceso ante el Tribunal de Justicia Administrativa. Se especifica la forma y el tiempo en que deben hacerse así como su contenido y efectos. Se prevé que  cuando la autoridad administrativa, el Tribunal, las partes interesadas o los destinatarios de las notificaciones dispusieren de medios electrónicos, telemáticos, infotelecomunicaciones, o de otra clase semejante, que permitan el envío y la recepción de escritos y documentos, de forma tal que esté garantizada la autenticidad de la comunicación y de su contenido y quede constancia fehaciente de la remisión y recepción íntegras y del momento en que se hicieron, los actos de notificación; podrán efectuarse por dichos medios. 
La relación entre autoridades estales y municipales, es un tópico del que trata el Capítulo Cuarto  que se rige por el criterio de colaboración en materia de auxilio judicial, sin que ello importe renuncia a la competencia propia señalada por ley. También se prevé la colaboración que deben brindar las autoridades jurisdiccionales al Tribunal de Justicia Administrativa, así como la cooperación que éste debe brindar a otros Tribunales o a las autoridades judiciales extranjeras competentes en la materia. 
El Capítulo Quinto abarca los casos en que por ley o por disposición de la autoridad administrativa o del Tribunal se requiera el otorgamiento de cauciones, mismas que podrán consistir en fianza otorgada por institución autorizada, fianza otorgada por particular, prenda o hipoteca, depósito en efectivo o en valores a disposición de la autoridad o en fideicomiso en garantía irrevocable, legalmente constituido sobre bienes bastantes para responder de la obligación. Se prevén los procedimientos para fijar las cauciones, el plazo para otorgarlas, la forma de hacerlas efectivas y los supuestos en que ha lugar a su cancelación. 
El Capítulo Sexto, especifica los supuestos en que un acto administrativo será considerado nulo, el trámite para invocar dicha nulidad, así como las consecuencias de ello. 
7. El Título Séptimo, incluye la actividad probatoria en el procedimiento y en el proceso administrativo. En su Capítulo Primero, se establece que serán objeto de prueba los hechos controvertidos en ambos procedimientos; así mismo, se precisa cuáles otros serán excluidos de prueba. Especifica quién tendrá la carga de la prueba y la admisión de toda clase de ellas que tengan relación con los hechos controvertidos, excepto la confesional mediante absolución de posiciones de la autoridad, sin excluir las pruebas supervinientes, las trasladadas  o para mejor proveer.
En ambos procedimientos, los interesados tendrán libertad para ofrecer como medios de prueba los que estimen conducentes para la demostración de sus pretensiones, siempre y cuando sean adecuados para producir  convicción a la autoridad administrativa o al Tribunal. Del Capítulo Segundo al décimo primero, se abarcan los distintos medios de prueba que las partes podrán ofrecer, a saber: confesión, documentos públicos y privados, declaración de testigos, informe de las autoridades, reconocimiento o inspección, dictámenes periciales, fotografías, copias fotostáticas, registros dactiloscópicos, grabaciones en disco, cinta, video, o cualquier otro tipo de reproducción, mensajes de datos provenientes de los medios electrónicos y las presunciones e indicios. Las actuaciones harán prueba plena y deberán ser tomadas en cuenta por la Autoridad o el Tribunal al momento de resolver, sin necesidad de ser ofrecidas como tales. En este apartado se describe la forma en que podrá ofrecerse cada uno de los medios de prueba, así como la preparación para su desahogo.  
El Capítulo Décimo segundo, desarrolla el tema de la valoración de la prueba. En este aspecto, la autoridad administrativa o el Tribunal tendrán la más amplia libertad para hacer el análisis y valoración de cada una de las pruebas rendidas, mediante la aplicación de las reglas de la lógica, las máximas de la experiencia, extraídas de las observaciones de lo que normalmente sucede y la sana crítica; así como para determinar su valor, apreciándolas en su conjunto, a menos que el propio Código establezca las reglas específicas para hacer la valoración. 
8. El Título Octavo comprende el tema de las resoluciones en los procedimientos y en los procesos administrativos. Su Capítulo Primero prohíbe a las autoridades dejar en estado de resolución los expedientes; además de prescribir que para la redacción de las resoluciones no se requerirá forma especial y solo deberán cubrir un contenido mínimo. Se precisa que las autoridades administrativas o el Tribunal no podrán variar ni modificar sus resoluciones después de dictadas y firmadas. No obstante, cuando se trate de precisar algún concepto o suplir alguna omisión, lo podrán hacer de oficio, dentro del día siguiente a la notificación correspondiente, o a petición de parte interesada, por escrito presentado dentro del mismo plazo, resolviéndose lo que se estime procedente dentro del día siguiente a la presentación del escrito. El acuerdo que decida la aclaración de una resolución, se considerará parte integrante de ésta. 
El Capítulo Segundo define las resoluciones definitivas como aquellas que pongan fin al procedimiento administrativo o al proceso contencioso, las que deberán fundarse y motivarse, ser claras, precisas y congruentes, y decidir todas las cuestiones planteadas por las partes, así como las derivadas del expediente. En ese tenor, cuando se trate de cuestiones conexas que no hubieran sido planteadas, las autoridades administrativas o el Tribunal podrán pronunciarse sobre ellas, previa vista a las partes por el plazo de cinco días para que formulen lo que a su derecho convenga y aporten, en su caso, los medios de prueba que consideren oportunos. 
9. El Título Noveno incluye el trámite de las cuestiones incidentales, como aquéllas accesorias que tengan relación inmediata con el procedimiento o el proceso principal, y que no tenga señalado en la ley un trámite propio, caso en el cual, deberá seguirse en cuerda  separada. Se precisa que las autoridades administrativas o el Tribunal repelerán de oficio los incidentes ajenos al negocio principal, sin perjuicio del derecho de los interesados que los hayan promovido para deducir la pretensión en la forma correspondiente. 
El Capítulo Segundo, contiene el procedimiento de las tercerías coadyuvantes o excluyentes ordinarias, así como de aquéllas que se pueden hacer valer en los procedimientos de ejecución.  
El Libro Segundo abarca los procedimientos y el proceso administrativo. 
10. Su Título y Capítulo primero se ocupa del procedimiento administrativo y lo define como  la concatenación de actos y diligencias, jurídicamente regulados, realizados por las autoridades de la administración pública del Estado y de sus municipios, con la participación de las partes interesadas,  conducentes a la emisión de un acto administrativo que produzca efectos jurídicos individuales o individualizables sobre intereses, obligaciones o derechos de los que sean titulares las personas.  
Se establecen los fines y los casos en que procede el procedimiento administrativo, su clasificación, así como el carácter con el que podrán comparecer al mismo los particulares. Se prevén tanto los  procedimientos de aprobación automática con fiscalización posterior de la dependencia o entidad ante la que se realizan los mismos, como también procedimientos de tramitación previa que implican la práctica de una serie de actos, la estructuración de estos, la aprobación y difusión de los formularios para facilitar sus trámites.  
Para el cumplimiento de los requisitos correspondientes a los procedimientos administrativos, las autoridades y entidades estarán obligadas a recibir los documentos e informaciones previstos en la ley, en vez de la documentación oficial, a la cual reemplazan con el mismo mérito probatorio. Aspecto importante es el que establece el régimen de dependencias que no cuentan con formularios de procedimientos administrativos vigentes. 
El Capítulo Segundo establece que la competencia de las autoridades administrativas  tiene su fuente en la Constitución y en la ley, y es reglamentada por las normas administrativas que de aquellas se derivan. Instituye la presunción de competencia desconcentrada a favor de la autoridad de menor jerarquia, el carácter inalienable de la competencia administrativa, su ejercicio, su delegación, la posibilidad de atracción y declaración de incompetencia de oficio o a petición de parte. Como cierre del capítulo se establecen los deberes de las autoridades respecto del procedimiento administrativo y de sus partícipes. 
El Capítulo Tercero regula el procedimiento administrativo común y en sus Sección Primera se describen las formas y el lugar en que podrá iniciarse, ya sea de oficio o a petición de los particulares interesados, salvo que por disposición legal o por su finalidad, corresponda ser iniciado exclusivamente de oficio o a instancia de parte, en interés particular o en interés general, en los modelos de solicitudes que deberán proporcionar las propias dependencias. 
La forma en que se desarrolla el procedimiento se define en la Sección Segunda, su impulso por parte de la Autoridad, la formación del expediente, el  orden en la tramitación y la no suspensión del procedimiento cuando los incidentes surjan. Establece la forma en que deberán ofrecerse las pruebas permitidas, así como la preparación para su desahogo y posterior valoración. 
La Sección Tercera incluye la terminación del procedimiento y enlista los supuestos en que esto habrá de tener lugar: desistimiento, renuncia de derechos o intereses jurídicos, convenio entre los particulares y las autoridades administrativas, cuyo cumplimiento podrá ser demandado ante el Tribunal o los Juzgados, resolución definitiva expresa, resolución afirmativa ficta, resolución negativa ficta que se configure, caducidad e imposibilidad jurídica o material superveniente del acto materia del mismo.  
Se prevé que todo interesado pueda desistirse de su petición hasta antes de que se emita resolución, con las consecuencias respectivas; asimismo, se contempla la posibilidad de desistirse de actos y recursos administrativos y de realizar acuerdos o convenios de carácter conciliatorio. En lo que respecta a las resoluciones que ponen fin al procedimiento, estas deberán de ser claras, precisas y exhaustivas, y contener los requisitos que expresamente señala el Código e igual en lo que se refiere a su ejecutoriedad.  
Se previene que en aquellos casos en que medie una situación de emergencia o urgencia, debidamente fundada y motivada, la autoridad competente podrá emitir el acto administrativo sin sujetarse a los requisitos y formalidades del procedimiento administrativo previstos en esta ley, respetando en todo momento las garantías individuales.  
El Capítulo Cuarto incluye los procedimientos especiales y en cada una de sus secciones se desarrollan las generalidades y el trámite de las visitas de verificación y las medidas de seguridad que pueden dictarse. La Sección Tercera, trata de las infracciones y las sanciones administrativas que pueden determinar e imponer las autoridades administrativas a los particulares infractores, en la inteligencia de que dicha potestad sancionadora se regirá bajo los criterios legales y los principios de legalidad, debido procedimiento, razonabilidad, tipicidad, irretroactividad y causalidad.  
Mención aparte merece el apartado relativo a las infracciones y sanciones a servidores públicos, ya que será causa de responsabilidad el incumplimiento del código y serán aplicables las sanciones previstas en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza. En todo caso, se destituirá del puesto e inhabilitará cuando menos por un año para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público a los funcionarios merecedores de dicha sanción. 
El Capítulo Quinto regula  los recursos administrativos que podrán hacer valer los interesados afectados por los actos y resoluciones de las autoridades administrativas. En la Sección Primera enumera estos recursos indicando que se podrán hacer valer el de inconformidad, la reconsideración o la revocación. Establece sanciones pecuniarias para quien interponga alguno de estos recursos con el solo propósito de dilatar el procedimiento.

La Sección Segunda, Primera Parte, se ocupa del recurso de inconformidad cuyo propósito es  impugnar las resoluciones que pongan fin al procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, así como las resoluciones de trámite que determinen la imposibilidad de continuarlos. Los afectados, podrán,  a su elección, interponer el recurso de inconformidad previsto en este Título o intentar el proceso contencioso ante el Tribunal de Justicia Administrativa.  Regula igualmente la forma como se tramita este recurso, la posibilidad de que se estime improcedente o se decrete el sobreseimiento, la forma de apreciar el acto o la resolución impugnada y el sentido de la resolución final.
La Sección Segunda, Segunda Parte,  prevé la suspensión con garantía del acto o resolución recurrido en revisión ante la interposición del medio de impugnación e  inclusive  se contempla el recurso de reconsideración contra la negativa de la suspensión por parte de la autoridad administrativa. Se precisan los requisitos, condiciones y efectos de la suspensión.
La Sección Segunda, Tercera Parte, establece el recurso extraordinario de inconformidad que procede contra los actos firmes en vía administrativa y que podrá interponerse ante el órgano administrativo que los dictó, que también será el competente para su resolución,  en los casos señalados en el artículo 537.
La Sección Tercera, incorpora el recurso de reconsideración que procederá cuando la autoridad ante quien se interpone el recurso de revisión omita su tramitación o lo hace indebidamente; cuando no provea sobre la suspensión dentro del plazo legal, conceda o niegue ésta, rehúse la admisión de fianzas o contrafianzas, admita las que no reúnan los requisitos legales o que puedan resultar excesivas o insuficientes; cuando reconozca o niegue el carácter de tercero interesado; cuando las resoluciones que dicten, causen daños o perjuicios notorios a alguno de los interesados; por exceso o defecto en la ejecución de la resolución que haya resuelto en términos favorables al recurrente el recurso de revisión y las que decidan el incidente de reclamación de daños y perjuicios. 
La Sección Cuarta regula el recurso de revocación. contra las resoluciones dictadas en el procedimiento administrativo que no admitan expresamente los recursos de inconformidad o reconsideración y que, por su naturaleza trascendental y grave, puedan causar perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la resolución definitiva, procede el recurso de revocación ante la propia autoridad administrativa que dictó la resolución recurrida, sin perjuicio de que  se llevará a efecto lo acordado.
La Sección Quinta trata de las declaraciones de nulidad y lesividad. Establece que las autoridades administrativas, en cualquier momento, por iniciativa propia o solicitud de parte interesada, previa deliberación y votación favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de los municipios, cuando el asunto sea de trascendencia para los gobiernos estatal o municipal, declararan de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en este Código.  
11. El Título Segundo, abarca el proceso administrativo ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Poder Judicial o ante los juzgados municipales. En el Capítulo Primero delimita las controversias de las que conocerán  y resolverán; en un enlistado que comprende 20 supuestos, el artículo 549  del Código establece los supuestos en que se surte la competencia tanto del Tribunal, como de los juzgados municipales, entre ellas las resoluciones administrativas y fiscales, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar las autoridades administrativas del Estado, de los municipios o de los organismos auxiliares de carácter estatal o municipal, por violaciones cometidas en las mismas o durante el procedimiento administrativo, en este último caso cuando trasciendan al sentido de las resoluciones y que tengan por propósito crear, modificar o extinguir situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria; así  como las resoluciones definitivas dictadas en el recurso de inconformidad.
 En el Capítulo Segundo se precisa quiénes serán considerados como partes en el proceso administrativo, indicando el artículo 562 que tienen este carácter, el actor o demandante, los demandados y el tercero quien, dentro del proceso administrativo, aparezca como titular de un derecho incompatible con la pretensión del demandante. Se establece el distingo entre interés directo e interés legítimo, así como la posibilidad de que las partes sean representadas legalmente en juicio.  
El Capítulo Tercero establece los supuestos de improcedencia del proceso, tales como que no se afecten los intereses legítimos del demandante; que  de la  impugnación no le corresponda conocer al  Tribunal o al juzgado; que los actos hayan sido materia de sentencia de fondo emitida por el Tribunal o el juzgado siempre que hubiera identidad de partes y se trate del mismo acto impugnado, aunque las violaciones alegadas sean diversas; en los que hubiere mediado consentimiento expreso o tácito; que sean materia de un recurso o juicio que se encuentre pendiente de resolución; de cuyas constancias de autos apareciera, de manera clara, que no existe la resolución o el acto impugnado; respecto de los cuales hayan cesado los efectos del acto impugnado o éste no pueda surtir efecto legal o material alguno, por haber dejado de existir el objeto o materia del mismo; y que hayan sido materia de resolución en un procedimiento judicial. 
El sobreseimiento procederá de oficio o a petición de parte cuando el actor desista del mismo o deje de actuar ciento ochenta días, caso en el que se le tendrá por desistido conforme a la ley; cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguno de las causas de improcedencia; en el caso que el actor muera durante el juicio, si su pretensión es intransmisible o si su muerte deja sin materia dicho juicio, y en los demás casos en que por disposición legal, exista impedimento para emitir resolución en cuanto al fondo del asunto. 
El Capitulo Cuarto, en su Sección Primera,  se regulan las cuestiones incidentales  que deben ser resueltas previamente por constituir motivos que impiden la resolución del fondo del proceso por lo que deben ser resueltos previamente. Se enumeran estas cuestiones  señalándose entre otras: la incompetencia del Tribunal; la falta de capacidad de las partes o de representación; la nulidad de notificaciones; la acumulación de procesos; la falta del debido litisconsorcio o emplazamiento de terceros; la litispendencia;  la cosa juzgada; el desistimiento de  la acción o la demanda; la conexidad; la oscuridad o ambigüedad en el modo de proponer la demanda o, en su caso, la reconvención.
El mismo Capítulo Cuarto en su Sección Segunda, alude a la suspensión en el proceso administrativo. Indica  cuando procede, bajo que requisitos y cuáles son sus efectos y su modificación o revocación por causas supervenientes.
El Capítulo Quinto en su Sección Primera señala  las etapas que integran  el proceso administrativo ordinario, enumerando las cinco siguientes: 1. Expositiva; 2. Conciliación y Saneamiento; 3. Juicio; 4. Sentencia; 5. Ejecución de sentencia. Se precisa que la etapa expositiva comprende la demanda, el emplazamiento, la contestación y la medida cautelar de suspensión; la etapa de conciliación y saneamiento, principia con la audiencia inicial y puede concluir con la conciliación total o parcial de las pretensiones de las partes, de no ser así, se saneará el proceso, se fijarán los puntos de litis, se ofrecerán los medios de prueba y se resolverá sobre su admisión, para concluir con el auto en el que se fije la fecha para la celebración de la audiencia final con la citación de las partes, los testigos, especialistas y peritos; la etapa de juicio, inicia con la audiencia final, el desahogo de pruebas, la formulación de alegatos y concluye con la citación para sentencia; la de sentencia, abarca el periodo y la forma en que esta debe ser dictada por el Tribunal o por el juez,  y   la etapa de ejecución de sentencia, comprende todos los actos procesales para lograr su cumplimiento.

La Sección Segunda, Primera Parte, regula el trámite de la etapa expositiva del proceso ordinario. Se precisan los plazos para presentar la demanda o su ampliación, su contenido y los documentos que deberán adjuntarse a la misma. Se prevé la pluralidad de demandantes; así como la intervención de tercero en el proceso, la forma  como estos se apersonan y la justificación de su derecho para participar en la causa.

La Sección Segunda, Segunda Parte, incluye el emplazamiento y la contestación de la demanda, la forma de realizarse  y sus requisitos. Trata sobre el auto que le da entrada que entre otras cosas deberá contener precisamente lo siguiente: la declaración sobre si se produjo dentro del plazo señalado en el emplazamiento; el resultado del examen que haga el juzgador respecto a la personalidad de quien comparezca por el demandado y sobre la legitimación de éste; las dilatorias, defensas y contrapretensiones que se admitan y, en su caso, la declaración sobre la admisión de hechos o el allanamiento; el señalamiento del día y hora para la celebración de la audiencia inicial de conciliación y de saneamiento; así como el acuerdo sobre la suspensión del acto o resolución materia del proceso, si esta hubiere sido solicitada . Se prevé las consecuencias de la falta de contestación y del allanamiento de la demanda.  
La Sección Tercero reglamenta la etapa de conciliación y saneamiento que tiene por objeto  intentar un acuerdo  conciliatorio o transacción entre las partes que ponga fin al proceso, siempre que se trate de derechos disponibles y haya manifestación expresa de voluntad con ese propósito; examinar las cuestiones procesales y sustanciales previas que se hayan planteado o que el magistrado instructor advierta que pudieran obstar a la prosecución del proceso y a su terminación mediante sentencia definitiva; fijar con precisión el objeto y los extremos de hecho o de derecho sobre los que exista controversia entre las partes y en su caso, admitir las pruebas propuestas y disponer su preparación.

 Al dar comienzo a la audiencia inicial después de hacer constar la asistencia de las partes el Magistrado Instructor o el juez iniciará con la fase conciliatoria, siempre a nivel de respeto y consideración recíprocos, esforzándose todos por alcanzar una justa composición de la contienda. Si las partes llegan a un convenio, el Magistrado o el juez lo aprobarán de plano si procede legalmente y dicho pacto tendrá fuerza de cosa juzgada, en la forma y términos previstos por el Código.  
En caso de desacuerdo total o parcial entre las partes, la audiencia proseguirá y el Magistrado instructor o el juez, que dispondrán de amplias facultades de dirección procesal, si lo consideran necesario, interrogarán a las partes sobre los hechos relacionados con las excepciones dilatorias tanto de las procesales, como las de merito de previa resolución, en su caso, recibirán la prueba y procederán a resolverlas, con el fin de sanear el procedimiento. Posteriormente  procederá a la fijación de los hechos alegados por las partes y se les oirá al respecto para establecer aquellos en que estuvieren de acuerdo.  
Si en la audiencia inicial las partes están de acuerdo en los hechos y sólo se tratare de aplicar la Ley al objeto del proceso o si las pruebas presentadas en ella fueren concluyentes, el Magistrado instructor o el juez procederán a citar para sentencia en la misma audiencia; el primero dará cuenta al Tribunal con su proyecto de sentencia en la sesión de Pleno inmediato siguiente, en la que se deberá resolver sobre todos los puntos propuestos y los que por mandato legal sean su consecuencia; el segundo dictara sentencia pero esta puede ser recurrida en revisión ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo.
De no ser así el Magistrado instructor o el juez resolverán sobre los medios probatorios solicitados por las partes y fijarán la fecha para la celebración de la audiencia final, ordenarán la citación de los testigos, especialistas y peritos. Esta resolución surtirá efectos de notificación y citación a las partes. 
La Sección Cuarta regula la etapa que se denomina del juicio e indica que la audiencia final, que es su esencia, tendrá por objeto desahogar las pruebas admitidas en los términos de este Código; resolver cualquier cuestión incidental que se plantee dentro de la audiencia y oír los alegatos. Se precisan las reglas para su celebración y las reglas para la recepción de las pruebas. La audiencia será presidida por el Magistrado instructor, a quien corresponde al final elaborar el proyecto de resolución del caso. Se regula una audiencia complementaria con propósitos bien definidos: cuando, por causas ajenas a la parte que la hubiere propuesto, no se hubiese practicado alguna de las pruebas admitidas; También tendrá por objeto practicarán las pruebas pertinentes y útiles, que se refieran a hechos nuevos o de nueva noticia y excepcionalmente, el el Magistrado instructor podrá acordar, de oficio o a instancia de parte, que se practiquen de nuevo pruebas sobre hechos relevantes 
La Sección Quinta  se ocupa de la sentencia que pone fin al proceso, en los primeros artículos regula la sentencia que pronuncia el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, órgano colegiado que resuelve por unanimidad o mayoría de votos: En ella se establecen la forma y plazo para dictarla y cómo se desarrollan las sesiones para emitir el fallo; la forma de la sentencia y el sentido de la votación. El resto de los preceptos de esta sección, rigen tanto para el Tribunal, como para los juzgados y disponen que a la hora de resolver, el acto o resolución impugnados se apreciarán tal y como aparezca probado ante la autoridad administrativa demandada y que no se admitirán ni se tomarán en consideración las pruebas que no se hubiesen rendido ante dicha autoridad. Se expresa cual debe ser el contenido de la sentencia, planteando un orden lógico en los temas que debe abordar. Precisa los motivos por los que se puede anular un acto o resolución, mencionando entre otros  que una resolución administrativa es nula cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: la incompetencia, la omisión de los requisitos formales exigidos por la ley, los vicios de procedimiento; si los hechos que la motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó el acto o resolución en contravención de las disposiciones aplicadas o se dejó de aplicar las debidas, en cuanto al fondo del asunto y por último, el desvío  del poder; se faculta al juzgador a suplir la queja deficiente y se faculta a la parte interesada para promover excitativa de justicia y aclaración de sentencia.
La Sección Sexta sistematiza la ejecución de sentencia  con fuerza de cosa juzgada, iniciando con la comunicación de la ejecutoriedad de la sentencia a la autoridad demandada que debe cumplirla y la forma en que debe hacerlo, con el deber añadido de informar sobre el cumplimiento al Tribunal o al juez que la dictaron. Para el caso de que persista el incumplimiento se prevén multas conminatorias y requerimiento al superior para que este le ordene cumplir con la sentencia. Si aun así se mantiene la actitud rebelde la autoridad remisa puede ser destituida de su cargo, mediante el procedimiento que prevé el Código. Lo mismo ocurre si no se cumple con la suspensión.

En esta Sección también se regula la repetición del acto reclamado, una de las formas como la autoridad suele encubrir su incumplimiento; el incumplimiento extemporáneo y el cumplimiento sustituto. Se establece la prohibición de archivar el expediente en tanto no se haya cumplido la ejecutoria y se indica que  las disposiciones de esta Sección son aplicables a la suspensión
El Capítulo Sexto abarca los Procesos Especiales y su Sección Primera incluye el Proceso en línea, con el propósito de estar en armonía con el uso de las nuevas tecnologías de la información y de la comunicación. El demandante particular ejercerá su derecho a presentar la demanda en la vía tradicional o en línea. Cuando la demandante sea una autoridad, el particular demandado, al contestar la demanda, tendrá derecho a ejercer su opción para que el juicio se tramite y resuelva en línea.  
En el Sistema de Justicia en Línea, se integrará el expediente electrónico, mismo que incluirá todas las promociones, pruebas y otros anexos que presenten las partes, oficios, acuerdos, y resoluciones tanto interlocutorias como definitivas, así como las demás actuaciones que deriven de la substanciación del juicio en línea, garantizando su seguridad, inalterabilidad, autenticidad, integridad y durabilidad, conforme a los lineamientos que expida el Tribunal. 
En los juicios en línea, la autoridad requerida, desahogará las pruebas testimoniales utilizando el método de videoconferencia, cuando ello sea posible. La Firma Electrónica Certificada, Clave de Acceso y Contraseña se proporcionarán, a través del Sistema de Justicia en Línea del Tribunal, o del juzgado, en su caso, previa obtención del registro y autorización correspondientes.  
El registro de la Firma Electrónica Certificada, Clave de Acceso y Contraseña, implicará el consentimiento expreso de que dicho sistema registrará la fecha y hora en la que se abran los Archivos Electrónicos, que contengan las constancias que integran el Expediente Electrónico, para los efectos legales establecidos en este ordenamiento. Una vez recibida por vía electrónica cualquier promoción o documento de las partes, el Sistema de Justicia en Línea del Tribunal emitirá el acuse de recibo electrónico correspondiente, señalando la fecha y la hora de recibido. En el escrito a través del cual el tercero interesado se apersone en juicio, deberá precisar si desea que el juicio se continúe substanciando en línea o manifestar su oposición, en cuyo caso el Tribunal dispondrá lo conducente.  
Se regulan las notificaciones del juicio en línea y se especifica que para el desarrollo de este trámite son hábiles las 24 horas de los días en que se encuentren abiertas al público las oficinas del Tribunal o del juzgado, en su caso. Dada la naturaleza de este sistema, se prevén las medidas a implementar ante la posible pérdida o alteración de la información eléctrica e inclusive ante un caso fortuito o fuerza mayor o por fallas técnicas se interrumpa el funcionamiento del Sistema de Justicia en Línea. 
Se establece la edición del Boletín Electrónico, que junto con la lista de acuerdos es el medio de comunicación oficial en línea  a través del cual el Tribunal  dará a conocer las actuaciones o resoluciones en los juicios contenciosos administrativos que se tramitan ante el mismo. 
En la Sección Segunda se regula el proceso de lesividad, a cuyo efecto el artículo 695 establece la acción de lesividad que tiene por objeto que la autoridad emisora de actos o resoluciones administrativas favorables a particulares, cuando no pueda anularlo o revocarlo por sí misma por lo previsto en las leyes o reglamentos, ejercite la acción de lesividad ante el Tribunal o Juzgado, cuando: se afecten disposiciones de orden público o el interés social; no exista fundamento legal para que la autoridad emita la resolución favorable; el interesado se haya conducido con dolo, mala fe o violencia para conseguir la resolución favorable o  se haya concedido un beneficio indebido al contribuyente. 
El Capítulo Séptimo,  Sección Primera se circunscribe a los medios de impugnación que podrán interponerse en contra de las resoluciones dictadas en el proceso administrativo, a saber: la revisión, queja y reclamación.
 En la Sección Segunda se regula el trámite del recurso de revisión indicándose su procedencia, destacados que procede contra las resoluciones dictadas por los jueces municipales, dando paso a una segunda instancia y la posibilidad de unificar los criterios en materia de justicia municipal a través de la jurisprudencia que establezca el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Se establecen plazo y forma de tramitación del recurso; así como para su resolución.
La Sección Tercera abarca el recurso de queja, como el medio que podrá hacerse valer contra actos de las autoridades por exceso o defecto de las sentencias del Tribunal que hayan declarado fundada la pretensión del actor o que haya concedido la suspensión del acto o procedimiento impugnado.
La Sección Cuarta, se ocupa del recurso de reposición indicando que es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el Presidente del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo. Dicho recurso se podrá interponer por cualquiera de las partes, por escrito, en el que se expresan agravios, dentro del término de tres días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada. 
El Capítulo Octavo trata de la jurisprudencia que podrá conformarse de las tesis sustentadas en las sentencias pronunciadas por el Tribunal, aprobadas por lo menos por dos magistrados, mismas que constituirán precedente una vez publicadas en el Boletín del Tribunal. Establece como se forman las tesis y como se integra la jurisprudencia, la que clasifica en jurisprudencia por reiteración de criterios, por contradicción de tesis y por sustitución.

12. Ocho Artículos Transitorios prevén cuando entrara en vigor el Código; la abrogación de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado  y de todas las disposiciones que se opongan a sus preceptos. La forma de resolver los procedimientos administrativos en trámite, cuya sustanciación y decisión deberá hacerse conforme a la ley anterior de Procedimientos Administrativos. Se define la naturaleza del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y se indica que  Su división en una Sala Superior y Salas Distritales, tendrá lugar una vez que la ley establezca las facultades propias de éstas últimas y el presupuesto de egresos prevea las partidas correspondientes para su creación; entre tanto el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo funcionará como Tribunal Colegiado con tres Magistrados Propietarios y tres Suplentes; tendrá a su cargo la aplicación de éste Código y en particular ejercerá las atribuciones que se le confieren en el Título Segundo, del Libro Segundo, del mismo.

VI. REFLEXIONES FINALES
Por su propia naturaleza, el procedimiento  y el proceso administrativo delinean el sendero por el cual se encauza la acción jurídica de los órganos de la Administración Pública que ejercen potestades administrativas, respetando los principios constitucionales de seguridad y legalidad. Además, dan certidumbre a la sociedad y se abona al fortalecimiento de la confianza legítima que debe generar todo poder público, enlazada a la inmanente obligación de abstenerse de actuar ilegítima, arbitrariamente o por vías de hecho.
Existen diversas leyes administrativas en el Estado que han establecido sus propios procedimientos especiales, así como las disposiciones legales y, en su caso, reglamentarias, que rigen a los órganos de control de la legalidad, sin embargo, se hace necesario expedir un ordenamiento marco que resultara aplicable a la actuación genérica de la Administración Pública estatal y municipal que contenga conceptos y normas generales aplicables a todo tipo de procedimientos ante las autoridades administrativas o procesos administrativo, ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, garante de los derechos de los ciudadanos. Un Código rector que recoja principios orientadores de la formación, ejecución e impugnación, de los actos administrativos y que ofreciera certeza en las relaciones jurídico-administrativas que se sostienen entre la Administración Pública y las personas. Una norma que dé unidad, organización, coherencia y sistematice el procedimiento administrativo aplicable en el ámbito estatal y en el municipal. Asimismo, un Código que sea aplicable tanto a la justicia administrativa municipal como al Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

Por lo anterior, se somete a este Honorable Congreso del Estado para su estudio, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente iniciativa con proyecto de

D E C R E T O

ÚNICO. Se expide el Código de Justicia Administrativa para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

CÓDIGO DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

LIBRO PRIMERO

DISPOSICIONES COMUNES AL PROCEDIMIENTO

Y PROCESO ADMINISTRATIVO

TITULO PRIMERO

DISPOSICIONES PRELIMINARES

CAPÍTULO PRIMERO

NORMAS GENERAL

ARTÍCULO 1.- NATURALEZA Y OBJETO

Las disposiciones de este Código son de orden público, de interés social y de observancia general y tienen por objeto regular:

I.- Los actos y procedimientos administrativos de las dependencias y entidades de la administración publica centralizada y paraestatal del Estado de Coahuila de Zaragoza y de sus municipios. En el caso de estas últimas, siempre y cuando realicen funciones administrativas de autoridad que afecten la esfera jurídica de los particulares.

II.- El acceso a la justicia administrativa en el Estado de Coahuila de Zaragoza y los procesos para impartirla a través del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y de los Juzgados Administrativos Municipales.

Sus preceptos, en lo conducente, constituyen bases generales para la administración pública municipal, sobre las que los ayuntamientos podrán aprobar sus procedimientos administrativos para dirimir las controversias que se susciten frente a los particulares.

Cuando en las leyes, reglamentos, manuales u otros ordenamientos jurídicos aplicables a los diversos actos de la Administración Pública Estatal o Municipal, no se cuente con un procedimiento expresamente señalado, se estará a lo dispuesto por éste Código.

ARTÍCULO  2.- ÁMBITO DE APLICACIÓN

En la aplicación de este Código quedan comprendidos todos los organismos y entidades que conforman las ramas del poder público del Estado de Coahuila de Zaragoza  y sus municipios, en sus distintos órdenes, sectores y niveles; así como los particulares, cuando cumplan funciones administrativas que son propias de la autoridad. A todos ellos se les dará el nombre de autoridades para los efectos de esta ley.

ARTÍCULO 3.- Finalidad

La finalidad de este Código es establecer el régimen jurídico aplicable para garantizar la legalidad, la certeza jurídica y la justicia, en el funcionamiento de la administración pública del Estado y de sus municipios y los derechos e intereses de los particulares con sujeción a la Constitución  Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y las leyes que de ellas emanen.

Consecuentemente, la actuación de la administración pública competente, se desempeñará para alcanzar los objetivos que establecen las leyes.
Cada una de las Administraciones públicas actuará para el cumplimiento de sus fines con personalidad jurídica única.

ARTÍCULO 4.- DEFINICIONES

Para efectos del presente Código, se entenderá por: 

I.- Acto administrativo: La declaración unilateral de voluntad, externa, particular y ejecutiva, emanada de la Administración Pública, que tiene por objeto crear, transmitir, reconocer, declarar, modificar o extinguir una situación jurídica concreta para la satisfacción del interés general.

II.- Actuaciones electrónicas: Las promociones, peticiones, demandas, notificaciones, citatorios, emplazamientos, requerimientos, solicitud de informes o documentos y, en su caso, las resoluciones administrativas o sentencias definitivas que se emitan por las autoridades administrativas o el Tribunal en los actos a los que se refiere este Código, que sean procesados y comunicados por medios  electrónicos.

III.- Acuse de recibo electrónico: el mensaje de datos que se emite o genera a través de medios de comunicación electrónica para acreditar de manera fehaciente la fecha y hora de recepción de documentos electrónicos relacionados con los actos establecidos por este Código.
IV.- Administración Pública: La administración pública centralizada del Estado y de los municipios, así como sus entidades paraestatales, para municipales y organismos públicos desconcentrados, en los términos que establezcan las leyes.

V.- Anulabilidad: El reconocimiento de la autoridad, en el sentido de que un acto administrativo no cumple con los requisitos de validez que establecen este Código y demás leyes del Estado, subsanable por la propia autoridad al cumplirse dichos requisitos.

VI.- Archivo Electrónico: Información contenida en texto, imagen, audio o video generada, enviada, recibida o archivada por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología que forma parte del Expediente Electrónico.

VII.- Autoridad Administrativa: Los servidores públicos de la administración estatal o municipales, centralizada o descentralizada; así como las personas físicas o morales de carácter privado que realicen funciones derivadas de la concesión de un servicio público que, con fundamento en la ley o de hecho, realizan actos administrativos que afectan la esfera jurídica del particular, susceptibles de exigirse mediante el uso de la fuerza pública o bien a través de otras autoridades.

VIII.- Autoridad certificadora: La que en el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo o en las administraciones  públicas estatal o municipal o en los organismos desconcentrados o descentralizados proporcionan las claves de acceso con sus contraseñas y establezca las reglas y los acuerdos para la emisión, utilización y  resguardo de las firmas electrónicas certificadas, que formarán parte del sistema de  información.

IX.- Certificado digital: El mensaje de datos o registro expedidos por la autoridad certificadora competente. Es el equivalente electrónico tanto de un documento de identidad como de una firma autógrafa que permite la identificación del usuario o del autor del documento en los sistemas electrónicos de los órganos de la administración o del Tribunal. Estos certificados son intransferibles, irrepetibles, personales y únicos, además de que su uso es responsabilidad exclusiva de la persona que los solicita y se le otorgan.

X.-  Clave de acceso: Conjunto único de caracteres alfanuméricos asignados por la autoridad certificadora a las partes interesadas, como medio de identificación de las personas facultadas en el procedimiento o proceso administrativo en que promuevan para utilizar el sistema informático, y asignarles los privilegios de consulta del expediente respectivo o envío vía electrónica de promociones relativas a las actuaciones procesales con el uso de la firma electrónica avanzada.

XI.- Clave Privada: los datos que el firmante genera de manera secreta y utiliza para crear su firma electrónica certificada, a fin de lograr el vínculo entre dicha firma electrónica y el  propio firmante; 

XII.- Clave Pública: los datos contenidos en un certificado digital que permiten la verificación de la autenticidad de la firma electrónica certificada del firmante; 

XIII.- Datos y elementos de identificación: Los requeridos por la ley para identificar al usuario de servicios electrónicos, tales como su identificación oficial, ya sea la credencial para votar, clave única del registro de población, pasaporte, cédula profesional o la cartilla del servicio militar; copia certificada del acta de nacimiento; o de la carta de naturalización; o del documento que acredite la legal estadía en el territorio nacional; su comprobante de domicilio y los demás que con tal carácter considere la Ley General de Población y las disposiciones que deriven de la misma.

Por cuanto a los procedimientos administrativos, cada dependencia o entidad de la administración pública estatal o municipal, deberán asignar a los interesados una clave RUPAC de identificación, conformada con base en el Registro Federal de Contribuyentes o en la Clave Única de Registro de Población, en su caso, así como los datos que la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas decida. 

Mediante un acuerdo general conjunto del Consejo de la Judicatura y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, se determinarán las bases para la creación, otorgamiento y uso de la Firma Electrónica Certificada  que las partes interesadas podrán usar para acceder al sistema electrónico del Tribunal.

XIV.- Boletín Electrónico: Medio de comunicación oficial electrónico, a través del cual la autoridad administrativa o el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo da a conocer las actuaciones, acuerdos o resoluciones en los procedimientos o procesos administrativos que se tramitan ante los mismos.

XV.- Contraseña: Conjunto único de caracteres alfanuméricos, asignados de manera confidencial por el Sistema de Justicia en Línea del Tribunal a los usuarios, la cual permite validar la identificación de la persona a la que se le asignó una Clave de Acceso.

XVI.- Código: El Código de Justicia Administrativa para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

XVII.- Dirección de Correo Electrónico: la dirección en Internet señalada por los servidores públicos y particulares para enviar y recibir mensajes de datos y documentos electrónicos relacionados con los actos a que se refiere el presente Código, a través de los medios de comunicación electrónica.
XVIII.- Documento Electrónico o Digital: Todo mensaje de datos que contiene texto o escritura generada, enviada, recibida o archivada por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología que forma parte de un Expediente Electrónico.

XIX.- Expediente Electrónico: Conjunto de información contenida en archivos electrónicos o documentos digitales que conforman un procedimiento o proceso administrativo, independientemente de que sea texto, imagen, audio o video, identificado por un número específico.

XX.- Entidad: organismo autónomo con personalidad jurídica y patrimonio propio que coopera a los fines del Estado o de los municipios sin formar parte de la administración pública central.

XXI.- Estado: El Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.
XXII.- Firma electrónica certificada: conjunto de datos electrónicos integrados o asociados inequívocamente a un mensaje de datos, que permite asegurar la integridad y autenticidad de la firma y la identidad del firmante y que ha sido  certificada digitalmente por la autoridad certificadora. La firma electrónica certificada digitalmente produce los mismos efectos jurídicos que la firma autógrafa y es el  medio  para  poder acceder y realizar promociones electrónicas ante las autoridades y entes administrativos; así como ante el Tribunal.

XXIII.- Formalidades: Los principios esenciales y bases del procedimiento o del proceso administrativo, con apego a las garantías de legalidad, seguridad jurídica, audiencia e irretroactividad, establecidos en las leyes, que deben observarse para que los interesados o las partes obtengan una decisión ajustada a derecho.

XXIV.- Gobernador: EL Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza.

XXV.- Interesado: El particular que tiene un interés legítimo respecto de un acto, en el procedimiento o proceso administrativo.

XXVI.- Interés legítimo: El derecho de los particulares vinculado con el interés público y protegido por el orden jurídico, que les confiere la facultad para activar la actuación pública administrativa, respecto de alguna pretensión en particular.

XXVII.- Juzgados: Los Juzgados Administrativos Municipales.
XXVIII.- Procedimiento administrativo: El conjunto de actos y formalidades jurídicos realizado conforme a lo dispuesto por este Código, tendente a producir un acto de la administración  pública del Estado o de los municipios.

XXIX.- Proceso administrativo: La sucesión de actos jurisdiccionales, realizados conforme a este Código, cuya finalidad es la restauración de un derecho o la resolución de una controversia mediante una sentencia pronunciada por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo.

XXX.- Proceso de lesividad: El proceso incoado por la autoridad administrativa competente ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, para solicitar la declaración de nulidad de resoluciones administrativas favorables a los particulares, por considerar que lesionan a la Administración Pública o al interés público.

XXXI.- Magistrado Instructor: Magistrado del Tribunal encargado de la prosecución del proceso y responsable de la formulación del proyecto.

XXXII.- Magistrados: Los magistrados del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza.

XXXIII.- Medios de comunicación electrónica: Los dispositivos tecnológicos para efectuar trasmisión de datos e información a través de computadoras, líneas telefónicas o de cualquier otra tecnología que las dependencias pongan a disposición para fines específicos.

XXXIV.- Nulidad: La expresión, manifestación o reconocimiento emanados del órgano competente, en el sentido de que un acto administrativo no cumple con los elementos de validez que se establecen en este Código y que por tanto no genera efectos jurídicos.

XXXV.- Presidente: El Presidente del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza.

XXXVI.- Portal de Internet: El sitio en Internet que contiene información, aplicaciones y, en su caso, vínculos a otras páginas.

XXXVII.- Registro: El Registro Único de Trámites Administrativos.
XXXVIII.- Reglamento Interior: El Reglamento Interior del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza.

XXXIX.- Requisito: Toda formalidad, condición, término, carga administrativa  o restricción que deban cumplir las personas físicas o morales para su establecimiento, operación o ampliación en el Estado o en sus municipios, siempre que sean exigibles en las dependencias de la administración pública estatal o municipal, en el ámbito de sus respectivas competencias y de acuerdo con las disposiciones aplicables.

XL.- Resolución administrativa: El acto administrativo que pone fin a un procedimiento, de manera expresa o presunta en caso del silencio de la autoridad, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas.

XLI.- Revocación: El acto administrativo emitido por la autoridad por virtud del cual se retira y extingue a otro que nació válido y eficaz, que tendrá efectos sólo para el futuro, el cual es emitido por causas supervenientes de oportunidad e interés público previstas en las normas que modifican las condiciones iniciales en que fue expedido el original.

XLII.- RUPAC: Registro Único de Personas Acreditadas del Estado de Coahuila de Zaragoza como base de datos diseñada y administrada por la Secretaría de Fiscalización, que contiene los documentos electrónicos probatorios de identidad, domicilio, estado civil u otro, que han sido presentados por el ciudadano ante cualquier dependencia o entidad administrativa del Estado o de sus municipios, así como el historial de movimientos realizados.
XLIII.- Sentencia: Acto jurisdiccional mediante el que el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo pone fin a un proceso administrativo.

XLIV.- Sistema de Trámites Electrónicos: el sitio desarrollado por la dependencia o entidad y contenido en su página Web, para el envío y recepción de documentos, notificaciones y comunicaciones, así como para la consulta de información relacionada con los actos a que se refiere esta Ley;
XLV.- Tramite: La solicitud o entrega de información que las personas físicas o morales del sector privado hagan ante una dependencia o entidad, ya sea para cumplir una obligación, obtener un beneficio o servicio o, en general, a fin de que se emita una resolución.
XLVI.- Tribunal: El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO 5.- FUENTES DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

Son fuentes del procedimiento administrativo:

I.- Las disposiciones constitucionales.

II.- Los tratados y convenios internacionales incorporados al ordenamiento jurídico nacional.

III.- Las leyes y disposiciones de jerarquía equivalente.

IV.- Las leyes ordinarias.

V.- Los reglamentos del Poder Ejecutivo y de los ayuntamientos del Estado, los estatutos y reglamentos de las entidades paraestatales y paramunicipales, así como los de alcance institucional o provenientes de los sistemas administrativos.

VI.- Las demás normas y disposiciones subordinadas a los reglamentos anteriores.

VII.- La jurisprudencia Federal o local, proveniente de las autoridades jurisdiccionales que interpreten disposiciones administrativas.

VIII.- Los pronunciamientos vinculantes de aquellas entidades facultades expresamente para absolver consultas sobre la interpretación de normas administrativas que apliquen en su labor, debidamente difundidas.

IX.- Los principios generales del derecho administrativo.

ARTÍCULO 6.- INTERPRETACIÓN DE LA LEY

En la interpretación de las normas procesales tendrán aplicación las siguientes reglas:  

I.- Se atenderá preferentemente a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Constitución del Estado y en los Instrumentos Internacionales sobre Derechos Humanos ratificados por el Senado de la República.

II.- El silencio, la obscuridad o la insuficiencia de la ley en ningún caso significarán un obstáculo técnico o formal para dejar de decidir o resolver.

III.- Se interpretarán restrictivamente todas las disposiciones legales que coarten o restrinjan de cualquier forma la libertad personal, las que limiten el ejercicio de un derecho o facultad conferida a los sujetos procesales, las que establezcan correcciones disciplinarias o instituyan exclusiones probatorias. 

IV.- En el desarrollo del procedimiento o proceso administrativos, las autoridades administrativas o el Tribunal se ceñirán a criterios de necesidad, ponderación, legalidad y corrección en el comportamiento, para evitar excesos contrarios a la función pública.

V.- Los principios rectores, derechos y garantías previstos por este Código son obligatorios y prevalecen sobre cualquier otra disposición que los contradiga. Serán observados como fundamento de interpretación en todo procedimiento o proceso en los cuales puedan resultar una sanción administrativa o cualquier otra resolución que afecte derechos. No podrá invocar una garantía quien hubiere contribuido a su vulneración. 

VI.- Las disposiciones relativas a los interesados o a las partes, deberán interpretarse siempre en el sentido de que todas los intervinientes tengan iguales oportunidades. 

VII.- Cuando con el fin de fijar la competencia o las multas previstas en este Código, se alude al salario mínimo, deberá entenderse el salario mínimo general vigente en la entidad al momento de incoarse el proceso o de imponerse la sanción respectiva.   

ARTÍCULO 7.- MATERIAS AJENAS A LA APLICACIÓN DEL CÓDIGO

Quedan excluidos de la aplicación de este Código los actos y procedimientos siguientes:

I.- Los que tienen lugar en materia laboral, electoral y de participación ciudadana, seguridad pública y ejecución de sanciones penales.

II.- Los relativos a la actuación del Ministerio Público en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, relacionadas con la investigación y persecución del delito.

III.- Los realizados por la Comisión Estatal de Derechos Humanos, en cuanto a las quejas de que conozca y recomendaciones que formule.

IV.- Los efectuados por la Universidad Autónoma de Coahuila y descentralizadas de educación superior.

V.- Los practicados por la Auditoría Superior del Congreso del Estado y por el Consejo Superior de la Judicatura del Poder Judicial en la entidad.

VI.- Los generados por el Instituto Coahuilense para la Transparencia y el Consejo de Arbitraje Médico del Estado.

VII.- Los suscitados entre los integrantes de los ayuntamientos.

VIII.- Las controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre los particulares y las autoridades municipales en aquellos municipios en que estén establecidos los órganos a que se refiere el artículo 115, fracción II, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

ARTÍCULO 8.- SUPUESTOS DE APLICACIÓN RESTRINGIDA

Tratándose de actos y resoluciones administrativas fiscales, este Código será aplicable, únicamente en lo relativo al contenido del Libro Segundo, Titulo Segundo de éste Código, quedando a salvo las disposiciones de las leyes fiscales aplicables, hasta la emisión de la resolución definitiva por parte de las autoridades administrativas competentes en la materia.

Lo mismo ocurrirá respecto a los actos y resoluciones administrativas emitidas por los jueces municipales, en los municipios donde se encuentren en funciones, cuyas resoluciones sólo podrán ser impugnadas mediante el recurso de revisión, previsto en el citado Libro Segundo, Segunda Parte de éste ordenamiento.

CAPÍTULO SEGUNDO

PRINCIPIOS RECTORES DEL PROCEDIMIENTO

Y DEL PROCESO ADMINISTRATIVO

ARTÍCULO 9.- FINALIDAD DE LOS PRINCIPIOS RECTORES

Los principios rectores son directrices básicas que regulan y aclaran el funcionamiento y desarrollo del procedimiento y el proceso administrativo, cuando surgen situaciones que propician obscuridad, ambigüedad o transgresión del derecho.

Toman su origen en la exigencia de la convivencia humana, derivan por lo general de la lógica jurídica y son expresión de valores axiológicos.

Sirven de criterios interpretativos para resolver las cuestiones que puedan suscitarse en la aplicación de las reglas de  los procedimientos y proceso administrativos, o como parámetros para la generación de otras disposiciones de carácter general que permitan suplir los vacíos normativos en los ordenamientos administrativos.

ARTÍCULO 10.- PRINCIPIO DE ESCRITURACIÓN

El procedimiento y el proceso administrativo, así como los actos administrativos y las resoluciones a los cuales dan origen, se expresarán por escrito o por medios electrónicos, a menos que su naturaleza exija o permita otra forma más adecuada de expresión y constancia.

ARTÍCULO 11.-  PRINCIPIO DE GRATUIDAD

En el procedimiento o proceso administrativo las actuaciones que deban practicar los órganos del Estado competentes, serán gratuitas para los interesados, salvo disposición legal en contrario.

ARTÍCULO 12.- PRINCIPIO DE IGUALDAD
La autoridad administrativa o el Tribunal  darán el mismo trato y protección a las personas e instituciones que intervengan en las actuaciones bajo su conocimiento. No obstante, serán objeto de trato y protección especial las personas que por su condición económica, física o mental se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta. 

ARTÍCULO 13.- PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD

La autoridad administrativa o el Tribunal deberán proceder teniendo en cuenta que la finalidad del procedimiento o del proceso administrativo consiste en asegurar y garantizar los derechos de todas las personas sin discriminación alguna y sin tener en consideración factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva. 

ARTÍCULO 14.- PRINCIPIO DE LEGALIDAD
La autoridad administrativa o el Tribunal deben actuar con respeto a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a la Constitución Política del Estado de Coahuila, a los tratados internacionales en los que México sea parte, a las leyes fundamentales y ordinarias, a los reglamentos y demás disposiciones de carácter general, dentro de las facultades que les estén atribuidas y de acuerdo con los fines para los que les fueron conferidas.

ARTÍCULO 15.- PRINCIPIO DEL DEBIDO PROCESO

Los gobernados gozan de todos los derechos y garantías inherentes al procedimiento o proceso administrativo, que comprenden el derecho a exponer sus argumentos, a ofrecer y producir pruebas, a formular alegatos  y a obtener una decisión motivada y fundada en derecho. 

La regulación propia del Código Procesal Civil del Estado solo es aplicable  cuando sea compatible con el régimen administrativo.

ARTÍCULO 16.- PRINCIPIO DE CONTRADICTORIEDAD

Los interesados podrán, en todo momento, alegar defectos de tramitación, especialmente los que supongan paralización, infracción de los plazos señalados o la omisión de trámites que pueden ser subsanados antes de la resolución definitiva del asunto.

Los interesados podrán, en todo caso, actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses.

En cualquier caso, el órgano instructor adoptará las medidas necesarias para lograr el pleno respeto a los principios de contradicción y de igualdad en el procedimiento o proceso.

ARTÍCULO 17.- PRINCIPIO DE INFORMALISMO
Las normas procesales deben ser interpretadas en forma favorable a la admisión y decisión final de las pretensiones de los gobernados, de modo que sus derechos e intereses no sean afectados por la exigencia de aspectos formales que puedan ser subsanados dentro del procedimiento o proceso, siempre que con ello no se afecte derechos de terceros o el interés público.

La autoridad administrativa o el Tribunal no pueden prevalerse del informalismo para dejar de cumplir con las prescripciones que el orden jurídico establece respecto a su forma de actuar, ni para eludir el cumplimiento de las reglas  del debido proceso.

ARTÍCULO 18.-  PRINCIPIO DE EFICACIA
Las autoridad administrativa o el Tribunal buscarán que los procedimientos o el proceso administrativo logren su finalidad y, para el efecto, removerán de oficio los obstáculos puramente formales que no trasciendan en su validez, evitarán decisiones inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, de acuerdo con este Código las irregularidades procedimentales que se presenten, en procura de la efectividad del derecho material objeto de la actuación administrativa o de la resolución jurisdiccional respectiva. 

En todos los supuestos de aplicación de este principio, la finalidad del acto que se privilegie sobre las formalidades no esenciales, deberá ajustarse al marco normativo aplicable y su validez será una garantía de la finalidad pública que se busca satisfacer con la aplicación de este principio.

ARTÍCULO 19.- PRINCIPIO DE ECONOMÍA

La autoridad administrativa o el Tribunal deberán proceder con austeridad y eficiencia, optimizar el uso del tiempo y de los demás recursos, procurando el más alto nivel de calidad en sus actuaciones y la protección de los derechos de las personas. 

ARTÍCULO 20.- PRINCIPIO DE CONDUCTA PROCEDIMENTAL
La autoridad administrativa, el Tribunal, los gobernados, sus representantes o abogados y, en general, todos los partícipes del procedimiento, realizarán sus respectivos actos procedimentales guiados por el respeto mutuo, la colaboración y la buena fe. Ninguna regulación del procedimiento administrativo puede interpretarse de modo tal que ampare alguna conducta contra la buena fe procesal.

ARTÍCULO 21.- PRINCIPIO DE PUBLICIDAD

La autoridad administrativa o el Tribunal darán a conocer al público y a los interesados, en forma sistemática y permanente, sin que medie petición alguna, sus actos, contratos y resoluciones, mediante las comunicaciones, notificaciones y publicaciones que ordene la ley, incluyendo el empleo de tecnologías que permitan difundir de manera masiva tal información de conformidad con lo dispuesto en este Código. 

Cuando el interesado deba asumir el costo de la publicación, esta no podrá exceder en ningún caso el valor de la misma. 

ARTÍCULO 22.- PRINCIPIO D E TRANSPARENCIA

 La actividad de la autoridad administrativa o el Tribunal  es del dominio público, por consiguiente, toda persona puede conocer las actuaciones correspondientes, salvo reserva legal. 

ARTÍCULO 23.- PRINCIPIO DE PARTICIPACIÓN

Las autoridades deben brindar las condiciones necesarias a todos los interesados  para acceder a la información que administren, sin expresión de causa, salvo aquellas que afectan la intimidad personal, las vinculadas a la seguridad del Estado o las que expresamente sean excluidas por Ley; así como extender las posibilidades de su participación y la de sus representantes, en su caso, en aquellas decisiones públicas que les puedan afectar, mediante cualquier sistema que permita la difusión, el servicio de acceso a la información y la presentación de opiniones.

ARTICULO 24.- PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE VERACIDAD
En la tramitación del procedimiento o proceso administrativos, se presume que los documentos y declaraciones formulados por los interesados en la forma prescrita por esta Ley, responden a la verdad de los hechos que ellos afirman, salvo prueba en contrario.
ARTÍCULO 25.-  PRINCIPIO DE INICIATIVA O IMPULSO DE OFICIO
Las autoridades administrativas o el Tribunal, deben promover e impulsar oficiosamente los procedimientos o procesos cuando así lo disponga la ley; ordenar la realización o práctica de los actos que resulten convenientes para el esclarecimiento y resolución de las cuestiones planteadas e incentivar el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones, a efectos de que los trámites se adelanten con diligencia, dentro de los términos legales y sin dilaciones injustificadas.

ARTÍCULO  26.- PRINCIPIO DE CELERIDAD
Quienes participan en el procedimiento  o proceso administrativo deben ajustar su actuación de tal modo que se dote al trámite de la máxima dinámica posible, evitando actuaciones procesales que dificulten su  desenvolvimiento o constituyan meros formalismos, a fin de alcanzar una decisión en tiempo razonable, sin que ello releve a las autoridades del respeto al debido procedimiento o vulnere el ordenamiento.

Se decidirán en un solo acto todos los trámites que, por su naturaleza, admitan un impulso simultáneo, siempre que no sea obligatorio su cumplimiento sucesivo.

Las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento, incluso las que se refieran a la nulidad de actuaciones, no suspenderán la tramitación del mismo, a menos que la Administración, por resolución fundada, determine lo contrario.

Al solicitar los trámites que deban ser cumplidos por otros órganos, deberá consignarse en la comunicación cursada el plazo establecido al efecto.

En el despacho de los expedientes originados en una solicitud o en el ejercicio de un derecho, se guardará el orden riguroso de ingreso en asuntos de similar naturaleza.

ARTÍCULO 27.- PRINCIPIO DE PREDICTIBILIDAD
La autoridad deberá brindar a los gobernados o sus representantes información veraz, completa y confiable sobre cada trámite, de modo tal que a su inicio, el interesado pueda tener una conciencia bastante certera de cuál será el resultado final que se obtendrá.

ARTÍCULO 28.- PRINCIPIO DE VERDAD MATERIAL
En el procedimiento, la autoridad administrativa o el Tribunal deberán verificar plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual deberá adoptar todas las medidas probatorias necesarias autorizadas por la Ley, aun cuando no hayan sido propuestas por las partes o hayan acordado eximirse de ellas, sin que ello signifique una sustitución del deber probatorio que corresponde a éstas. La autoridad administrativa o el Tribunal estarán obligados a ejercer dicha facultad cuando su pronunciamiento pudiera involucrar también al interés público.

ARTÍCULO 29.- PRINCIPIO DE RAZONABILIDAD

Las decisiones de la autoridad administrativa o del Tribunal, cuando creen obligaciones, califiquen infracciones, impongan sanciones, o establezcan restricciones a los gobernados, deben adaptarse dentro de los límites de la facultad atribuida por la ley y la debida proporción entre los medios a emplear y los fines públicos que deban tutelar, a fin de que respondan a lo estrictamente necesario para la satisfacción de su cometido.

ARTÍCULO 30.- PRINCIPIO DE SUPLENCIA DEL DERECHO APLICABLE

La autoridad administrativa o el Tribunal, deben aplicar la norma que corresponda en el procedimiento o proceso aunque no haya sido invocado por el interesado o por la parte o lo haya sido erróneamente. Sin embargo, no pueden ir más allá del petitorio ni fundar sus decisiones en hechos diversos de los que han sido expuestos por el solicitante.

ARTÍCULO 31.- PRINCIPIO CONCLUSIVO

Todo  procedimiento o proceso administrativo está destinado a que la autoridad administrativa o el Tribunal dicten un acto decisorio que se pronuncie sobre la cuestión de fondo y en el cual exprese su voluntad o querer en el caso concreto.

ARTÍCULO 32.- PRINCIPIO DE IMPUGNABILIDAD

Todo acto administrativo es impugnable por el interesado mediante los recursos administrativos de inconformidad, reconsideración y revocación ante la autoridad emisora del acto o su superior jerárquico; así como los demás recursos que establezcan las leyes especiales, sin perjuicio del proceso y de los recursos pertinentes ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Poder Judicial del Estado.    

Sin embargo, los actos de mero trámite son impugnables sólo cuando determinen la imposibilidad de continuar un procedimiento o produzcan indefensión.

La autoridad que acogiere un recurso interpuesto en contra de un acto administrativo, podrá dictar por sí misma el acto de reemplazo.

ARTÍCULO 33.-  PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD
En virtud del principio de responsabilidad, las autoridades y sus agentes asumirán las consecuencias por sus decisiones, omisiones o extralimitación de funciones, de acuerdo con la Constitución, las leyes y los reglamentos.

ARTÍCULO 34.- CARÁCTER ENUNCIATIVO DE LOS PRINCIPIOS ANTERIORES

La relación de principios arriba enumerados no tiene carácter taxativo. La autoridad administrativa o el Tribunal podrán crear otros por analogía o mayoría de razón o con fundamento en los principios generales del derecho.

ARTÍCULO 35.- PRINCIPIOS DE EXCEPCION EN DETERMINADOS SUPUESTOS

En materia administrativa sancionatoria, se observarán adicionalmente los principios de legalidad de las faltas y de las sanciones, de presunción de inocencia, de no reformatio in pejus y non bis in idem.

TÍTULO SEGUNDO
RELACIONES ENTRE LAS AUTORIDADES Y LOS PARTICULARES
Capítulo Primero
Derechos y Obligaciones de los Particulares
ARTÍCULO 36.- DERECHOS DE LOS PARTICULARES FRENTE A LAS AUTORIDADES

Los particulares y, en su caso los interesados, tienen los siguientes derechos frente a las autoridades: 

I.- Ser tratados con respeto, diligencia y consideración debida a la dignidad de la persona, por la autoridad que habrán de facilitarles el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

II.- Obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las normas impongan a los trámites de los procedimientos o  proceso, proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar ante las autoridades administrativas o el Tribunal. 

III.- Presentar peticiones o llevar a cabo actuaciones en cualquiera de sus modalidades: verbalmente, por escrito o por cualquier otro medio idóneo autorizado por la ley y sin necesidad de formularlas por conducto de apoderado o asistente jurídico.

IV.- Las actos anteriores podrán ser adelantados o promovidos por cualquier medio tecnológico o electrónico disponible en la entidad, aún por fuera de las horas de atención al público.

V.- Obtener respuesta oportuna  a las  peticiones que formulen o actuaciones que realicen, en los plazos establecidos por la ley  para el efecto. 

VI.- Conocer, en cualquier momento, el estado que guardan los expedientes en los que acredite su condición de interesado, salvo expresa reserva legal y obtener, previo pago de los derechos correspondientes, copias certificadas de actuaciones y documentos contenidos en ellos.

VII.- Conocer la identidad de la autoridad y al personal al servicio del órgano administrativo o jurisdiccional bajo cuya responsabilidad se tramiten los expedientes.

VIII.- Salvo reserva legal, obtener información que conste  en los registros y archivos públicos, en los términos previstos por la Constitución y las leyes.

IX.- A no presentar documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se trate, o que ya se encuentren en poder de la Administración actuante.

X.- Obtener la devolución de los documentos originales que hayan presentado, siempre que acompañen copia simple de los mismos para su previo cotejo, salvo que se trate de documentos que deban obrar en original dentro del procedimiento o proceso.

XI.- Contar con la asistencia de un traductor, en caso de no hablar el idioma español.

XIII.- Si así lo desea, hacerse acompañar de abogado o persona de su confianza en las comparecencias a que sean citados o solicitar la asistencia de un defensor público.

XII.- Ofrecer y aportar las pruebas, desahogar las admitidas y formular alegatos, que deberán ser tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.

XIII. Recibir de las autoridades administrativas información clara y completa sobre los medios de defensa que otorgan las leyes para impugnar los actos administrativos.

XIV.- Exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y del personal a su servicio, cuando así corresponda legalmente.

XV.- Los demás que les concedan las disposiciones jurídicas aplicables. 

ARTÍCULO 37.- OBLIGACIONES DE LOS PARTICULARES FRENTE A LA AUTORIDAD

Correlativamente con los derechos que les asisten, los particulares y, en su caso, los interesados, tienen, en las actuaciones ante las autoridades, las siguientes obligaciones:

I.- Acatar la Constitución y las leyes.

II.- Guardarse de formular peticiones  ilegales o esgrimir hechos contrarios a la verdad.

III.- Obrar conforme al principio de buena fe, absteniéndose de emplear maniobras dilatorias en las actuaciones, y de efectuar o aportar, a sabiendas, declaraciones o documentos falsos o hacer afirmaciones temerarias.

IV.- Ejercer con responsabilidad sus derechos, y en consecuencia abstenerse de  reiterar solicitudes evidentemente improcedentes.

V.- Comparecer ante la autoridad cuando sean citados y acatar sus órdenes en las audiencias y diligencias.

VI.- Colaborar para el esclarecimiento de los hechos y la investigación de la verdad. 

VII.- Observar un trato respetuoso con los servidores públicos.

VIII.- En general, todos aquellos imperativos jurídicos establecidos en este Código, para favorecer una adecuada prosecución del procedimiento o del proceso.

El incumplimiento de estos deberes no podrá ser invocado por la administración como pretexto para desconocer el derecho reclamado por el particular. Empero podrá dar lugar a  sanciones penales, disciplinarias, medios de apremio y las demás medidas previstas en este Código.

ARTÍCULO 38.- COLABORACIÓN DE LOS PARTICULARES ANTE LA AUTORIDAD

Los particulares están obligados a colaborar con las autoridades en los siguientes casos:

I.- Están obligados a facilitar a la autoridad inspecciones y otros actos de investigación  en los casos previstos por la Ley.

II.- Los interesados en un procedimiento que conozcan datos que permitan identificar a otros interesados que no hayan comparecido en él, tienen el deber de proporcionárselos a la autoridad actuante.

ARTÍCULO 39.- COMPARECENCIA DE LOS PARTICULARES ANTE LA AUTORIDAD

En la comparecencia de los particulares ante la autoridad deberán observarse las reglas siguientes:

I.- Sólo será obligatoria cuando así esté previsto en una norma con rango de ley, lo que no excluye que pueda ser voluntaria por invitación.

II.- En los casos en que proceda la comparecencia, la correspondiente citación hará constar expresamente el lugar, fecha, hora y objeto de la comparecencia, así como los efectos de no atenderla.

III.- La autoridad, a solicitud del interesado, le entregará certificación haciendo constar la comparecencia.

CAPÍTULO SEGUNDO
FACULTADES, PODERES, DEBERES Y 

PROHIBICIONES DE LAS AUTORIDADES

ARTÍCULO 40.- FACULTADES DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA

La autoridad administrativa está facultada para:

I.- Rechazar de plano peticiones que fueren manifiestamente inadmisibles o carezcan de los requisitos formales exigidos por la ley.

II.- Desestimar promociones frívolas o improcedentes.

III.- Dar a los procedimientos o al proceso el trámite que legalmente le corresponde, cuando el intentado por el interesado aparezca equivocado.

IV.- Ordenar las diligencias necesarias al esclarecimiento de la verdad de los hechos controvertidos, respetando el derecho de defensa del interesado.

V.- Disponer en cualquier momento la presencia de las partes, de los testigos y de los peritos y requerirles las explicaciones que estime necesarias para resolver.

VI.- Rechazar las pruebas inadmisibles, así como las manifiestamente inconducentes o impertinentes.

VII.- Imponer a los particulares sanciones disciplinarias y multas en los casos previstos por la ley.

VIII.- Ejercer las demás atribuciones que se establecen en este Código y en las demás leyes.

ARTÍCULO 41.- PODERES DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS

La autoridad administrativa tiene poder para:

I.- Dirigir la marcha ininterrumpida y ordenada de los procedimientos o del proceso, aplicando las sanciones que legalmente procedan a los que obstaculicen indebidamente su desarrollo y observen conductas incompatibles con los principios de lealtad y probidad.

II.- Ordenar se supriman las palabras o frases expresadas o redactadas en términos ofensivos o vejatorios.

III.- Imponer las correcciones disciplinarias que este Código establece.

VI.- Los demás que las leyes le autorizan.

ARTÍCULO 42.- CORRECCIONES DISCIPLINARIAS 

Las autoridades, tienen el deber de mantener el buen orden y de exigir que se les guarde el respeto y consideración debidos, para ello podrán imponer, de acuerdo a la gravedad de la falta, las siguientes correcciones disciplinarias: 

I.- Apercibimiento. 

II.- Amonestación. 

III.- Multa equivalente al monto de diez a doscientos días de salario mínimo general diario vigente en el Estado. Si el infractor fuere jornalero, obrero o trabajador, la multa no deberá exceder de un día de salario y tratándose de personas no asalariadas, el equivalente a un día de su ingreso.

IV.- Expulsión del local, en caso necesario; o 

V.- Arresto administrativo hasta por treinta y seis horas. 

Si los hechos constituyen una falta administrativa o un delito, la autoridad ordenará que se levante acta circunstanciada y se dé vista a la autoridad competente. 

ARTÍCULO 43.- INCONFORMIDAD CON LA CORRECCIÓN DISCIPLINARIA IMPUESTA

Dentro de los tres días siguientes de haberse hecho saber una corrección disciplinaria, la persona a quien se hubiera impuesto, podrá ser oída por la autoridad. Recibida la petición, la autoridad citará al interesado, dentro de los diez días siguientes, a una audiencia en la que, después de escuchar lo que expusiere en su descargo, se resolverá en el mismo acto. 

La resolución que se emita no admitirá recurso alguno. 

ARTÍCULO 44.- MEDIOS DE APREMIO 

Las autoridades, para hacer cumplir sus determinaciones, podrán emplear, los siguientes medios de apremio: 

I.- Apercibimiento.

II.- Multa equivalente al monto de diez a doscientos días de salario mínimo general diario vigente en el Estado. Si el infractor fuere jornalero, obrero o trabajador, la multa no deberá exceder de un día de salario y tratándose de personas no asalariadas, el equivalente a un día de su ingreso.

III.- Requerimiento al superior jerárquico de la autoridad obligada al cumplimiento de un mandato en el caso del Tribunal o Juzgados.

IV.- El auxilio de la fuerza pública, que deberá prestarse en el momento en que sea solicitado.

V.- El arresto hasta por treinta y seis horas. 

VI.- La ruptura de cerraduras por orden escrita.

VII.- Cateo.

Si fueran varios los medios de ejecución admisibles se elegirá el menos restrictivo de la libertad individual.

Cuando fuese necesario entrar en el domicilio del afectado, la autoridad administrativa deberá obtener el consentimiento del mismo o, en su defecto, la oportuna autorización judicial mediante la petición de cateo en los términos previstos en la Constitución.

Si la falta de cumplimiento llegare a implicar la comisión de un delito, se denunciarán los hechos a la autoridad competente.

ARTÍCULO 45.- NATURALEZA DE LA MULTA

Las multas tendrán el carácter de créditos fiscales y se harán efectivas por los fiscos del Estado o de los municipios, para lo cual se girará el oficio correspondiente. Aquéllos informarán a la autoridad el haber hecho efectiva la multa, señalando los datos que acrediten su cobro. 

ARTÍCULO 46.- OBLIGACIONES DE LAS AUTORIDADES FRENTE A LOS PARTICULARES
Las autoridades tendrán, frente a los particulares, las siguientes obligaciones: 

I.- Tratarlos sin distinción, con respeto, diligencia y cortesía; así como facilitarles el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

II.- Expedir, hacer visible y actualizar anualmente una constancia de trato digno al usuario, donde la respectiva autoridad especifique todos sus derechos y los medios puestos a su disposición para garantizarlos efectivamente.

III.- Habilitar espacios idóneos para la consulta de expedientes y documentos, así como para la atención cómoda y ordenada del público. 

IV.- Atender a todos los interesados que concurran  a sus oficinas dentro del horario normal de labores.

V- Proporcionar información y orientación sobre los requisitos jurídicos o técnicos que las normas vigentes impongan en los trámites, proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar ante las autoridades administrativas.

VI.- Adoptar medios tecnológicos para el trámite y resolución de peticiones y demandas; así como permitir el uso de medios alternativos para quienes no dispongan de aquellos. 

VII.- Establecer un sistema de turnos acorde con las necesidades del servicio y las nuevas tecnologías, para la ordenada atención de peticiones, demandas, quejas, denuncias o reclamos.

VIII.- Solicitar su comparecencia, previa citación en la que se hará constar expresamente el lugar, fecha, hora y objeto de la presentación, los efectos de no atenderla y el derecho del citado a hacerse acompañar de abogado o persona de su confianza.

IX.- Requerir informes, documentos y otros datos durante la realización de visitas de verificación o inspección y visitas domiciliarias, sólo en los casos previstos por este Código u otras leyes.

X.- Tramitar las peticiones que lleguen vía fax o por medios electrónicos.

XI.- Hacer de su conocimiento el estado en que se encuentre el procedimiento o proceso en los que acrediten la condición de interesados y proporcionarles copia de los documentos contenidos en ellos, previa solicitud y pago de los derechos correspondientes si es el caso. 

XII.- Recibir y hacer constar la presentación de los documentos originales; la constancia se hará en las copias de los documentos que se presenten junto con los originales.

XIII.- Abstenerse de requerir documentos o solicitar informaciones que no sean exigidos por las normas aplicables al procedimiento o proceso que ya se encuentren en el expediente que se está tramitando, sin perjuicio de lo que establece el artículo 237 de este Código.

XIV.- Admitir las pruebas en los términos previstos por este Código u otras leyes y recibir alegatos, los que deberán ser tomados en cuenta por la autoridad al dictar resolución.

XV.- Proporcionar la información que no sea reservada, contenida en sus registros y archivos en los términos previstos en este Código u otras leyes.

XVI.- Proporcionar información y orientación sobre los requisitos jurídicos o técnicos que las normas vigentes impongan en los trámites, proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar ante las autoridades administrativas.

XVII.- Procurar las medidas oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus  intereses jurídicos, disponiendo todo lo necesario para evitar y eliminar toda anormalidad en la tramitación del procedimiento o proceso.

XVIII.-  Dictar resolución expresa sobre las peticiones que les formulen, dentro de los plazos legales.

XIX.- Guardar absoluta reserva de las declaraciones y datos suministrados por los particulares o por terceros con ellos relacionados, salvo disposición legal expresa en contrario o que sean requeridos por autoridad competente.

XX.- Dar a conocer la identidad de la autoridad y personal al servicio del órgano administrativo bajo cuya responsabilidad se tramiten los expedientes.

XXI.- Las demás que señale este Código u otras disposiciones jurídicas aplicables.

ARTÍCULO 47.- DEBER DE INFORMACIÓN AL PÚBLICO

Las autoridades deberán mantener a disposición de toda persona información completa y actualizada, en el sitio de atención y en la página electrónica, y suministrarla a través de los medios impresos y electrónicos de que disponga, y por medio telefónico o por correo, sobre los siguientes aspectos: 

I.- Las normas básicas que determinan su competencia. 

II.- Las funciones de sus distintas dependencias y los servicios que prestan. 

III.- Las regulaciones, procedimientos, trámites y términos a que están sujetas las actuaciones de los particulares frente al respectivo organismo o entidad. 

VI.- Los actos administrativos de carácter general o resoluciones que expidan y los documentos de interés público relativos a cada uno de ellos. 

V.- Los documentos que deben ser suministrados por los interesados, según la actuación de que se trate. 

VI.- Las dependencias responsables según la actuación, su localización, los horarios de trabajo y demás indicaciones que sean necesarias para que toda persona pueda cumplir sus obligaciones o ejercer sus derechos. 

VII.- La dependencia, y el cargo o nombre del servidor a quien debe dirigirse en caso de una demanda, queja o reclamo. 

VIII.- Los proyectos específicos de regulación y la información en que se fundamenten, con el objeto de recibir opiniones, sugerencias o propuestas alternativas. Para el efecto, deberán señalar el plazo dentro del cual se podrán presentar observaciones, de las cuales se dejará registro público. En todo caso la autoridad adoptará autónomamente la decisión que a su juicio sirva mejor el interés general. 

ARTÍCULO  48.- DEBERES EN EL  DESARROLLO DE UNA ACTIVIDAD

La autoridad administrativa en el desarrollo de una actividad, tiene los siguientes deberes:

I.-  Cuando en el ejercicio de sus respectivas competencias establezcan medidas que limiten el ejercicio de derechos individuales o colectivos o exijan el cumplimiento de requisitos para el desarrollo de una actividad, deberán elegir la medida menos restrictiva, motivar su necesidad para la protección del interés público así como justificar su adecuación para lograr los fines que se persiguen, sin que en ningún caso se produzcan diferencias de trato discriminatorias.

II.- Velará por el cumplimiento de los requisitos aplicables según la legislación correspondiente, para lo cual podrá comprobar, verificar, investigar e inspeccionar los hechos, actos, elementos, actividades, estimaciones y demás circunstancias que se produzcan.

ARTÍCULO 49.- PROHIBICIONES
A las autoridades les queda especialmente prohibido: 

I.- Negarse a recibir las peticiones o a expedir constancias sobre las mismas. 

II.- Negarse a recibir los escritos o las declaraciones necesarias para cumplir con una obligación legal, lo cual no obsta para prevenir al peticionario sobre eventuales deficiencias de su actuación o del escrito que presenta. 

III.- Exigir la presentación personal de peticiones, recursos o documentos cuando la ley no lo exija. 

IV.- Exigir constancias, certificaciones o documentos que obren en el despacho de la autoridad.

V.- Exigir documentos no previstos por las normas legales aplicables a los procedimientos o proceso de que trate o crear requisitos o formalidades adicionales.

VI.- Reproducir actos suspendidos o anulados por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo cuando no hayan desaparecido los fundamentos legales de la anulación o suspensión. 

VII.- Asignar la orientación y atención del ciudadano a personal no capacitado para ello. 

VIII.- Negarse a recibir los escritos de interposición y sustentación de recursos. 

IX.- No dar traslado de los documentos recibidos a quien deba decidir, dentro del término legal. 

X.- Demorar en forma injustificada la producción del acto, su comunicación o notificación. 

XI.- Ejecutar un acto que no se encuentre  firme. 

XII.- Dilatar o entrabar el cumplimiento de las decisiones en firme o de las providencias judiciales. 

XIII.- No hacer lo que legalmente corresponda para que se incluyan dentro de los presupuestos públicos partidas suficientes para el cumplimiento de las sentencias que condenen a la administración. 

XIV.- No practicar oportunamente las pruebas decretadas o denegar sin justa causa las solicitadas. 

XV.- Evitar o impedir  la notificación de los actos y providencias que requieran esa formalidad. 

XVI.- Intimidar de alguna manera a quienes quieran acudir ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo para el control de sus actos. 

ARTÍCULO 50.- RESPONSABILIDAD EN LA TRAMITACIÓN DEL PROCEDIMIENTO O DEL PROCESO

Los titulares de las unidades administrativas y el personal al servicio de las Administraciones Públicas  del Estado o de sus municipios que tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su tramitación y adoptarán las medidas oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses legítimos, disponiendo lo necesario para evitar y eliminar toda anormalidad en la tramitación del procedimiento o del proceso.

ARTÍCULO 51.- OBLIGACIÓN DE RESOLVER

La autoridad está obligada a dictar resolución expresa en todo procedimiento y proceso, así como a notificarla cualquiera que sea su forma de iniciación.

En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como la desaparición sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de los hechos producidos y las normas aplicables.

Se exceptúan de la obligación, a que se refiere el párrafo primero, los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos únicamente al deber de comunicación previa a la Administración.

ARTÍCULO 52.- DEBER DE APLICACIÓN UNIFORME DE LAS NORMAS Y LA JURISPRUDENCIA
Al resolver los asuntos de su competencia, las autoridades aplicarán las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias de manera uniforme a situaciones que tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos; así como la jurisprudencia de los Tribunales Federales y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Estado.

CAPÍTULO TERCERO

CONFLICTOS DE INTERÉS Y CAUSALES DE

IMPEDIMENTO Y RECUSACIÓN

ARTÍCULO 53.- IMPARCIALIDAD DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA O DEL TRIBUNAL

La imparcialidad es indispensable para la actuación de la autoridad administrativa o del Tribunal al intervenir en los procedimientos o proceso administrativos.

La imparcialidad se presume salvo prueba en contrario.

ARTÍCULO 54.- CONFLICTO DE INTERESES Y CAUSALES  DE IMPEDIMENTO 

Cuando el interés general propio de la función pública entre en conflicto con el interés particular y directo de la autoridad, esta deberá declararse impedida. Todo servidor público que deba adelantar o sustanciar actuaciones administrativas o procesos, realizar investigaciones, practicar pruebas o pronunciar decisiones o resoluciones, deberá excusarse del conocimiento de un asunto, aun cuando el interesado o la parte afectada no lo recusen, indicando explícitamente si se encuentra en alguna de las situaciones siguientes:

I.- Tener interés particular y directo en la regulación, gestión, control o decisión del asunto, o tenerlo su cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, o su socio o socios de hecho o de derecho. 

II.- Tener amistad íntima nacida de algún acto civil o religioso sancionado y respetado por la costumbre, o si fuere comensal habitual o viviere en el mismo domicilio con alguna de las personas mencionadas en el apartado anterior.

III.- Haber conocido del asunto, en oportunidad anterior, el servidor público, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en el numeral precedente. 

IV.- Ser alguno de los interesados en la actuación administrativa o  jurisdiccional representante, apoderado, dependiente, mandatario o administrador de los negocios de la autoridad interviniente.

V.- Existir litigio o controversia ante autoridades administrativas o jurisdiccionales entre el servidor, su cónyuge, compañero permanente, o alguno de sus parientes indicados en la fracción I de este artículo, y cualquiera de los interesados en la actuación, su representante o apoderado. 

VI.- Haber formulado alguno de los interesados en la actuación administrativa o proceso, su representante o apoderado, denuncia penal contra el servidor público, su cónyuge, compañero permanente, o pariente hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, antes de iniciarse la actuación administrativa o proceso, o después, siempre que la denuncia se refiera a hechos ajenos a la actuación y que el denunciado se halle vinculado a la investigación penal. 

VII.- Haber formulado el servidor público, su cónyuge, compañero permanente o pariente hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, denuncia penal contra una de las personas interesadas en la actuación administrativa o proceso, o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como parte civil en el respectivo proceso penal. 

VIII.- Existir enemistad grave por hechos ajenos a la actuación administrativa o proceso, o amistad entrañable entre el servidor y alguna de las personas interesadas en la actuación administrativa o jurisdiccional, su representante o apoderado. 

IX.- Ser el servidor público, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en segundo grado de consanguinidad, primero de afinidad o primero civil, tutor, curador, heredero, legatario, donante, donatario, socio, acreedor, deudor, fiado, fiador, arrendador, arrendatario, principal o dependiente  de alguna de las personas interesadas en la actuación administrativa o jurisdiccional; así como su representante o apoderado, salvo cuando se trate de persona de derecho público, establecimiento de crédito o sociedad anónima.

La calidad de heredero, legatario, donante o donatario, solo será causa de impedimento cuando exista con anterioridad a la fecha de la iniciación del procedimiento o proceso de que se trate.

X.- Haber dado el servidor público consejo por fuera de la actuación administrativa o jurisdiccional sobre las cuestiones materia de la misma, o haber intervenido en estas como apoderado, agente del ministerio público, perito, testigo, árbitro, amigable componedor o conciliador. 

No tendrán el carácter de consejo las referencias o explicaciones que el servidor público haga sobre el contenido de una decisión tomada por la administración o por el tribunal con fines didácticos.

La declaración como testigo solo será causa de excusa, cuando se refiera a actos ocurridos durante el procedimiento o proceso, y de los que la autoridad haya conocido por su intervención oficial.

XI.- Tener el servidor público, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en segundo grado de consanguinidad o primero civil, decisión administrativa o resoluciones jurisdiccionales pendiente en que se controvierta la misma cuestión jurídica que él debe resolver.

XII.- En los demás casos análogos a los anteriores o de mayor gravedad, que de alguna manera pueda afectar el deber de imparcialidad de la autoridad.

La no excusa en los casos en que proceda dará lugar a responsabilidad.

ARTÍCULO 55.- OPORTUNIDAD DE LA EXCUSA

Sin perjuicio de las providencias urgentes que conforme a este Código deban dictar, quienes se excusan tienen la obligación de inhibirse inmediatamente que se aboquen al conocimiento de un negocio del que no deban conocer por impedimento, o dentro de las  veinticuatro horas siguientes de que ocurra el hecho que lo origine, o de que tenga conocimiento de él.

ARTÍCULO 56.- TRÁMITE DE LA EXCUSA

La autoridad impedida, suspenderá desde luego el procedimiento en el negocio de que se trate y remitirá lo actuado con un informe escrito al superior jerárquico competente para conocer y resolver la excusa en los términos de esta ley, acompañando los documentos y demás constancias que acrediten la causal de impedimento.

El órgano competente deberá dictar la resolución dentro del plazo de cinco días y contra ella no procede recurso alguno.

Cuando la excusa se hubiere planteado sin causa legítima, podrá imponerse al promovente una corrección disciplinaria.  

ARTÍCULO 57.-  NULIDAD DE LAS ACTUACIONES PRACTICADAS POR LA AUTORIDAD IMPEDIDA

Sin perjuicio de las providencias urgentes decretadas conforme a las disposiciones de este Código, será nula cualquier actuación o resolución y sus efectos, cuando se efectúen por una autoridad impedida o por el Tribunal en cuya conformación concurra un magistrado con impedimento, siempre que el motivo fuere de su conocimiento o conste en el expediente. 

ARTÍCULO 58.- PROCEDENCIA DE LA RECUSACIÓN

En los casos previstos en el artículo 54 si la autoridad impedida no se excusa,el interesado podrá promover recusación ante el superior en cualquier momento de la tramitación del procedimiento o proceso, la que una vez interpuesta no podrán retirarla ni variar la causa.

La recusación se planteará por escrito en el que se expresará la causa o causas en que se funda y las pruebas que se ofrezcan.

En el día siguiente el recusado manifestará a su inmediato superior o a quien deba resolver si se da o no en él la causa alegada. En el primer caso, decidirá de plano y podrá acordar la sustitución  del recusado acto seguido.

Si el recusado niega la causa de recusación, el superior resolverá en el plazo de cinco días, previos los informes y comprobaciones que considere oportunos.

Contra las resoluciones adoptadas en esta materia no cabrá recurso alguno.

ARTÍCULO 59.- EFECTOS DE LA RESOLUCIÓN QUE RESUELVE LA RECUSACIÓN

Si en la resolución se declara que procede la recusación, con testimonio de la misma, se ordenará remitir el expediente a la autoridad que deba continuar conociendo del procedimiento. La autoridad recusada quedará definitivamente separada del conocimiento del asunto y será nulo todo lo actuado por ella a partir de la fecha en que la recusación se haya promovido. 

En el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, el magistrado recusado quedará separado para conocer del asunto y será sustituido en la forma que lo determine la ley.

En el supuesto de que la resolución declare improcedente o no probado el motivo de recusación, se remitirá testimonio a la autoridad de origen para que continúe en el conocimiento del asunto. Además se impondrá al recurrente una multa en los términos de la fracción II del artículo  44  de este Código.

ARTÍCULO 60.- EFECTOS SUSPENSIVOS DEL IMPEDIMENTO O RECUSACIÓN

La actuación administrativa o el proceso se suspenderán desde la manifestación del impedimento o desde la presentación de la recusación, hasta cuando se decida. 

TITULO TERCERO

DERECHO DE PETICIÓN

CAPÍTULO PRIMERO

DERECHO DE PETICIÓN ANTE AUTORIDADES.

REGLAS GENERALES

ARTÍCULO 61.- OBJETO Y MODALIDADES DEL DERECHO DE PETICIÓN ANTE AUTORIDADES 

Toda persona tiene derecho de presentar peticiones a la autoridad por cualquier medio que resulte registrable de manera oficial, siempre que estas se formulen de manera pacífica y respetuosa, en los términos señalados en la Constitución General de la República, en la del Estado y en este Código.

A toda petición deberá recaer un acuerdo  por escrito de la autoridad a quien se haya dirigido congruente, fundado y motivado, quien tiene obligación de notificarlo en breve término al peticionario.

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo  8° de la Constitución General de la República y 7° de la Constitución del Estado, sin que sea necesario invocar expresamente estos preceptos. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar el reconocimiento de un derecho o que se resuelva una situación jurídica, que se le preste un servicio, pedir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos, iniciar procedimientos y procesos e interponer recursos. 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado.

No obstante, en el orden económico, en caso de la reproducción de la información que proporcione la autoridad, ésta podrá cobrar en términos de las disposiciones aplicables, el consumo de los insumos utilizados, el costo del envió o la certificación de documentos, cuando así se solicite.

Es aplicable en lo conducente, la Ley de Acceso a la Información Pública y Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO 62.- TÉRMINOS PARA RESOLVER Y COMUNICAR LAS DISTINTAS MODALIDADES DE PETICIONES

Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá acordarse dentro de los quince días siguientes a su recepción y dar a conocer al peticionario el sentido de este acuerdo, favorable o desfavorable, dentro de los cinco días siguientes.

Estará sometido a término especial el acuerdo de las siguientes peticiones: 

I.- Las peticiones de documentos deberán resolverse dentro de los diez  días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido negada y el peticionario podrá inconformarse en los términos de este Código y demás disposiciones aplicables.

Si la petición fue acordada en términos favorables, una vez notificada la respuesta, la autoridad  contará con un plazo que no excederá de cinco días para poner a disposición del peticionario el documento requerido. Cuando el solicitante deba cubrir un derecho por su expedición, el plazo correrá a partir de la fecha en que acredite haberlo pagado ante la dependencia correspondiente.

II.- Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo, deberán resolverse dentro de los treinta  días siguientes a su recepción y comunicarse al interesado dentro de los cinco días siguientes.

Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad deberá informar de inmediato, y en todo caso antes del vencimiento del término señalado en la ley, esta circunstancia al interesado expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, el cual no podrá exceder del doble del inicialmente previsto. 

ARTÍCULO 63.- PRESENTACIÓN Y RADICACIÓN DE PETICIONES

Las peticiones podrán presentarse a través de cualquier medio idóneo para la comunicación o transferencia de datos. Los recursos se presentarán conforme a las normas especiales de este Código. 

Cuando una petición no se acompañe de los documentos e informaciones requeridos por la ley, en el acto de recibo la autoridad deberá indicar al peticionario los que falten. Si este insiste en que se radique, así se hará dejando constancia de los requisitos o documentos faltantes. 

Las autoridades podrán poner a disposición de los interesados, sin costo, a menos que una ley expresamente señale lo contrario, formularios y otros instrumentos estandarizados para facilitar su diligenciamiento. En todo caso, los peticionarios no quedarán impedidos para aportar o formular con su petición argumentos, pruebas o documentos adicionales que los formularios por su diseño no contemplen, sin que por su utilización las autoridades queden relevadas del deber de resolver sobre todos los aspectos y pruebas que les sean planteados o presentados más allá del contenido de dichos formularios. 

A la petición escrita se podrá acompañar una copia que, autenticada por el funcionario respectivo con anotación de la fecha y hora de su presentación, y del número y clase de los documentos anexos, tendrá el mismo valor legal del original y se devolverá al interesado. Esta autenticación no causará costo alguno al peticionario. 

ARTÍCULO 64.- CONTENIDO DE LAS PETICIONES

Toda petición deberá contener, por lo menos: 

I.- La designación de la autoridad a la que se dirige. 

II.- Los nombres y apellidos completos del solicitante y de su representante  o apoderado, si es el caso, con indicación de su documento de identidad y de la dirección donde recibirá correspondencia. El peticionario podrá agregar el número de fax o la dirección electrónica, y si cuenta con ello, su clave de identificación en el Registro Único de Personas Acreditadas en el Estado

III.- El objeto de la petición, mediante la descripción del documento o la información que se solicitan.

III.- Las razones en las que se fundamenta.

IV.- La relación de los requisitos exigidos por la ley y de los documentos que se desee presentar para iniciar el trámite. 

V.- La modalidad en la que prefiere se le dé respuesta a su petición, la cual podrá ser mediante consulta directa, copias simples, certificadas, digitalizadas u otro tipo de medio electrónico.

V.- La firma del peticionario cuando fuere el caso. 

La autoridad tiene la obligación de examinar integralmente la petición, y en ningún caso la estimará incompleta por falta de requisitos o documentos que no se encuentren dentro del marco jurídico vigente y que no sean necesarios para resolverla. 

ARTÍCULO 65.- PETICIONES INCOMPLETAS Y DESISTIMIENTO TÁCITO

Cuando la petición formulada no cumpla con los requisitos señalados en el artículo anterior, o no fuese precisa, o clara, la autoridad mandara requerir al peticionario, dentro de cinco días siguientes, por escrito o por vía electrónica, para que en un plazo de cinco días contados a partir del día siguiente en que se efectuó la notificación la complemente, aclare o precise. 

En virtud del principio de eficacia, cuando la autoridad constate que una petición ya radicada está incompleta pero la actuación puede continuar sin oponerse a la ley, requerirá al peticionario dentro de los diez días siguientes a la fecha de radicación para que la complete en el término máximo de tres días. A partir del día siguiente en que el interesado complete la petición, aporte los documentos o informes requeridos, comenzará a correr el término para resolver la petición. 

Cuando en el curso de una actuación administrativa la autoridad advierta que el peticionario debe realizar una gestión de trámite a su cargo, necesaria para adoptar una decisión de fondo, lo requerirá por una sola vez para que la efectúe en el término de un mes, lapso durante el cual se suspenderá el término para decidir. 

Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no satisfaga el requerimiento, salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta por un término igual. 

Vencidos los términos establecidos en este artículo, la autoridad decretará el desistimiento y el archivo del expediente, mediante acto administrativo motivado, que se notificará personalmente, contra el cual únicamente procede recurso de inconformidad, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser nuevamente presentada con el complemento de los requisitos legales. 

ARTÍCULO 66.- DESISTIMIENTO EXPRESO DE LA PETICIÓN
Los interesados podrán desistir en cualquier tiempo de sus peticiones, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser nuevamente presentada con el complemento de los requisitos legales omitidos, pero las autoridades podrán continuar de oficio su actuación si la consideran necesaria por razones de interés público; en tal caso expedirán resolución motivada. 

ARTÍCULO 67.- PETICIONES IRRESPETUOSAS, OSCURAS O REITERATIVAS

Toda petición debe formularse en forma respetuosa y de manera pacífica. En caso contrario se rechazará de plano, independientemente de la corrección disciplinaria que determine la autoridad.

Sólo cuando no se comprenda su finalidad u objeto, la petición se devolverá al interesado para que la corrija o aclare dentro de los diez días siguientes. En caso de no hacerlo, se mandara archivar. 

Respecto de peticiones reiterativas ya resueltas, la autoridad podrá remitirse a las respuestas anteriores.

ARTÍCULO 68.- EJERCICIO DESMEDIDO DEL DERECHO DE PETICIÓN

Excepcionalmente, podrá denegarse el derecho de petición cuando su respuesta implique la elaboración o revisión de documentos o expedientes o la generación de versiones públicas de los mismos, en un número tal que cause un entorpecimiento extremo  de las actividades de la autoridad. En este caso, el desechamiento deberá fundar y motivar esta circunstancia. Así mismo, se procurará establecer contacto con el peticionario sobre maneras alternativas de presentar su petición, para obtener la respuesta que busca.

ARTÍCULO 69. - ATENCIÓN PRIORITARIA DE PETICIONES

Las autoridades darán atención prioritaria a las peticiones de reconocimiento de un derecho fundamental cuando deban ser resueltas para evitar un perjuicio irremediable al peticionario, quien deberá probar sumariamente la titularidad del derecho y el riesgo de perjuicio invocados. 

Cuando por razones de salud o de seguridad personal esté en peligro inminente la vida o la integridad del destinatario de la medida solicitada, la autoridad deberá adoptar de inmediato las medidas de urgencia necesarias para conjurar dicho peligro, sin perjuicio del trámite que deba darse a la petición. 

ARTÍCULO 70.- AUTORIDAD SIN COMPETENCIA

Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente en razón de las atribuciones o funciones conferidas por la ley, informará al peticionario en un plazo máximo de cinco días y le orientará sobre la autoridad a que debe dirigirse a través del medio que éste haya empleado.

ARTÍCULO 71.- ORGANIZACIÓN PARA EL TRÁMITE INTERNO Y DECISIÓN DE LAS PETICIONES

Las autoridades deberán reglamentar la tramitación interna de las peticiones que les corresponda resolver, y la manera de atender las quejas para garantizar el buen funcionamiento de los servicios a su cargo. 

Cuando más de diez ciudadanos formulen peticiones de información análogas, la Administración podrá dar una única respuesta que publicará en un diario de amplia circulación, la pondrá en su página web y entregará copias de la misma a quienes las soliciten. 

ARTÍCULO 72.- DEBERES ESPECIALES DE LOS DEFENSORES PÚBLICOS  

Los defensores públicos tienen el deber de prestar asistencia eficaz e inmediata a toda persona que la solicite, para garantizarle el ejercicio del derecho constitucional de petición. Si fuere necesario, deberán intervenir ante las autoridades competentes con el objeto de exigirles, en cada caso concreto, el cumplimiento de sus deberes legales. 

CAPÍTULO SEGUNDO

DERECHO DE PETICIÓN ANTE AUTORIDADES.

REGLAS ESPECIALES

ARTÍCULO 73.- INFORMACIONES Y DOCUMENTOS RESERVADOS

Sólo tendrán carácter reservado las informaciones y documentos expresamente sometidos a reserva por la Constitución o la ley, y en especial: 

I.- Los que pongan en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona.

II.- Los que puedan comprometer la materia de seguridad pública del Estado y sus Municipios.

III.- Los  que puedan  dañar la estabilidad económica y financiera del Estado.

IV.- Los que puedan  poner en riesgo la implementación, administración y seguridad de los sistemas de datos personales.

V.- Aquellos cuya divulgación pueda causar un serio perjuicio a: 

1.
Las actividades de prevención o persecución de los delitos.

2.
La gobernabilidad. 

3.
La administración de justicia o la seguridad de un denunciante, querellante o testigo, así como sus familias, en los términos de las disposiciones aplicables. 

4.
La recaudación de las contribuciones.

5.
Cualquier otra acción que tenga por objeto la aplicación de las leyes. 

VI.- Las que contengan las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos, hasta en tanto sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá estar documentada. Se considera que se ha adoptado la decisión definitiva cuando el o los servidores públicos responsables de tomar la resolución resuelvan de manera concluyente una etapa, sea o no susceptible de ejecución.

VII.- Cuando se trate de información sobre estudios y proyectos cuya divulgación pueda causar daño al interés del Estado o supongan un riesgo para su realización.

VIII.- Los amparados por el secreto profesional. 

IX.- Los que involucren derechos a la privacidad e intimidad de las personas, la historia laboral y los expedientes de los pensionados y demás registros de personal que obren en los archivos de las instituciones públicas o privadas en los términos de la Ley de Acceso a la Información y Datos Personales, así como las historias clínicas que obren en consultorios médicos, clínicas u hospitales; salvo que sean solicitados por los propios interesados o por sus apoderados con facultad expresa para acceder a esa información.
X.- Los que por disposición expresa de una ley sean considerados como reservados.   

ARTÍCULO 74.- CALIFICACIÓN ESPECÍFICA DE RESERVA POR RAZON DE LA MATERIA
Además, se clasificará como información reservada la siguiente: 

I.- Las carpetas de investigación. Una vez que se determinó el ejercicio de la acción penal o el no ejercicio de la misma, serán susceptibles de acceso, a través de versiones públicas, en términos de las disposiciones aplicables.

II.- Los acuerdos y procedimientos de mediación, negociación, arbitraje y conciliación hasta en tanto no se tome un acuerdo firme.

III.- Los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio en tanto la sentencia no haya causado ejecutoria. Una vez que dicha resolución cause ejecutoria los expedientes serán públicos, salvo la información reservada o confidencial que pudieran contener.

IV.- Los expedientes de las denuncias y procedimientos de juicio político y de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal, que se tramiten ante el Congreso del Estado de Coahuila, sobre las responsabilidades de servidores públicos estatales y municipales. Una vez que se concluya con el trámite de estos expedientes, su contenido será público, salvo la información clasificada como reservada o aquella de carácter confidencial, en los términos de esta ley y demás disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 75.- RECHAZO DE LAS PETICIONES DE INFORMACIÓN POR MOTIVO DE RESERVA

Toda decisión que rechace la petición de informaciones o documentos será motivada, indicará en forma precisa las disposiciones legales pertinentes y deberá notificarse al peticionario. Contra la decisión que rechace la petición de informaciones o documentos por motivos de reserva legal, no procede recurso alguno, salvo lo previsto en el artículo siguiente. 

La restricción por reserva legal no se extenderá a otras piezas del respectivo expediente o actuación que no estén cubiertas por ella. 

ARTÍCULO 76.- INAPLICABILIDAD DE LAS EXCEPCIONES

El carácter reservado de una información o de determinados documentos, no será oponible a las autoridades judiciales ni a las autoridades administrativas que siendo constitucional o legalmente competentes para ello, los soliciten para el debido ejercicio de sus funciones. Corresponde a dichas autoridades asegurar la reserva de las informaciones y documentos que lleguen a conocer en aplicación a lo previsto en este artículo. 

ARTÍCULO 77.- PETICIONES ENTRE AUTORIDADES

Cuando una autoridad formule una petición de información a otra, esta deberá resolverla en un término no mayor de diez  días. En los demás casos, resolverá las solicitudes dentro de los plazos previstos en el artículo 51.

ARTÍCULO 78.- FALTA DISCIPLINARIA POR FALTA DE ATENCIÓN A UNA PETICIÓN

 La falta de atención a las peticiones y a los términos para resolver, la contravención a las prohibiciones y el desconocimiento de los derechos de las personas de que trata este Titulo, constituirán falta administrativa grave para el servidor público y darán lugar a las sanciones correspondientes de acuerdo con la Ley de Responsabilidades. 

TITULO CUARTO

PARTICIPANTES EN LOS PROCEDIMIENTOS Y

PROCESOS ADMINISTRATIVOS

CAPÍTULO PRIMERO

 LA PARTE INTERESADA

ARTÍCULO 79.- CONCEPTO DE PARTE INTERESADA

Se considera parte interesada quien en el procedimiento o proceso administrativo promueva como titular de derechos o intereses legítimos, o aquél cuyo interés legítimo pueda resultar directamente afectado por la decisión que en un procedimiento o proceso se adopte.

El interés simple, en ningún caso, podrá invocarse como interés legítimo. La autoridad pública no podrá invocar interés legítimo. 

ARTÍCULO 80.- CAPACIDAD JURÍDICA

El procedimiento o proceso por la persona física o moral a quien afecte el acto de autoridad.

Para efectos de este Código se consideran con capacidad jurídica, aquellas personas a quienes así se les reconozca por el Código Civil para el Estado de Coahuila.

ARTÍCULO 81.- REPRESENTACIÓN GENERAL

No procederá la gestión de negocios ante las autoridades administrativas o el Tribunal o los juzgados. 

Los interesados tienen el derecho de actuar personalmente o por medio de representante legal o apoderado. La representación con que se ostenten se deberá acreditar en el primer escrito ante la autoridad administrativa, o bien, en el escrito de demanda o contestación ante la autoridad jurisdiccional. 

Cuando la ley no disponga otra cosa, la representación de las personas físicas se otorgará mediante instrumento público, o mediante carta poder firmada ante dos testigos y ratificadas las firmas del otorgante, aceptante y testigos ante las autoridad administrativa, en el caso de procedimiento administrativo; ante el secretario del Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando se trata de proceso administrativo, o ante un fedatario público, por cuenta del interesado. 

La representación de las personas jurídicas ante las autoridades administrativas o jurisdiccional, deberá acreditarse mediante su escritura constitutiva en los términos de las leyes que le sean aplicables.

La representación de las autoridades corresponderá a las áreas administrativas encargadas de su defensa jurídica y, en su caso, a la Consejería Jurídica del Ejecutivo del Estado.

ARTÍCULO 82.- REPRESENTACIÓN ESPECIAL

Los menores de edad, los sujetos a interdicción, las sucesiones y los concursos, actuarán por conducto de sus representantes, en términos de la legislación aplicable.

ARTICULO 83.- LEGITIMACIÓN PARA LA DEFENSA DE DERECHOS E INTERESES DE CONSUMIDORES Y USUARIOS DE BIENES Y SERVICIOS

Sin perjuicio de la legitimación individual de los perjudicados, las asociaciones de usuarios de bienes o servicios o de consumidores legalmente constituidas, estarán legitimadas para defender en procedimientos o proceso administrativos los derechos e intereses de sus asociados y los de la asociación, así como los intereses generales de los consumidores y usuarios.

Cuando los perjudicados por un hecho dañoso sean un grupo de usuarios de bienes o servicios o consumidores cuyos componentes estén perfectamente determinados o sean fácilmente determinables, la legitimación para pretender la tutela de esos intereses colectivos corresponde a las asociaciones de consumidores y usuarios, a las entidades legalmente constituidas que tengan por objeto la defensa o protección de éstos, así como a los propios grupos de afectados.

Cuando los perjudicados por un hecho dañoso sean una pluralidad de consumidores o usuarios indeterminada o de difícil determinación, la legitimación para demandar en juicio la defensa de estos intereses difusos corresponderá exclusivamente a las asociaciones de consumidores y usuarios que, conforme a la ley, sean representativas.

ARTÍCULO 84.- APRECIACIÓN DE OFICIO DE LA FALTA DE CAPACIDAD O REPRESENTACIÓN

La falta de capacidad o representación, podrán ser apreciadas de oficio por la autoridad administrativa o por el Tribunal en cualquier momento del procedimiento o del proceso; esto no obstante, los interesados o las partes tienen derecho a impugnar la resolución en que se reconozcan, cuando consideren que existe razón para ello.

Los interesados o las partes podrán corregir cualquier deficiencia  respecto a su personalidad en tanto no se pronuncie resolución. 

Contra el proveído  en el que la autoridad administrativa o el tribunal desconozcan la capacidad o la personalidad, negándose a dar curso a la petición del interesado o a la demanda planteada, procede el recurso de inconformidad.

ARTÍCULO 85.- LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA

Serán considerados partes legítimas, quienes comparezcan y actúen en el proceso como titulares de la relación jurídica u objeto litigioso.

La legitimación no es requisito para el ejercicio de la pretensión, sino para su admisión en la resolución definitiva.  Consecuentemente, su ausencia no puede dar lugar a la falta de personalidad.

Si de las pruebas no resulta la legitimación activa o pasiva, la resolución rechazará la demanda, en tanto que la pretensión no corresponde al demandante o contra el demandado.

ARTÍCULO 86.- LITISCONSORCIO FACULTATIVO

Dos o más personas pueden litigar en un mismo procedimiento o proceso en forma conjunta, sea activa o pasivamente, cuando sus pretensiones sean conexas por su causa u objeto o cuando la resolución definitiva o sentencia a dictarse con respeto a una pudiera afectar a la otra.

Los litisconsortes facultativos serán considerados como litigantes independientes, a menos que hayan designado voluntariamente un  apoderado o un representante común, en cuyo caso se aplicarán en lo conducente las disposiciones del artículo 91 de este Código.

Los actos de cada uno de ellos no favorecen ni perjudican la situación procesal de los restantes, sin que por ello se afecte la unidad del procedimiento o  proceso.

ARTÍCULO 87.- LITISCONSORCIO NECESARIO

Cuando por la naturaleza de la relación jurídica sustancial que sea objeto del procedimiento o proceso no pudiere pronunciarse resolución definitiva o sentencia  útilmente sin la presencia  o el llamamiento de todos los interesados, éstos deberán comparecer en su conjunto a fin de conformar el litisconsorcio activo necesario o deberá citárseles a la totalidad en forma legal a fin de constituir dicho litisconsorcio.

En estos  casos, los recursos y demás actuaciones procesales de cada uno, favorecerán a los otros. Sin embargo, las resoluciones que impliquen disposición del derecho en litigio, solo tendrán eficacia si emanan de todos los litisconsortes.

ARTÍCULO 88.- PODERES DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA O DEL TRIBUNAL EN CASO DE LITISCONSORCIO NECESARIO

En el caso de litisconsorcio activo necesario, si no hubieren comparecido todos los interesados, el tribunal no dará curso a la demanda hasta en tanto no se cumpla este requisito.

La misma facultad tendrá tratándose del litisconsorcio pasivo necesario, mientras la parte demandante no proporcione los datos necesarios para que todos los litisconsortes puedan ser emplazados en forma legal.

Cuando el defecto se denuncie o se advierta por el tribunal fuera de esta oportunidad, se procederá de la misma manera.

ARTÍCULO 89.- AUTORIZACIÓN PARA OÍR NOTIFICACIONES
El interesado o su representante legal podrán autorizar a cualesquier  personas con capacidad legal para oír y recibir toda clase de notificaciones y documentos, así como para realizar los trámites y las gestiones necesarias para la substanciación del procedimiento administrativo, ofrecer y rendir pruebas, formular alegatos, intervenir en las audiencias, promover incidentes e interponer recursos administrativos; así como realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos del autorizante.

En el proceso administrativo, los interesados, o los representantes de ambos, podrán autorizar por escrito a licenciados en derecho para que a su nombre reciban notificaciones, hagan promociones de trámite, ofrezcan y desahoguen pruebas, promuevan incidentes, formulen alegatos e interpongan recursos. Asimismo, las partes podrán designar autorizados para imponerse de los autos a cualquier persona con capacidad legal, quien no gozará de las facultades a que se refiere este párrafo.

El autorizado para oír notificaciones no podrá substituir dichas facultades en un tercero.

Cuando los interesados cuenten con firma electrónica y pretendan que los autorizados en términos de los párrafos anteriores, utilicen o hagan uso de ésta en su representación, deberán comunicarlo a la autoridad administrativa o al Tribunal, señalando las limitaciones o revocación de facultades en el uso de la misma.

ARTÍCULO 90.- DELEGACIÓN DE FACULTADES POR PARTE DE LA AUTORIDAD

En el juicio contencioso la autoridad podrá, mediante simple oficio, acreditar delegados, los que tendrán amplias facultades para imponerse de las actuaciones, oír notificaciones, ofrecer y rendir pruebas, formular alegatos, interponer recursos, comparecer a las audiencias, recibir documentos y formular otras promociones; pero no podrán desistirse del juicio de lesividad.
ARTÍCULO 91.- REPRESENTACIÓN COMÚN

Cuando una solicitud o promoción se formule por dos o más personas, deberán designar un representante común de entre ellas. Si no se hace el nombramiento, la autoridad administrativa o el Tribunal considerarán como representante común a la persona mencionada en primer término. Los interesados podrán revocar, en cualquier momento, la designación del representante común, nombrando a otro, lo que se hará saber a la propia autoridad o al Tribunal.

CAPÍTULO SEGUNDO

INTERVENCIÓN DE TERCEROS

ARTÍCULO 92.- INTERVENCIÓN COADYUVANTE Y LITISCONSORCIAL

Quien tenga con una de las partes interesadas determinada relación sustancial a la cual no se extiendan los efectos jurídicos de la resolución definitiva que se dicte en un procedimiento o proceso administrativo, pero que pueda afectarse desfavorablemente si dicha parte es vencida, podrá intervenir en el proceso como coadyuvante de ella.

Podrán intervenir en un procedimiento o proceso como litisconsortes de una parte, los terceros que sean titulares de una determinada relación sustancial que podría verse afectada por la sentencia a dictarse y que ellos estaban legitimados para demandar o ser demandados en ese procedimiento o proceso.

ARTÍCULO 93.- INTERVENCIÓN EXCLUYENTE

Quien pretenda en todo o en parte la cosa o el derecho controvertido podrá intervenir formulando su pretensión frente a quienes intervienen como partes en el procedimiento o proceso, para que en los mismos se la considere.

ARTÍCULO  94.- REQUISITOS Y FORMA DE LA INTERVENCIÓN

Los terceros deberán fundar su intervención en un interés directo, personal y legítimo.  

La solicitud se ajustará a las formas previstas en este Código para la formulación de peticiones o demandas, en lo que fueren aplicables, y deberá ser acompañada de toda la prueba correspondiente.

La intervención sólo podrá producirse en la instancia hasta la conclusión de la audiencia de prueba para resolver en definitiva. La excluyente sólo en la primera instancia. La coadyuvante y litisconsorcial también durante el curso de la segunda instancia, en su caso

El procedimiento de intervención de terceros se regulará conforme a lo dispuesto en los artículos 369 a 378.
ARTÍCULO 95.- INTERVENCIÓN NECESARIA POR CITACIÓN

Quien asuma el carácter de parte demandada, en el plazo para contestar y sin perjuicio de hacerlo en el acto mismo, podrá solicitar el llamamiento de un tercero en garantía o de aquél respecto al cual considera que la controversia es común o a quien la resolución definitiva o la sentencia pueda afectar.

Admitida por la autoridad administrativa o por el Tribunal la entrada en el procedimiento o proceso del tercero, éste no podrá objetar la procedencia de su llamado y deberá comparecer con los mismos derechos, deberes y cargas que la parte que solicito su convocatoria.

ARTÍCULO 96.- OPOSICIÓN AL LLAMAMIENTO DE TERCEROS

La contraparte podrá oponerse a la citación de un tercero y la autoridad administrativa o el Tribunal resolverán la procedencia de la misma por resolución interlocutoria, que sólo será impugnable mediante los recursos previstos por éste Código.

ARTÍCULO 97.- DENUNCIA DE TERCEROS

El demandado, en un procedimiento o proceso en el que considere que otra persona, además o en lugar de él, tiene alguna obligación o responsabilidad en la cuestión controvertida, debe denunciarlo, indicando su nombre y domicilio, a los efectos de que se le notifique del pleito, bajo responsabilidad de los daños y perjuicios que correspondieren por su omisión.

ARTÍCULO 98.- LLAMAMIENTO DE OFICIO EN CASO DE FRAUDE O COLUSIÓN

En cualquiera de las instancias, siempre que se presuma fraude o colusión en el proceso, la autoridad administrativa o el Tribunal de oficio o a petición de  parte, ordenará la citación de las personas que puedan ser perjudicadas para que hagan valer sus derechos, pudiéndose, a tal fin, suspender el proceso hasta por treinta días.

ARTÍCULO 99.- SUCESIÓN DE PARTES INTERESADAS

Cuando durante la substanciación del proceso sobrevengan cambios o sucesiones de partes interesadas, se observará lo siguiente:

I.- Ocurrida la muerte o ausencia declarada de la parte que actúa por sí misma y salvo el caso de procedimientos o proceso relativos a derechos personalísimos, éste podrá continuar con los sucesores, siempre y cuando se trate de derechos transmisibles por herencia o legado en los términos del Código Civil del Estado.

La contraparte podrá solicitar la citación de estas personas en el orden de preferencia establecido por la ley sin necesidad de trámite sucesorio. Entre tanto, el procedimiento o el proceso quedarán interrumpidos, salvo si se encuentran en estado de dictar sentencia, en cuyo caso la interrupción  se producirá después de pronunciada.

II.- En caso de transmisión legal del derecho litigioso por acto entre vivos, el sucesor podrá sustituir a la parte en el procedimiento o proceso salvo que se oponga la contraria, en cuyo caso la autoridad administrativa o el Tribunal resolverán. Ello sin perjuicio de la subrogación y del derecho a comparecer como tercero o litisconsorte de la parte si se dan las circunstancias requeridas por éste Código.

La transmisión de los derechos controvertidos no afecta al procedimiento, excepto los casos en que hagan desaparecer por confusión substancial de intereses la materia del litigio, ni presupone reposición de actuaciones.

ARTÍCULO 100.- IRREVERSIBILIDAD DEL PROCESO

Los intervinientes y sucesores en el proceso lo tomarán en el estado en que se encuentre en el momento de su intervención y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 371.
TÍTULO QUINTO

ACTOS ADMINISTRATIVOS

CAPÍTULO PRIMERO

ELEMENTOS Y REQUISITOS DE VALIDEZ

ARTÍCULO 101.- ELEMENTOS DE VALIDEZ

Son elementos de validez del acto administrativo: 

I.- Estar expedido por autoridad administrativa competente, facultada por la ley para ello y en caso de órganos colegiados, que cumplan los requisitos y formalidades legales indispensables para su emisión.

II.- Tener objeto físicamente posible, lícito, determinado o determinable, preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar, y estar previsto por el ordenamiento jurídico aplicable. El objeto debe expresarse de tal modo que pueda determinarse inequívocamente sus efectos o consecuencias legales.

III.- Haberse emitido sin que en la manifestación de voluntad de la autoridad competente, resultare excluida por error esencial; dolo, en cuanto se tengan como existentes hechos o antecedentes inexistentes o falsos; violencia física o moral ejercida sobre el agente; o por simulación absoluta.

IV.- Debe sustentarse en los hechos y antecedentes que le sirvan de causa y en el derecho aplicable.

V.- Ha de cumplirse con la finalidad de interés público que resulte de las normas que otorgan las facultades pertinentes del órgano emisor, sin poder perseguir encubiertamente otros fines, públicos o privados, distintos de los que justifican el acto, su causa y objeto. Las medidas que el acto involucre deben ser proporcionalmente adecuadas a aquella finalidad.

VI.- Constar por escrito a menos que su naturaleza exija o permita otra forma más adecuada de expresión y constancia, indicar la autoridad de la que emane y contener la firma autógrafa o electrónica del servidor público, salvo en aquellos casos en que se trate de negativa o afirmativa fictas, o el ordenamiento aplicable autorice una forma distinta de emisión, inclusive medios electrónicos.

En los casos en que los órganos administrativos ejerzan su competencia de forma verbal, la constancia escrita del acto, cuando sea necesaria, se efectuará y firmará por el funcionario que la reciba oralmente, expresando en la comunicación del mismo la autoridad de la que procede. Si se tratara de resoluciones, el titular de la competencia deberá autorizar una relación de las que haya dictado de forma verbal, con expresión de su contenido.

VII.- Estar debidamente fundado y motivado, a cuyo efecto debe citar con precisión el o los preceptos legales aplicables, así como las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas, que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, debiendo relacionarse los motivos aducidos y las normas aplicadas al caso, haciéndose constar en el propio acto administrativo.

VIII.- Haberse expedido de conformidad con las formalidades del procedimiento administrativo que establecen los ordenamientos jurídicos aplicables y en su defecto, por lo dispuesto en este Código.

IX.- Ser formulado de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las disposiciones jurídicas.

ARTÍCULO 102.- MODALIDADES DEL ACTO ADMINISTRATIVO

Cuando una ley lo autorice, la autoridad mediante decisión expresa, puede someter el acto administrativo a condición, término o modo, siempre que dichos elementos incorporables al acto, sean compatibles con el ordenamiento legal, o cuando se trate de asegurar con ellos el cumplimiento del fin público que persigue el acto:

1.- El término, en cuyo mérito se establece el lapso en que un acto debe comenzar a producir sus efectos, o en el cual debe cesar de producirlos.

2.- La condición suspensiva por virtud de la cual la  realización de los efectos del acto queda diferida hasta en tanto se cumpla la condición.

3.- La condición resolutoria, en cuyo mérito los efectos del acto se extinguen al producirse el acontecimiento futuro que se haya previsto.

4.- El modo, en virtud del cual el acto expresamente impone una especial obligación. 

Una modalidad accesoria no puede ser aplicada contra el fin perseguido por el acto administrativo.

ARTÍCULO 103.- REQUISITOS DE VALIDEZ

Son requisitos de validez del acto administrativo: 

I.- Señalar el lugar y la fecha de su emisión. 

II.- Si se trata de acto administrativo individual, deberá mencionar en la notificación o publicación, la oficina en que se encuentre y pueda ser consultado el expediente respectivo. 

III.- En el caso de actos administrativos que por disposición legal deban ser notificados personalmente, se hará mención de esta circunstancia en los mismos.

IV.- Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá hacerse mención de los medios de defensa que procedan conforme a este ordenamiento o la Ley aplicable al caso concreto, la autoridad ante la cual deba interponerse y el plazo concedido para ello. 

V.- Expedirse sin que medie error respecto a la referencia específica de identificación del expediente, documentos o nombre completo de la persona.

ARTÍCULO 104.- REQUERIMIENTOS ESPECIALES PARA DETERMINADOS ACTOS ADMINISTRATIVOS

Los actos administrativos de carácter general, tales como reglamentos, decretos, acuerdos, circulares y formatos, así como los lineamientos, criterios, metodologías, instructivos, directivas, reglas, manuales, disposiciones que tengan por objeto establecer obligaciones específicas cuando no existan condiciones de competencia y cualesquiera de naturaleza análoga a los actos anteriores, que expidan las dependencias y organismos descentralizados de la administración pública estatal o municipal, deberán publicarse en el Periódico Oficial del Estado para que produzcan efectos jurídicos.

ARTÍCULO 105.- VÍAS DE HECHO

La Administración se abstendrá: 

I.- De comportamientos materiales que importen vías de hecho administrativas lesivas de un derecho o garantía constitucionales.

II.- De poner en ejecución un acto estando pendiente algún recurso administrativo de los que en virtud de norma expresa impliquen la suspensión de los efectos ejecutorios de aquél, o que, habiéndose resuelto, no hubiere sido notificado.

CAPÍTULO SEGUNDO

EFICACIA Y EJECUTIVIDAD DEL

 ACTO ADMINISTRATIVO

ARTÍCULO 106.- VALIDEZ DEL ACTO ADMINISTRATIVO
El acto administrativo será válido mientras su invalidez no haya sido declarada por la autoridad administrativa competente o por el Tribunal, en términos de las normas jurídicas aplicables o, en su defecto, de este Código.

Los actos administrativos gozan de una presunción de legalidad, de imperio y exigibilidad frente a sus destinatarios desde su entrada en vigencia, autorizando su ejecución de oficio por la autoridad administrativa, salvo que medie una orden de suspensión dispuesta por la autoridad administrativa dentro del procedimiento impugnatorio previsto en este Código o por el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, conociendo por la vía jurisdiccional.

Artículo 107.- ACTO ADMINISTRATIVO EFICAZ

La eficacia del acto administrativo se rige por las reglas siguientes:

I.- Se presume válido y produce efectos desde la fecha en que se dicte, salvo que en ellos se disponga otra cosa. Cuando opere la negativa ficta, a partir de la fecha en que se configure. En caso de afirmativa ficta, a partir de la fecha de la certificación.

Los derechos emergentes de un acto administrativo que otorgan un beneficio a   una persona se entienden eficaces desde el momento de su emisión, salvo disposición diferente del mismo acto.

II.- La eficacia quedará diferida cuando así lo exija el contenido del acto, si este estuviese sujeto a modo, término o condición suspensivos, o esté supeditada a su notificación, publicación, o aprobación superior.

III.- Excepcionalmente, podrá otorgarse eficacia retroactiva a los actos cuando se dicten en sustitución de actos anulados, y, asimismo, cuando produzcan efectos favorables al interesado, siempre que los supuestos de hecho necesarios existieran ya en la fecha a que se retrotraiga la eficacia del acto y ésta no lesione derechos o intereses legítimos de otras personas.

ARTÍCULO 108.- ACTO ADMINISTRATIVO EJECUTIVO Y EXIGIBLE

El acto administrativo será ejecutivo y exigible:

I.- Inmediatamente, cuando el afectado lo consienta de manera  expresa o tacita.

II.- Desde el día siguiente de la notificación, comunicación o publicación, según el caso, cuando en su contra, no proceda ningún recurso. 

III.- Al día siguiente de que notificado en forma, no sea impugnado en los plazos señalados por la ley, mediante el recurso o medio de defensa procedente.

IV.- Desde el día siguiente al del vencimiento del término para interponer los recursos, si estos no fueron interpuestos, o se hubiere renunciado expresamente a ellos. 

 V.- A partir del día siguiente de que medie desistimiento, abandono, o se haya resuelto en términos desfavorables, el recurso o medio de defensa interpuesto por el interesado.

VI.- Cuando el recurso o medio de defensa no tenga efectos suspensivos, o no se satisfagan los requisitos para que surta efectos la suspensión.

VI.- Cuando no se solicite, se niegue o no se cumplan los requisitos exigidos para obtener la suspensión prevista en este Código.

VII.- Desde el día siguiente en que se expida la certificación de que ha operado la afirmativa ficta a que alude el artículo 149 de éste Código. 

ARTÍCULO 109.- CASOS DE EXCEPCIÓN

Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior, los siguientes actos administrativos: 

I.- Los que otorguen un beneficio, concesión, licencia, permiso o autorización al interesado, en cuyo caso su cumplimiento será exigible a partir de la fecha de su emisión, de la certificación en caso de afirmativa ficta, o cuando señale fecha de inicio o de vigencia.

II.- Los actos en virtud de los cuales se realicen actos de inspección, investigación o vigilancia, en los términos de este Código y demás normas aplicables. En este supuesto, dichos actos serán exigibles desde la fecha en que los expidan las autoridades administrativas. 

ARTÍCULO 110.- PUBLICIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS DE CARÁCTER INDIVIDUAL

En la notificación del acto administrativo de carácter individual, se observarán las reglas siguientes:

I.- Se notificarán a los interesados las resoluciones y actos administrativos que afecten a sus derechos e intereses, en los términos previstos en este Código.

II.- Toda notificación deberá ser practicada dentro del plazo de cinco días a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado, y deberá contener el texto íntegro de la resolución, con indicación de si es o no definitivo en la vía administrativa, la expresión de los recursos que procedan, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente.

III.- Las notificaciones que conteniendo el texto íntegro del acto, omitiesen alguno de los demás requisitos previstos en el apartado anterior, surtirán efecto a partir de la fecha en que el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la notificación o resolución, o interponga cualquier recurso que proceda.

ARTÍCULO 111.- PUBLICIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS DE CARÁCTER GENERAL Y DE OTROS SUPUESTOS
Los actos administrativos, tales como reglamentos, decretos, acuerdos, circulares, o cualesquiera otras disposiciones de observancia general, obligan y surten sus efectos, tres días después de la fecha de su publicación en el Periódico Oficial del Estado, a menos que en ellos se señale expresamente el día del inicio de su vigencia. 

Los actos administrativos de carácter individual, cuando lo prevean los ordenamientos aplicables, deberán publicarse en el referido órgano informativo oficial. 

Los manuales de organización que expidan las dependencias administrativas y entidades, se harán públicos a través de internet. Los particulares podrán consultarlos en la unidad administrativa que corresponda y, en su caso, solicitar copia certificada de los mismos, previo pago de los derechos correspondientes. Los instructivos y formatos que expida la autoridad administrativa se publicarán en la Periódico Oficial del Estado, previamente a su aplicación.

ARTÍCULO 112.- CARÁCTER IRREVOCABLE DEL ACTO ADMINISTRATIVO DE CARÁCTER PARTICULAR

El acto administrativo regular, del que hubieren nacido derechos subjetivos a favor del interesado, no puede ser revocado, modificado o sustituido en sede administrativa una vez notificado. Sin embargo, podrá ser revocado, modificado o sustituido de oficio en sede administrativa si el interesado hubiere conocido el vicio, si la revocación, modificación o sustitución del acto le favorece, sin causar perjuicio a terceros, o si el derecho se hubiere otorgado expresa y válidamente a título precario. También podrá ser revocado, modificado o sustituido por razones de oportunidad, legitimidad o interés público, indemnizando en su caso a los particulares, por los perjuicios que se les causaren.

ARTÍCULO 113.- CONDICIONES PARA QUE EL ACTO ADMINISTRATIVO DE CARÁCTER GENERAL PUEDA SER ABROGADO O DEROGADO

Los actos administrativos que indica el párrafo primero del artículo 111, sólo podrán ser abrogados o derogados por otros posteriores que así lo declaren expresamente, o porque contenga disposiciones total o parcialmente incompatibles con el anterior, siempre que el acto anterior sea de igual o menor jerarquía que el posterior. 

ARTÍCULO 114.- ACTO ADMINISTRATIVO CONDICIONADO A LA APROBACIÓN DE UN ÓRGANO DE AUTORIDAD

Los actos administrativos que requieran para su validez de la aprobación de uno o más órganos de la Administración Pública, distintos de quien lo emitió, en términos de las normas aplicables, únicamente tendrán eficacia y ejecutividad una vez que se produzca dicha aprobación. 

ARTÍCULO 115.- EJECUCIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO

El acto administrativo válido puede ser ejecutado cuando las normas aplicables, reconocen a las autoridades administrativas, la facultad de obtener su cumplimiento mediante el uso de los medios de ejecución. 

CAPÍTULO TERCERO

Nulidad, Anulabilidad y Revocación
ARTÍCULO 116.- ACTO ADMINISTRATIVO NULO

Son vicios del acto administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho, los siguientes:

I.- La contravención a la Constitución General de la República a la Constitución del Estado, a las leyes o a las normas reglamentarias.

II.- La omisión o irregularidad de alguno de los elementos de validez previstos en el artículo 101, o en su caso, de aquellos que establezcan las normas correspondientes, salvo que se presente alguno de los supuestos de convalidación del acto a que se refiere el artículo 124.

III.- Los actos expresos o los que resulten como consecuencia de la aprobación automática o por silencio administrativo positivo, por los que se adquiere facultades, o derechos, cuando son contrarios al ordenamiento jurídico, o cuando no se cumplen con los requisitos, documentación o trámites esenciales para su adquisición.

IV.- Los actos administrativos que sean constitutivos de delito penal, o que se dicten como consecuencia del mismo.

ARTÍCULO 117.- EFECTOS DEL ACTO ADMINISTRATIVO NULO

El acto administrativo que se declare jurídicamente nulo, sea en sede administrativa o jurisdiccional, será inválido, no se presumirá legitimo ni ejecutable, ni podrá convalidarse, sin perjuicio de que pueda emitirse un nuevo acto.

Los particulares interesados no están obligados a su cumplimiento y las autoridades deberán oponerse a su ejecución, fundando y motivando su negativa.

Declarada la nulidad, producirá efectos retroactivos volviendo las cosas al estado que tenían antes de que el acto tuviere lugar si es que éste produjo algún efecto provisional, salvo que la ley disponga lo contrario. 

No obstante, si el acto estuviere firme y consentido y hubiere generado derechos subjetivos que se estén cumpliendo, sólo se podrá impedir su subsistencia y la de los efectos aún pendientes mediante declaración judicial de nulidad por el Tribunal.

En caso de que el acto se hubiera consumado, o bien, sea imposible de hecho o de derecho retrotraer sus efectos, sólo dará lugar a la responsabilidad de la autoridad administrativa que lo hubiere emitido u ordenado y, en su caso, a la indemnización para el afectado, en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

ARTÍCULO 118.- ACTO ADMINISTRATIVO ANULABLE

La omisión o irregularidad de alguno de los requisitos de validez señalados en el artículo 103 de este Código,  o en su caso, de aquellos que establezcan otras leyes,  producirá la anulabilidad del acto administrativo.

El acto también será anulable en todos los demás casos en que se hubiere incurrido en una irregularidad, omisión o vicio que no llegare a impedir la existencia de alguno de sus elementos validez.

ARTÍCULO 119.- EFECTOS DEL ACTO ADMINISTRATIVO ANULABLE

El acto reconocido anulable, sea en sede administrativa o jurisdiccional, se considerará válido mientras no se resuelva lo contrario; gozará de presunción de legitimidad y ejecutividad, y será con validable por la autoridad administrativa competente en el momento de que se percate de este hecho o a petición de parte, mediante el cumplimiento pleno de los requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico para su plena validez y eficacia.

La declaración de anulabilidad tendrá efecto retroactivo a la fecha en que se emitió el acto, salvo que la ley disponga lo contrario.

La convalidación del acto anulable tendrá por efecto que el acto se considere como si siempre hubiere sido válido. 

ARTÍCULO 120.- INSTANCIA COMPETENTE PARA DECLARAR LA NULIDAD

El superior jerárquico de la autoridad que emitió el acto, podrá de oficio o a petición de parte, reconocer la nulidad o declarar la anulabilidad del acto, cuando éste no reúna los elementos o requisitos de validez que señala este Código.

Cuando el acto impugnado provenga del titular de una dependencia, o entidad de la administración pública del Estado, o de sus municipios y por ende no esté sometida a subordinación jerárquica, la nulidad o anulabilidad se declarará por resolución de la misma autoridad.

Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores,  se entiende sin perjuicio de las atribuciones del Tribunal y de los Juzgados municipales.

La resolución que declara la nulidad, además dispondrá lo conveniente para hacer efectiva la responsabilidad del emisor del acto inválido.

ARTÍCULO 121.- EFECTOS DE LA NULIDAD CUANDO EL ACTO HA GENERADO DERECHOS O BENEFICIOS A FAVOR DEL INTERESADO
Cuando se haya generado algún derecho o beneficio al interesado, no se podrá anular de oficio el acto administrativo. En este caso, la autoridad, para demandar su nulidad, tendrá que iniciar juicio de lesividad ante el Tribunal, salvo en los casos en que las normas aplicables permitan a la autoridad revocar o anular oficiosamente dichos actos administrativos, o cuando el interesado se haya conducido con dolo, mala fe o violencia para obtener dicha resolución favorable.

ARTÍCULO 122.- NULIDAD SOLICITADA POR LA AUTORIDAD

Cuando se trate de actos favorables al particular, la autoridad correspondiente podrá ejercitar su acción ante el Tribunal, dentro de los cinco años siguientes a la fecha en que haya sido notificada la resolución. En caso de que dichos actos tengan efectos de tracto sucesivo, la autoridad correspondiente podrá demandar la nulidad, en cualquier momento, y la sentencia que el Tribunal dicte, podrá retrotraer sus efectos hasta los cuatro años anteriores a la presentación de la demanda.

ARTÍCULO 123.- ALCANCES DE LA NULIDAD

La declaración de nulidad tendrá los alcances siguientes:

I.-  La nulidad o anulabilidad de un acto no implicará la de los sucesivos en el procedimiento que sean independientes del primero.

II.- La nulidad o anulabilidad en parte del acto administrativo no implicará la de las partes del mismo independientes de aquélla, salvo que la parte viciada sea de tal importancia que sin ella el acto administrativo no hubiera sido dictado, o sea su consecuencia. Tampoco impedirá la producción de efectos para los cuales no obstante el acto pudiera ser idóneo, salvo disposición legal en contrario.

III.- La nulidad o anulabilidad de una cláusula accidental o accesoria de un acto administrativo no importará la nulidad de este, siempre que fuere separable y no afectare la esencia del acto emitido.

IV.- Quien declare la nulidad, dispondrá la conservación de aquellas actuaciones o trámites cuyo contenido hubiere permanecido igual de no haberse incurrido en el vicio.

Artículo 124.- CONVALIDACIÓN DEL ACTO

Cuando el vicio del acto administrativo por el incumplimiento a sus elementos de validez, no sea trascendente, prevalece la conservación del acto, procediéndose a su convalidación por la propia autoridad emisora, subsanando los vicios de que adolezca.  

Son actos administrativos afectados por vicios no trascendentes, además de los señalados en el artículo 103 los siguientes:

1.- El acto cuyo contenido sea impreciso o incongruente con las cuestiones surgidas en la motivación.

2.- El acto emitido con infracción a las formalidades no esenciales del procedimiento, considerando como tales aquellas cuya realización correcta no hubiera impedido o cambiado el sentido de la decisión final en aspectos importantes, o cuyo incumplimiento no afectare el debido proceso del administrado.

3.- El acto al que  falta  alguna autorización, que pueda suplirse mediante su otorgamiento por el órgano competente.

4.- El emitido con omisión de documentación no esencial.

5.- Cuando se concluya, indudablemente, de cualquier otro modo, que el acto administrativo hubiese tenido el mismo contenido, de no haberse producido el vicio o defecto.

Si el vicio consistiera en incompetencia no determinante de nulidad, la convalidación podrá realizarse por el órgano competente cuando sea superior jerárquico del que dictó el acto viciado.

El acto de convalidación producirá efecto desde su fecha, salvo lo dispuesto anteriormente para la retroactividad de los actos administrativos.

No obstante la convalidación del acto, subsiste la responsabilidad administrativa de quien emite el acto viciado, salvo que la convalidación se produzca sin pedido de parte y antes de su ejecución.

ARTÍCULO 125.- CONVERSIÓN DEL ACTO

Si los elementos válidos de un acto administrativo anulable permitieren integrar otro que fuere válido, podrá efectuarse su conversión en éste consintiéndolo el particular. La conversión tendrá efectos a partir del momento en que se perfeccione el nuevo acto.

ARTÍCULO 126.- INDEPENDENCIA DE LOS VICIOS DEL ACTO ADMINISTRATIVO

Los vicios incurridos en la ejecución de un acto administrativo, o en su notificación a los administrados, son independientes de su validez.

CAPÍTULO CUARTO

REVOCACIÓN DIRECTA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS

ARTÍCULO 127.- CONCEPTO

La revocación del acto administrativo implica una actividad de la autoridad expresada a través de su voluntad unilateral, con el objeto de retractarse de un acto anterior ejecutado por ella, en los casos autorizados por la ley.

ARTÍCULO 128.- CAUSALES DE REVOCACIÓN

Los actos administrativos deberán ser revocados o enmendados por la misma autoridad administrativa que lo haya expedido o por su inmediato superior jerárquico, de oficio o a solicitud de parte, en cualquiera de los siguientes casos: 

I.- Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución General de la República o a la del Estado.

II.- Cuando sean notoriamente contrarios al interés público o social, o atenten contra él. 

III.- Cuando en solo provecho de la Administración, causen agravio injustificado a un particular. En este caso, el consentimiento tácito del afectado por no impugnar en tiempo el acto cuando este sea recurrible legalmente, no exonera a la autoridad de rectificarlo por sí misma, por su propia iniciativa y voluntad, por ser contrario a las Leyes Supremas.

ARTÍCULO 129.- REVOCACIÓN DE ACTOS REGULARES DE CARÁCTER PARTICULAR Y CONCRETO

Salvo las excepciones establecidas en la ley, cuando un acto administrativo, bien sea expreso o ficto, haya creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y concreto o reconocido un derecho de igual categoría, no podrá ser revocado, modificado o sustituido en sede administrativa sin el consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo titular. 

Si el titular niega su consentimiento y la autoridad considera que el acto es contrario a la Constitución o a la ley, deberá demandarlo ante el Tribunal.

Esto mismo se observará si la autoridad pretende revocar, modificar o sustituir el acto por razones de oportunidad, mérito o conveniencia.

En todo caso, se acordará una indemnización justa  por los daños y perjuicios que se le causen al particular afectado. 

ARTÍCULO 130.- REVOCACIÓN FAVORABLE AL PARTICULAR

La Administración Pública podrá revocar el acto administrativo si con ello favorece al particular afectado, siempre que no se cause perjuicio a terceros. 

ARTÍCULO 131.- REVOCACIÓN DE ACTOS ADMINISTRATIVOS DE CARÁCTER GENERAL

Los actos administrativos de contenido general, creadores de derecho objetivo, pueden ser derogados en todo o en parte por la autoridad administrativa, sin perjuicio de los derechos que se hayan adquirido. 

CAPÍTULO QUINTO

EFICACIA Y EJECUTIVIDAD

ARTICULO 132.- REGLAS ATENDIBLES EN TODA EJECUCION FORZADA

En toda ejecución forzada, se observarán las reglas siguientes:

I.- Se llevará a efecto en forma adecuada para que tenga pronto y debido cumplimiento.

II.- Se efectuará dentro de los límites de la determinación que se cumple.

III.- Se procurará no ocasionar  molestia o gravámenes innecesarios al ejecutado.

IV.- Únicamente afectará al ejecutado y su patrimonio y no a terceras personas ajenas a la ejecución.

V.- Se procurará no causar trastornos a la economía, llevándola a cabo en forma tal que permita conservar las fuentes de producción y de trabajo.

ARTÍCULO 133.- TÍTULO

La autoridad administrativa no iniciará ninguna actuación material de ejecución de resoluciones que limite derechos de los particulares sin que previamente haya sido adoptada la resolución que le sirva de fundamento jurídico.

El órgano que ordene un acto de ejecución material de resoluciones estará obligado a notificar al particular interesado la resolución que autorice la actuación administrativa.

Artículo 134.- Ejecutoriedad

Los actos de la autoridad administrativa sujetos al Derecho Administrativo, tendrán inmediatamente efectos ejecutivos, salvo cuando sus consecuencias fueren suspendidas en los términos de este Código, caso en el que no podrán ejecutarse hasta en tanto se resuelva definitivamente sobre su legalidad o se levante dicha medida cautelar, o cuando la Constitución o la ley exijan una intervención superior o la intervención  de una autoridad judicial.

ARTÍCULO 135.- CONDICIONES DE LA EJECUCIÓN FORZOSA

Las Administraciones Públicas del Estado o de los Municipios, a través de sus órganos competentes en cada caso, procederán, previo apercibimiento, a la ejecución forzosa de los actos administrativos, salvo en los supuestos previstos en el artículo anterior.

La ejecución, en su caso, solo podrá llevarse a cabo una vez que haya transcurrido el plazo fijado por la autoridad o por la ley, para el cumplimiento voluntario del particular.

ARTÍCULO 136.- MEDIOS DE EJECUCIÓN FORZOSA

La ejecución forzosa ordenada por las autoridades, se efectuará respetando siempre el principio de proporcionalidad, por los medios de apremio autorizados por el artículo 44 éste Código.

Además, para el cumplimiento de sus providencias las autoridades administrativas podrán adoptar de oficio o a petición de parte, las medidas de conminación o constreñimiento necesarios que fijarán en una cantidad de dinero a pagar por cada día que demore el cumplimiento, sin que en  este caso obste el límite que para las multas establece la fracción II del articulo invocado en el párrafo anterior.

La autoridad dispondrá la liquidación de las mismas, una vez transcurrido un plazo prudencial.  El importe resultante deberá ser cubierto dentro de los tres días posteriores a aquel en que se determinó, bajo apercibimiento de mandar nueva ejecución en los términos previstos en esta Ley.

Las cantidades se fijarán teniendo en cuenta el monto o la naturaleza del asunto y las posibilidades económicas del obligado, de tal manera que signifiquen un efectivo constreñimiento psicológico al cumplimiento dispuesto.

La autoridad podrá en cualquier momento, de oficio o a petición de parte, aumentar, moderar o suprimir la conminación establecida, en atención a la ulterior conducta del obligado y a las alegaciones que pudiere efectuar para justificarse.

Si se estimare que la falta de cumplimiento o la resistencia a la orden  emitida por la autoridad administrativa puede encuadrar en alguna figura penal, se denunciará los hechos a la autoridad competente.  

ARTÍCULO 137.- EJECUCIÓN DINERARIA DIRECTA

Si en virtud de acto administrativo resulta, directa o indirectamente, el deber de entregar una cantidad de dinero líquida, se seguirá el procedimiento previsto en las normas reguladoras del procedimiento administrativo de ejecución previsto en el Código Fiscal del Estado.

En cualquier caso no podrá imponerse a los particulares una obligación pecuniaria que no estuviese establecida con arreglo a una norma de rango legal.

ARTÍCULO 138.- EJECUCIÓN SUBSIDIARIA DE ACTOS QUE IMPONEN OBLIGACIONES DE HACER

Habrá lugar a la ejecución subsidiaria, cuando el acto administrativo imponga una obligación de hacer que por no ser personalísima, puede ser realizado por sujeto distinto del obligado.

En este caso, la autoridad administrativa realizará el acto, por sí o a través de las personas que determine, a costa del obligado.

El importe de los gastos, daños y perjuicios se exigirá conforme a lo dispuesto en el artículo anterior.

Dicho importe podrá liquidarse de forma provisional y realizarse antes de la ejecución, a reserva de la liquidación definitiva.

ARTICULO 139.- EJECUCIÓN SUBSIDIARIA DE ACTOS QUE IMPONEN OBLIGACIONES DE NO HACER

Si atendiendo la naturaleza del acto de la autoridad administrativa que impone al particular el deber de no hacer, no fuera posible que éste deshaga lo mal hecho, la ejecución se traducirá en el pago de daños y perjuicios, a cuya liquidación y cobro se procederá en vía administrativa.

ARTÍCULO 140.- EJECUCIÓN DE ACTOS EN LOS QUE PROCEDE LAS MULTAS CONMINATORIAS O COERCITIVAS

 Cuando así lo autoricen las leyes, y en la forma y cuantía que éstas determinen, la autoridad administrativa puede, para la ejecución de determinados actos, imponer multas coercitivas, reiteradas por lapsos de tiempo que sean suficientes para cumplir lo ordenado, en los siguientes supuestos:

1.- Actos personalísimos en que no proceda la compulsión directa sobre la persona del obligado.

2.- Actos en que, procediendo la compulsión, la autoridad administrativa no la estimara conveniente.

3.- Actos cuya ejecución pueda el obligado encargar a otra persona.

La multa conminatoria o coercitiva es independiente de las sanciones que puedan imponerse con tal carácter y compatible con ellas.

ARTÍCULO 141.- COMPULSIÓN SOBRE LAS PERSONAS

Los actos administrativos que impongan una obligación personalísima de no hacer o soportar podrán ser ejecutados por compulsión directa sobre las personas mediante los medios autorizados por el artículo136, dentro siempre del respeto debido a su dignidad y a los derechos reconocidos en la Constitución.

Si, tratándose de obligaciones personalísimas de hacer, no se realizase la prestación, el obligado deberá resarcir los daños y perjuicios, a cuya liquidación y cobro se procederá en vía administrativa.

ARTÍCULO 142.- RETIRO DE OBJETOS COLOCADOS EN BIENES DEL DOMINIO PÚBLICO

La ejecución directa e inmediata del acto, por las autoridades, será admisible cuando se trate de retirar obstáculos, vehículos o bienes irregularmente colocados, ubicados o asentados en bienes del dominio público del Estado o de sus municipios.

En estos casos deberá hacerse un previo apercibimiento al propietario, poseedor o tenedor de la cosa, si éste estuviere presente en el lugar en tal momento, para que lo retire con sus propios medios; si éste no estuviere presente, o si estándolo se negara a cumplir el acto o no lo cumpliere dentro del plazo que se le fije al efecto, podrá procederse subsidiariamente a la ejecución del acto que ordena su remoción quedando obligado el propietario, poseedor o tenedor a pagar los gastos incurridos por la autoridad en su realización.

Cuando el acto que se ejecute directa o subsidiariamente fuere declarado nulo o anulable por autoridad competente, corresponderá a las autoridades administrativas ejecutantes, restituirle al particular lo que hubieren cobrado. 

Artículo 143.- OBRAS O TRABAJOS A CARGO DE PARTICULARES
También será admisible la ejecución subsidiaria por las autoridades del Estado o de sus municipios, cuando se trate de obras o trabajos que correspondieran ejecutar al particular y éste no lo haya ejecutado dentro del plazo que al efecto le fue señalado por dichas  autoridades. 

En tal caso, deberá apercibirse previamente al propietario, poseedor o detentador que resulte obligado a efectuar el trabajo, a fin de que exprese lo que a su derecho convenga, dentro de los tres días hábiles siguientes. Este término podrá ampliarse hasta cinco días hábiles en caso de no existir razones de urgencia. 

En caso de no concurrir causales que excluyan su responsabilidad o vencido el plazo señalado por este Código, sin que hayan ejecutado los trabajos o mediar en razones de urgencia, la autoridad correspondiente procederá a la ejecución de los trabajos, con notificación del día y hora en que iniciará su realización.

Cuando los trabajos deban realizarse dentro del domicilio del particular se pedirá previamente su consentimiento y ante su negativa, se solicitará a la autoridad judicial competente la orden que así lo autorice.

Los gastos de ejecución de los trabajos deberán ser cubiertos por el obligado al cumplimiento del acto, de acuerdo al costo o valor comprobado de los mismos. Si el particular no estuviere  de acuerdo, se abrirá un procedimiento administrativo ante la autoridad que llevo a cabo la ejecución, dando plena intervención al interesado a fin de ajustar el costo o valor de los trabajos efectuados. La decisión que esta adopte será recurrible en los términos de éste Código.

El costo o valor de los trabajos que en definitiva se determinen, tendrá el carácter de crédito fiscal.

ARTICULO 144.- CASOS EN QUE EL PARTICULAR DEBE SER EXONERADO DE LOS GASTOS DE EJECUCIÓN

En ningún caso el particular estará obligado a pagar los gastos realizados por la ejecución directa, si no se siguió regularmente lo establecido en el presente Código o si no hubieren mediado razones de urgencia, o se confirió un plazo irrazonablemente reducido para realizar las obras.

ARTÍCULO 145.- ACTOS ADMINISTRATIVOS DE SUSPENSIÓN O CLAUSURA

El acto que ordene la suspensión o clausura de un local o establecimiento, podrá también ser ejecutado por la autoridad correspondiente, inclusive mediante el auxilio de la fuerza pública, previo cumplimiento del procedimiento establecido en este Código.

CAPÍTULO SEXTO

SILENCIO ADMINISTRATIVO

DE LA NEGATIVA Y AFIRMATIVA FICTAS

ARTÍCULO 146.- SILENCIO ADMINISTRATIVO

Las autoridades administrativas del Estado y sus municipios están obligadas a contestar por escrito o por medios electrónicos cuando proceda, las peticiones formuladas por los particulares, dentro de los plazos que señalan las disposiciones jurídicas aplicables. 

A falta de disposición legal expresa, las autoridades deberán producir sus respuestas dentro de los siguientes treinta días a partir de la recepción del pedimento, con independencia de la forma o medios utilizados para su formulación. 

Una vez transcurrido el plazo, si la autoridad administrativa no ha emitido la resolución correspondiente operará la afirmativa o la negativa fictas conforme al presente Código. 

Cuando se requiera al promovente para que exhiba los documentos omitidos o cumpla con requisitos formales o proporcione los datos necesarios para su resolución, el plazo empezará a correr desde que el requerimiento haya sido cumplido. 

El silencio administrativo solo operará en los casos expresamente señalados en la ley, en las relaciones entre particulares y autoridades: Consecuentemente, no es procedente invocarlo, cuando la autoridad trate de resolver conflictos entre particulares.

ARTÍCULO 147.- NEGATIVA FICTA

Transcurridos los plazos citados en el artículo anterior sin que se notifique la resolución expresa, se entenderá que ha operado la negativa ficta, que significa decisión desfavorable a los derechos e intereses jurídicos de los peticionarios, ante lo cual el interesado podrá interponer los medios de defensa que en derecho correspondan.

La negativa ficta constituye la regla general ante el silencio administrativo, en tanto que la afirmativa ficta solo operará en los casos expresamente determinados por este Código o por las leyes.

La negativa ficta no eximirá de responsabilidad a las autoridades. Tampoco las excusará del deber de decidir sobre la petición inicial, salvo que el interesado haya hecho uso de los recursos contra el acto presunto, o que habiendo acudido ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo se haya notificado el auto admisorio de la demanda.

ARTÍCULO 148.- IMPUGNACIÓN DE LA NEGATIVA FICTA 

La negativa ficta, puede ser combatida a criterio del interesado mediante el recurso de inconformidad previsto en éste Código o el juicio contencioso ante el Tribunal, acompañando el escrito de petición dirigido a la autoridad omisa, con el registro o sello de la fecha de recibido. 
La resolución del Tribunal dispondrá las condiciones y términos en que la autoridad deberá emitir el acto o resolución que en su momento debió haber pronunciado y, en su caso, las sanciones a que hubiere lugar. 

ARTÍCULO 149.- AFIRMATIVA FICTA

La afirmativa ficta, que significa decisión favorable a los derechos e intereses jurídicos de los peticionarios por falta oportuna de respuesta de la autoridad administrativa, procederá solo en los siguientes casos:

I.- Solicitudes cuya estimación habilite para el ejercicio de derechos preexistentes, salvo que mediante ella se transfiera facultades de la administración pública o que habilite para realizar actividades que se agoten instantáneamente en su ejercicio.

II.- Procedimientos en los cuales la trascendencia de la decisión final  pueda repercutir directamente en administrados distintos del peticionario, mediante la limitación, perjuicio o afectación a sus intereses o derechos legítimos.

III.- En los demás casos en que una ley la autorice en forma explicita.

En esos casos, el interesado podrá solicitar al superior jerárquico de la autoridad administrativa ante la que presentó la petición o a ésta cuando no esté sujeta a relación de jerarquía, la certificación de que ha operado en su favor la afirmativa ficta. Dentro de los tres días posteriores a la presentación de la solicitud de la certificación, la autoridad deberá expedirla, salvo cuando el interesado no cumpla con los supuestos y requisitos de procedencia establecidos en la Ley de la materia. 

En caso de que la autoridad administrativa competente no dé respuesta a la solicitud de certificación dentro del plazo señalado en el párrafo anterior, los peticionarios acreditarán la existencia de la resolución afirmativa ficta, que producirá todos sus efectos legales ante las autoridades administrativas y los particulares, con la presentación de los documentos con acuse de recibo original que contengan tanto la petición formulada como la solicitud de certificación en los que aparezca claramente el sello fechador original de la dependencia o entidad de la administración pública del Estado o de sus municipios, o la constancia de recepción con firma original del servidor público respectivo. Tratándose de solicitudes presentadas por medios electrónicos, se demostrará con el acuse de recibo electrónico que se haya expedido.

La afirmativa ficta constituye un verdadero acto administrativo que genera derechos a favor del peticionario, por tanto una vez producida la autoridad administrativa no puede dictar una acto posterior en contrario y sólo estará facultada con el consentimiento expreso y escrito del titular o cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Federal o del Estado, o a las leyes, se cause agravio injustificado a una persona o fuere evidente que el acto ocurrió por medios ilegales.

ARTICULO 150.- AFIRMATIVA FICTA QUE GENERA EL PAGO DE CONTRIBUCIONES O DERECHOS

Cuando se expida al particular una certificación relativa a licencia, permiso o autorización, que genere el pago de contribuciones o derechos de conformidad con las disposiciones fiscales, en la emisión de la certificación, se deberá señalar al particular el pago de los mismos, tomando en consideración para su determinación, los datos manifestados en la solicitud respectiva, así como la naturaleza del acto. 

El particular podrá presentar ante la autoridad que incurrió en el silencio administrativo dicha certificación, para que le sea resuelta en sentido positivo dicha solicitud. Las autoridades deberán dar cumplimiento de inmediato a la solicitud. 

ARTÍCULO 151.- CASOS EN LOS QUE NO OPERA LA AFIRMATIVA FICTA

No operará nunca la afirmativa ficta en los siguientes casos: 

I.- Cuando la solicitud verse sobre asuntos de interés público que incidan sobre la salud en general, actividades riesgosas, medio ambiente, recursos naturales, seguridad ciudadana, sistema financiero, sistema de pensiones y seguros y el patrimonio histórico cultural del Estado o de los municipios.

II.- Tratándose de peticiones que tengan por objeto la transmisión de la propiedad o la posesión de bienes del Estado, municipios y entidades de carácter estatal o municipal; la afectación de derechos de terceros; el otorgamiento o modificación de concesiones; registro, autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios.

III.- Los procedimientos de inscripción registral, cualquiera que sea su naturaleza.

IV.- Las autorizaciones de fraccionamientos y desarrollos en condominio, licencias de uso del suelo y su modificación.

V.- Tratándose del derecho de petición formulado por los particulares con fundamento en el artículo 17 fracción III de la Constitución Política del Estado, sin que la autoridad emita resolución expresa.

VI.- La resolución de recursos administrativos.

VII.- Cuando la petición se hubiese presentado ante autoridad incompetente.

VIII.- Cuando no pueda reconocerse un derecho o una pretensión por ausencia de un reconocimiento legal previo o por no concurrir los presupuestos para sustentarlos.

IX.- En los procedimientos iniciados de oficio.

X.- En todos los demás casos en que la ley no reconozca de manera expresa esta modalidad como resultado del silencio administrativo. 

ARTÍCULO 152.- SANCIÓN A LA AUTORIDAD QUE INCURRIÓ EN SILENCIO ADMINISTRATIVO

El superior jerárquico de la autoridad que hubiese incurrido en silencio administrativo y, por consecuencia, hubiere operado la negativa o afirmativa ficta, impondrá las sanciones que correspondan conforme a derecho. Para la imposición de las sanciones se considerará la afectación al erario o al orden público. 

CAPÍTULO SÉPTIMO

EXTINCIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO

ARTÍCULO 153.- CAUSAS DE EXTINCIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO 

El acto administrativo de carácter individual se extingue de pleno derecho, por las siguientes causas: 

I.- El cumplimiento de su objeto, motivo o finalidad.

II.- Cuando la formación del acto administrativo esté sujeto a una condición o término suspensivos y no se realicen dentro del plazo señalado en el propio acto.

III.- La realización de la condición resolutoria.

 IV.- Por renuncia expresa e indubitable del interesado, cuando el acto hubiere sido dictado en exclusivo beneficio de éste y no se siga perjuicio al interés público.

V.- La  conclusión de su vigencia.

VI.- La revocación, en los términos que señalen las leyes.

ARTÍCULO 154.- EXTINCIÓN POR INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES PUESTAS A CARGO DEL PARTICULAR INTERESADO

La autoridad administrativa podrá declarar unilateralmente, por sí y ante sí, la extinción de un acto administrativo cuando el particular interesado no cumpliere con las obligaciones puestas a su cargo, y ese incumplimiento le fuere imputable. Para la procedencia de la declaratoria, la autoridad administrativa deberá constituirle previamente  en mora y concederle un plazo suplementario razonable para el cumplimiento. Si en el acto administrativo se hubiere establecido expresamente que el mero vencimiento del plazo produce la mora del interesado, la extinción podrá declararse directamente sin previa intimación de cumplimiento de su parte.

ARTÍCULO 155.- EXTINCIÓN POR RENUNCIA FORMAL

La renuncia formulada por el particular beneficiado extingue el acto administrativo, una vez notificada a la autoridad administrativa. La renuncia sólo procederá respecto de actos emitidos en beneficio del administrado, creándole derechos. Los actos que crean obligaciones no son susceptibles de renuncia; pero si lo principal del acto fuere el otorgamiento de un derecho, aunque el mismo imponga también algunas obligaciones, es viable la renuncia total. 

TITULO SEXTO

ACTOS PROCESALES

CAPÍTULO PRIMERO

FORMALIDADES

SECCIÓN PRIMERA

EXPRESIÓN ESCRITA

ARTÍCULO 156.- IDIOMA

Los escritos, actuaciones o informes que realicen las autoridades o los interesados se redactarán en idioma español. Los documentos redactados en otro idioma o lengua, deberán acompañarse de su respectiva traducción y, en su caso, cuando así se requiera, de su certificación. A falta de traducción, la autoridad administrativa o el Tribunal la obtendrán de manera oficiosa, de traductor adscrito preferentemente a las dependencias públicas o reconocidas por estas.

ARTÍCULO 157.- INTÉRPRETE

Cuando alguna persona que no conozca el español hubiere de ser interrogada o prestar alguna declaración, o cuando fuere preciso darle a conocer personalmente alguna resolución, La autoridad administrativa o el tribunal por medio de providencia podrá habilitar como intérprete a cualquier persona conocedora del idioma.

De las actuaciones que en estos casos se practique se levantará acta, en la que constarán los textos en el idioma original y su traducción al idioma oficial y será firmada también por el intérprete.

Si la persona fuere sordomuda y supiere leer, se empleará la escritura, y lo mismo, si supiere escribir, podrá valerse de este medio para comunicarse.  En el caso de que no sepa leer ni escribir se nombrará el intérprete adecuado.  De las actuaciones que se practiquen se levantará también la oportuna acta.

Si la persona fuere invidente, deberá comparecer asistida por persona de su confianza, quien firmará a su ruego el acta respectiva.

ARTÍCULO 158.- ESCRITURA

Las promociones y actuaciones del procedimiento y proceso administrativo se presentarán o realizarán en forma escrita. 

Para documentar el procedimiento y proceso administrativo podrán utilizarse impresos que estén legalmente autorizados, así como los elementos incorporables a un sistema de compilación y reproducción mecánico o electrónico, que garantice su conservación y recuperación completa y fidedigna.

Cuando una diligencia se practique de manera oral, deberá documentarse inmediatamente su desarrollo.

ARTÍCULO 159.- FECHAS, CANTIDADES Y NÚMEROS

En las promociones y actuaciones, se escribirán con número y letra las fechas y cantidades; en caso de diferencia, se atenderá a la letra, salvo prueba en contrario. La referencia a disposiciones legales y a documentos de identidad puede escribirse sólo con números.

ARTÍCULO 160.- ABREVIATURAS Y CORRECCIONES

En las actuaciones no se emplearán abreviaturas ni se rasparán las frases equivocadas, sobre las que solo se pondrá una línea delgada, salvándose, al final, con toda precisión el error cometido.  Igualmente se salvarán las frases que se agreguen entre renglones.

ARTÍCULO 161.- FIRMA

Toda promoción deberá contener la firma autógrafa de quien la formule, requisito sin el cual no se le dará curso. 

Cuando quien promueve no pudiere o no supiere firmar, lo hará otra persona a su ruego y al calce del documento imprimirá la huella digital del pulgar derecho.

Si no fuera posible estampar la impresión dígito pulgar derecha, se estampará otra, mencionándolo en el escrito. Y si ello tampoco fuere posible,  la autoridad administrativa ante quien se actúa o el secretario del tribunal certificarán que ante su presencia el interesado manifestó conocer el texto del escrito y estar conforme con su contenido.

ARTÍCULO 162.- RATIFICACIÓN

En caso de duda sobre la autenticidad de una firma que aparezca al calce de un escrito o cuando lo disponga la ley, podrá la autoridad llamar a su despacho, de oficio o a petición de parte al promovente, para que, en su presencia y previa justificación de su identidad, ratifique la firma o el contenido del escrito.

Si el citado negara el contenido del escrito o la autenticidad de la firma, o se rehusara a contestar, o citado personalmente no compareciere, la autoridad lo tendrá por no presentado.

ARTÍCULO 163.- FORMACIÓN DEL EXPEDIENTE

Con el escrito inicial de cada asunto que se promueva, se formará un expediente al que se incorporarán sucesivamente las actuaciones posteriores.
Las  autoridades a quienes por razón de sus funciones legales les corresponda, serán responsables de la formación, conservación y seguridad de los expedientes. Cuidarán, además, de la numeración progresiva y sin interpolación de los folios, así como que las actas que contienen actuaciones sean suscritas por los  que intervengan en ellas, dando fe de la veracidad de su contenido.

Cuando se desglose algún documento, se asentará la razón respectiva del folio o de los folios de que se trate.

La infracción de lo dispuesto en este artículo será sancionada con corrección disciplinaria en los términos del artículo 44 de este Código.

ARTÍCULO 164.- CONSULTA DEL EXPEDIENTE

Las partes interesadas podrán consultar los expedientes en que se cursa el procedimiento administrativo o el proceso contencioso, y obtener, previo pago de los derechos correspondientes, copia certificada de los documentos y actuaciones que los integren.

ARTÍCULO 165.- IRREGULARIDADES U OMISIONES DEL EXPEDIENTE

Las autoridades o el Tribunal podrán ordenar, de oficio o a petición de parte, subsanar las irregularidades u omisiones que observen en la tramitación del procedimiento o proceso administrativo, para el sólo efecto de su regularización, sin que ello implique que puedan revocar sus propias resoluciones, debiendo notificar personalmente a las partes. 

ARTÍCULO 166.- REPOSICIÓN DE EXPEDIENTES

Los expedientes que se perdieren, serán repuestos a costa del responsable de la pérdida, quien además pagará los daños y perjuicios y quedará sujeto, en su caso, a las disposiciones del Código Penal.

La reposición se substanciará en la vía incidental, y sin necesidad de acuerdo previo, la autoridad responsable de su custodia, hará constar desde luego, la existencia anterior y falta posterior del expediente.

La autoridad competente está autorizada para investigar de oficio la preexistencia del expediente desaparecido, valiéndose para ello de todos los medios de prueba que no sean contrarios a la moral o al derecho.

Las partes estarán obligadas a aportar para la reposición del expediente, las copias de documentos, escritos, diligencias, acuerdos o resoluciones que obren en su poder, y la autoridad administrativa o el Tribunal tendrán las más amplias facultades para usar los medios de apremio que autoriza la ley.

Cuando existan indicios o pruebas de que alguna de las partes o sus representantes o abogados hayan intervenido como autores, cómplices o encubridores de la substracción o pérdida del expediente, se hará la denuncia correspondiente para la imposición de las sanciones penales aplicables conforme a la ley de la materia.

SECCIÓN SEGUNDA

UTILIZACIÓN DE MEDIOS ELECTRÓNICOS EN EL

PROCEDIMIENTO Y EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO

ARTÍCULO 167.- CONDICIONANTES PARA EL USO DE MEDIOS ELECTRÓNICOS

Las dependencias y entidades, deberán aceptar el uso de mensajes de datos y la presentación de documentos electrónicos cuando las mismas ofrezcan esta posibilidad, siempre que los particulares por sí o, en su caso, a través de sus representantes o apoderados en los términos del artículo 81 de éste Código manifiesten expresamente su conformidad para que dichos actos se efectúen, desde su inicio hasta su conclusión, a través de medios de comunicación electrónica.

En estos casos los particulares que así lo deseen, deberán solicitar de las dependencias o entidades administrativas en las que actúen, una clave RUPAC de identificación conformada en los términos previstos por la Ley de Mejora Regulatoria del Estado y tramitar su firma electrónica certificada, para así poder acceder y realizar promociones a través de dichos medios.

Si se trata de actuaciones electrónicas ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, éste pondrá a disposición de la parte interesada un sitio contenido en su página Web, para la recepción y envío de documentos, notificaciones y comunicaciones, así como para la consulta de información relacionada con los actos a que se refiere este Código. Los documentos electrónicos y los mensajes de datos que cuenten con firma electrónica certificada producirán los mismos efectos que los presentados con firma autógrafa y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio que las disposiciones aplicables les otorgan a éstos. Para que los interesados puedan utilizar la firma electrónica certificada en los actos a que se refiere este Código,  deberán contar con un certificado digital vigente y una clave privada. El Consejo de la Judicatura y el Tribunal, mediante acuerdo general,  establecerán de manera conjunta,  los procedimientos para el registro de datos y verificación de elementos de identificación, emisión, renovación y revocación de certificados digitales, los cuales darán a conocer a través de sus respectivas páginas Web. La clave privada será creada por el interesado con los datos que genera de manera secreta y utilice para crear su firma electrónica avanzada.

Las actuaciones así practicadas se entenderán hechas en término siempre que hubiesen sido registradas hasta las veinticuatro horas del día de su vencimiento y se acordarán al siguiente día hábil. 

Las peticiones de información y consulta hechas a través de correo electrónico no requerirán clave ni firma electrónica y podrán ser atendidas por la misma vía en la página web de la dependencia o entidad administrativa. 

El uso de medios de comunicación electrónica será optativo para los interesados.

ARTÍCULO 168.- PETICIONES, DEMANDA Y OTRAS PROMOCIONES POR VIA ELECTRÓNICA
Los documentos electrónicos ingresados por las partes a los sistemas de trámites electrónicos, mediante el uso de certificados digitales de firma electrónica, producirán los mismos efectos que los presentados con firma autógrafa.

Las  autoridades competentes, establecerán los medios para que las partes y los autorizados para recibir notificaciones puedan verificar la autenticidad de los acuses de recibo electrónico. 

Cuando por caso fortuito, fuerza mayor o por fallas técnicas se interrumpa el sistema, haciendo imposible el envío y la recepción de promociones dentro de los plazos establecidos en la ley, las partes deberán dar aviso de inmediato, por cualquier otra vía, a la autoridad administrativa que corresponda o al Tribunal para que comuniquen esta situación a la unidad administrativa encargada de operar el sistema. En tanto dure ese acontecimiento, se suspenderán, únicamente por ese lapso, los plazos correspondientes. 

Una vez que se haya restablecido el sistema, la unidad administrativa encargada de operar el sistema, enviará un reporte a la autoridad ante quien se ventile el procedimiento o proceso administrativo, en el que deberá señalar la causa y el tiempo de la interrupción del sistema, para efectos del cómputo de plazos o términos.

La autoridad deberá notificar a las partes sobre la interrupción del sistema, haciéndoles saber el tiempo de interrupción, desde su inicio hasta su restablecimiento, así como el momento en que reinicie el cómputo de los plazos correspondientes. 

ARTÍCULO 169.- DOCUMENTO PÚBLICO EN MEDIO ELECTRÓNICO

Los documentos públicos que se ingresen a un expediente electrónico mediante  el uso de certificados digitales de firma electrónica, no perderán el valor probatorio que les corresponde conforme a la ley, siempre y cuando se presenten manifestando bajo protesta de decir verdad, por vía electrónica, que el documento electrónico respectivo es copia íntegra e inalterada del documento impreso.

Los documentos públicos autorizados o suscritos por medios electrónicos  tendrán la validez y fuerza probatoria que a los de esta clase les confieren las disposiciones de este Código.

Las reproducciones efectuadas a partir de los respectivos archivos electrónicos se reputarán auténticas para todos los efectos legales. 

No obstante, a efectos de prueba y de cumplimiento de requisitos legales que exijan disponer de los documentos originales o de copias fehacientes,  éstos habrán de hacerse llegar a la autoridad dentro de los tres días siguientes al en que sean requeridos.
ARTÍCULO 170.- NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA

Las autoridades podrán notificar sus actos a través de medios electrónicos, siempre que el particular haya aceptado este medio de notificación. 

La notificación surtirá efectos a partir de la fecha y hora en que el interesado acceda al acto administrativo o determinación del Tribunal, fecha y hora que deberá certificar la autoridad correspondiente mediante su digitalización en el expediente electrónico. 

Sin embargo, el sistema electrónico permitirá que las partes interesadas revoquen, en cualquier momento, su autorización expresa para recibir notificaciones por vía electrónica y soliciten  a la autoridad ante la que actúan que las notificaciones sucesivas se realicen de conformidad con los otros medios previstos en el Capítulo Segundo del presente Título. 
ARTÍCULO 171.- ACTO ADMINISTRATIVO ELECTRÓNICO
Las autoridades, en el ejercicio de sus funciones, podrán emitir válidamente actos administrativos por medios electrónicos siempre y cuando se asegure su autenticidad, integridad y disponibilidad de acuerdo con la ley. 

ARTÍCULO 172.- ARCHIVO ELECTRÓNICO DE DOCUMENTOS
Cuando el procedimiento o proceso administrativo se adelante utilizando medios electrónicos, los documentos deberán ser archivados en este mismo medio. Podrán almacenarse por medios electrónicos, todos los documentos utilizados en las actuaciones administrativas o procedimentales. 

La conservación de los documentos electrónicos que contengan actos a administrativos o procesales de carácter individual, deberá asegurar la autenticidad e integridad de la información necesaria para reproducirlos, y registrar las fechas de expedición, notificación y archivo. 

ARTÍCULO 173.- EXPEDIENTE ELECTRÓNICO

El expediente electrónico en el que se haga constar el trámite de un procedimiento o proceso administrativo, en los términos de este Código, cualquiera que sea el tipio de información que contenga,  se identificará con un número especifico.

El expediente electrónico se integrará cronológicamente con las actuaciones judiciales, promociones y demás constancias que obren en el expediente impreso.

Todo documento que ingrese a un expediente electrónico deberá ser firmado mediante un certificado digital de firma electrónica que cuente con la autorización necesaria para acceder a éste.

El Sistema Electrónico llevará un registro puntual de los certificados digitales de firma electrónica mediante los cuales se ingrese o consulte cualquier documento de un expediente electrónico, así como de toda incidencia que resulte relevante para el mejor funcionamiento de los sistemas correspondientes.

La relación de los expedientes electrónicos se llevará a cabo mediante un índice de la misma naturaleza, firmado digitalmente por la autoridad, órgano o entidad actuante, según proceda. Este índice garantizará la integridad del expediente electrónico y permitirá su recuperación cuando se requiera. 

La autoridad respectiva conservará copias de seguridad periódicas que cumplan con los requisitos de archivo y conservación en medios electrónicos de conformidad con la ley. 

ARTÍCULO 174.- SEDE ELECTRÓNICA

Cada dependencia deberá tener un responsable  de una unidad electrónica que podrá ser el mismo de la unidad de mejora regulatoria a que se refiere la Ley de Mejora Regulatoria del Estado.

La dependencia respectiva garantizará condiciones de calidad, seguridad, disponibilidad, accesibilidad, neutralidad e interoperabilidad de la información de acuerdo con los estándares que defina la autoridad competente, en base a lo dispuesto en la citada ley.

Podrá establecerse una sede electrónica común o compartida por varias dependencias administrativas, siempre y cuando se identifique claramente quién es el responsable de garantizar las condiciones de calidad, seguridad, disponibilidad, accesibilidad, neutralidad e interoperabilidad. Así mismo, cada autoridad usuaria de la sede compartida será responsable de la integridad, autenticidad y actualización de la información y de los servicios ofrecidos por este medio. 

En iguales condiciones el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Poder Judicial, tendrá su propia sede electrónica.

ARTICULO 175.- PORTAL DE INTERNET

El portal de Internet será el lugar donde se pondrán a disposición de los particulares las actuaciones electrónicas que emitan las dependencias administrativas y entidades. Los datos serán proporcionados por el sistema de información electrónica donde se dé seguimiento a los trámites electrónicos de dichas dependencias y entidades.

ARTÍCULO 176.- RECEPCIÓN DE DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS POR PARTE DE LAS AUTORIDADES

Para la recepción de mensajes de datos dentro de una actuación en un procedimiento o proceso administrativo, las autoridades deberán: 

I.- Llevar un estricto control y relación de los mensajes recibidos en los sistemas de información electrónica, incluyendo la fecha y hora de recepción. 

II.- Mantener la memoria del correo electrónico con capacidad suficiente y contar con las medidas adecuadas de protección de la información.

III.- Enviar un mensaje acusando el recibo de las comunicaciones entrantes indicando la fecha de la misma y el número de radicado asignado. 

ARTÍCULO 177.- PRUEBA DE RECEPCIÓN Y ENVÍO DE MENSAJES DE DATOS POR LA AUTORIDAD

Para efectos de demostrar el envío y la recepción de comunicaciones, se aplicarán las siguientes reglas: 

I.- El mensaje de datos emitido por la autoridad para acusar recibo de una comunicación, será prueba tanto del envío hecho por el interesado como de su recepción por la autoridad. 

II.- Cuando fallen los medios electrónicos de la autoridad, que impidan a las personas enviar sus escritos, peticiones o documentos, el remitente podrá insistir en su envío dentro de los tres días siguientes, o remitir el documento por otro medio dentro del mismo término, siempre y cuando exista constancia de los hechos constitutivos de la falla en el servicio. 

ARTÍCULO 178.- SESIONES VIRTUALES

Los organismos colegiados en la organización interna de las autoridades, podrán deliberar, votar y decidir en conferencia virtual, utilizando los medios electrónicos idóneos y dejando constancia de lo actuado por ese mismo medio con los atributos de seguridad necesarios. 

ARTÍCULO 179.- ESTÁNDARES Y PROTOCOLOS

Sin perjuicio de la vigencia dispuesta en este Código en relación con las anteriores disposiciones, el Gobierno del Estado, a través de la Secretaria de Fiscalización y la Dirección de Informática de Poder Judicial, establecerán los estándares y protocolos que deberán cumplir las autoridades para incorporar en forma gradual la aplicación de medios electrónicos en los procedimientos  y proceso administrativos.

CAPÍTULO SEGUNDO

TIEMPO Y LUGAR DE LOS ACTOS PROCESALES

Artículo  180.- Días y horas hábiles

Las promociones y actuaciones, se efectuarán en días y horas hábiles.

Son días hábiles todos los del año, menos los sábados y domingos, aquellos que las leyes declaren festivos y los de vacaciones de los tribunales; así como los en que éstos, de hecho, suspendan sus labores. La permanencia de personal de guardia no habilitará los días. 

Son horas hábiles las correspondientes al horario que se haya fijado para el funcionamiento de las oficinas de la autoridad administrativa o el Tribunal.  

Los escritos deberán presentarse en las oficinas de las autoridades administrativas, dentro de su horario de funcionamiento. La presentación ante el Tribunal de demandas o promociones de término en forma impresa, podrá hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario de labores ante el Secretario de Acuerdos del Tribunal de lo Contencioso Administrativo.

ARTÍCULO 181.- HABILITACIÓN DE DÍAS Y HORAS INHÁBILES

Las autoridades o el Tribunal podrán habilitar los días y horas inhábiles, cuando hubiere causa urgente que lo exija. En el acuerdo que al efecto se expida, se expresará la causa de la habilitación y las diligencias que habrán de practicarse, el cual se notificará personalmente a los interesados.

Si una diligencia se inició en día y hora hábiles, puede continuarse hasta su fin sin interrupción y sin necesidad de habilitación expresa. 

Queda prohibida la habilitación que produzca o pueda producir el efecto de que se otorgue un nuevo plazo o se amplíe éste para interponer medios de impugnación.

ARTÍCULO 182.- ACTUACIÓN NO REALIZADA

Cuando por cualquier circunstancia no se lleve a cabo una actuación o diligencia en el día y hora señalados, las autoridades o el Tribunal harán constar la razón por la que no se practicó. 

ARTÍCULO 183.- ACTUACIONES DIFERIDAS

Cuando la actuación requiera más tiempo del previsto, podrá ser suspendida para su continuación al siguiente día hábil o cuando  la autoridad o el Tribunal lo determinen.  Tal decisión se hará constar en acta.
ARTÍCULO 184.- CARÁCTER DE LOS PLAZOS

Salvo disposición en contrario, los plazos señalados a las partes interesadas para realizar los actos procesales son perentorios e improrrogables.

Podrán, no obstante, interrumpirse los plazos en caso de fuerza mayor que impida cumplirlos, reanudándose su cómputo en el momento en que hubiera cesado la causa determinante de la interrupción.  La concurrencia de la fuerza mayor habrá de ser apreciada por la autoridad administrativa o por el tribunal, de oficio o a instancia de la parte que la sufrió, con audiencia de las demás.

ARTÍCULO 185.- PLAZOS NO PREVISTOS EXPRESAMENTE EN LA LEY

 Cuando la ley no señale plazo para la práctica de alguna actuación o para el ejercicio de un derecho, se tendrá el de tres días hábiles.

ARTÍCULO 186.- REGLAS PARA EL CÓMPUTO DEL PLAZO

 El cómputo de los plazos se sujetará a las siguientes reglas:

I.- Comenzarán a correr desde el día hábil siguiente al en que surta efectos la notificación, serán improrrogables, y se incluirán en ellos el día del vencimiento.

II.- En los plazos fijados en días por este Código, las autoridades o el Tribunal, sólo computarán los días hábiles; entendiéndose por estos, todos los del año, excepto los sábados y domingos,  y los demás que la Ley Federal del Trabajo o el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado señalen como inhábiles.  La existencia de personal de guardia no habilita los días en que se suspendan las labores.

III.- En los plazos señalados en años o meses, o en periodos en general, y en los que se fije una fecha determinada para su extinción, se entenderán comprendidos los días inhábiles; no obstante, si el último día del plazo o la fecha determinada es inhábil, el término se prorrogará hasta el siguiente día hábil.

IV.- Los plazos señalados en horas y los relativos al cumplimiento del acuerdo de suspensión del acto impugnado, se contarán de momento a momento.

V.- La presentación de promociones de término en forma electrónica a través de la Firma Electrónica, podrán enviarse hasta las veinticuatro horas del día de su vencimiento.

VI. Cuando los plazos se fijen por mes o por año, sin especificar que sean de calendario se entenderá en el primer caso que el plazo vence el mismo día del mes de calendario posterior a aquél en que se inició y en el segundo caso, el término vencerá el mismo día del siguiente año de calendario a aquél en que se inició. Cuando no exista el mismo día en los plazos que se fijen por mes, éste se prorrogará hasta el primer día hábil del siguiente mes de calendario.

VII. Los meses se regularán por el número de días que les correspondan, y los días se entenderán de veinticuatro horas naturales, contados de las cero a las veinticuatro horas.

VIII. Cuando la Ley no señale término para la práctica de un acto judicial o para el ejercicio de algún derecho durante el juicio, se tendrá por señalado el de tres días.

IX. Son horas hábiles, las señaladas como horario laboral del Tribunal, en el acuerdo respectivo emitido por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado.

X. El Tribunal podrá habilitar los días y horas inhábiles, cuando lo juzgue necesario.

ARTÍCULO 187.- VENCIMIENTO DEL PLAZO

Cuando se trata de procedimientos administrativos, los plazos vencen en el último momento hábil del horario de la oficina del día respectivo; no obstante serán admisibles y válidas las gestiones presentadas y las diligencias iniciadas en la hora exacta en que se cierre la oficina.

En el caso de proceso ante el Tribunal, se estará a lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 180.

Todos los plazos que venzan en día inhábil, se entenderán prorrogados hasta el primer día hábil siguiente.

ARTÍCULO 188.- AMPLIACIÓN DEL PLAZO EN RAZÓN DE LA DISTANCIA

Cuando la práctica  de una actuación o el ejercicio de un derecho, dentro de un procedimiento o proceso, deba efectuarse fuera del lugar en que este radicado o deba radicarse el expediente y se deba fijar un plazo para ello o esté fijado por la ley, se ampliará éste un día más por cada cien kilómetros de distancia o fracción que exceda de la mitad, entre el lugar de radicación y el en que deba tener lugar el acto o ejercitarse el derecho.  La distancia se calculará sobre la vía de transporte más usual, que sea más breve en tiempo.

Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior, los casos en que, atenta la distancia, se señale expresamente, por la ley, un plazo o un término para los actos indicados.

ARTÍCULO 189.- CONCLUSIÓN ANTICIPADA DE LOS PLAZOS

Los plazos, salvo disposición en contrario, no pueden suspenderse, ni abrirse después de concluidos;  pero pueden darse por terminados, por voluntad de las partes, cuando estén establecidos en su favor.

ARTÍCULO 190.- RENUNCIA, AMPLIACIÓN O RESTRICCIÓN  DE LOS PLAZOS

Los plazos son renunciables.  Podrán también ampliarse  o restringirse, pero solo con el consentimiento de las partes.  Se exceptúan de esta regla los plazos perentorios e improrrogables.

ARTÍCULO 191.- PRECLUSIÓN

 Transcurridos los plazos fijados a las partes interesadas para ejercer un derecho dentro del procedimiento administrativo o del juicio contencioso, sin que éste se haya hecho valer, se tendrá por precluído, sin necesidad de declaración expresa.

ARTÍCULO 192.- CADUCIDAD

En el procedimiento o proceso administrativo se producirá la caducidad por falta de impulso procesal o inactividad de parte interesada ante las autoridades administrativas o Tribunal, sea por falta de promoción o de actuaciones en el plazo que para caso determine este Código.

ARTÍCULO 193.- LUGAR DE LAS ACTUACIONES JUDICIALES

Las actuaciones judiciales se realizarán en la sede del tribunal, salvo aquellas que por su naturaleza se deban practicar en otro lugar.

CAPÍTULO TERCERO
NOTIFICACIONES
ARTÍCULO 194.- OBJETO DE LA NOTIFICACIÓN

La notificación tiene por objeto dar a conocer un acto, actuación, diligencia o resolución en un procedimiento ante una autoridad administrativa o en un proceso ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo.

ARTÍCULO 195.- TIEMPO EN QUE DEBE HACERSE LA NOTIFICACIÓN

Las notificaciones se efectuarán dentro de los siguientes tres días al en que se dicten los proveídos o resoluciones respectivos. En todo caso, se practicarán en días y horas hábiles o habilitados y, en su caso, con una anticipación de cuarenta y ocho horas, por lo menos, al momento en que deba efectuarse la actuación o diligencia a que se refieran las mismas, salvo cuando se trate de visitas de verificación e inspección.
La parte interesada podrá solicitar a la autoridad administrativa o al Tribunal que las notificaciones que se les practiquen de todas las actuaciones del procedimiento o proceso administrativo, se realicen en la dirección de correo electrónico que para tal efecto proporcione, misma que será registrada en sede electrónica conforme al protocolo establecido por la autoridad.

Tratándose de procesos administrativos seguidos ante los juzgados municipales, las notificaciones por correo electrónico sólo podrán realizarse cuando éstos cuenten, para este efecto, con medios electrónicos o sistema de información. 

El notificador deberá asentar razón de las notificaciones personales, de la entrega de los oficios de notificación, de su envío por correo, en su caso, así como de su inclusión por Boletín Electrónico cuando se trate de procesos ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo. Los acuses postales de recibo y las piezas certificadas devueltas se agregarán como constancia al expediente.

ARTÍCULO 196.- CONTENIDO DE LA NOTIFICACIÓN

Las notificaciones deben contener: 

I.- El lugar, fecha y hora en que se practiquen. 

II.- La identificación del tipo de procedimiento o proceso y el número de expediente, incluyendo la indicación de la autoridad ante quien se tramita.

III.- Nombre y apellido del interesado o interesados. 

IV.- El texto íntegro de la resolución que contenga el acto administrativo o resolución que se pretenda notificar, con excepción de la que se haga por edictos o por lista, en las que se incluirá una síntesis. 

V.- El fundamento legal en que se apoye la notificación, con indicación clara del medio utilizado para efectuarla.

VI.- Tratándose de un procedimiento administrativo, la indicación de si es o no definitivo el acto o resolución  notificado, el medio de defensa a través de cuyo ejercicio puedan impugnarse, la autoridad competente y el plazo para interponerlo, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente.

VII.- Nombre y firma autógrafa de quien practique la diligencia. 

VIII.- Nombre y firma autógrafa de quien recibe el instructivo o, en su caso, la causa por la que no firma o se niegue a firmar. 

IX.- La constancia de que se envió notificación a la dirección de correo electrónico señalado para tal efecto.

ARTÍCULO 197.- FORMAS DE NOTIFICAR

Las notificaciones podrán realizarse: 

I.- Personalmente, con quien deba entenderse la diligencia, en el domicilio del interesado o en el que se haya señalado para tal efecto.

II.- Personalmente en las oficinas de la autoridad administrativa o el Tribunal, si se presenta el interesado a quienes debe notificarse, incluyendo las que de otra manera deban de practicarse personalmente.

III.- Por lista de acuerdos colocada en lugar visible de la oficina de la autoridad administrativa o del Tribunal, cuando la ley o la autoridad no ordenen  notificación personal. La lista de autos y resoluciones dictados por el magistrado instructor o por el Tribunal, se publicarán, además, en el Boletín Electrónico al día hábil siguiente de su emisión para conocimiento de las partes.

IV.- Por edictos, en los casos previstos en el artículo 207.

V.- Mediante oficio entregado por mensajería o correo certificado con acuse de recibo o telegrama, a las autoridades, testigos, peritos o terceros. También podrá realizárseles a las autoridades mediante medios electrónicos, telemáticos, infotelematicos o cualquier otro medio similar, cuando dispongan de estos medios y así lo haya autorizado expresamente o en caso urgente, siempre que se pueda comprobar fehacientemente su recepción. En estos supuestos se deberá dejar constancia en el expediente de la fecha y hora en que esta tuvo lugar.

VI. En la dirección de correo electrónico señalada por las partes interesadas en el procedimiento o proceso administrativo.

VII.- Por cualquier otro medio idóneo diverso a los anteriores que estime conveniente la autoridad que ordena la notificación. 

ARTÍCULO 198.- ACTOS QUE DEBEN NOTIFICARSE PERSONALMENTE

Se notificarán personalmente: 

I.- El primer acuerdo recaído al procedimiento o proceso administrativos. En el caso de proceso administrativo, la resolución que corra traslado a las partes de la demanda, de la contestación y, en su caso, de las ampliaciones.

II.- Las resoluciones que desechen una petición o demanda, o la tengan por no interpuesta.

III.- La primera notificación al tercero interesado y al particular que en su caso haya sido señalado como autoridad demandada.

IV.- La resolución definitiva, cualquiera que sea su sentido y las interlocutorias que se dicten en el  procedimiento o proceso. 

V.- La resolución de aclaración de sentencias ejecutorias.

VI.- Los requerimientos, prevenciones y citaciones a los interesados.

VII.- El acuerdo por el que se  requiere al demandante para que exprese si ratifica su escrito de desistimiento.

VIII.- La que conceda o niegue la suspensión del acto o resolución impugnada.

IX.- El sobreseimiento dictado fuera de la audiencia.

X.- La que mande citar a un absolvente, testigo, perito o tercero. 

XI.- Las resoluciones interlocutorias que se dicten en los incidentes de reposición de autos.

XII.- La primera resolución que se dicte cuando por cualquier motivo se hubiere suspendido el procedimiento o dejado de actuar durante más de dos meses. 

XIII.- Cuando se trate de caso urgente y así lo ordene la autoridad. 

XIV.- En los demás casos que lo señalen las disposiciones jurídicas aplicables o que a juicio de la autoridad administrativa o el Tribunal lo amerite.

ARTÍCULO 199.- SEÑALAMIENTO DE DOMICILIO PARA LA PRÁCTICA DE LAS NOTIFICACIONES PERSONALES

La parte interesada, en el primer escrito o en la primera diligencia que practique en un procedimiento o en un proceso, debe designar domicilio ubicado en el lugar  en el que tenga su asiento la autoridad administrativa o el Tribunal, para que se les hagan las notificaciones y se practiquen las diligencias que sean necesarias.

El domicilio del peticionario será el que haya hecho constar en la petición o en la demanda con que se inicie el procedimiento o proceso.

De igual forma, en el escrito en donde se interponga recurso de alzada o en el que por primera vez se comparezca ante el superior, deberá señalarse domicilio en el lugar de ubicación de éste, para que se hagan las notificaciones y se practiquen las diligencias que sean necesarias en la alzada.

Cuando las partes cambiasen su domicilio durante la substanciación del proceso, lo comunicarán inmediatamente al tribunal.

Así mismo, deberán comunicar los cambios relativos a su número de teléfono, fax, correo electrónico o similar, siempre que estos últimos estén siendo utilizados como instrumentos de comunicación con el tribunal.

ARTÍCULO 200.- CONSECUENCIAS DE LA FALTA DE SEÑALAMIENTO DE DOMICILIO

Cuando la parte interesada no cumplan con lo prevenido en el primer párrafo del artículo 199, las notificaciones, aún las que, conforme a las reglas generales deban hacerse personalmente, se le harán por lista de acuerdos, y además, mediante el Boletín Electrónico si se trata de un proceso administrativo

ARTÍCULO 201.- FORMA DE PRACTICAR LA NOTIFICACIÓN PERSONAL

Las notificaciones personales se harán en el domicilio que para tal efecto se haya señalado. Tratándose del procedimiento administrativo, cuando éste se inicie de oficio, las notificaciones se practicarán en el domicilio registrado ante las autoridades. 

La persona encargada de hacer la notificación buscará a quien deba ser notificado o a su representante legal, y una vez que se haya  cerciorado de su identidad, le hará saber la autoridad administrativa o el órgano jurisdiccional que ordena la notificación y el número de expediente y le entregará copia autorizada de la resolución que se notifica y, en su caso, de los documentos a que se refiera dicha resolución. Si la persona se niega a recibir o a firmar la notificación, la negativa se asentará en autos y la notificación se tendrá por hecha.

Si no se encuentra a la persona que deba ser notificada, el notificador se cerciorará de que es el domicilio de aquella y le dejará citatorio con cualquier persona capaz que viva en el mismo, para que dentro de los tres días hábiles siguientes, acuda a la dependencia ante quien se tramita el procedimiento o proceso administrativo a notificarse, especificándose la autoridad que ordena la diligencia y el número del expediente en que se mandó practicar. Si la persona por notificar no acude a la cita, la notificación se hará por lista de acuerdos, en los términos del artículo 204 de éste Código y, en su caso,  por lista en la página electrónica con que cuente la autoridad.

Si el notificador encuentra el domicilio cerrado y ninguna persona acude a su llamado, se cerciorará de que es el domicilio correcto de la persona a quien debe  notificar, lo hará constar en la diligencia  y fijará aviso en la puerta a fin de que, dentro de los tres días hábiles siguientes, acuda ante la autoridad que dispuso su notificación a notificarse. Si no se presenta, se notificará por lista de acuerdos como lo dispone el artículo 204 antes citado y, en su caso, por lista en una página electrónica.

El notificado conforme a los dos párrafos anteriores, puede manifestarse sabedor del acto que se le manda notificar y actuar en consecuencia dentro de los tres días a que aluden dichos párrafos sin necesidad de ocurrir a la cita, en cuyo caso se le tendrá por notificado a partir del momento de su comparecencia.

El notificador asentará razón de todas y cada una de las circunstancias observadas en la diligencia de notificación.

ARTÍCULO 202.- MODO DE HACER LAS NOTIFICACIONES MIENTRAS NO SE SEÑALE NUEVO DOMICILIO
En tanto el interesado no hiciere nueva designación  de domicilio donde se practiquen las diligencias y se le hagan las notificaciones, seguirán haciéndosele en el que para ello hubiere designado.  En caso de no existir dicho domicilio o que el mismo se encuentre desocupado, la notificación le surtirá efectos por lista de acuerdos que se fije en el tablero de avisos de la oficina de la autoridad que haya ordenado la notificación y las diligencias en que deba intervenir, se practicarán en el local de dicha autoridad.

ARTÍCULO  203.- NOTIFICACIONES PERSONALES POSTERIORES EN EL LOCAL  DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA O DEL TRIBUNAL

La segunda y ulteriores notificaciones podrán hacerse personalmente a los interesados, sus representantes o autorizados para oír notificaciones, si ocurren a la oficina de la autoridad administrativa o al tribunal, durante el día en que se fije la lista de acuerdos o al día siguiente, siempre y cuando sea antes de las catorce horas.

ARTÍCULO 204.- NOTIFICACIÓN POR LISTA DE ACUERDOS

Si los interesados, sus representantes, o autorizados para oír notificaciones, no ocurren a la oficina de la autoridad administrativa o al tribunal a notificarse en los días señalados en el artículo anterior, o habiéndolo hecho, no solicitan se les notifique personalmente;  las notificación se les tendrá por hechas y surtirán  sus efectos a partir de las catorce horas del segundo día al en que se haya fijado la lista en el tablero de avisos de la oficina de la autoridad administrativa o del Tribunal.
ARTÍCULO 205.- FORMULACIÓN Y PUBLICACIÓN DE LA LISTA

La autoridad administrativa o el Tribunal, formularán diariamente una lista que se fijará y publicará en sus oficinas, en  lugar visible y de fácil acceso, así como en el portal de internet si  la autoridad administrativa cuenta con él o en el del Tribunal. La fijación y publicación de esta lista se realizará a primera hora hábil del día siguiente al de la fecha de la resolución que la ordena y contendrá: 

I.- El número y la naturaleza del procedimiento o proceso de que se trate. 

II.- El nombre del interesado.

III.- La autoridad que la emitió.

IV. La síntesis del acuerdo o la resolución que se notifica.

V.- La fecha de la publicación.

El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo contará, además, con un Boletín Electrónico en el que publicará los autos y resoluciones dictados por el Magistrado Instructor o el Tribunal, al día siguiente en que se hubieren pronunciado, para hacerlas del conocimiento de las partes. En esta publicación se harán constar los mismos datos que se mencionan en las fracciones anteriores.

Se tendrá como fecha de la práctica de la notificación, la del día en que se publique en el Boletín Electrónico.

El Tribunal llevará en archivo especial, las publicaciones anteriores del Boletín Electrónico y hará la certificación que corresponda, cuando le sean solicitadas por conducto de las autoridades competentes. 

La lista  se dará a conocer igualmente, mediante documento impreso que se colocará en un lugar accesible Tribunal, en la misma fecha en que se publique en el Boletín Electrónico.

Por ningún motivo se incluirán en el Boletín o en la lista los negocios o resoluciones de carácter reservado. 

ARTÍCULO 206.- CONSTANCIA EN EL EXPEDIENTE DE LA NOTIFICACIÓN POR LISTA

La autoridad administrativa por medio de  los funcionarios o empleados que determine su titular, harán constar en el expediente respectivo que se hizo la publicación y que causó estado la notificación, conforme al artículo 212 de este Código mediante lista de acuerdos, colocada en lugar accesible y de fácil acceso, y lo mismo en el caso del Tribunal, con el solo añadido de que también se realizo la publicación en el Boletín Electrónico. La infracción a este precepto será motivo para que se imponga al responsable la corrección disciplinaria que corresponda conforme a lo dispuesto por el artículo 44 de esta Código, pero no será causa de nulidad de las actuaciones procedimentales respectivas.

ARTÍCULO 207.- NOTIFICACION POR EDICTOS 

Procede la notificación por edictos:

I.- Cuando se trate de personas inciertas, o cuyo domicilio se ignore  no conste en autos domicilio para oír notificaciones, o el señalado resulte inexacto.

II.- Cuando la persona a quien deba notificarse hubiese desaparecido, haya sido declarado ausente  o hubiere fallecido y no se conozca al representante de la sucesión.

El edicto se publicará por una sola vez en el Periódico Oficial del Estado y en uno de los periódicos de mayor circulación de la localidad, haciéndose saber al interesado que debe presentarse dentro de un término que no será menor de quince ni excederá de sesenta días ante la autoridad que ordenó la publicación.

La notificación por edictos solo se ordenará una vez que la autoridad administrativa o el Tribunal hayan puesto en prácticalas medidas que estimen pertinentes con el propósito de que se investigue el paradero o el domicilio de quien debe ser notificado.

La autoridad podrá establecer otras formas de notificación complementarias a través de los restantes medios de difusión, que no excluirán la obligación de notificar conforme a los párrafos anteriores.

ARTÍCULO 208.- NOTIFICACIÓN A LAS AUTORIDADES

Las notificaciones que deban hacerse a las autoridades, se harán siempre por oficio. 

Si el domicilio de la oficina principal de la autoridad se encuentra en el lugar del juicio, un empleado hará la entrega, recabando la constancia de recibo correspondiente. 

Si la autoridad se niega a recibir el oficio, el notificador hará del conocimiento del encargado de la oficina correspondiente que no obstante esta circunstancia, se tendrá por hecha la notificación. Si a pesar de esto subsiste la negativa, asentará la razón en autos y se tendrá por hecha.

Las notificaciones que se realicen por conducto de su Oficialía de Partes u Oficina de recepción, se entenderán legalmente efectuadas, cuando en el documento correspondiente, obre el sello de recibido por tales oficinas. 

Si el domicilio de la autoridad se encuentra fuera del lugar del juicio, se enviará el oficio por correo en pieza certificada con acuse de recibo, el que se agregará en autos como constancia de que la notificación se practico.

También podrá realizarse mediante el uso de medios electrónicos o cualquier otro medio, cuando así lo hayan autorizado expresamente y siempre que pueda comprobarse fehacientemente su recepción. 

ARTÍCULO  209.- CITATORIO A TESTIGOS, PERITOS O TERCEROS

Cuando se trate de citar a testigos, peritos o terceros que no sean parte en el procedimiento o proceso, se les notificará en su domicilio por conducto del actuario o quien haga sus veces, entregándoles copia de citatorio en forma personal o dejándola en poder de familiares, domésticos o persona adulta que viva en el domicilio, recogiendo la firma o huella del notificado en el documento que será agregado al expediente.

También pueden ser citados por correo certificado, mensajería o telégrafo, a costa del promovente. Si se hiciere por correo o mensajería, será requisito indispensable recabar y exhibir ante la autoridad administrativa o el Tribunal los correspondientes acuses de recibo para agregarlos a los autos. Cuando se haga por telegrama, se enviará por duplicado a la oficina que haya de transmitirlo,  la cual devolverá uno de los ejemplares con la correspondiente razón de recibo para ser glosada al expediente.

También podrán practicarse las citaciones por conducto de los mismos interesados o sus abogados, quienes deberán recabar y exhibir la constancia correspondiente.

ARTÍCULO 210.- NOTIFICACIÓN POR MEDIOS ELECTRÓNICOS Y SIMILARES

Cuando la autoridad administrativa, el Tribunal, las partes interesadas o los destinatarios de las notificaciones dispusieren de medios electrónicos, telemáticos, infotelecomunicaciones, o de otra clase semejante, que permitan el envío y la recepción de escritos y documentos, de forma tal que esté garantizada la autenticidad de la comunicación y de su contenido y quede constancia fehaciente de la remisión y recepción íntegras y del momento en que se hicieron, los actos de notificación, podrán efectuarse por dichos medios.

La notificación se tendrá por practicada con el acuse de recibo electrónico que genere el sistema del correo electrónico que proporcionen los interesados. El acuse de recibo electrónico deberá certificarse y agregarse al expediente.  La certificación hará las veces de notificación para los interesados. Las notificaciones en la dirección de correo electrónico deberán practicarse en días y horas hábiles.

Los interesados que intervengan en el proceso, deberán comunicar a la autoridad administrativa  o al Tribunal el hecho de disponer de los medios antes indicados y su dirección. 

ARTÍCULO  211.- NOTIFICACIÓN DE MANDAMIENTOS

Para obtener el libramiento de certificaciones o testimonios y la práctica de cualquier diligencia judicial cuya ejecución corresponda a registradores, notarios, auxiliares o subalternos del órgano jurisdiccional, se empleará la forma de mandamiento.

Los mandamientos se remitirán directamente por la autoridad administrativa o por el Tribunal que los expida a la autoridad o funcionario a que deba diligenciarlos, pudiendo utilizarse los medios previstos en los artículos 208 y 209 de esta ley.  No obstante, si así lo solicitaren, las partes podrán diligenciar personalmente los mandamientos.

ARTÍCULO 212.- EFECTOS DE LA NOTIFICACIONES

Las notificaciones surtirán sus efectos conforme a las siguientes reglas: 

I.- Las que correspondan a las autoridades demandadas y a las autoridades que tengan el carácter de terceros interesados, desde el momento en que hayan quedado legalmente hechas.

Cuando el oficio que contenga el auto o resolución que se debe notificar se envíe por correo, en la fecha que conste en el acuse de recibo, siempre y cuando sea un día hábil. En caso contrario, a la primera hora del día hábil siguiente.

II.- Las demás, desde el día siguiente al de la notificación personal o al de la fijación y publicación de la lista y el Boletín Electrónico que se realicen en los términos de la presente Ley. 

III.- Las efectuadas por vía electrónica, cuando se genere la constancia de la consulta realizada, la cual, por una parte, el órgano jurisdiccional digitalizará para el expediente electrónico y, por otra, hará una impresión que agregará al expediente impreso correspondiente como constancia de notificación. 

Se entiende generada la constancia, cuando el sistema electrónico de la autoridad administrativa o del Tribunal, produzca el aviso de la hora en que se accede a la determinación judicial correspondiente, contenida en el archivo electrónico. 

Sí no se hubieren generado la constancia electrónica que acredite la consulta de los archivos respectivos dentro de los tres días hábiles siguientes, deberá  asentar el actuario o quien haga sus veces la razón correspondiente, lo cual hará las veces de la constancia correspondiente.

ARTÍCULO 213.- NULIDAD Y CONFIRMACIÓN DE LAS NOTIFICACIONES

Serán nulas las notificaciones que no se practiquen con arreglo a lo dispuesto en este capítulo y con ese motivo pudieren causar indefensión.

Sin embargo, cuando la persona notificada, emplazada, citada o requerida se hubiere dado por enterada en el asunto, y no denunciase la nulidad de la diligencia en su primer acto de comparecencia ante el tribunal o en su actuación subsecuente, surtirá ésta desde entonces sus efectos, como si se hubiere hecho con arreglo a las disposiciones de la ley.

La nulidad de las notificaciones practicadas irregularmente, se sustanciará en la vía incidental.

El Tribunal o juzgado decidirá de plano en las actuaciones del mismo expediente. Declarada la nulidad, el procedimiento se repondrá a partir de la notificación irregular. Si se declara la nulidad de la notificación, se impondrá al servidor público responsable, una multa equivalente a un salario mínimo diario vigente en la zona geográfica de residencia del Tribunal o juzgado.

ARTÍCULO 214.- RESPONSABILIDAD DE QUIENES INTERVIENEN EN LAS NOTIFICACIONES

El secretario, actuario, oficial o comisionado que en el desempeño de las funciones que por este capítulo se le asignan, diere lugar, por malicia o negligencia a nulidades, retrasos o dilaciones indebidas, será corregido disciplinariamente por la autoridad de quien dependa e incurrirá, además, en responsabilidad por los daños y perjuicios que ocasionare.

Los interesados y sus representantes que incurran en dolo o morosidad en los actos de notificación cuya práctica hayan asumido o no respeten alguna de las formalidades legales establecidas, causando perjuicio a tercero, serán responsables de los daños y perjuicios ocasionados y corregidos disciplinariamente en los términos del artículo 44 de este Código. 

CAPÍTULO CUARTO

COLABORACIÓN ENTRE AUTORIDADES

ARTÍCULO 215.- COLABORACIÓN ENTRE AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS

Las relaciones entre las autoridades administrativas del Estado o de los Municipios, se rigen por el criterio de colaboración, sin que ello importe renuncia a la competencia propia señalada por ley.

En atención al criterio de colaboración dichas autoridades  deben:

I.- Respetar el ejercicio de competencia de las otras autoridades, sin cuestionamientos fuera de los niveles institucionales.

II.- Proporcionar directamente los datos e información que posean, sea cual fuere su naturaleza jurídica o posición institucional, a través de cualquier medio, sin más limitación que la establecida por la Constitución o la ley, para lo cual se propenderá a la interconexión de equipos de procesamiento electrónico de información, u otros medios similares.

III.- Prestar en el ámbito propio la cooperación y asistencia activa que otras autoridades administrativas puedan necesitar para el cumplimiento de sus propias funciones, salvo que les ocasione gastos elevados que no esté dispuesto a cubrir el interesado o ponga en peligro el cumplimiento de sus propias funciones. La negativa en estos casos debe ser fundada y motivada.

IV.- Obsequiar los exhortos o despachos cuando se trate de actos que deban tener lugar en territorio distinto al en que reside la autoridad administrativa.

V.- Facilitar los medios de prueba que se encuentren en su poder, cuando les sean solicitados por la autoridad administrativa para el mejor cumplimiento de sus deberes, salvo disposición legal en contrario.

La autoridad solicitante de la colaboración responde exclusivamente por la legalidad de lo solicitado y por el empleo de sus resultados. La autoridad solicitada responde de la ejecución de la colaboración efectuada.

ARTÍCULO 216.- COLABORACIÓN DE LAS AUTORIDADES JURISDICCIONALES CON EL TRIBUNAL

El auxilio  al Tribunal de lo Contencioso-Administrativo se prestará por exhorto o despacho por las autoridades judiciales del Estado o de otras entidades federativas en los términos de las leyes aplicables.

Tanto los exhortos como los despachos podrán ser enviados y recibidos haciendo uso de la Firma Electrónica certificada.

ARTÍCULO 217.- COOPERACIÓN JUDICIAL INTERNACIONAL

Los exhortos o cartas rogatorias que tenga que expedir el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo para la práctica de actuaciones judiciales en el extranjero, se cursarán  conforme a lo establecido en los tratados y convenciones internacionales en que México sea parte y, en su defecto, en la Legislación interna que resulte aplicable.

A lo dispuesto por dichas normas se estará también cuando las autoridades judiciales extranjeras soliciten la cooperación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo.

CAPÍTULO QUINTO

CAUCIONES

ARTÍCULO 218.- DIFERENTES FORMAS DE OTORGAR CAUCIONES

Siempre que por ley o por disposición de la autoridad administrativa o del Tribunal se requiera el otorgamiento de cauciones, la garantía podrá consistir:

I.- En fianza otorgada por institución autorizada.  La autoridad administrativa o el Tribunal considerarán de acreditada solvencia a la institución que la expida y sólo calificará el monto y alcance de la fianza de acuerdo con la redacción de la póliza respectiva.

II.- En fianza otorgada por particular.  Cuando las fianza exceda el importe de mil días de salario mínimo general, el fiador acreditará tener bienes raíces inscritos en el Registro Público de la Propiedad, ubicados en el lugar del juicio y de un valor que garantice suficientemente las obligaciones que contraiga.  En este caso deberán cumplirse las disposiciones del Código Civil sobre la materia.

III.- En prenda o hipoteca, constituidas de acuerdo con la ley.

IV.- En depósito en efectivo o en valores a disposición de la autoridad.

V.- En fideicomiso en garantía irrevocable, legalmente constituido sobre bienes bastantes para responder de la obligación.

ARTÍCULO  219.- PROCEDIMIENTOS PARA LA FIJACIÓN DE LA CAUCIÓN

El monto de la caución será determinado por la autoridad administrativa o por el Tribunal, pero en todo caso deberá ser suficiente para responder de la obligación que garantice.

La autoridad administrativa o el Tribunal cuando medie causa justificada superveniente, de oficio o a petición de parte y bajo su responsabilidad, podrá aumentar o disminuir el monto de la caución.  

Si se objeta el monto de ésta por exceso o por defecto, se substanciará incidente con un escrito de cada parte y la resolución se pronunciará dentro del tercer día.

Contra esta resolución sólo procederá el recurso de reconsideración, si se trata de la caución fijada por autoridad administrativa o el de revisión si quien la determinó es el Tribunal. 

ARTÍCULO 220.- PLAZO PARA OTORGAR LAS CAUCIONES

Las cauciones deberán otorgarse dentro del plazo de diez días, a partir de la fecha en que se notifique la resolución en que la autoridad administrativa o el Tribunal fijen su monto, salvo que la ley señale plazos distintos.

Transcurrido el plazo sin otorgarse, para todos los efectos legales se tendrá por no cumplido el requisito de la caución; pero en los casos en que ésta deba otorgarse para suspender la ejecución de acto o una resolución, será admisible mientras no se haya cumplido; en los demás casos quedará al prudente arbitrio de la autoridad aceptar o rechazar las cauciones extemporáneas.

ARTÍCULO 221.- PROCEDIMIENTO PARA HACER EFECTIVA LA RESPONSABILIDAD PROVENIENTE DE CAUCIONES

Cuando se trate de hacer efectiva la responsabilidad proveniente de las cauciones que se otorgaren en juicio, se tramitará un incidente ante la autoridad que conozca del negocio principal en los términos previstos por este Código.  

El incidente deberá promoverse dentro de los sesenta días siguientes al en que sea exigible la obligación garantizada, en la inteligencia de que de no presentarse la reclamación dentro de ese plazo, sólo podrá exigirse dicha responsabilidad en juicio por separado.

ARTÍCULO 222.- CADUCIDAD DEL DERECHO PARA HACER EFECTIVAS LAS CAUCIONES

El derecho para hacer efectivas las cauciones judiciales caduca, si no se presenta la reclamación que corresponda dentro del año siguiente a la fecha en que sea exigible la obligación.

ARTÍCULO 223.- CANCELACIÓN DE LAS CAUCIONES 

Las cauciones podrán cancelarse en los siguientes casos:

I.- Cuando haya desaparecido el motivo de las mismas.

II.- Cuando la obligación garantizada se hubiere cumplido.

III.- Cuando haya caducado el derecho para hacer efectiva la caución, por haber transcurrido el plazo señalado en el artículo anterior sin presentarse la reclamación.

IV.- Por mutuo acuerdo de las partes.

La cancelación de las cauciones en los casos anteriores, sólo podrá decretarse a petición de parte interesada. Formulada la petición, se dará vista a las demás partes por el plazo de tres días y si alguna se opusiere, se substanciará incidentalmente. Si las partes lo piden o la autoridad lo estima necesario, se abrirá el incidente a prueba por un plazo hasta de diez días.  La resolución que recaiga será recurrible en los términos de este Código, suspendiéndose su ejecución hasta que ésta se decida.

CAPÍTULO SEXTO

NULIDAD DE LOS ACTOS PROCESALES

ARTÍCULO 224.- ESPECIFICIDAD Y TRASCENDENCIA DE LA NULIDAD

Los actos procesales serán nulos, cuando carezcan de alguna de las formalidades o requisitos establecidos por la ley de manera que por esta falta se afecten las defensas de cualquiera de las partes y, además, en los casos en  que la propia ley expresamente lo determine.

La nulidad no procede, aún en los casos establecidos precedentemente, si el acto, aunque irregular, ha logrado el fin al que estaba destinado, salvo lo dispuesto en la parte inicial del artículo siguiente.

ARTÍCULO 225.- RECLAMACIÓN DE LA NULIDAD

Los actos procesales estarán afectados de nulidad insubsanable de pleno derecho y podrán ser invalidados, aún de oficio, en los casos siguientes:

1. Cuando se produzcan por o ante autoridad o tribunal con falta de jurisdicción o de competencia objetiva o funcional.

2. Cuando se realicen bajo violencia o intimidación manifiesta.

3. Cuando la ley así lo establezca.

En los demás casos, la nulidad solo podrá ser declarada a petición de la parte que no dio motivo a ella y que tenga interés en la observancia de la norma respectiva, por haber sufrido perjuicios consecuencia de su violación.

No obstante, el acto procesal quedará convalidado y la nulidad subsanada,  cuando haya sido consentida aunque sea tácitamente.  Importa consentimiento tácito el no reclamar la reparación de la nulidad en la primera oportunidad hábil al efecto y por la vía correspondiente.

Artículo 226.- Modo de proceder en caso de intimidación o violencia

Los tribunales cuya actuación se hubiere producido con intimidación o violencia, tan luego como se vean libres de ella, declararán nulo todo lo practicado y promoverán la formación de causa contra los culpables, poniendo los hechos en conocimiento del ministerio público.

También se declararán nulos los actos de las partes o de personas que intervengan en el proceso, si se acredita que se produjeron bajo intimidación o violencia. La nulidad de estos actos, entrañará la de todos los demás relacionados con ellos o que pudieren haberse visto condicionados o influidos substancialmente por los actos nulos.

Artículo 227.- Modo de proceder en el caso de otras nulidades de pleno derecho

Las nulidades de pleno derecho, en todo caso, y los defectos de forma en los actos procesales por violación manifiesta de la ley, que impliquen ausencia de los requisitos indispensables para alcanzar su fin o determinen efectiva indefensión, se harán valer por medio de los recursos establecidos en la ley contra la resolución de que se trate.

Sin perjuicio de ello, la autoridad administrativa  o el Tribunal podrán, de oficio o a instancia de parte, antes de que hubiere recaído resolución que ponga fin al proceso, y siempre que no proceda la subsanación a petición de parte, declarar, previa audiencia de los litigantes, la nulidad de todas las actuaciones o de alguna en particular.

Artículo 228.- Vía procesal para la reclamación de otras nulidades

La nulidad que afecta a la demanda principal o incidental, deberá reclamarse por vía de excepción o de defensa al contestarla.

La nulidad que afecta a los actos procesales recurribles, deberá reclamarse por vía de agravio a través del recurso correspondiente.

Procederá a reclamar la nulidad por vía de demanda incidental cuando, sea por la naturaleza del acto, sea por otras circunstancias, no corresponda o haya sido imposible hacerlo por vía de excepciones, defensas o recursos.

Artículo 229.- Reglas especiales para resolver las nulidades por vía incidental

Para dar curso a la petición de nulidad en la vía incidental, la autoridad administrativa o el tribunal deberá observar las siguientes reglas:

I.- Deberá reclamarse en la actuación subsecuente en que intervenga la parte que la pida, pues de otra manera quedará consentida y convalidada de pleno derecho.

II.- Deberá hacerlo verbalmente, con expresión de las razones que la sustenten, cuando el acto procesal afectado tenga lugar en una audiencia o diligencia, o por escrito presentado dentro del tercer día siguiente en caso contrario. La autoridad o el tribunal podrán decidir de plano, pero en consideración de las circunstancias del caso, podrá oír a la contraparte en el mismo acto antes de decidir, o si el trámite fuere escrito, correrle traslado por tres días  y resolver dentro de los tres días siguientes.

III.- La nulidad establecida en beneficio de una de las partes no podrá ser invocada por la otra.

IV.- La nulidad de una parte de un acto no afectará a la otra que sea independiente de ella, ni impedirá que produzcan los efectos para los cuales el acto es idóneo, salvo disposición legal expresa en contrario.

V.- La nulidad de un acto no importará la de los anteriores ni la de los sucesivos, que sean independientes de aquél.

La autoridad administrativa o el Tribunal podrá, en cualquier tiempo, aunque no lo pidan las partes mandar corregir o reponer las actuaciones defectuosas, siempre que con ello no se afecte su contenido o esencia. 

Artículo 230.- Anulación de los actos procEsales fraudulentos

Podrá pedirse, aún después de terminado el proceso, la anulación de los actos realizados mediante dolo, fraude o colusión.

Esta anulación podrá pedirse solo por aquellos a quienes el dolo, fraude o colusión han causado perjuicio, y de acuerdo con los principios mencionados en los artículos anteriores. Los terceros pueden también solicitar esta anulación.  Si los actos fueren anulados, se repondrán las cosas en el estado anterior a los mismos.

TITULO SEXTO

ACTIVIDAD PROBATORIA

CAPÍTULO PRIMERO

REGLAS GENERALES

ARTÍCULO 231.- OBJETO DE LA PRUEBA

Serán objeto de prueba los hechos controvertidos en el procedimiento o proceso administrativo. El derecho local, nacional o extranjero, los tratados Internacionales suscritos por México y la jurisprudencia local y nacional, no serán objeto de prueba, salvo cuando se trate de usos y costumbres y los interesados no estuvieren conformes con su existencia o contenido.

La autoridad administrativa o el Tribunal aplicarán el derecho nacional o extranjero, tal como lo harían las autoridades de la entidad o país de origen; así como los tratados Internacionales suscritos por México y la jurisprudencia local y nacional; sin perjuicio de que las partes interesadas puedan alegar su existencia y contenido, mediante todo procedimiento legitimo para acreditarlo.

Para informarse del texto, vigencia, sentido y alcance legal del derecho extranjero o de los tratados internacionales, la autoridad administrativa o el Tribunal podrán valerse de informes oficiales que rindan funcionarios facultados del Servicio Exterior Mexicano, o bien ordenar las diligencias probatorias que estime necesarias, o admitir las que ofrezcan las partes.

ARTÍCULO 232.- HECHOS EXCLUIDOS DE PRUEBA

No requieren prueba:

I.- Los hechos sobre los que exista plena conformidad de las partes interesadas, salvo en los casos en que la materia objeto del procedimiento o proceso esté fuera de su poder de disposición. 

II.- Los hechos que gocen de notoriedad absoluta y general. Las autoridades administrativas o el Tribunal deben invocarlos, aunque no hayan sido alegados por las partes.

III.- Los hechos presumidos por la ley, salvo cuando ésta autorice rendir prueba en contrario.

IV.- Los hechos negativos, a menos que la negación: 

1. Envuelva la afirmación expresa de un hecho concreto susceptible de prueba.

2. Desconozca la presunción legal que tenga a su favor la contraria.

3. Desconozca la capacidad de alguno de los intervinientes.

ARTÍCULO 233.- PRUEBAS ADMISIBLES

Las autoridades ante quienes se tramite un procedimiento o proceso administrativo, acordarán sobre la admisión de las pruebas que hubiesen sido ofrecidas en tiempo y conforme a derecho.

Se admitirán toda clase de pruebas que tengan relación con los hechos controvertidos, excepto la confesional mediante absolución de posiciones de la autoridad. No se considerará comprendida en esta excepción, la petición de informes a los servidores públicos, respecto de hechos que consten en sus expedientes, archivos o registros.

Las pruebas supervenientes podrán presentarse siempre que no se haya dictado resolución. En este caso, se dará vista a la contraria de quien las ofrece para que en el plazo de cinco días expresen lo que a su derecho convenga. 

Los proveídos o resoluciones en que se admita alguna prueba, no son recurribles.

Cuando la recepción de una prueba pueda ofender la moral al prudente criterio de la autoridad, las diligencias respectivas serán reservadas. 

ARTÍCULO 234.- PLAZO PARA EL DESAHOGO DE PRUEBAS OFRECIDAS OPORTUNAMENTE

Las pruebas ofrecidas oportunamente, que no se hayan desahogado por causas independientes a la voluntad de los interesados, se desahogarán dentro del término de quince días, contados a partir de la notificación del auto que ordene su desahogo, salvo que la autoridad fije otro término atendiendo a la prueba. 

ARTÍCULO 235.- PRUEBAS INADMISIBLES

No deberá admitirse ninguna prueba que, por no guardar relación con lo que sea objeto del procedimiento o del proceso, se considere impertinente.

Tampoco deben admitirse, por inútiles, aquellas pruebas que, según reglas y criterios razonables y seguros, en ningún caso puedan contribuir a esclarecer los hechos controvertidos o tengan por propósito demostrar hechos que no pueden existir, porque son incompatibles con una ley de la naturaleza o contrarios a la lógica.

Nunca se admitirá como pruebas las que importen actividades prohibidas por la ley o cuyos propósitos sean inmorales, notoriamente maliciosas o dilatorias.

ARTÍCULO 236.- CARGA DE LA PRUEBA

Los actos administrativos se presumirán legales; sin embargo, las autoridades administrativas deberán probar los hechos que los motiven cuando el interesado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho.

El interesado deberá probar el presupuesto de hecho de la norma o normas que invoque como fundamento de su pretensión, excepción o defensa.

Quien pretende algo, ha de probar los hechos constitutivos de su pretensión; quien contradice la pretensión del adversario, ha de probar los hechos modificativos, impeditivos o extintivos de esa pretensión.

El que funde su pretensión en una norma de excepción, debe probar el hecho que constituye el supuesto de esa norma.

En caso de duda respecto de la atribución de la carga de la prueba, ésta debe ser rendida por quien se encuentre en circunstancias de mayor facilidad para proporcionarla o, si esto no pudiera determinarse, corresponderá a quien sea favorable el efecto jurídico del hecho que deba probarse.

ARTÍCULO 237.- PRUEBAS PARA MEJOR PROVEER 

Independientemente de la carga de la prueba impuesta a las partes conforme a los artículos anteriores, la autoridad administrativa o el tribunal tendrán los siguientes poderes para conocer la verdad sobre los puntos controvertidos:

I.- Examinar a cualquier persona, sea parte o tercero, o valerse de cualesquiera cosas o documentos, ya sea que pertenezcan a los interesados o a un tercero, sin más limitación que la de que las pruebas no estén prohibidas, y de que si se trata de tercero, se procure armonizar el interés de la justicia con el respeto que merecen sus derechos.

II.- Decretar en todo tiempo, sea cual fuere la naturaleza del negocio, la práctica o ampliación de cualquier diligencia probatoria, siempre que sea conducente para el conocimiento de la verdad sobre los puntos cuestionados.  En la práctica de estas diligencias, el tribunal obrará como estime procedente para obtener el mejor resultado, sin lesionar el derecho de los interesados oyéndolos y procurando en todo su igualdad. 

III.- Carear a las partes entre sí o con los testigos y a éstos unos con otros; examinar documentos, objetos y lugares, o los hará reconocer por peritos, y en general, practicar cualquier diligencia que, a su juicio, sea necesaria para el esclarecimiento de la verdad.

ARTÍCULO 238.- OBLIGACIONES DE LAS PARTES INTERESADAS, LOS TERCEROS Y LAS AUTORIDADES CON MOTIVO DE LA ACTIVIDAD PROBATORIA

Para la aportación de las pruebas y para que las mismas se reciban, las partes interesadas, los terceros y las autoridades tendrán las siguientes obligaciones:

I.- Las partes estarán obligadas a facilitar la inspección o reconocimiento ordenados por la autoridad administrativa o por el Tribunal; a exhibir los documentos que tengan en su poder y se relacionen con el procedimiento o con el proceso; a permitir que se haga el examen de sus condiciones físicas o mentales y a contestar las preguntas que la autoridad administrativa o el Tribunal o sus contrarios les dirijan sobre los hechos controvertidos. La autoridad administrativa o el Tribunal podrá hacer cumplir sus determinaciones a través de la aplicación de los medios de apremio, o bien podrá apercibir de que se tendrán por ciertas las afirmaciones  de la contraria si no se cumple con estas obligaciones, dejando siempre a salvo el derecho de rendir prueba en contrario.

II.- Los terceros estarán obligados en todo tiempo a prestar auxilio a las autoridades administrativas o al Tribunal para el esclarecimiento de los hechos controvertidos y, en consecuencia, deberán exhibir documentos u objetos que tengan en su poder, cuando para ello sean requeridos, o permitir su inspección.  

La autoridad administrativa o el tribunal tienen la facultad y el deber de compeler a los terceros por los medios de apremio más eficaces, para que cumplan con esta obligación.  En caso de oposición, oirán las razones en que la funden y resolverán sin ulterior recurso.  

De esta obligación estarán exentos los ascendientes y descendientes, el cónyuge, el compañero civil, el concubino, la concubina y las personas que deban guardar secreto profesional, en los casos en que se trate de probar contra la parte con la que estén relacionados.

III.- Las autoridades tendrán la obligación de proporcionar los informes que se les pidan respecto de hechos relacionados con el procedimiento o proceso administrativo, y de los que hayan tenido conocimiento o en los que hayan intervenido por razón de su cargo, así como los documentos y cosas que tengan en su poder, cuando para ello fueren requeridas.

ARTÍCULO 239.- PRESCINDENCIA TOTAL O PARCIAL DE LA ETAPA PROBATORIA

Los intervinientes en un procedimiento o proceso administrativos, podrán solicitar que se falle el pleito sin más pruebas que las documentales que, en su caso, hayan ofrecido con sus escritos petitorios, en cuyo caso la autoridad administrativa o el tribunal mandarán traer las actuaciones a la vista para dictar resolución definitiva.

ARTÍCULO 240.- PRUEBA TRASLADADA

Las pruebas practicadas válidamente en un procedimiento o proceso administrativo, podrán trasladarse a otro en copia auténtica, y serán apreciadas sin más formalidades, siempre que en el proceso primitivo se hubieren practicado a petición de la parte interesada contra quien se aducen o con audiencia de ella.
ARTÍCULO 241.- MEDIOS DE PRUEBA

Los interesados tendrán libertad para ofrecer como medios de prueba los que estimen conducentes para la demostración de sus pretensiones, siempre y cuando sean adecuados para producir  convicción a la autoridad administrativa o al Tribunal.

En forma enunciativa, serán admisibles los siguientes medios de prueba:

I.- Confesión.

II.- Documentos públicos y privados.

III.- Declaración de testigos.

IV.- Informe de las autoridades.

V.- Reconocimiento o inspección.

VI.- Dictámenes periciales.

VII.- Fotografías, copias fotostáticas, registros dactiloscópicos, grabaciones en disco, cinta, video, o cualquier otro tipo de reproducción.

VIII.- Mensajes de datos provenientes de los medios electrónicos en los términos de las disposiciones regulatorias del uso de estos medios y de la firma electrónica. 

IX.- Presunciones e indicios.

Las actuaciones harán prueba plena y deberán ser tomadas en cuenta por la Autoridad o el Tribunal al momento de resolver, sin necesidad de ser ofrecidas como tales.

CAPÍTULO SEGUNDO

CONFESIÓN

ARTÍCULO 242.- CLASES DE CONFESIÓN

La confesión puede ser expresa o tácita: expresa, la que se hace clara e indudablemente al formular o contestar un escrito, petición o demanda; al absolver posiciones, o en cualquier otro acto del procedimiento o proceso administrativo; tácita, la que se presume en los casos señalados por la ley.

La confesión sólo produce efecto en lo que perjudica al que la hace.

ARTÍCULO 243.- CONFESIÓN POR POSICIONES

Por virtud de la prueba de confesión, podrá pedirse posiciones solo a los interesados.

No será permitido usar de este medio probatorio más de una vez, a no ser que se aleguen hechos o se presenten documentos nuevos, en cuyo caso se podrá ofrecer una vez más y sólo con referencia a esos hechos o documentos.

ARTÍCULO 244.- PROHIBICIÓN DE LA CONFESIÓN POR POSICIONES A LA  AUTORIDAD

Durante el procedimiento y proceso administrativo no se admitirá la confesional de las autoridades administrativas mediante absolución de posiciones. No se considerará comprendida en esta excepción, la petición de informes de hechos que consten en sus expedientes, archivos o registros.
ARTÍCULO 245.- PERSONAS QUE DEBEN ABSOLVER POSICIONES

Toda persona que tenga el carácter de parte interesada en un procedimiento o proceso administrativo, estará obligada a declarar, bajo protesta de decir verdad, cuando así lo exija su contraria.

Sólo podrán absolver posiciones las personas con capacidad procesal, de acuerdo con las siguientes reglas:

I.- Las personas físicas estarán obligadas a absolver personalmente las posiciones,  aunque tengan representante voluntario, cuando así lo pida la contraparte en el ofrecimiento de la prueba y se trate de hechos concretos que sean propios de dichas personas, que justifiquen a juicio de la autoridad administrativa o del tribunal que la prueba tenga que ser absuelta personalmente y no por conducto de apoderado.

II.- Los representantes legales, por los que no gocen de capacidad procesal.

III.- El apoderado, siempre que tenga facultades para absolverlas o para interrogarlo por los hechos realizados a nombre de su poderdante.

IV.- El cesionario a quien se considerará como mandatario del cedente, pero en caso de que ignore los hechos, las posiciones podrán articularse a éste.  La declaración de confeso del cedente obliga al cesionario, quedando a salvo el derecho de éste frente a aquel.

V.- Por las personas jurídicas o entes sin personalidad, absolverán posiciones quienes les representen en el procedimiento o en el proceso administrativo.

Si sus representantes en juicio no hubieren intervenido en los hechos controvertidos en el procedimiento o proceso administrativo, habrán de alegar tal circunstancia y deberán facilitar la identidad de las personas que intervinieron en nombre de la persona jurídica o entidad interrogada, para que, en su caso, sean citadas a absolver posiciones.  El representante podrá solicitar que la persona identificada sea citada en calidad de testigo si ya no forma parte de la persona jurídica o ente sin personalidad.

Cuando alguna pregunta se refiera a hechos en que no hubiese intervenido el representante de la persona jurídica o ente sin personalidad, habrá, no obstante, de responder según sus conocimientos, dando razón de su origen y habrá de identificar a la persona que, en nombre de la parte, hubiere intervenido en aquellos hechos. La autoridad administrativa o el Tribunal citarán a dicha persona si estiman necesaria su declaración para esclarecer la verdad de los hechos.

En los casos previstos en los párrafos anteriores, si por la representación de la persona jurídica o entidad sin personalidad, se manifestase desconocer la persona interviniente en los hechos, la autoridad administrativa o el tribunal considerará tal manifestación como respuesta evasiva o resistencia a declarar, con los efectos previstos en la fracción VI del artículo 249.

VI.- Si el que debe absolver posiciones estuviera ausente, se le mandará examinar por medio de exhorto o despacho al que se acompañará en sobre cerrado y sellado el pliego en que consten las posiciones, después de que la autoridad administrativa o el tribunal haya hecho la correspondiente calificación de las que considere legales, anotándolo en el mismo pliego.  Se  sacará previamente copia del mismo, autorizada por el secretario o quien haga sus veces, debiendo conservarse ésta en secreto hasta que se lleve a cabo la diligencia.

La autoridad a quien se solicito la colaboración  recibirá la confesión, o en su caso, hará constar la falta de comparecencia del absolvente.

ARTÍCULO 246.- FORMA DE OFRECIMIENTO

La prueba de confesión judicial se ofrecerá presentando el pliego que contenga las posiciones y pidiendo que se cite a la persona que debe absolverlas.  Si el pliego se presentare en un sobre cerrado, deberá guardarse así en lugar seguro y permanecer de esta forma, hasta la fecha en que hayan de absolverse las posiciones, asentándose por quien este facultado para ello, la razón respectiva en la cubierta.

La prueba será admitida aunque no se exhiba el pliego pidiendo tan sólo la citación, pero si no concurriere el absolvente a la diligencia de prueba, no podrá ser declarado confeso más que de aquellas posiciones que se hubieren presentado por escrito cuando menos un día antes de la fecha señalada para la celebración de la audiencia.

ARTÍCULO 247.- POSICIONES

Las posiciones deberán de formularse de acuerdo con las siguientes reglas:

I.- Deberán referirse a hechos que sean objeto de la controversia. 

II.- Deberán redactarse en forma asertiva, en términos claros y precisos sin comprender valoraciones, ni calificaciones, ni términos técnicos y no ser contradictorias o insidiosas.  Se tendrán por insidiosas las posiciones que se dirijan a ofuscar la inteligencia de quien ha de absolverlas con objeto de inducirlo a error y obtener una confesión contraria a la verdad.

III.- Cada posición no debe contener más de un sólo hecho, a menos que por la íntima relación que exista entre varios, no pueda afirmarse o negarse uno sin afirmar o negar el otro de tal modo que formen un sólo hecho complejo.

IV.- Deberán referirse a hechos propios o conocidos por el absolvente, no a opiniones, creencias o conceptos subjetivos del mismo.

V.- Ningún pliego de posiciones tendrá más de cinco preguntas por cada hecho controvertido. 

La autoridad administrativa o el Tribunal estarán facultados para calificar las posiciones y desechar las que no se ajusten a lo previsto en este artículo.  

La resolución que califique de legales las posiciones formuladas, así como la que las deseche, solo podrán combatirse mediante los recursos de revocación o de reposición, según sea el caso, que se substanciará y resolverá en el acto y si se desestimare, la parte que se considere afectada podrá formular protesta al efecto de hacer valer sus derechos en la alzada, en su caso.

ARTÍCULO 248.- EXENCIÓN DE LA OBLIGACIÓN DE ABSOLVER POSICIONES

Nadie puede ser compelido a absolver posiciones sobre hechos que conoció bajo secreto profesional y por disposición de la ley deba guardar dicho secreto.

Tampoco puede el absolvente ser obligado a contestar sobre hechos que pudieran implicar culpabilidad penal contra sí mismo, su cónyuge, o persona con quien viva en virtud de un pacto civil de convivencia, o en unión libre, o se trate de parientes dentro del cuarto grado por consanguinidad o segundo por afinidad. 

ARTÍCULO 249.- PRÁCTICA DE LA CONFESIÓN POR POSICIONES

Para la práctica de la prueba de confesión por posiciones, se observarán las siguientes reglas:

I.- La citación para absolver posiciones se hará a más tardar tres días antes de la fecha señalada para su práctica y deberá hacerse en forma personal.

II.- La citación contendrá el apercibimiento al que deba absolver las posiciones, de que, si dejare de comparecer sin justa causa, será tenido por confeso.

III.- En caso de que el citado para absolver posiciones comparezca, el tribunal abrirá el pliego y las calificará con base en las reglas del artículo 247. El absolvente podrá firmar el pliego de posiciones o estampar en él su huella digital.  Si el articulante omite presentar el pliego con anticipación a la fecha de la diligencia y no concurre a ella, se le tendrá por desistido de la prueba, pero si concurre podrá articular posiciones en el acto.

IV.- La absolución de posiciones se realizará sin la presencia del abogado de quien deba absolverlas, ni se le dará traslado de las posiciones, ni término para que se aconseje.  Si el absolvente no hablare el español, podrá ser asistido de un intérprete que nombrará  la autoridad administrativa o el tribunal.

V.- Formulada por el absolvente la protesta de decir verdad, la autoridad administrativa o el Tribunal procederán al interrogatorio. El interrogatorio será aclarado y explicado al absolvente al formulársele cada pregunta, a fin de que conteste a cada una de ellas con pleno conocimiento de causa.

La parte interrogada responderá por sí mismo sin valerse de ningún borrador de respuestas, pero se le permitirá consultar en el acto documentos y notas o apuntes cuando a juicio de la autoridad administrativa o del Tribunal sean convenientes para auxiliar a la memoria.

VI.- Las contestaciones deberán ser categóricas, en sentido afirmativo o negativo, no obstante el absolvente puede agregar las explicaciones que estime pertinentes o las que el tribunal le pida.  En caso de que el declarante se negare a contestar, o contestare con evasivas o afirmare ignorar los hechos, la autoridad administrativa o el Tribunal lo apercibirán de tener por admitidos aquellos sobre los cuales sus respuestas no fueren categóricas o terminantes.

VII.- En el acto de la diligencia, la parte que promovió la prueba podrá articular posiciones adicionales en forma verbal y directa, las cuales serán calificadas por la autoridad administrativa o el Tribunal.

VIII.- Concluidas sus contestaciones, el absolvente tendrá derecho, a su vez, a formular en el acto las posiciones que estimen convenientes al articulante, si hubiere asistido.

IX.- La autoridad administrativa o el Tribunal podrán en el mismo acto interrogar libremente a las partes sobre los hechos y circunstancias que sean conducentes a la averiguación de la verdad.

X.- De la diligencia se levantará acta en la que se harán constar la protesta de decir verdad, los datos generales del absolvente y el apercibimiento de ser declarado confeso si se negare a contestar en forma categórica o manifestaré ignorar los hechos que evidentemente le sean propios o conocidos; así mismo, se asentarán literalmente las contestaciones a medida que se vayan produciendo.  El acta será firmada al pie de la última hoja y al margen de las que contengan las respuestas producidas, después de leerla el interesado si quisiere hacerlo o de que le sea leída por la autoridad receptora de la prueba.  Si no supiere firmar pondrá su huella digital y si no quisiere hacer lo uno ni lo otro, se hará constar esta circunstancia y firmarán sólo la autoridad administrativa o el personal del Tribunal.

XI.- Cuando el absolvente, al enterarse de lo asentado en su declaración, manifieste no estar conforme, la autoridad administrativa o el Tribunal  decidirán en el acto lo que proceda acerca de las rectificaciones que deban hacerse. 

XII.- Firmada la declaración por el que las hubieren producido, o en su defecto, sólo por la autoridad administrativa o el personal del Tribunal, no podrán variarse ni en la sustancia, ni en la redacción.

ARTÍCULO 250.- CONFESIÓN DE VARIOS ABSOLVENTES

Si fueren varios los que hayan de absolver posiciones al tenor de un mismo pliego, las declaraciones se recibirán en la misma audiencia, pero en forma separada, evitando que los absolventes se comuniquen entre sí, ni que conozcan sus respectivas contestaciones.

ARTÍCULO 251.- CONFESIÓN A CARGO DE PERSONA ENFERMA

En caso de que la persona que deba declarar no pueda ocurrir a la diligencia, por enfermedad debidamente comprobada a criterio de la autoridad administrativa o del Tribunal, se señalará nueva fecha para el desahogo de la prueba y de subsistir el impedimento, la autoridad o el personal del Tribunal se trasladará al lugar donde la persona se encuentre para el desahogo de la diligencia, en presencia de la otra parte, en su caso.

Si las circunstancias no lo hicieran imposible o sumamente inconveniente, al interrogatorio domiciliario podrán concurrir las demás partes y sus abogados.  Pero si, a juicio del tribunal, la concurrencia de aquéllas y éstos  no resultare procedente teniendo en cuenta las circunstancias de la persona y del lugar, se celebrará el interrogatorio a presencia de la autoridad administrativa o del tribunal, en cuyo caso la parte proponente deberá exhibir el pliego de posiciones a que se refiere el artículo 246.

ARTÍCULO 252.- CONFESIÓN A TRAVÉS DE LA POSICIÓN FORMULADA

Se tendrá por confeso al articulante, sólo en lo que le perjudique, respecto a los hechos propios que consten en las posiciones que formule y contra ellos no se admitirá prueba de ninguna clase.

ARTÍCULO 253.- CONFESIÓN ASIMILADA

Las afirmaciones contenidas en actuaciones judiciales o escritos de los interesados, se tendrán como confesiones de éstas, aunque el proceso sea declarado nulo, siempre que la razón del vicio no las afecte de manera directa.

CAPÍTULO TERCERO

DOCUMENTOS PÚBLICOS Y PRIVADOS

ARTÍCULO 254.- DOCUMENTOS PÚBLICOS

Son documentos públicos los autorizados por funcionarios públicos o depositarios de la fe pública, dentro de los límites de su competencia, elaborados  con las solemnidades o formalidades prescritas por la ley.

Tendrán ese carácter tanto los originales como los testimonios y copias certificadas que autoricen o expidan dichos funcionarios o profesionales  con facultades para certificar.

La calidad de auténticos y públicos se podrá demostrar, además, por la existencia regular en los documentos de sello, firmas u otros signos exteriores, que en su caso, prevean las leyes.

Por tanto, en forma enunciativa y no limitativa, son documentos públicos:

I.- Las resoluciones y diligencias de actuaciones de toda especie efectuadas en procedimientos o proceso administrativo y los testimonios de las mismas expedidos  conforme a la ley.

II.- Los documentos auténticos emitidos por funcionarios que desempeñen cargos públicos, en lo que se refiere al ejercicio de sus atribuciones legales.

III.- Las certificaciones de constancias existentes en los archivos públicos extendidas por los funcionarios a quienes competa.

IV.- Los documentos, libros de actas, estatutos, registros y catastros que se hallen en los archivos públicos dependientes del Gobierno Federal, del Gobierno de las entidades federativas así como de los gobiernos municipales.

V.- Las certificaciones que expidan los registradores de la propiedad y de comercio de los asientos regístrales.

VI.- Las certificaciones de actas del estado civil expedidas por la Dirección o los Oficiales del Registro Civil, respecto de constancias existentes en los libros correspondientes.

VII.- Los testimonios y copias certificadas de las escrituras y actas otorgadas ante notario, así como los originales de dichas escrituras y actas.

VIII.- Las pólizas y actas autorizadas por los corredores públicos, así como los asientos de su libro de registro y las copias certificadas que emitan de las pólizas, actas y asientos, con apego a la ley de la materia.

IX.- Las certificaciones de constancias existentes en los archivos parroquiales y que se refieran a actos pasados antes del establecimiento del Registro Civil, siempre que fueren cotejados por notario público o quien haga sus veces, con arreglo a derecho.

X.- Las ordenanzas, estatutos, reglamentos y actas de sociedades o asociaciones, y de universidades, siempre que su establecimiento estuviere aprobado por el Gobierno Federal, o los de los Estados, o el del Distrito Federal,  y las copias certificadas que de ellos se expidan.

XI.- Las reproducciones efectuadas a partir de los respectivos archivos electrónicos.

XII.- Los demás a los que se reconozcan ese carácter por la ley.

ARTICULO 255.- DOCUMENTOS PÚBLICOS PROVENIENTES DE OTRA ENTIDAD FEDERATIVA

Los documentos públicos procedentes de otros Estados y del Distrito Federal, harán fe sin necesidad de legalización de la firma del funcionario que los autorice.

ARTÍCULO  256.- DOCUMENTOS PÚBLICOS DEL EXTRANJERO

A efectos procesales, se considerarán documentos públicos los documentos extranjeros  que en virtud de tratados o convenios internacionales o de leyes especiales, deba atribuírseles la fuerza probatoria prevista en el artículo siguiente.

Cuando no sea aplicable ningún tratado o convenio internacional ni ley especial, se considerarán documentos públicos los documentos extranjeros que reúnan los siguientes requisitos:

I.- Que en el otorgamiento o confección del documento se hayan observado los requerimientos que se exigen en el país de origen para que el documento haga prueba plena.

II.- Que el documento contenga la legalización o apostilla y los demás requisitos necesarios para su autenticidad en México.

Cuando los documentos extranjeros a que se refiere este artículo, incorporen declaraciones de voluntad, la existencia de éstas se tendrá por probada, pero su eficacia será la que determinen las normas mexicanas y extranjeras aplicables en materia de capacidad, objeto y forma de los negocios jurídicos.

ARTÍCULO 257.- AUTENTICIDAD DE LOS DOCUMENTOS PÚBLICOS
Los documentos públicos se presumen auténticos en cuanto al acto o estado de cosas que documenten,  la fecha en que se produce y  la identidad de los  funcionarios públicos o fedatarios autorizados por la ley para formarlos, así como de las demás personas que, en su caso, intervinieren.

Contra esta prueba, solo se admitirá la impugnación de falsedad en los términos previstos en este Código.

ARTÍCULO 258.-  DOCUMENTOS PRIVADOS

Documento privado es el que carece de los requisitos que se mencionan en el artículo 254.

El documento privado será considerado como auténtico cuando la certeza de las firmas se certifique por profesionistas dotados de fe pública, con facultades para hacer la certificación.

La certificación de un documento privado no lo transforma en público.

ARTÍCULO 259.- RECONOCIMIENTO FICTO DE DOCUMENTOS PRIVADOS

Los documentos privados procedentes de uno de los interesados, presentados en el procedimiento o proceso administrativo por vía de prueba y no objetados por la contraria, se tendrán por admitidos y surtirán sus efectos como si hubieren sido reconocidos expresamente.

ARTÍCULO 260.- RECONOCIMIENTO EXPRESO DE DOCUMENTOS PRIVADOS

Podrá exigirse el reconocimiento expreso de documentos privados presentados como prueba, si quien  los ofrece, así lo pidiere.  Con ese objeto, se exhibirán los originales a quien deba reconocerlos y se les dejará verlos en su integridad y no sólo la firma.  En el reconocimiento de documentos se observarán, en lo conducente, las reglas de la prueba confesional.  Sólo podrá reconocer un documento privado el que lo haya firmado, el que lo haya mandado extender o el legítimo representante de ellos, con poder o cláusula especial.

Los documentos privados que no provengan de las partes interesadas deberán ser reconocidos por su autor, quien podrá ser examinado en la forma establecida para la prueba testimonial.

Artículo 261.- COTEJO DE DOCUMENTOS PRIVADOS

Podrá pedirse el cotejo de firmas y letras, siempre que se niegue o que se ponga en duda la autenticidad de un documento privado, o bien de un documento público que carezca de matriz.

La persona que solicite el cotejo designará el documento o documentos indubitados con que deba hacerse, o pedirá a la autoridad o al Tribunal que llame al interesado para que en su presencia ponga la firma o letras que servirán para el cotejo.

ARTÍCULO 262.- DOCUMENTOS INDUBITABLES PARA EL COTEJO

 Se considerarán indubitados para el cotejo:

I.- Los documentos que las partes reconozcan como tales, de común acuerdo.

II.- Los documentos privados cuya letra o firma hayan sido reconocidas en el procedimiento administrativo o en el proceso contencioso por aquél a quien se atribuya la dudosa.

III.- El escrito impugnado en la parte en que reconozca la letra como suya aquél a quien perjudique.

IV.- Las firmas puestas en actuaciones, en presencia de la autoridad o del secretario del Tribunal, por la parte cuya firma o letra se trata de comprobar.

V.- En general, las firmas estampadas ante fedatarios públicos.

ARTÍCULO 263.- REGLA ESPECIAL PARA LA EXHIBICIÓN Y COMPULSA DE DOCUMENTOS PRIVADOS

Los documentos privados se presentarán en originales y cuando formen parte de un libro, expediente o legajo, se exhibirán para que se compulse la parte que señalen los interesados.  Si se encontrare en libros o papeles de casa de comercio o de algún otro establecimiento industrial, el que pida el documento o la constancia deberá fijar con precisión cuál es.  La copia se compulsará en el establecimiento, sin que los directores de él estén obligados a llevar ante la autoridad administrativa o el tribunal dichos libros, ni a más que presentar las partidas o documentos designados.

ARTÍCULO 264.- ASIENTOS, REGISTROS Y PAPELES DOMÉSTICOS

Los asientos, registros y papeles domésticos únicamente hacen fe contra el que los haya escrito; pero el que quiera aprovecharse de ellos no podrá rechazarlos en la parte que le perjudiquen.

ARTÍCULO 265.- NOTAS ESCRITAS POR EL AUTOR DE DOCUMENTOS

Las notas escritas enseguida, al margen, al dorso o en el cuerpo del documento por su autor, aunque no estén fechadas ni firmadas, hacen prueba en su contra.

ARTÍCULO 266.-  DOCUMENTOS EN IDIOMA DISTINTO AL ESPAÑOL

Los documentos que no se presenten en idioma español, deberán acompañarse de su traducción, de lo que se mandará dar vista a los demás interesados, en su caso,  para que dentro de tres días manifiesten si están conformes. Si lo están o no contestan la vista, se estará a la traducción aportada; en caso contrario, la autoridad nombrará traductor a costa del oferente de la prueba. 

ARTÍCULO 267.- PRESENTACIÓN DE DOCUMENTOS EN PODER DE LAS PARTES

Las partes que quieran servirse de un documento que tienen en su poder, podrán presentarlo a la autoridad administrativa o al tribunal en la forma y en las oportunidades prescritas al efecto por este Código.

ARTÍCULO 268.- DOCUMENTOS EN PODER DEL ADVERSARIO

La parte que quiera servirse de un documento que según su manifestación se halla en poder de su adversario, podrá pedir a la autoridad administrativa o  Tribunal que intime a aquél su presentación en el plazo que se determine.
Cuando por otros elementos del juicio, la existencia y contenido del documento resultare manifiestamente verosímil, la negativa a presentarlo podrá ser estimada como reconocimiento de ese contenido.

ARTÍCULO 269.- DOCUMENTOS EN PODER DE TERCEROS

Solo se requerirá a los terceros no litigantes la exhibición de documentos de su propiedad cuando, pedido por uno de los interesados, el tribunal entienda que su conocimiento resulta trascendente a los fines de resolver.

Si el requerido no se opusiere, pero no estuviere dispuesto a desprenderse del documento para su incorporación a los autos, se extenderá testimonio de éste por la autoridad en la sede de su despacho, si así lo solicitare el exhibiente.

El requerido podrá oponerse a esa exhibición si el documento fuera de su exclusiva propiedad y el hecho de mostrarlo pudiere ocasionarle perjuicios, lo que  apreciará la autoridad administrativa o el tribunal.

ARTÍCULO 270.- DOCUMENTOS EN OFICINAS PÚBLICAS

El interesado que quiera servirse de un documento que se encuentre en una oficina pública, podrá solicitarlo a su costa, por intermedio de la autoridad administrativa o del Tribunal.  También podrá requerirlo por sí o por conducto de su representante, en testimonio o facsímil autenticado del mismo, especificando el procedimiento o el proceso al que se destina.

La oficina pública no podrá negarse a expedir las certificaciones y testimonios que sean solicitados ni oponerse a exhibir los documentos que obran en sus dependencias y archivos, excepto cuando se trate de expedientes en trámite o documentación legalmente declarada o clasificada como de carácter reservado o secreto.

ARTÍCULO 271.- EXTRACCIÓN DE COPIAS DE DOCUMENTOS QUE NO SEAN ESCRITOS

Cuando se trate de dibujos, fotografías, croquis, planos, mapas y otros documentos que no incorporen predominantemente textos escritos, si solo existiese el original, el interesado podrá solicitar que cuando se exhiban, se obtenga copia en presencia de la autoridad administrativa o del tribunal, a través de la persona autorizada para ello, que dará fe de ser fiel y exacta reproducción del original.

ARTÍCULO 272.- OFRECIMIENTO DE LA PRUEBA DOCUMENTAL

Los documentos que se ofrezcan como prueba deberán acompañarse al escrito inicial de la demanda, de su contestación, o, en su caso, a sus respectivas ampliaciones.

La presentación de documentos públicos podrá hacerse en copia simple, si el interesado manifestare que carece del original o copia certificada, pero no producirá ningún efecto si en la fase de instrucción del procedimiento administrativo o en la audiencia del juicio contencioso, no se exhibiere el documento en original o copia certificada.

ARTÍCULO 273.- DOCUMENTOS QUE NO OBRAN EN PODER DEL OFERENTE

Cuando las pruebas documentales no obren en poder del oferente, o cuando no hubiere podido obtenerlas a pesar de tratarse de documentos que legalmente se encuentren a su disposición, éste deberá señalar el archivo o lugar de su ubicación, para que a su costa se mande expedir copia certificada de ellos, o se requiera su remisión cuando ésta sea legalmente posible.

Para este efecto, deberá indicar con toda precisión los documentos y tratándose de los que pueda tener a su disposición, bastará con que acompañe copia de la solicitud debidamente presentada por lo menos cinco días antes de la presentación del escrito en que las ofrezca. 

Se entiende que el interesado tiene a su disposición los documentos, cuando legalmente pueda obtener copia autorizada de los originales o de las constancias.

En ningún caso se requerirá el envío de un expediente administrativo cuando este se encuentre en trámite.

ARTÍCULO 274.- DEBER DE LAS AUTORIDADES DE PROPORCIONAR LOS DOCUMENTOS QUE LES SOLICITEN LOS INTERESADOS

A fin de que las partes interesadas puedan rendir sus pruebas, las autoridades o entidades tienen la obligación de expedir con toda oportunidad, las copias o documentos que les soliciten y si no cumplieren con esta obligación, los propios interesados pueden pedir a la autoridad administrativa o el Tribunal, persuadan a las omisas y difieran la audiencia, lo que se acordará siempre que la solicitud se hubiere hecho cuando menos cinco días hábiles antes del señalado para su celebración, sin contar el de la solicitud ni el señalado para la propia audiencia. El órgano solicitante pedirá  que se le envíen directamente los documentos o copias dentro de un plazo que no exceda de diez días. 

Si a pesar de la solicitación no se le envían oportunamente los documentos o copias, el órgano de conocimiento, a petición del interesado, podrá diferir la audiencia hasta en tanto se envíen; hará uso de los medios de apremio y agotados éstos, si persiste el incumplimiento denunciará los hechos al Ministerio Público.

Artículo 275.- PRUEBAS DOCUMENTALES ADMISIBLES FUERA DE LA OPORTUNIDAD PARA OFRECERLA

Presentado el escrito inicial de demanda, el de su contestación, o, en su caso, los de sus respectivas ampliaciones, no se admitirán otras pruebas documentales, excepto las que se hallen en alguno de los casos siguientes:

I.- Que sean de fecha posterior a dichos escritos;

II.- Las de fecha anterior respecto de las cuales, bajo protesta de decir verdad, la parte que las presente asevere no haber tenido conocimiento de su existencia, salvo prueba en contrario departe interesada, en su caso; o

III.- Las que no haya sido posible obtener con anterioridad, por causas que no sean imputables a la parte interesada, siempre que se haya hecho oportunamente el señalamiento del archivo o lugar en que se encuentren los originales.

ARTÍCULO 276.- IMPUGNACIÓN DE FALSEDAD DE DOCUMENTOS PÚBLICOS O PRIVADOS

La parte interesada podrá impugnar la falsedad de los documentos  públicos o privados exhibidos en el procedimiento o en el proceso administrativo, una vez que hayan sido admitidos en la audiencia de pruebas y alegatos, caso en el cual dicha audiencia se suspenderá para continuarla dentro de los diez días siguientes, a efecto de que se presenten las pruebas relativas a su autenticidad. 

En este caso, si se trata de las pruebas testimonial, pericial o de inspección o reconocimiento, se estará a lo dispuesto por el artículo 449 de este Código, con excepción del plazo de ofrecimiento que será de tres días contados a partir del siguiente al de la fecha de suspensión de la audiencia.
La falsedad consiste en la formación de un documento no verdadero;  en la alteración de uno auténtico; en la falta de veracidad de los hechos consignados en un documento público que se afirman como ocurridos ante un funcionario público, notario o corredor, o en la falsificación  de sus firmas.

También se considera que existe falsedad en los documentos privados, cuando quien ha recibido el documento firmado, con el texto no escrito en su totalidad, haya formado o complementado, o hecho formar o completar su texto, en contra de los acuerdos tomados con el firmante.

ARTÍCULO 277.- REQUISITOS PARA DAR CURSO A LA IMPUGNACIÓN DE FALSEDAD

Para que se pueda dar curso a la impugnación, el interesado deberá satisfacer necesariamente los requisitos siguientes: 

I.- Expresará con toda precisión los motivos o causas en los que se base para sostener que el documento es falso.

II.- Ofrecerá las pruebas con las que pretenda demostrar los motivos o causas de la falsedad, entre las cuales deberá incluir en todo caso, la pericial y los documentos que estime indubitados para el cotejo.

III.- Precisará el archivo o protocolo del que provenga el documento impugnado, para que pueda hacerse el cotejo correspondiente; o en su defecto, señalará los documentos indubitables para que el mismo se practique.

ARTÍCULO 278.- TRÁMITE DE LA IMPUGNACIÓN DE FALSEDAD

En caso de que el impugnador cumpla con los requisitos a que se refiere el artículo anterior, la autoridad administrativa o el Tribunal ordenarán en la reanudación de la audiencia que se sustancie la impugnación, observándose las reglas siguientes:

I.- La parte interesada que ofreció el documento puede, dentro del término para contestar la impugnación, declarar que no quiere servirse de él.  En este caso a la impugnación no se le dará curso, si quien impugnó consiente que el documento sea retirado del expediente. En caso contrario el documento impugnado quedará en resguardo, asentándose en el acta los datos necesarios para asegurar su identidad y el estado en que se encuentra.

II.- Si el documento fuere público la autoridad administrativa o el Tribunal decretará su cotejo con los que obren en los archivos o protocolos de los que provengan, sí para el caso se hubiere ofrecido la prueba de inspección. De no ser así, la impugnación de falsedad deberá desestimarse. 

El cotejo se practicará en el archivo o local en donde se halle la matriz del documento objetado, con asistencia de las partes interesadas si concurrieren a la audiencia, que se suspenderá para ese sólo efecto. Si el archivo o protocolo  no están dentro de la jurisdicción de quienes conocen, el cotejo se practicará por medio de exhorto o despacho que podrán ser enviados o recibidos, en su caso, haciendo uso de la firma electrónica certificada.

Cuando se trate del cotejo de firmas o letras, se desahogara la prueba pericial que hubiese sido ofrecida sin perjuicio  de que la autoridad administrativa o el Tribunal hagan por sí mismos la comprobación correspondiente.  

III.- Si se desconociere o atacare de falsedad un documento privado o uno público que carezca de matriz,  el que lo objete está obligado a negar formalmente y bajo protesta de decir verdad, el contenido o firma del documento, o ambos.  

La autoridad administrativa o el Tribunal ordenarán el cotejo del documento atacado de falsedad con alguno o algunos de los señalados como indubitables, a cuyo efecto desahogara la prueba pericial ofrecida.

IV.- Si apareciere que no existe falsificación, el procedimiento o proceso continuará en sus trámites y la autoridad administrativa o el Tribunal podrá apreciar libremente el valor probatorio de la documental.

CAPÍTULO CUARTO

DECLARACIÓN DE TESTIGOS

ARTÍCULO 279.- CONTENIDO DE LA PRUEBA

Las partes interesadas podrán solicitar que declaren como testigos las personas que tengan noticias de hechos controvertidos que sean objeto del juicio.

La prueba testimonial solo será admisible para comprobar las convenciones y los actos jurídicos que haya habido entre los interesados, en los siguientes casos:

1. Cuando exista un principio de prueba por escrito.

2. Cuando haya sido imposible al que invoca la prueba testimonial procurarse una prueba documental, o cuando, a consecuencia de caso fortuito la haya perdido.

Los hechos puros y simples podrán ser probados por medio de testigos, cualquiera que sea la importancia de la cuestión que se trate de demostrar.

ARTÍCULO 280.- ADMISIBILIDAD DE LA PRUEBA TESTIMONIAL

Con las limitaciones previstas en el artículo anterior, la prueba testimonial será siempre admisible.

No obstante la autoridad administrativa o el tribunal podrán dispensarse de su recepción cuando consideren suficientemente esclarecidos los hechos materia de esa prueba por otros medios de convicción, o la estime inconcluyente a los fines de la decisión de la causa.  

El proveído de la autoridad administrativa o del Tribunal que así lo determine, podrá combatirse mediante el recurso de revocación o reposición, según el caso, que se substanciará y resolverá en el acto, y si se desestimare, la parte que se considere afectada podrá formular protesta al efecto de hacer valer sus derechos en la segunda instancia.

ARTÍCULO 281.- NÚMERO DE TESTIGOS

Las partes interesadas podrán presentar hasta tres testigos por cada uno de los hechos controvertidos.  En ningún caso el número de testigos de cada parte será mayor de seis.

Cuando la autoridad administrativa o el Tribunal hubieren escuchado el testimonio de al menos dos testigos con relación a un hecho discutido, podrá obviar la declaración testifical que falte, referente a ese mismo hecho, si considerare que con las emitidas ya ha quedado suficientemente ilustrado.

ARTÍCULO 282.- PERSONAS QUE DEBEN DECLARAR COMO TESTIGOS

Quienes tengan conocimiento de los hechos que las partes interesadas deben de probar, están obligados a declarar como testigos.
Los menores de catorce años o los incapaces sólo podrán ser oídos cuando su testimonio resulte indispensable, por las circunstancias del caso.  En tales casos se tomará su declaración sin que se les exija la protesta de decir verdad y sus deposiciones se considerarán como complemento de prueba.

Los sordomudos podrán ser admitidos como testigos en el caso de que por saber leer y escribir, puedan dar sus declaraciones por escrito.

ARTÍCULO 283.- EXONERACIÓN DE LAS AUTORIDADES DEL DEBER DE DECLARAR

Las autoridades  no están obligadas a declarar como testigos. Sólo cuando la autoridad administrativa o el Tribunal lo estimen indispensable para la investigación de la verdad, se les solicitará que rindan su testimonio por oficio, conforme al interrogatorio escrito que para tal efecto presente el oferente de la prueba.La contraparte si la hubiere, podrá formular preguntas adicionales dentro de los tres días siguientes a la notificación del auto que admita la prueba.
En casos urgentes y cuando las propias autoridades lo deseen, podrán rendir su declaración personalmente.  

ARTÍCULO 284.- OFRECIMIENTO DE LA PRUEBA TESTIMONIAL

El interesado que ofrezca la prueba testimonial deberá indicar el nombre, edad, domicilio y oficio o profesión de los testigos, y los hechos sobre los cuales cada uno de ellos o todos deban declarar.

Tendrá el deber de presentarlos si su declaración se rinde ante autoridad administrativa en un procedimiento administrativo. En este caso, no será necesario que exhiba interrogatorio por escrito;  solo solicitará a la autoridad administrativa se fije fecha para rendir la prueba. Si el testigo no concurriera sin justa causa, se prescindirá de su testimonio.

Cuando se trate de un proceso ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y el oferente estuviere imposibilitado para presentar a los testigos, lo manifestará así bajo protesta de decir verdad y pedirá que se les cite, en cuyo caso el Tribunal ordenará la citación, con el apercibimiento de aplicación de las medidas de apremio previstas por este Código, al testigo que no comparezca sin causa justificada o que se niegue a declarar. Para el examen de los testigos se presentarán, al ofrecerse la prueba, original y copias para cada una de las partes intervinientes de los interrogatorios al tenor de los cuales deberán ser examinados los testigos.

ARTÍCULO 285.- INTERROGATORIO PARA EL EXAMEN DE LOS TESTIGOS
Para el examen de los testigos no se presentarán interrogatorios escritos, salvo lo dispuesto en los artículos 283, y 284, párrafo tercero de este Código. Las preguntas serán formuladas verbal y directamente por quien ofreció la prueba, tendrán relación directa con los puntos controvertidos, deberán estar concebidas en términos claros y precisos, no habrán de incluir valoraciones ni calificaciones, deberán formularse de forma que no sugieran al testigo la respuesta, procurando que en una sola no se comprenda más de un hecho y que no sean contrarias al derecho o a la moral. La autoridad administrativa o el Tribunal deberán cuidar de que se cumplan estas condiciones, desechando las preguntas que las contraríen. 

Contra el desechamiento de preguntas sólo cabe el recurso de revocación o reposición, según el caso, que será resuelto en el acto, y si se desestimare, la parte podrá formular la protesta al efecto de hacer valer sus derechos en el proceso administrativo que promueva ante el Tribunal

En caso de que el oferente de la prueba no se presente el día de la audiencia a formular preguntas a los testigos, la prueba deberá declararse desierta.

ARTÍCULO 286.- ADMISIÓN DE LA PRUEBA

El órgano administrativo o el Tribunal señalarán día y hora para la celebración de la audiencia de pruebas y alegatos en la que se recibirá la prueba testimonial. Además, el Tribunal, en el caso del proceso administrativo, ordenará que se entregue una copia a cada una de las partes interesadas para que puedan ampliar por escrito, en un plazo de tres días, el cuestionario.
ARTÍCULO 287.- CITACIÓN DE LOS TESTIGOS

Los testigos serán citados, en su caso, cuando menos con tres días de anticipación a la fecha en que deban rendir su declaración, en la forma prevista en el artículo 209 de este Código, precisándose en todos los casos su deber de comparecer y declarar, así como la sanción a que se harán acreedores en caso de desobediencia.

Se prescindirá de la citación de los testigos, cuando la testimonial se haya ofrecido en un procedimiento administrativo o la parte interesada que propuso la prueba haya asumido la carga de hacerlo comparecer; en este caso si el testigo no concurriera sin justa causa se prescindirá de su testimonio.

El testigo, que citado por el Tribunal rehusé comparecer, se le hará efectivo el apercibimiento fijado en el citatorio y podrá ordenarse  su presentación por medio de la fuerza pública, siempre que el Tribunal estime necesario su testimonio.

El testigo que se niegue a prestar la protesta de decir verdad o a declarar, incurrirá en desobediencia a la autoridad administrativa o al Tribunal y éstos podrán imponerle cualquiera de los medios de apremio previstos por este Código.

No se descontará del salario o sueldo del testigo compareciente, el tiempo que estuvo a disposición del tribunal.

ARTÍCULO 288.- PRÁCTICA DE LA PRUEBA

La prueba testimonial se practicará de acuerdo con las reglas siguientes:

I.- Se celebrará en presencia de las partes interesadas que concurrieren.

II.- Los testigos declararán separada y sucesivamente, por el orden en que vinieran consignados en las propuestas, salvo que la autoridad administrativa o el Tribunal encontraren motivo para alterarlo.

III.- Los  testigos  no  se  comunicarán  entre  sí, ni  podrán  unos  asistir  a  las declaraciones de otros. Para este fin, la autoridad administrativa o el Tribunal fijarán un solo día para que se presenten los testigos propuestos por los interesados que deban declarar sobre los mismos hechos, y designarán el lugar en que deben permanecer hasta la conclusión de la diligencia.  

Si algunos  de los testigos no concurrieren, la diligencia se practicará con los que asistan, mandándose hacer efectivo el apercibimiento a los que sin justa causa no se presentaron.  En este caso, la autoridad administrativa o el Tribunal tendrán libertad para prescindir de los testigos que no concurrieren o para ordenar su inmediata presentación mediante la conducción por la fuerza pública o con apremio de arresto.

IV.- Se identificará a los testigos por su nombre, apellidos, edad, estado civil, profesión y domicilio, asentándose razón en el acta  de los documentos o medios que en su caso sirvieron con este propósito.

V.- El examen de los testigos se hará en presencia de los interesados que concurrieren ante la autoridad administrativa o el Tribunal.

VI.- A todo testigo se le preguntará si es pariente por consanguinidad, afinidad o civil de alguno de los participantes o de sus abogados y en qué grado; si es o ha sido dependiente o empleado del que lo presenta, o tienen con él sociedad o alguna otra relación susceptible de originar intereses comunes o contrapuestos; si tiene interés directo o indirecto en el pleito; si es amigo intimo o enemigo de alguno de los litigantes o de sus procuradores o abogados o si ha sido condenado alguna vez  por falso testimonio.

VII.- Se exigirá a los testigos, antes de que declaren, la protesta de decir verdad, haciéndoseles saber las penas en que incurren quienes se conducen con falsedad.

VIII.- La autoridad administrativa o el Tribunal ordenarán al testigo que haga un breve relato de los hechos objeto de su declaración, interrogándosele enseguida sobre ellos.

IX.- Terminado el interrogatorio a que se refiere el numeral anterior, los interesados podrán interrogar libremente al testigo por sí o por intermedio de sus abogados bajo la dirección de la autoridad administrativa o del instructor del Tribunal que en todo  momento podrán hacer nuevas preguntas, rechazar las formuladas que juzgue inconducente, innecesaria, dilatoria, perjudicial o agraviante para el testigo, así como dar por terminado el interrogatorio.

Si se trata de un proceso ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, quien tenga a su cargo la recepción de la prueba, deberá sujetar su interrogatorio al pliego de preguntas presentado por el oferente de la prueba y al que hubiese formulado la contraria, en su caso.

X.- El testigo no podrá leer notas o apuntes, a menos que la autoridad administrativa o el Tribunal lo autorice, cuando se trata de preguntas referidas a cifras, fechas o en los demás casos que se considere justificado.

XI.- La autoridad administrativa o el tribunal exigirán al testigo que exponga la razón de conocimiento de sus dichos, con explicación de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que haya ocurrido cada hecho y de la forma como llegó a su conocimiento.

XII.- Si existe desacuerdo entre las declaraciones de dos o más testigos, la autoridad administrativa o el Tribunal podrán  ordenar, de oficio o a petición de parte, que sean careados, exigiéndoles las aclaraciones pertinentes. 

También podrá acordar que, en razón de las respectivas declaraciones, se celebre careo entre los interesados y alguno o algunos testigos.

XIII.- Si la autoridad administrativa o el Tribunal ante quien se presenta la declaración, consideran  que el testigo falta a sabiendas a la verdad, hará la denuncia para que se proceda penalmente en su contra.

XIV.- Si alguno de los testigos hace referencia a otras personas, la autoridad administrativa o el Tribunal, en virtud del conocimiento de los hechos, podrá disponer de oficio que sean llamadas a declarar.  También podrán disponer que sean oídos los testigos que hayan sido excluidos por ser excesivos, o que se repita el examen de los ya interrogados, a fin de aclarar sus testimonios o rectificar irregularidades que aparezcan de los anteriores interrogatorios.

XV.- A solicitud del testigo, se expedirá constancia de su concurrencia a la audiencia,  para que le sirva de justificativo en lo laboral.

XVI.- La documentación de la audiencia se hará de tal manera que las preguntas formuladas y las respuestas del testigo, se hagan constar en forma que en la contestación se comprenda el sentido o término de la pregunta, salvo los casos excepcionales en que, a juicio de la autoridad administrativa o el Tribunal, sea pertinente escribir textualmente la pregunta y a continuación la respuesta.

XVII.- El testigo firmará su declaración al margen de las hojas en que se contenga, después de habérsele leído o de que la lea por sí mismo y la ratifique; si no puede o no sabe leer, la declaración le será leída por el personal actuante de la autoridad administrativa o del Tribunal y, si no puede o no sabe firmar, imprimirá su huella digital. La declaración, una vez firmada, no podrá variarse.

ARTÍCULO 289.- PREGUNTAS Y REPREGUNTAS QUE DEBEN SER DESECHADAS

Serán desechadas las preguntas y repreguntas, cuando: 

I.- Sean ajenas a la cuestión debatida. 

II.- Se refirieran a hechos o circunstancias que ya consten en el expediente. 

III.- Sean contradictorias con una pregunta o repregunta anterior. 

IV.- No estén formuladas de manera clara y precisa. 

V.- Contengan términos técnicos. 

VI.- Se refieran a opiniones, creencias o conceptos subjetivos de los testigos.

VII.- Sean indicativas y lleven implícita la respuesta. 

VIII.- La repregunta no tenga relación con la pregunta directa.

ARTÍCULO 290.- TACHA DE LOS TESTIGOS

En el acto del examen de un testigo, podrán las partes interesadas atacar su dicho por cualquier circunstancia que, en su concepto, afecte su credibilidad, ya sea que ésta haya sido expresada en su declaración o aparezca de alguna otra evidencia, a cuyo efecto ofrecerá en ese momento las pruebas que estime conducentes.

Si formulada la tacha de un testigo, el oferente no se opusiere a ella, se entenderá que reconoce su fundamento.  Si se opusiere, alegará lo que le parezca conveniente y propondrá, a su vez, las pruebas que considere pertinentes para justificar la ausencia de circunstancias que puedan afectar su credibilidad.

Las pruebas ofrecidas se desahogarán dentro de los tres días siguientes, siempre y cuando no obren en el expediente.

ARTÍCULO 291.- DECLARACIÓN DE TESTIGOS POR EXHORTO
Si alguno de los testigos propuestos reside fuera del lugar del juicio se le examinará por exhorto.  

En este caso la prueba se ofrecerá acompañando interrogatorios con copia para la contraparte, requisito sin el cual no será admitida. La contraparte podrá formular preguntas dentro de los tres días siguientes al auto que ordena la admisión de la prueba.

La autoridad administrativa o el Tribunal, calificará el pliego del oferente y el de su contraria, en su caso, con arreglo a las prevenciones del artículo anterior.  Se dejará en el expediente, copia de ellos autorizada por el secretario o quien haga sus veces. La autoridad administrativa o el Tribunal incluirán, en pliego cerrado las preguntas y repreguntas y si lo juzgan pertinente, podrán añadir, por escrito,  las que consideren necesario formular para el esclarecimiento de los hechos.

ARTÍCULO 292.- DECLARACIÓN DEL TESTIGO EN SU DOMICILIO

Si algún testigo no puede concurrir a la diligencia, por enfermedad debidamente comprobada a criterio de la autoridad administrativa o del Tribunal, se señalará nueva fecha para el desahogo de la prueba y de subsistir el impedimento, la autoridad o personal del Tribunal se trasladará al lugar donde el testigo se encuentre para el desahogo de la diligencia, en presencia de la otra parte en su caso.
Cuando, atendidas las circunstancias, la autoridad administrativa o el Tribunal estimare prudente no permitir a las partes interesadas y a sus abogados que concurran a la declaración domiciliaria, les solicitará que presenten interrogatorio escrito previo con las preguntas que desean formular al testigo interrogado.  

ARTÍCULO 293.- DECLARACIÓN POR MEDIO DE INTÉRPRETE

Si el testigo no sabe el idioma español, rendirá su declaración por medio de intérprete, que será nombrado por la autoridad administrativa o el Tribunal cuando así se solicite en el ofrecimiento de la prueba.  Si el testigo lo pidiere, además de asentarse su declaración en español, podrá escribirse en su propio idioma por él o por el intérprete.  Este deberá, antes de desempeñar su encargo, protestar hacerlo legalmente, anotando esa circunstancia en el acta. 

Artículo 294.- PRUEBA TESTIMONIAL DESIERTA

La prueba testimonial será declarada desierta:

I.- Cuando el oferente no cumpla con el deber de presentar sus testigos en el procedimiento administrativo como lo exige el párrafo segundo del artículo 284.

II.- Cuando habiéndose comprometido a presentarlos en el proceso contencioso administrativo, no lo haga.

III.- Cuando se acredite fehacientemente que el testigo no vive en el domicilio señalado por el oferente.

ARTÍCULO 295.- SANCIÓN POR PROPORCIONAR DATOS FALSOS O RETARDAR EL PROCEDIMIENTO

En caso de que el señalamiento del domicilio de algún testigo resulte inexacto, o que de las constancias del expediente se infiera que se solicitó la citación con el propósito de retardar el procedimiento, se impondrá al promovente una multa no menor de ciento cincuenta días de salario, sin perjuicio de que se denuncie la falsedad en que hubiere incurrido el oferente de la prueba.  Así mismo, la prueba testimonial deberá declararse desierta.

CAPÍTULO QUINTO

INFORME DE LAS AUTORIDADES A 

SOLICITUD DE PARTE INTERESADA

ARTÍCULO 296.- OFRECIMIENTO

Las parte interesada podrá pedir a la autoridad administrativa o al Tribunal que solicite a cualquier autoridad informe por escrito sobre hechos que haya conocido, deba conocer o se presuma fundadamente conoce con motivo o durante el desempeño de sus funciones expidiendo de todo ello constancia, además de proporcionar copias o documentos que deriven de sus libros, registros, archivos o expedientes que estén relacionados con los hechos controvertidos. 

No será admisible el pedido de informe que manifiestamente tienda a sustituir o ampliar otro medio de prueba que específicamente corresponda por la ley o por la naturaleza del hecho a probar.

ARTÍCULO 297.- SOLICITUD DEL INFORME

La autoridad administrativa o el Tribunal pedirán los informes y datos solicitados en base a la colaboración entre autoridades a que se refiere el artículo 215 de este Código.

ARTÍCULO 298.- FACULTADES DE LA CONTRAPARTE

La contraparte podrá pedir que los informes sean completos y ajustados a los hechos a que han de referirse.

También podrán impugnar de falsedad el informe, en cuyo caso se podrá requerirse la exhibición de los asientos, documentos y demás antecedentes en que se funden.

Tal impugnación  podrá ser formulada en el inicio de la audiencia de pruebas y alegatos una vez ordenada la agregación del informe,  caso en el cual se suspenderá la audiencia  para dentro de los cinco días siguientes a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo que antecede.
ARTÍCULO 299.- OBLIGACIÓN DE LAS AUTORIDADES DE RENDIR INFORMES

Las autoridades estarán obligadas a proporcionar a la autoridad administrativa o al Tribunal que les requiera, todos los informes y datos de que tengan conocimiento en el ejercicio de su cargo o que obren en sus archivos, y que tengan relación con los hechos objeto de prueba, siempre que no estén impedidas por una disposición legal  para hacerlo por razón de reserva o de secreto.

ARTÍCULO 300.- AMPLIACIÓN DEL INFORME

Recibido el informe por la autoridad administrativa o el Tribunal, éste, de oficio o a instancia de parte, podrá disponer que la autoridad que lo haya emitido aclare o amplíe cualquier punto que estimen  pertinente.

CAPÍTULO SEXTO

RECONOCIMIENTO O INSPECCIÓN

ARTÍCULO 301.- OBJETO Y FINALIDAD DEL RECONOCIMIENTO O INSPECCIÓN

El reconocimiento o inspección podrá practicarse a petición del interesado o por disposición de la autoridad, cuando pueda servir para aclarar o fijar hechos relativos al asunto de que se trata y no requiera conocimientos técnicos especiales. 

Sin perjuicio de la amplitud que la autoridad administrativa o el Tribunal estimen que ha de tener el  reconocimiento o inspección, quien lo solicite deberá de indicar con precisión el objeto a que deba referirse, el lugar donde deba practicarse, el periodo que habrá de abarcar, en su caso, y la relación con los hechos que se quieran probar; de lo contrario, se requerirá al oferente para que haga las precisiones respectivas dentro del término de tres días, apercibido que de no hacerlas se tendrá por no admitida; así mismo, indicará si pretende concurrir al acto con testigos de identidad o con alguna persona técnica o práctica en la materia.
La  contraparte podrá, antes de la realización del reconocimiento o inspección, proponer otros extremos que le interesen  y de igual forma deberá manifestar si asistirá con personas de las indicadas en el párrafo anterior.

La autoridad administrativa o el Tribunal señalarán con cinco días de antelación por los menos, el día y hora en que haya de practicarse el reconocimiento inspección.

La diligencia se practicará personalmente por la autoridad administrativa o el magistrado instructor del Tribunal, o se encomendará a un secretario o quien haga sus veces, en los casos en que por la naturaleza o entidad del negocio, no se estime imprescindible la presencia de aquéllos.

ARTÍCULO 302.- LUGAR DE LA PRUEBA

Si se trata de reconocer un inmueble, o bien un objeto o documento que no pueda ser llevado ante la autoridad administrativa o el Tribunal sin gran dificultad o considerables gastos, o porque la ley no lo autorice, la inspección se efectuará constituyéndose en el lugar donde el bien se encuentre.  En caso contrario la persona  que lo tenga en su poder deberá exhibirlo ante la autoridad administrativa o el Tribunal.

El reconocimiento de personas, podrá practicarse en la sede de la autoridad administrativa o del Tribunal o fuera, según lo consideren sus titulares en cada caso.

ARTÍCULO 303.- COLABORACIÓN PARA LA PRÁCTICA DE LA PRUEBA

Los terceros y los interesados tienen el deber de prestar la máxima colaboración para la efectiva y adecuada realización del reconocimiento, inspección, reconstrucción y pericia.  En caso de injustificada resistencia de los terceros a prestar la colaboración, la autoridad administrativa o el Tribunal adoptarán las medidas conminatorias apropiadas remitiendo, si correspondiere, testimonio de lo actuado al Ministerio Público a los efectos pertinentes.

Si la colaboración referida causare gastos u otros menoscabos patrimoniales a los terceros, la autoridad administrativa o el Tribunal fijarán en forma irrecurrible las cantidades que los interesados habrán de abonar a título de indemnización.

Si quien debiera prestar colaboración fuera uno de los interesados y se negara injustificadamente a suministrarla, la autoridad administrativa o el Tribunal la intimarán a que la preste.  Si a pesar de ello persistieran en la resistencia, la autoridad administrativa o el tribunal dispondrán  se deje sin efecto la diligencia, debiéndose interpretar la negativa a colaborar en la prueba como una confirmación de la exactitud de las afirmaciones de la contraria respecto del hecho que se quiere demostrar, salvo prueba en contrario.

ARTÍCULO 304.- PRÁCTICA DEL RECONOCIMIENTO O INSPECCION

El Tribunal podrá acordar cualesquiera medidas que sean necesarias para lograr la efectividad del reconocimiento o inspección, incluida la de ordenar la entrada en el lugar que debe inspeccionarse o en que se halle el objeto o la persona que se debe examinar. En este último caso, la autoridad administrativa deberá solicitar orden de cateo ante la autoridad judicial competente.

Los interesados y sus representantes  podrán concurrir al reconocimiento o inspección y hacer a la autoridad administrativa o al Tribunal, de palabra, las observaciones que estimen oportunas.

Si de oficio o a instancia de parte, la autoridad administrativa o el Tribunal considera conveniente oír las observaciones o declaraciones de quienes se mencionan en los párrafos segundo y tercero del artículo 301, les recibirá previamente la protesta de decir verdad.

ARTÍCULO 305.- RECONOCIMIENTO DE PERSONAS

El reconocimiento de una persona se practicará a través de un interrogatorio realizado por la autoridad administrativa o por el Tribunal, que se adaptará a las necesidades de cada caso concreto.  En dicho interrogatorio, que podrá practicarse, si las circunstancias lo aconsejaren a puerta cerrada o fuera del tribunal, podrán intervenir los interesados siempre que su presencia no se considere perturbadora  para el buen fin de la diligencia.

En todo caso, en la práctica del reconocimiento o inspección se garantizará el respeto a la dignidad e intimidad de la persona.

ARTÍCULO  306.- CONCURRENCIA DEL RECONOCIMIENTO O INSPECCIÓN Y LA PERICIAL

Cuando la autoridad administrativa o el Tribunal lo consideren conveniente, podrán disponer, mediante providencia, que se practiquen en un solo acto el reconocimiento o inspección y la prueba pericial, sobre el mismo lugar, objeto o persona, siguiéndose el procedimiento establecido en este capítulo y en el siguiente.

Los interesados podrán solicitar también la práctica conjunta de ambos medios de pruebas y la autoridad administrativa o el Tribunal la ordenarán si la estiman procedente.

ARTÍCULO 307.- CONCURRENCIA DEL RECONOCIMIENTO JUDICIAL Y LA PRUEBA POR TESTIGOS

A instancia de parte y a su costa, el tribunal podrá determinar mediante providencia que los testigos sean examinados, previamente, si se trata de testigos de identidad, o acto continúo del reconocimiento judicial,  cuando la vista del lugar o de las cosas o personas pueda contribuir a la claridad de su testimonio.

También se podrá practicar, a petición de parte, el interrogatorio de la contraria cuando se den las mismas circunstancias señaladas en el párrafo anterior.

ARTÍCULO 308.- REPRODUCCIÓN DE HECHOS

Por el mismo procedimiento del reconocimiento judicial, podrá procederse a la reproducción de los hechos bajo la dirección de la autoridad administrativa o del tribunal, si éste lo estimare conveniente.

ARTÍCULO 309.- ACTA DEL RECONOCIMIENTO O INSPECCION

Del reconocimiento o inspección practicados se levantará acta detallada que firmarán los que en ella intervengan, consignándose en ella con claridad las percepciones y apreciaciones de la autoridad administrativa o del Tribunal, así como las observaciones hechas por los interesados y por las personas a que se refiere el artículo 301.

También se recogerá en acta el resultado de las demás actuaciones de prueba que se hubieran practicado en el mismo acto del reconocimiento o inspección según  lo dispuesto en los artículos 306 y 307.

ARTÍCULO 310.- EMPLEO DE MEDIOS TÉCNICOS DE CONSTANCIA DEL RECONOCIMIENTO O INSPECCIÓN

Al practicar el reconocimiento o inspección, la autoridad administrativa o el Tribunal podrá disponer que se ejecuten planos, calcas o copias, se tomen fotografías, películas, grabaciones por video o de cualquier otra especie, para dejar constancia del objeto de la prueba y de las manifestaciones de quienes intervengan en ella, pero no se omitirá la confección del acta y se consignará en ella cuanto sea necesario para la identificación de las grabaciones, reproducciones o exámenes llevados a cabo, que habrán de conservarse por la autoridad de modo que no sufran alteraciones.

Cuando sea posible la copia, con garantía de autenticidad, de lo grabado o reproducido por los antedichos medios o instrumentos, la parte a quien interese, a su costa, podrá pedirla y obtenerla de la autoridad facultada para expedirla.

CAPÍTULO SÉPTIMO

DICTÁMENES PERICIALES

ARTÍCULO 311.- ADMISIBILIDAD DE LA PRUEBA PERICIAL

Será admisible la prueba pericial cuando la naturaleza de los puntos o cuestiones materia de la misma, requieran conocimientos científicos, técnicos  o artísticos, o bien experiencias prácticas en el ejercicio de un oficio, de los que no esté provisto  la autoridad administrativa o el Tribunal, con el fin de obtener auxilio para la comprobación de un hecho.

La autoridad administrativa o el Tribunal, aunque no lo pidan las partes interesadas, podrá hacerse asistir por uno o más peritos, cuando lo considere necesario para el esclarecimiento de puntos o cuestiones de litigio, o para el cumplimiento de actos que no esté en condiciones de apreciar por sí mismo.

Todo perito deberá manifestar bajo protesta de conducirse con verdad, que actuará con la mayor objetividad posible, tomando en consideración tanto lo que pueda favorecer como lo que sea susceptible de causar perjuicio a cualquiera de los interesados, y que conoce las sanciones penales en las que podría incurrir si incumpliera su deber como perito.

ARTÍCULO 312.- REQUISITOS QUE DEBEN REUNIR LOS PERITOS

Los peritos deben tener título en la ciencia o arte a que pertenezca el punto sobre el que ha de oírse su parecer, si la profesión o el arte estuvieren legalmente reglamentados.  Si la profesión o el arte no estuvieren legalmente reglamentados, o estándolo no hubiere peritos titulados en el lugar, podrán ser nombradas personas entendidas en la materia, aún cuando no tengan título.

ARTÍCULO 313.- OFRECIMIENTO DE LA PRUEBA PERICIAL

La prueba pericial se ofrecerá, expresando los puntos sobre los que debe versar y las cuestiones que deba dictaminar el perito, a cuyo efecto se exhibirá el cuestionario respectivo, con las copias necesarias para ser distribuidas entre todos los interesados.
La autoridad administrativa o el Tribunal, al resolver sobre la admisión de la prueba, nombrarán uno o más peritos, según lo considere necesario, de entre la lista de especialistas con registro reconocido, para que dictaminen en relación con el objeto materia de la peritación, así como sobre los puntos que de oficio, aquéllos consideren conveniente formular, a cuyo efecto podrá adicionar el cuestionario formulado por el oferente.

La parte interesada, dentro de los tres días siguientes a la fecha de notificación de la resolución de admisión de pruebas, podrá proponer por escrito, nuevos puntos o cuestiones sobre los que deba versar la pericial.  

Dentro de este mismo plazo, si lo consideran pertinente, podrá, a su vez, nombrar peritos,para que se asocie al nombrado por la autoridad administrativa o el Tribunal o rinda dictamen por separado, designación que deberá hacer dentro de los tres días siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación del auto admisorio de la prueba, pero si no lo hace, o el perito designado no aceptare el cargo, o dejare de rendir su dictamen, la prueba pericial se perfeccionará con el solo dictamen del perito designado por la autoridad administrativa o el Tribunal.

ARTÍCULO 314.- DENEGACIÓN DE LA PRUEBA PERICIAL

La autoridad administrativa o el Tribunal podrán denegar la admisión de la prueba pericial, cuando los puntos sobre los que deba versar la peritación y las cuestiones que deban resolver los peritos, a su juicio, sean innecesarios; o porque el conocimiento, objeto o materia de la pericia propuesta o su explicación, no requiera especial preparación; o cuando su práctica no sea posible, en razón de la naturaleza transitoria  del hecho, de su incosteabilidad, o por  falta de precisión de los puntos y cuestiones que se sometan a la opinión de los peritos.
ARTÍCULO 315.- IMPEDIMENTO Y RECUSACIÓN DE LOS PERITOS

Los peritos no son recusables, pero el nombrado por la autoridad administrativo o el deberá excusarse de dictaminar cuando exista alguna de las causas de impedimento a que se refiere el artículo 54 de esta Ley. Al aceptar su nombramiento manifestará bajo protesta de decir verdad que no se encuentra en la hipótesis de esos impedimentos. 

ARTÍCULO 316.- ACEPTACIÓN Y PROTESTA DEL CARGO POR LOS PERITOS

Una vez nombrados los peritos por la autoridad administrativa o por el Tribunal y los interesados, se les notificará la providencia para que concurran al tribunal a aceptar el cargo conferido y protestar su fiel desempeño, en los términos del último párrafo del artículo 311 de este Código.

La autoridad administrativa o el Tribunal instruirán a los peritos sobre la cuestión que es objeto de la prueba y les fijará el plazo en el que deberán presentar el dictamen, que no podrá exceder al de la fecha de la audiencia de pruebas y alegatos.

ARTÍCULO 317.- DEBER DEL ENCARGO Y RESPONSABILIDAD

Los peritos designados  tienen el deber de cumplir sus funciones, salvo justa causa de abstención que deberán poner en conocimiento de la autoridad administrativa o del Tribunal dentro de los tres días siguientes a la comunicación de su designación y que aquéllos apreciará libremente.

El incumplimiento por el perito del encargo conferido le hará sujeto de responsabilidad civil frente a la parte interesada y disciplinaria ante la autoridad administrativa o el tribunal.

ARTÍCULO 318.- PRÁCTICA DE LA PRUEBA

Cuando la emisión del dictamen requiera algún reconocimiento de lugares, objetos o personas o la realización de operaciones análogas, las partes interesadas sus representantes y sus asesores técnicos, podrán presenciarlos si con ello no se impide o estorba la labor del perito y se pueda garantizar el acierto e imparcialidad del dictamen.

Si alguna de las partes interesadas solicitare estar presente en las operaciones periciales a que se refiere el párrafo anterior, la autoridad administrativa o el Tribunal decidirá lo que proceda, incluso si considera necesaria su presencia y, en caso de acuerdo favorable, ordenará al perito que indique el día, hora y lugar en que llevara a cabo aquellas operaciones, asentándose constancia en el expediente.  Este aviso deberá producirse con antelación al menos de cuarenta y ocho horas anteriores a la práctica del peritaje.

Los peritos, en caso de ser varios, deberán realizar unidos las diligencias necesarias para la práctica de la prueba.

Si los peritos están de acuerdo, emitirán un solo dictamen.  Si hay desacuerdo, emitirán dictámenes separados. Los dictámenes serán motivados y acompañados de los anexos que sean pertinentes.

ARTÍCULO 319.- RECEPCIÓN DE LA PRUEBA

En el lugar, día y hora fijado por la autoridad administrativa o por el Tribunal, para la práctica de la prueba pericial, se observarán las siguientes reglas:
I.- El perito dará cuenta con su dictamen ante el tribunal y ante las partes interesadas, debiendo, además, dejarlo asentado por escrito y ratificarlo ante la presencia de la autoridad administrativa o el Tribunal.  En el dictamen fundamentará en forma idónea sus conclusiones, que podrán acompañarse con dibujos, planos, muestras u otros anexos que sirvan para ilustrarlo.  El dictamen deberá ser firmado  por el perito, quien protestará haber cumplido su cometido oficial de buena fe y con conocimiento.

II.- El perito que dejare de concurrir sin causa justificada calificada por la autoridad administrativa o por el Tribunal, será sancionado con una multa hasta cien días de salario y será responsable de los daños y perjuicios que causare por su culpa.

III.- Las partes interesadas podrán pedir las ampliaciones o aclaraciones que estimen pertinentes, las que serán evacuadas durante el curso de la práctica de la prueba.

IV.- La autoridad administrativa o el Tribunal podrán interrogar al perito, sobre el fundamento de su dictamen o con relación a sus respuestas a las preguntas formuladas por los interesados.

V.- La autoridad administrativa o el Tribunal podrán ordenar, de oficio o a petición de los interesados, que se repita o amplíe el peritaje o que el perito practique las indagaciones que estime pertinentes.

Si el motivo del dictamen pericial consistiere en la práctica de un avalúo, el perito tendrá en cuenta los precios de plaza, los frutos que en su caso produjere o fuere capaz de producir la cosa objeto del avalúo, y todas las circunstancias que puedan influir  en la determinación del valor comercial.
ARTÍCULO 320.- HONORARIOS DE LOS PERITOS

Los honorarios de los peritos serán de cargo de quien solicitó la diligencia.

En los casos en que la pericial hubiere sido dispuesta de oficio por el tribunal, requerida por los interesados o si, pedida por uno, el otro también hubiere solicitado pronunciamiento sobre determinadas cuestiones, los honorarios serán satisfechos por mitades.

En el acto del nombramiento, el perito indicará sus honorarios y la provisión de fondos que considere necesaria para cumplir con su cargo. La autoridad administrativa o el Tribunal, mediante providencia proveerá sobre lo solicitado, con facultad de moderar las cantidades si las considera elevadas y ordenará a los interesados que hubiesen propuesto la prueba y no tuvieren derecho a la asistencia jurídica gratuita, que en el plazo de tres días, procedan a depositar la cantidad fijada, bajo el apercibimiento de tenerles por desistidos de la prueba.

Transcurrido el plazo señalado, si no se hubiere depositado la cantidad establecida, el perito quedara eximido de emitir el dictamen y la prueba por no ofrecida, sin que pueda proponerse de nueva cuenta.

En los casos del párrafo segundo, cuando una de las parte interesada no realizare la parte del depósito que la correspondiere, se le ofrecerá a la otra la posibilidad de completar la cantidad que faltare, indicándose en tal caso los puntos sobre los que deba pronunciarse el dictamen, o de recuperar la cantidad depositada.

Los honorarios de los peritos serán regulados siguiendo el procedimiento previsto para la regulación de los honorarios de los abogados, aplicando el arancel pertinente o, en su defecto, las reglas previstas en el Código Civil para el contrato de prestación de servicios profesionales.

ARTÍCULO 321.- SANCIÓN A LOS PERITOS

El perito que haya faltado a la obligación asumida, por haberse negado sin motivo justificado a concluir su oficio después de asumir su encargo con arreglo a la ley, o por no dejar asentado su dictamen por escrito, o por no comparecer a la audiencia  de pruebas, se le impondrá una sanción pecuniaria que la autoridad administrativa o el Tribunal determinará como corrección disciplinaria en los términos del artículo 44 fracción II de este Código, además de los daños y perjuicios que se originen a la parte oferente de la prueba.

El perito que haya faltado a la protesta rendida, por haber proporcionado a la autoridad administrativa o al Tribunal indicaciones o informaciones contrarias a la verdad, por dolo o por culpa grave, está obligado igualmente al resarcimiento de los daños y perjuicios, independientemente de la sanción pecuniaria y de la que le corresponda en aplicación del Código Penal.

CAPÍTULO OCTAVO
FOTOGRAFÍAS Y DEMÁS ELEMENTOS
CIENTÍFICOS Y TECNOLÓGICOS

Artículo 322.- Reproducción de figuras y sonidos como medios de prueba

Para acreditar hechos o circunstancias que tengan relación con el proceso, las partes podrán presentar fotografías, copias fotostáticas o de telefax, cintas cinematográficas, de video o de casetes, discos normales, compactos o de computadoray cualquier otro medio de almacenamiento de sonidos, textos o imágenes, siempre que sean acreditables por no tener alteraciones ocultas o disimuladas.  Al proponer estas pruebas, las partes podrán acompañar, en su caso, trascripción escrita de las palabras contenidas o imágenes guardadas en el soporte de que se trate y que resulten relevantes para el caso. 
También pueden ofrecer los instrumentos que permitan archivar, conocer o reproducir palabras, datos, cifras y operaciones matemáticas llevadas a cabo con fines contables o de otra clase, que por ser relevantes para el proceso, deban examinarse por la autoridad administrativa o el Tribunal  por los medios que la parte proponente aporte o que la autoridad administrativa o el Tribunal dispongan utilizar.

De igual forma, podrán presentarse notas taquigráficas o estenográficas, acompañándolas de su traducción, con especificación exacta del sistema empleado y del documento cabal al que pertenecen.

ARTÍCULO 323.- MEDIOS DE PRUEBA PROPORCIONADOS POR LA CIENCIA

Como medios de prueba pueden admitirse así mismo, los registros dactiloscópicos, las pruebas o exámenes de laboratorio y demás descubrimientos de la ciencia, técnica o arte que produzcan convicción en el ánimo de la autoridad administrativa  o del Tribunal.

ARTÍCULO 324.- OFRECIMIENTO DE LA PRUEBA

La parte que ofrezca esos medios de prueba, deberá indicar los hechos y circunstancias que desea probar y ministrar a la autoridad administrativa o al Tribunal los aparatos o elementos necesarios para que pueda apreciar el valor de los registros y reproducir los sonidos, figuras, experimentos, bases de datos o reconstrucciones.

ARTÍCULO 325.- ADMISIÓN O RECHAZO DE LA PRUEBA

La autoridad administrativa o el Tribunal, según su prudente arbitrio, admitirán o denegarán la prueba y señalarán al oferente un plazo para que la presente, y el día y la hora para que en su presencia y en la de los demás interesados, se lleven a cabo la reproducción, reconstrucción o práctica del estudio.

ARTÍCULO 326.- PRÁCTICA DE LA PRUEBA

Los actos que se realicen, se harán constar en el acta respectiva donde se consignarán cuanto sea necesario para la identificación de las filmaciones, grabaciones y reproducciones llevadas a cabo, así como, en su caso, las justificaciones y dictámenes aportados o las pruebas practicadas.

El tribunal podrá acordar mediante providencia que se realice una trascripción literal de las palabras y voces filmadas o grabadas o de los textos, gráficas y demás que se contenga en una base de datos siempre que sea de relevancia para el caso, la cual se unirá al acta.

ARTÍCULO 327.- ASESOR TÉCNICO DEL TRIBUNAL

En caso en que se requieran conocimientos técnicos especializados para la apreciación de los medios de prueba a que se refiere este capítulo, el tribunal será asistido de un asesor técnico  que se designará en la forma prevista para la prueba pericial.

ARTÍCULO 328.- GASTOS DE LA PRUEBA

La parte interesada que ofrezca y promueva la prueba, cubrirá los gastos de su desahogo, incluyendo los honorarios de los técnicos para llevarla a cabo, con independencia de la determinación de las costas procesales que haga el la autoridad administrativa o el Tribunal en la sentencia definitiva.

CAPÍTULO NOVENO
MENSAJES DE DATOS
ARTÍCULO 329.- Ofrecimiento
Los mensajes de datos deben ofrecerse como prueba, conforme a las reglas establecidas en este Código para la prueba documental.

CAPÍTULO DECIMO

PRESUNCIONES E INDICIOS

ARTÍCULO 330.- PRESUNCIONES LEGALES Y HUMANAS

Presunción es la consecuencia que la ley, autoridad administrativa o el Tribunal deducen de un hecho conocido para averiguar la verdad de otro desconocido; la primera se llama legal y la segunda humana. 

Hay presunción legal cuando la ley la establece expresamente. Hay presunción humana cuando de un hecho debidamente probado se deduce otro que es consecuencia ordinaria de aquél.
ARTÍCULO 331.- CARGA DE LA PRUEBA EN MATERIA DE PRESUNCIONES LEGALES

Son aplicables a las presunciones legales, las siguientes reglas:

I.- El que tiene a su favor una presunción legal, sólo está obligado a probar el hecho en que la funda.
II.- El que niegue una presunción, deberá rendir la contraprueba de los supuestos de hecho en que se funde, justificando que no han ocurrido.

III.- No se admitirá prueba contra una presunción legal absoluta, cuando la ley lo prohíba expresamente y cuando el efecto de la presunción sea anular un acto o negar una pretensión.

IV.- En los supuestos de presunciones legales relativas que admitan prueba en contrario, opera la inversión de la carga de la prueba, para demostrar que el hecho presumido no es cierto, o que no existe el enlace que debe haber entre el hecho que se presume y el hecho probado o admitido que fundamenta la presunción. 

V.- La prueba rendida contra el contenido de una presunción, obliga al que la alegó, a rendir la prueba de que estaba relevado en virtud de la presunción.

VI.- Si dos partes interesadas que mantienen posiciones contrarias alegan, cada una a su favor, presunciones que mutuamente se destruyen, se aplicarán, independientemente para cada una de ellas, lo dispuesto en las fracciones precedentes.

VII.- Si el interesado alega una presunción general que es contradicha por una presunción especial alegada por la contraria, la parte que alegue la presunción general estará obligada a producir la prueba que destruya los efectos de la especial, y la que alegue ésta, sólo quedará obligada a probar, contra la general, cuando la prueba rendida por su contraparte sea bastante para destruir los efectos de la presunción especial.

ARTÍCULO 332.- PRESUNCIONES HUMANAS

A partir de un hecho admitido o probado, el tribunal podrá presumir la certeza, a los efectos del proceso, de otro hecho, si entre el admitido o demostrado y el presunto existe un enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano. La resolución que se dicte, deberá incluir el razonamiento en virtud del cual la autoridad administrativa o el tribunal han establecido la presunción.  

La presunción ha de ser grave y concordé con las demás pruebas rendidas en el proceso. 

Las presunciones humanas admiten prueba en contrario.

ARTÍCULO 333.- LA CONDUCTA DE LAS PARTES COMO INDICIO

La autoridad administrativa o el Tribunal podrán deducir indicios de la conducta procesal de las partes, particularmente cuando se manifiestan notoriamente en la falta de cooperación para lograr la finalidad de los medios probatorios o con otras actitudes de obstrucción del proceso.

Artículo 334.- Ofrecimiento de la prueba de presunciones
Para que una parte haga valer una presunción que le favorezca, bastará que invoque el hecho o indicio de que derive.

Las presunciones y los indicios podrán deducirse de oficio por la autoridad administrativa o el Tribunal, aunque los interesados no los invoquen.

CAPÍTULO DÉCIMO PRIMERO

VALORACIÓN DE LA PRUEBA

Artículo 335.- REGLA GENERAL SOBRE LA VALORACIÓN DE LAS PRUEBAS

La autoridad administrativa o el Tribunal tendrán la más amplia libertad para hacer el análisis y valoración de cada una de las pruebas rendidas, mediante la aplicación de las reglas de la lógica, las máximas de la experiencia, extraídas de las observaciones de lo que normalmente sucede y la sana crítica; así como para determinar su valor, apreciándolas en su conjunto, a menos que este Código establezca las reglas específicas para hacer la valoración.

La valoración de las pruebas contradictorias se hará confrontándolas, a efecto  de que por el enlace de las rendidas, las presunciones y los indicios, formen convicción en quien deba resolver.
En casos dudosos, la autoridad administrativa o el Tribunal podrán deducir argumentos de prueba de las respuestas de las partes interesadas cuando las ha llamado a su presencia para interrogarlas, de la resistencia injustificada para exhibir documentos o a permitir inspecciones que se hayan ordenado; y en general de su comportamiento dentro del procedimiento o proceso.

En todo caso la autoridad administrativa o el Tribunal deberán exponer en la parte considerativa de su resolución los fundamentos y motivos de la valoración jurídica de las pruebas, indicando concretamente en cuales fundan principalmente su decisión.
ARTÍCULO 336.- PRUEBAS CARENTES DE VALOR

No tendrán valor las pruebas rendidas con infracción de lo dispuesto en este Código, a menos que sólo teniéndolas en consideración la autoridad administrativa o el Tribunal puedan formar su convicción respecto a los hechos de que se trata. En este caso, deberán fundar especial y cuidadosamente esta parte de su resolución.

ARTÍCULO 337.-  CONFESIÓN EXPRESA

La confesión expresa hará prueba plena, cuando concurran en ella las circunstancias siguientes:

I.- Que sea hecha por persona con capacidad para obligarse.

II.- Que sea hecha con pleno conocimiento y sin coacción ni violencia.

III.- Que sea de hecho propio o, en su caso, del representante y concerniente al asunto.

ARTÍCULO 338.- CONFESIÓN DE HECHOS ASEVERADOS EN ACTUACIONES PROCESALES

Los hechos propios de las partes interesadas aseverados en sus promociones o en cualquier otro acto del procedimiento o proceso administrativo, harán prueba plena en contra de quien los afirme, sin necesidad de ofrecerlos como prueba.

Artículo 339.- CONFESIÓN FICTA

La confesión ficta produce el efecto de una presunción, cuando no haya pruebas que la contradigan.

ARTÍCULO 340.- DOCUMENTOS PÚBLICOS Y COPIAS CERTIFICADAS

Los documentos públicos hacen prueba plena y por tanto no se perjudicarán en cuanto a su validez por las defensas que se aleguen para destruir la pretensión que en ellos se funde, salvo que en los términos de los artículos 276, 277 y 278 de este Código, se hayan impugnado de falsos y se acredite su falta de autenticidad.

Las copias certificadas de un documento público hacen fe de la existencia de los originales.

ARTÍCULO 341.- DOCUMENTOS PRIVADOS

Los documentos privados no objetados en su contenido y firma y los reconocidos por su autor, harán prueba plena.

Igual valor se atribuirá a los documentos privados cuyas firmas se encuentren autentificadas por notario o autoridad competente.

Artículo 342.- DOCUMENTOS PRIVADOS, INSPECCIÓN PERICIAL Y DEMÁS ELEMENTOS APORTADOS POR LOS DESCUBRIMIENTOS DE LA CIENCIA

Los demás documentos privados o simples, inspecciones, periciales, fotografías, radiografías, mapas, planos, diagramas, calcos, grabaciones, películas cinematográficas y demás elementos aportados por los descubrimientos de la ciencia, serán valorizados según el prudente arbitrio de la autoridad administrativa o del Tribunal.

ARTÍCULO 343.- EXTRAVÍO O DESTRUCCIÓN DE DOCUMENTOS PÚBLICOS O PRIVADOS

Para los casos en que se haya extraviado o destruido el documento público o privado y para aquél del que no pueda disponer, sin culpa alguna de su parte quien debiere presentarlo y beneficiarse con él, tales circunstancias puede acreditarlas  por medio de testigos, los que exclusivamente servirán para demostrar  los hechos por virtud de los cuales no pueda el interesado presentar el documento; más de ninguna manera para hacer fe del contenido de éste, el cual se probará sólo por confesión de la contraparte, sin perjuicio de las pruebas de otra clase para acreditar directamente la existencia de la obligación o de la excepción que deba probar el documento. 

ARTÍCULO 344.- TESTIMONIAL

El valor de la prueba testimonial quedará al prudente arbitrio de la autoridad administrativa o del Tribunal, quien para apreciarla tendrá en consideración: 

I.- Que los testigos coincidan en lo esencial del acto que refieran, aun cuando difieran en los accidentes.

II.- Que declaren haber oído pronunciar las palabras, presenciado el acto o visto el hecho material sobre el que deponen.

III.- Que por su edad, capacidad e instrucción, tengan el criterio necesario para juzgar el acto.

IV.- Que por su probidad, por la independencia de su posición o por sus antecedentes personales, tengan completa imparcialidad.

V.- Que por sí mismos conozcan los hechos sobre los que declaran y no por inducciones ni referencias de otras personas.

VI.- Que la declaración sea clara, precisa, sin dudas, ni reticencias sobre la sustancia del hecho y sus circunstancias esenciales.

VII.- Que no hayan sido obligados por fuerza o miedo, ni impulsados por engaño, error o soborno.

VIII.- Que den fundada razón de su dicho. 

ARTÍCULO 345.- INFORMES DE AUTORIDADES

Los informes emitidos por autoridad competente hacen prueba plena, siempre y cuando se refieran a hechos o actos que resulten de la documentación, registro o archivo de la autoridad informante.

ARTÍCULO 346.- MENSAJES DE DATOS

Los mensajes de datos tendrán valor probatorio pleno, salvo lo que dispongan al respecto otras leyes en la materia que los regulen, cuando se acredite lo siguiente: 

I.- Que contengan la firma electrónica certificada.

II.- La fiabilidad del método en que hayan sido generados, archivados o conservados.

III.- Que se ha conservado la integridad de la información a partir del momento en que se generaron por primera vez en su forma definitiva como tales o en alguna otra forma. 

ARTÍCULO  347.- INTEGRIDAD DE LOS MENSAJES DE DATOS

Se considera que el contenido de un mensaje de datos es íntegro cuando ha permanecido completo e inalterado, con independencia de los cambios que hubiere podido sufrir el medio que lo contiene, como resultado del proceso de comunicación, archivo o presentación. 

ARTÍCULO  348.- CERTIFICADOS DE FIRMA ELECTRÓNICA

Los certificados de firma electrónica tendrán valor probatorio pleno, salvo lo que dispongan al respecto otras leyes en la materia que ellas regulan y surtirán efectos jurídicos cuando estén firmados electrónicamente por la autoridad certificadora. 

Artículo 349.- PRESUNCIONES LEGALES Y HUMANAS

Las presunciones legales que no admiten prueba en contrario tendrán pleno valor probatorio. Las demás presunciones legales tendrán el mismo valor, mientras no sean destruidas.

Para que las presunciones humanas sean apreciables como medios de prueba, es indispensable que entre el hecho demostrado y aquél que se trata de deducir haya un enlace preciso. Su valor probatorio quedara al prudente arbitrio de la autoridad administrativa o del Tribunal.

Artículo 350.- PRUEBAS APORTADAS POR LA CIENCIA, TÉCNICA O ARTE
Las fotografías, copias fotostáticas y demás pruebas aportadas por la ciencia, técnica o arte quedan a la prudente valoración de la autoridad administrativa o del Tribunal. Las copias fotostáticas sólo harán fe cuando estén certificadas legalmente.

Artículo 351.- VALORACIÓN DIVERSA CONFORME AL CRITERIO DE LA  AUTORIDAD ADMINISTRATIVA O DEL TRIBUNAL

La valoración de las pruebas se hará de acuerdo con las normas del presente capitulo, a menos que por el enlace de las pruebas rendidas y de las presunciones formadas, la autoridad administrativa o el Tribunal adquieran convicción distinta, respecto del asunto. En este caso, deberán motivar cuidadosamente esta parte de su resolución.
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ARTÍCULO 352.- FORMA DE LAS RESOLUCIONES

Para la redacción de las resoluciones no se requerirá forma especial; la autoridad administrativa o el Tribunal adoptarán la que juzguen adecuada, sujetándose en todo caso a las reglas establecidas en los artículos siguientes.

ARTÍCULO 353.- CONTENIDO MÍNIMO

Las resoluciones deberán contener como mínimo:

I.- La autoridad administrativa o el Tribunal que las dicte.

II.- El lugar y la fecha en que se dicten.

III.- Los nombres de las partes interesadas y los de sus representantes, en su caso.

IV.- La motivación y los fundamentos legales.

V.- El sentido claro y preciso de lo resuelto.

VI.- La firma  de la autoridad administrativa o del tribunal que la dicte y de quien  la autorice.

ARTÍCULO 354.- DEBER DE RESOLVER

Las autoridades administrativas o el Tribunal en ningún caso podrán abstenerse de dejar en estado de resolución los expedientes, bajo pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia de los preceptos legales invocados por las partes.

ARTÍCULO 355.- IRREVOCABILIDAD DE LAS RESOLUCIONES 
Las autoridades administrativas o el Tribunal no podrán variar ni modificar sus resoluciones después de dictadas y firmadas. No obstante, cuando se trate de precisar algún concepto o suplir alguna omisión, lo podrán hacer de oficio, dentro del día siguiente a la notificación correspondiente, o a petición de parte interesada, por escrito presentado dentro del mismo plazo, resolviéndose lo que se estime procedente dentro del día siguiente a la presentación del escrito.

Al hacer la aclaración, las autoridades o el Tribunal, no podrán modificar los elementos esenciales de la resolución, ni variar su substancia. El acuerdo que decida la aclaración de una resolución, se considerará parte integrante de ésta.

Se tendrá como fecha de notificación de la resolución, la del acuerdo que decida la aclaración de la misma.

ARTÍCULO 356.- PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DE LAS RESOLUCIONES 

Todas las resoluciones, una vez firmadas, tienen a su favor la presunción de haberse pronunciado con conocimiento de causa autoridad administrativa o del tribunal que las dictó, según la forma prescrita por la ley y por órgano competente.

CAPÍTULO SEGUNDO

RESOLUCIONES DEFINITIVAS

ARTÍCULO 357.- RESOLUCIONES DEFINITIVAS

Se entenderán como resoluciones definitivas aquellas que pongan fin al procedimiento administrativo o al proceso contencioso, las que deberán fundarse y motivarse, ser claras, precisas y congruentes, y decidir todas las cuestiones planteadas por las partes, así como las derivadas del expediente.

Cuando se trate de cuestiones conexas que no hubieran sido planteadas, las autoridades administrativas o el Tribunal podrán pronunciarse sobre ellas, previa vista a las partes por el plazo de cinco días para que formulen lo que a su derecho convenga y aporten, en su caso, los medios de prueba que consideren oportunos.

Artículo 358.- RESOLUCIONES EN PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS

En los procedimientos administrativos incoados a petición del interesado, la resolución que sobre ellos recaiga será congruente con las peticiones formuladas, sin que en ningún caso pueda agravarse su situación inicial.

Expresarán los recursos o medios de defensa que contra las mismas procedan, así como la autoridad o el tribunal ante el que deban presentarse y el plazo para interponerlos.

ARTÍCULO 359.- RESOLUCIONES EN PROCESOS CONTENCIOSOS ADMINISTRATIVOS

Además de los requisitos comunes a todas las resoluciones, las sentencias del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, deberán contener una relación sucinta de las cuestiones planteadas, y de las pruebas rendidas, así como las consideraciones jurídicas aplicables, tanto legales como doctrinarias, comprendiendo en ellas los motivos para hacer o no condenación en costas, y terminarán resolviendo con toda precisión los puntos sujetos a la consideración del tribunal, fijando, en su caso, el plazo dentro del cual deberán cumplirse.

ARTÍCULO 360.- FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN EN AMBOS CASOS

Todas las resoluciones deberán estar fundadas y motivadas legalmente.  

Las controversias ante la autoridad administrativa o el Tribunal deberán resolverse conforme a la letra de la ley o a su interpretación jurídica y, a falta de ley, conforme a los principios generales del derecho.  

Cuando haya conflicto de derechos, a falta de ley expresa que sea aplicable, la controversia se decidirá a favor del que trate de evitarse perjuicios y no a favor del que pretenda obtener lucro, debiendo observarse la igualdad de las partes interesadas.

Las resoluciones se motivarán, expresando los razonamientos fácticos y jurídicos que conducen a la apreciación y valoración de las pruebas, así como a la aplicación e interpretación del derecho.  La motivación deberá incidir en los distintos elementos fácticos y jurídicos de la cuestión planteada, considerados individualmente y en conjunto, ajustándose siempre a las reglas de la lógica y de la razón.

ARTÍCULO 361.- RESOLUCIONES CONFORME A LA EQUIDAD

Mediante acuerdo de los interesados, podrá la autoridad administrativa o el Tribunal resolver el asunto conforme a la equidad.

Solo podrán pedir que se falle un asunto en equidad, los que tengan la libre disposición del derecho aducido en el procedimiento o proceso.

ARTÍCULO 362.- RESOLUCIONES DE TRIBUNALES COLEGIADOS

En los tribunales colegiados las resoluciones se tomarán por mayoría de votos.  El magistrado que no estuviere conforme podrá emitir su voto particular por escrito, expresando sucintamente sus fundamentos, pero tendrá obligación de firmar la sentencia.  En caso de empate, quien presida decidirá con voto de calidad.
ARTÍCULO 363.- EFECTOS Y ALCANCES DE LA RESOLUCIÓN

Las resoluciones que se pronuncien en los procedimientos o proceso administrativos solo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que los hubieren promovido, precisando con toda claridad los efectos o medidas en que se traduce la resolución favorable, en congruencia con su parte considerativa.
ARTÍCULO 364.- SUPLENCIA EN LOS FUNDAMENTOS DE DERECHO

La autoridad administrativa o el Tribunal, deberán corregir los errores u omisiones que adviertan en la cita de los preceptos legales que se estimen violados, y podrán examinar en su conjunto los razonamientos u agravios expresados, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, sin cambiar los hechos en sus escritos petitorios.

ARTÍCULO 365.- CASOS DE SUPLENCIA TOTAL

La autoridad administrativa o el Tribunal deberán suplir la deficiencia de conceptos de violación o agravios, en los casos siguientes:

 I.- A favor de los menores o incapaces, o en aquellos casos en que se afecte el orden y desarrollo de la familia.

II.- A favor de quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja social para proveer a su defensa.

III.- Cuando se advierta que ha habido en contra de la parte interesada una violación evidente de la ley que lo haya dejado en estado de indefensión.
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INCIDENTES EN GENERAL

ARTÍCULO 366.- CUESTIONES INCIDENTALES

Toda cuestión accesoria que tenga relación inmediata con el procedimiento o el proceso principal, y que no tenga señalado en la ley un trámite propio, deberá seguirse en cuerda separada, en la forma prevista en las disposiciones de este capítulo.

Las autoridades administrativas o el Tribunal repelerán de oficio los incidentes ajenos al negocio principal, sin perjuicio del derecho de los interesados que los hayan promovido para deducir la pretensión en la forma correspondiente.

ARTÍCULO 367.- TRÁMITE  DEL INCIDENTE

Promovido el incidente, la autoridad administrativa o el Tribunal ordenarán formar el expediente por separado y correr traslado a la contraria para que dentro de los tres días siguientes exprese lo que a su interés convenga.

Las pruebas deberán ofrecerse en el mismo escrito en el que se interponga o conteste el incidente. 

Producida la contestación o transcurrido el término en el que debió efectuarse, la autoridad administrativa o el Tribunal de oficio, citará a una audiencia con carácter de indiferible, que se verificará  dentro de los quince días siguientes, en la que se recibirán las pruebas ofrecidas y se formularán alegatos verbales, sin perjuicio de que también se puedan hacer constar  por escrito.

Si ninguna de las partes interesadas hubiera propuesto prueba, se considerará el incidente como de puro derecho, y se decidirá sólo con base en lo que el tribunal considere pertinente.

La autoridad administrativa o el Tribunal, sin necesidad de citación, resolverá el incidente dictando la resolución que en derecho proceda, dentro de los cinco días siguientes   de la fecha de la audiencia.

Las cuestiones que surjan en el curso de los incidentes no darán motivo a un incidente especial, sino que se decidirán en la resolución que resuelva el incidente principal.

ARTICULO 368.- SUSPENSIÓN DE LA PROSECUCIÓN DEL JUICIO POR LA PROMOCIÓN DEL INCIDENTE

Sólo cuando la ley lo establezca en forma expresa, se suspenderá la prosecución del procedimiento o proceso por la promoción del incidente.

Los  incidentes deberán quedar definitivamente resueltos antes de la citación para resolución definitiva o sentencia.  Si así no hubiere ocurrido,  se suspenderá el procedimiento o el proceso si fuere necesario.

CAPÍTULO SEGUNDO

TERCERÍAS

ARTÍCULO 369.- PROCEDIMIENTO

Planteada la petición o demanda por el tercerista, se conferirá traslado de su intervención a cada parte y la autoridad administrativa o el Tribunal resolverán  la admisión o el rechazo por sentencia interlocutoria, que sólo será recurrible si deniega la intervención.  

Será aplicable, en lo pertinente, lo dispuesto en el capitulo anterior. 

El tercerista excluyente de dominio o de preferencia podrá optar por promover directamente el proceso respectivo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, en los términos del artículo 549, fracción V, inciso 3 de este Código.

ARTÍCULO 370.- TERCERO COADYUVANTE

El tercero coadyuvante tomará el procedimiento o proceso en el estado en que se encuentre y formará una sola parte con quien coadyuve. Si resultare indispensable a dicho efecto, podrá la autoridad administrativa o el Tribunal imponer la representación común en los términos del artículo 91 de esta Ley.  El tercero coadyuvante también podrá continuar el ejercicio de su pretensión  o defensa, aún cuando la parte principal u original se desistiere, así como hacer uso de los recursos que la ley otorga a las partes principales.

ARTÍCULO 371.- TERCERO EXCLUYENTE

El tercero excluyente  una vez admitido en el procedimiento o proceso actuará como una de las partes en ellos.  Cuando alegare hechos y ofreciere pruebas, se diligenciarán las mismas de acuerdo con los trámites propios del procedimiento o proceso en que se deduce la tercería, acordándose a las partes, similares facultades probatorias en relación a esos hechos.  

La intervención del tercero excluyente no impedirá la prosecución del proceso, sino solamente el pronunciamiento de la resolución definitiva o sentencia.

ARTÍCULO 372.- TERCERÍAS EN PROCEDIMIENTOS DE EJECUCIÓN

La tercería en procedimiento de ejecución promovida por quien comparezca a raíz de alguna medida de aseguramiento tomada sobre bienes de su propiedad o sobre los cuales tuviere un mejor derecho que el embargante, se substanciará en pieza separada contra quien solicitó dicha medida y con su contraparte; con un traslado por el plazo común de diez días, continuándose en lo demás, el procedimiento regulado para los incidentes en general en el capitulo anterior.

Si la tercería fuere excluyente de dominio, suspenderá el trámite del principal, hasta antes de que se apruebe el remate de los bienes asegurados.

Si la tercería fuere de preferencia, se seguirá el procedimiento o proceso en que se interponga hasta la realización de los bienes asegurados, suspendiéndose el pago, que se hará al acreedor que tenga mejor derecho, definida que quede la tercería.  Entre tanto se decida ésta, se depositará a disposición del tribunal el precio de la venta.  Si solo alguno de los bienes embargados fuere objeto de la tercería, el procedimiento del juicio inicial continuará hasta la venta y pago al acreedor con los bienes no comprendidos en la tercería.

ARTÍCULO 373.- SOBRESEIMIENTO DEL PROCEDIMIENTO DE APREMIO

No será necesaria la tramitación de tercería de dominio, cuando se tratare de bienes cuya propiedad surja de inscripción en el Registro Público.
En este caso, acreditada por el tercerista, con el certificado respectivo, la titularidad del dominio que invoca, el tribunal ordenará, de plano, la cancelación del embargo, con citación de las partes.  Estas solo podrán oponerse alegando y probando el error del informe registral o su falsedad o la inoponiblidad de la inscripción a quien solicitó el aseguramiento.  Las oposiciones de cualquier otro género no serán admitidas, sin perjuicio del derecho de hacerlas valer, en forma principal, en el proceso autónomo que corresponda.

ARTÍCULO 374.- LEVANTAMIENTO  DEL ASEGURAMIENTO DECRETADO SOBRE BIENES DEL TERCERISTA

El tercerista podrá, en cualquier momento, obtener el levantamiento de los aseguramientos decretados sobre los bienes de su propiedad, dando garantía suficiente, a juicio de la autoridad administrativa o del Tribunal, de responder al crédito del embargante en caso de que no probare ser suyos los bienes embargados.

ARTÍCULO 375.- ALLANAMIENTO A LA TERCERÍA

Si el demandante y el demandado se allanaren a la demanda de tercería excluyente de dominio, el Tribunal, sin más trámite, mandará cancelar el embargo, si fuere excluyente de dominio, y dictará sentencia declarando el mejor derecho del tercerista si fuere de preferencia.  En igual forma se procederá cuando ambos dejaren de contestar en la tercería.

ARTÍCULO 376.- MEJORAMIENTO DE LA GARANTÍA POR EFECTO DE LA TERCERÍA

En caso de que se declare fundada una tercería excluyente o que con motivo de ella se levante el embargo, el demandante en el juicio principal podrá solicitar al tribunal que ordene la ampliación del embargo o un nuevo embargo de bienes sobre los cuales pueda ejecutarse la sentencia.

ARTÍCULO 377.- PLURALIDAD DE TERCERISTAS

Cuando se presenten dos o más terceristas deduciendo derechos de dominio o de preferencia que hicieren oposición; si estuvieren conformes, se unificarán los trámites y el tribunal decidirá en una sola resolución sobre sus pretensiones, pero si no lo estuvieren, se substanciarán y resolverán por separado.
ARTÍCULO 378.- IMPEDIMENTO JUDICIAL EN LA TERCERÍA

Los impedimentos del Tribunal en una tercería, lo inhiben del conocimiento del juicio principal.
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ARTÍCULO 379.- DEFINICIÓN

Procedimiento administrativo es la concatenación de actos y diligencias, jurídicamente regulados, realizados por las autoridades de la administración pública del Estado y de sus municipios, con la participación de las partes interesadas, conducentes a la emisión de un acto administrativo que produzca efectos jurídicos individuales o individualizables sobre intereses, obligaciones o derechos de los que sean titulares las personas.

ARTÍCULO 380.- FINES

El procedimiento administrativo persigue la tutela de los derechos subjetivos y los intereses jurídicos de los particulares, así como la protección de la legalidad y la justicia en el funcionamiento de la administración pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y de sus municipios.
ARTICULO 381.- APLICACIÓN

El procedimiento administrativo ante las dependencias del Poder Ejecutivo del Estado, los municipios y los organismos auxiliares con funciones de autoridad de carácter estatal y municipal, se iniciará, tramitará y decidirá con arreglo a las disposiciones de este Títulos, cuando los actos jurídicos que inicien, integren o concluyan, produzcan efectos en la esfera jurídica de los particulares.

Los procedimientos administrativos especiales creados y regulados como tales por otros ordenamientos, se regirán supletoriamente por el presente Código, cuándo la ley que los regula no prevea la supletoriedad de otro ordenamiento; excepción hecha del recurso de inconformidad; del procedimiento de revalidación de licencias, autorizaciones o permisos; de las visitas de verificación, y de las declaraciones y registros, los cuales se sujetaran a lo previsto por este Código.

A falta de disposición expresa y en cuanto no se oponga a lo que prescribe esta Ley, se estará, en lo que resulte aplicable, a lo dispuesto por el Código Procesal Civil del Estado, respecto a las instituciones reguladas por esta Ley.

El incumplimiento de las disposiciones previstas en este ordenamiento dará lugar a la responsabilidad del servidor público, en los términos de la Ley de Responsabilidades.

Artículo 382.- INTERESADOS

Los particulares podrán participar en el procedimiento administrativo con el carácter de peticionario, afectado o tercero interesado:
I.- Es peticionaria quien hace a la autoridad administrativa una solicitud. 

II.- Afectado es la persona susceptible a ser perjudicada por un acto administrativo en sus derechos e intereses legítimos.

III.- El tercero interesado es aquél que tiene una pretensión contraria o coincidente con la del peticionario.

ARTÍCULO 383.- FIRMA

Toda promoción deberá contener la firma autógrafa o electrónica del interesado, requisito sin el cual se tendrá por no realizada. 

Cuando el promovente no sepa o no pueda firmar, firmará otra persona en su nombre y el interesado estampará su huella digital, haciéndose notar esta situación en el propio escrito.

Los documentos presentados por medios de comunicación electrónica producirán los mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos firmados autógrafamente y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio que las disposiciones aplicables les otorgan a éstos.

ARTÍCULO 384.- REGISTRO ÚNICO DE PERSONAS ACREDITADAS DEL ESTADO

Una vez inscrita la parte interesada en el Registro Único de Personas Acreditadas de la Secretaria de Fiscalización y asignada la clave de identificación correspondiente en los términos de La Ley de Mejora Regulatoria del Estado, las dependencias de la administración pública no deberán solicitarle de nuevo la documentación identificadora y demás constancias por él exhibidas que obren en dicho registro, salvo que el trámite o servicio de que se trate, requiera documentación adicional.

Cualquier  interesado podrá presentar su información ante la Secretaría de Fiscalización a efecto de inscribirse directamente en el citado registro y, en su caso, para solicitar la modificación de datos en su expediente ya inscrito.

Para poder acceder y realizar promociones electrónicas los interesados deberán tramitar su firma electrónica certificada.

ARTÍCULO 385.- CELERIDAD

Las autoridades administrativas cuidarán de proveer lo necesario para lograr el rápido y eficaz desarrollo del procedimiento administrativo, allanando todo lo irrelevante o dilatorio que impida obtener una resolución pronta y justa. 

Los procedimientos administrativos deberán resolverse en un plazo máximo de treinta días, el cual podrá prorrogarse por una sola vez, por un término igual, siempre y cuando se justifique por la autoridad, ello sin perjuicio de lo establecido en otras leyes.

Transcurrido el plazo señalado y la prórroga en su caso, se entenderán las resoluciones en sentido negativo al promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado, se deberá expedir constancia de tal circunstancia dentro de los tres días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva ante quien deba resolver; igual constancia deberá expedirse cuando otras disposiciones prevean que transcurrido el plazo aplicable la resolución deba entenderse en sentido positivo. 

En el caso de que se recurra la negativa por falta de resolución, y ésta a su vez no se resuelva dentro del mismo término, se entenderá confirmada en sentido negativo.
ARTÍCULO 386.- PRESUNCIÓN DE VERACIDAD

La actuación administrativa de la autoridad y la de los interesados se sujetará al principio de buena fe. 

Los informes, manifestaciones, o declaraciones rendidos por los interesados a la autoridad, se presumirán ciertos salvo prueba en contrario; sin embargo, podrán ser objeto de control y verificación por parte de la autoridad.

Si los informes, manifestaciones o declaraciones proporcionados por el particular resultaren falsos, se aplicarán las sanciones administrativas correspondientes, sin perjuicio de lo dispuesto en el Código Penal del Estado para este tipo de conductas.

Estas mismas sanciones se aplicarán a los titulares, representantes legales o delegados de las autoridades que rindan informes, manifestaciones o declaraciones falsas.

ARTÍCULO 387.- FORMALIDADES

En los procedimientos administrativos no se podrán exigir mayores formalidades y requisitos que los expresamente establecidos en este Código y en las normas aplicables.

ARTÍCULO 388.- MANERA DE EFECTUAR LOS TRÁMITES

Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se disponga otra cosa respecto de algún trámite, se observarán las reglas siguientes:

I.- Deberán presentarse solamente en original, y sus anexos, en copia simple, en un tanto. Si el interesado requiere que se le acuse recibo, deberá adjuntar una copia para ese efecto.

II.- Todo documento original puede presentarse en copia certificada y éstos podrán acompañarse de copia simple, para cotejo, caso en el que se regresará al interesado el documento cotejado.

III.- En vez de entregar copia de los permisos, registros, licencias y, en general, de cualquier documento expedido por la dependencia u organismo descentralizado de la administración pública ante la que se realice el trámite, los interesados podrán señalar los datos de identificación de dichos documentos.

IV.- Excepto cuando un procedimiento se tenga que dar vista a terceros, los interesados no estarán obligados a proporcionar datos o entregar juegos adicionales de documentos entregados previamente a la dependencia u organismo descentralizado de la administración pública ante la que realicen el trámite correspondiente, siempre y cuando señalen los datos de identificación del escrito en el que se citaron o con el que se acompañaron y el nuevo trámite lo realicen ante la propia dependencia u organismo descentralizado, aun y cuando lo hagan ante una unidad administrativa diversa, incluso si se trata de un órgano administrativo desconcentrado.

ARTÍCULO 389.- FACULTADES DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS 

Las autoridades administrativas podrán desahogar cuanta diligencia consideren conveniente para el conocimiento de la verdad material de los hechos y resolver lo que exija el interés público. 

ARTÍCULO 390.- CLASIFICACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS

Los procedimientos administrativos que, por exigencia legal, deben iniciar los particulares interesados ante las dependencias o entidades para satisfacer o ejercer sus intereses o derechos, se clasifican conforme a las disposiciones del presente Título en procedimientos de aprobación automática o de tramitación previa. Cada dependencia o entidad descentralizada o desconcentrada de la administración pública estatal o municipal señalara los trámites, plazos y requisitos para conformar el Registro Único  de Trámites Administrativos RUTA en los términos de la Ley de Mejora Regulatoria para el Estado de Coahuila de Zaragoza, siguiendo los criterios establecidos en dicha Ley y en este Código, los que serán de conocimiento público a efecto de permitir su aplicación a los ciudadanos.

ARTÍCULO 391.- APROBACIÓN AUTOMÁTICA

Son procedimientos de aprobación automática, sujetos a la presunción de veracidad, aquellos conducentes a la revalidación de licencias, autorizaciones, permisos, registros o declaraciones que habiliten para el ejercicio continuado de actividades profesionales, sociales, económicas o laborales en el ámbito privado, siempre que no afecten derechos de terceros y sin perjuicio de la fiscalización posterior que realice la administración.

En estos casos el trámite se podrá hacer mediante un aviso por escrito, que contendrá la manifestación del interesado, bajo protesta de decir verdad, en el sentido de que las condiciones en que se le otorgó u obtuvo originalmente la licencia, autorización, permiso, registro o declaración de que se trate, no han variado. Dicho trámite se podrá realizar dentro de los quince días hábiles previos a la conclusión de su vigencia, sin perjuicio del pago de derechos que la revalidación origine y de las facultades de verificación de las autoridades competentes. 

La normatividad establecerá los casos en que proceda previamente la declaración o registro de manifestación de los particulares, sobre sus datos identificativos y demás requisitos exigibles en este orden para el ejercicio de un derecho o el inicio de una actividad. En estos casos, el trámite estará basado en la recepción y registro de las manifestaciones que bajo su responsabilidad y protesta de decir verdad formule el interesado.

En estos procedimientos, los órganos o entidades de la administración pública del Estado o de los municipios no emitirán ningún pronunciamiento expreso confirmatorio de la aprobación automática, debiendo sólo realizar la fiscalización posterior. Sin embargo, cuando en los procedimientos de aprobación automática se requiera necesariamente de la expedición de un documento sin el cual el usuario no puede hacer efectivo su derecho, el plazo máximo para su expedición es de cinco días hábiles, sin perjuicio de aquellos plazos mayores fijados por leyes especiales anteriores a la vigencia de la presente Ley.

La petición será considerada aprobada desde el mismo momento de su presentación ante la entidad competente para conocerla, siempre que en su caso cumpla con los requisitos y entregue la documentación completa, exigidos en el Registro Único de Trámites Administrativos y en el Registro Único de Personas Acreditadas previstos en la Ley de Mejora Regulatoria del Estado de Coahuila de Zaragoza y producirán los efectos que se determinen en cada caso por la legislación correspondiente permitiendo, con carácter general, el reconocimiento o ejercicio de un derecho o bien el inicio de una actividad, desde el día de su presentación, sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e inspección a que se refiere el artículo siguiente.

Como constancia de la aprobación automática de la solicitud del administrado, basta la copia del escrito o del formato presentado conteniendo el sello oficial de recepción, sin observaciones e indicando el número de registro de la solicitud, fecha, hora y firma del agente receptor.

El procedimiento para revalidación no será aplicable a concesiones ni a permisos para el uso o aprovechamiento de bienes del patrimonio del Estado o de sus municipios.

ARTÍCULO 392.- FISCALIZACIÓN POSTERIOR

Por la fiscalización posterior, la dependencia o entidad ante la que se realiza un procedimiento de aprobación automática, queda obligada a verificar de oficio mediante el sistema del muestreo, la autenticidad de las declaraciones, de los documentos, de las informaciones y de las traducciones, en su caso, proporcionadas por el interesado.
La fiscalización comprenderá no menos del diez por ciento de todos los expedientes sujetos a la modalidad de aprobación automática por semestre, pudiendo incrementarse teniendo en cuenta el impacto que en el interés general, en la economía, en la seguridad o en la salud ciudadana pueda conllevar la ocurrencia de fraude o falsedad en la información, documentación o declaración presentadas.

Dicha fiscalización deberá efectuarse de acuerdo a los lineamientos que para tal efecto dicte la Secretaria de Fiscalización, dados a conocer mediante su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

En caso de comprobar fraude o falsedad en la declaración, información o en la documentación presentada por el interesado, la dependencia o entidad considerará no satisfecha la exigencia respectiva para todos sus efectos, procediendo a comunicar el hecho a la autoridad jerárquicamente superior, si lo hubiere, para que se declare la nulidad del acto administrativo sustentado en dicha declaración, información o documento; imponga a quien haya empleado esa declaración, información o documento una multa no menor de la media que señala la fracción II del artículo 44 de este Código en favor del fisco; y, además, si la conducta se adecua a los supuestos previstos en el Código Penal para el delito de perjurio o falsedad, ésta deberá ser comunicada al Ministerio Público para que ejercite la acción penal correspondiente.

Asimismo, la resolución de la Administración Pública que declare tales circunstancias podrá determinar la obligación del interesado de restituir la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la actividad correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto durante un periodo de tiempo determinado, todo ello conforme a los términos establecidos en las normas sectoriales aplicables.

ARTÍCULO 393.- CONTENIDO MÍNIMO DE LOS PROCEDIMIENTOS DE TRAMITACIÓN PREVIA

Las dependencias y entidades descentralizadas y desconcentradas del Estado y de los municipios, deberán inscribir sus trámites o actos administrativos  en el Registro Único de Trámites Administrativos de la Secretaria de Fiscalización con la siguiente información, como mínimo: 

I. - Nombre del servicio, trámite o acto administrativo. 

II.- Nombre de la dependencia ante la cual se realiza el servicio, trámite o acto administrativo. 

III.- Cargo del servidor público responsable de atenderlo y resolverlo. 

IV.- Fundamento jurídico que da origen al servicio, trámite o acto administrativo. 

V.- Casos o supuestos en los que debe de presentarse el servicio, trámite acto administrativo. 

VI.- Formatos que sean empleados durante la tramitación del respectivo procedimiento administrativo.

VII.- Horarios de atención, números de teléfono, fax, correo electrónico, domicilio y cualquier otro dato que facilite la localización de la dependencia. 

VIII.- Listado de los requisitos que se deben de cumplir al gestionar el servicio trámite o acto administrativo. 

IX.- Datos de los anexos que se deben incluir al realizar el servicio, trámite o acto administrativo. 

X.- Monto de los derechos. 

XI.- Plazo máximo de respuesta y si conforme a las disposiciones jurídicas aplicables opera la afirmativa o la negativa ficta. 

XII.- Recursos o medios de impugnación que puede hacer valer en caso de no ser satisfactoria la respuesta o no darse ésta en el plazo establecido. 

XIII.- Vigencia del trámite. 

XIV.- Información adicional que se estime necesaria para facilitar el servicio, trámite o acto administrativo. 

ARTÍCULO 394.- CRITERIOS PARA ESTRUCTURAR  EL PROCEDIMIENTO

En la estructuración de los procedimientos administrativo, se atenderá a las siguientes consideraciones:

I.- Solamente serán incluidos como requisitos exigidos para su realización, aquellos que razonablemente sean indispensables para obtener el pronunciamiento correspondiente, atendiendo además a sus costos y beneficios.

II.- Para tal efecto, cada entidad considera como criterios:

1. La documentación que conforme a este Código pueda ser solicitada y la que no puede ser requerida, así como los medios de prueba sucedáneos en reemplazo de documentación original cuando ello fuere necesario.

2. Su necesidad y relevancia en relación al objeto del procedimiento administrativo y para obtener el pronunciamiento requerido.

3. La capacidad real de la entidad para procesar la información exigida, en vía de evaluación previa o fiscalización posterior.

ARTICULO 395.- BASES DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE TRAMITACIÓN PREVIA

Los procedimientos administrativos de tramitación previa, se sujetarán a las siguientes bases:

I.- La Secretaria de Fiscalización del Gobierno del Estado, mantendrá el  Registro que contendrá la relación de todos los trámites que los particulares deben realizar y diseñará e instrumentará mecanismos físicos y electrónicos de difusión de la información del marco regulatorio hacia los particulares para facilitarles su empleo.

II.- En este registro se comprenderán todas las diligencias, plazos y requisitos que respecto a cada procedimiento  le corresponda aplicar a una dependencia o entidad administrativa del Estado o de los municipios, requerido por los particulares para satisfacer sus intereses o derechos mediante el pronunciamiento de cualquiera de sus órganos, siempre que esa exigencia cuente con respaldo legal y este consignado en el Registro Único de Trámites Administrativos de la Secretaria de Fiscalización, revisado y aprobado por el Ejecutivo y Publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

III.- Cada dependencia o entidad administrativa deberá precisar de manera clara y taxativa todos los requisitos exigidos para la realización completa de cada procedimiento a que se refieren los artículos 384 de este Código y 36 de la Ley de Mejora Regulatoria para el Estado de Coahuila de Zaragoza, a cuyo efecto elaboraran los formularios que deban ser empleados durante la tramitación del respectivo procedimiento; así como su calificación según corresponda a un procedimiento de aprobación automática o de evaluación previa, y en este último caso, si el silencio administrativo aplicable debe considerarse como negativo o positivo.

IV.- De igual forma determinaran las vías de recepción adecuadas para acceder a los procedimientos a que se refiere el Registro Único de Trámites Administrativos y la autoridad competente para resolver en cada instancia del procedimiento y los recursos a interponerse.

ARTÍCULO 396.- APROBACIÓN Y DIFUSIÓN DE LOS FORMULARIOS DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS

La Secretaría de Fiscalización remitirá a la Secretaría de Gobierno los trámites, plazos y requisitos que respecto a cada diligencia o procedimiento administrativo le corresponda aplicar a una dependencia o entidad determinada, para su revisión final por parte del Ejecutivo del Estado, a efecto de que una vez aprobados, sean publicados en el Periódico Oficial. De igual forma, los remitirá tratándose del ámbito municipal, a los ayuntamientos respectivos para que, los aprueben y, en su caso, los manden publicar en el mismo Periódico Oficial. 

Sin perjuicio de la indicada publicación, cada dependencia o entidad realiza la difusión de los formularios de sus procedimientos por los medios que estime más eficaces, incluso poniéndolos a disposición de los interesados en lugar visible y de fácil acceso en sus oficinas.

La legalidad y el contenido de la información inscrita en el Registro Único de Trámites Administrativos, una vez realizada la publicación,  será de la estricta responsabilidad de las dependencias que proporcionen dicha información. 

Cada dos años, las Unidades de Mejora Regulatoria a que se refiere la ley de la materia, deberán revisar y actualizar los trámites inscritos en el Registro, bajo la responsabilidad de cada titular de la dependencia o entidad; sin embargo, podrán hacerlo antes, cuando consideren que las modificaciones producidas en los mismos lo ameriten. 

Las dependencias administrativas o entidades correspondientes no podrán exigir trámites distintos a los inscritos, salvo los previstos en disposiciones expedidas con posterioridad. 

ARTÍCULO 397.- DOCUMENTOS E INFORMACIONES DE LOS INTERESADOS

Para el cumplimiento de los requisitos correspondientes a los procedimientos administrativos, las autoridades y entidades están obligadas a recibir los siguientes documentos e informaciones en vez de la documentación oficial, a la cual reemplazan con el mismo mérito probatorio.

I.- Copias simples o certificadas por notario o corredores, en reemplazo de documentos originales de tales documentos. Las copias simples serán aceptadas, estén o no certificadas por notarios, funcionarios o servidores públicos en el ejercicio de sus funciones y tendrán el mismo valor que los documentos originales para el cumplimiento de los requisitos correspondientes a la tramitación de procedimientos administrativos seguidos ante cualquier dependencia o entidad. Sólo se exigirán copias certificadas por fedatarios en los casos en que sea razonablemente indispensable.

II.- Traducciones simples con la indicación y suscripción de quien se desempeñe como traductor debidamente identificado, en lugar de traducciones oficiales.

III.- Las expresiones escritas del interesado contenidas en declaraciones bajo protesta de decir verdad, mediante las cuales afirman su situación o estado favorable en relación con los requisitos que solicita la autoridad, en reemplazo de certificaciones oficiales sobre las condiciones especiales del propio interesado, tales como antecedentes policiales, certificados de buena conducta, de domicilio, de supervivencia, de orfandad, de viudez, de pérdida de documentos, entre otros.

IV.- Instrumentos privados, documentos notariales o copias simples de las escrituras públicas, en vez de instrumentos públicos de cualquier naturaleza, o testimonios notariales, respectivamente.

V.- Constancias originales suscritas por profesionales independientes debidamente identificados en reemplazo de certificaciones oficiales acerca de las condiciones especiales del particular o de sus intereses cuya apreciación requiera especiales actitudes técnicas o profesionales para reconocerlas, tales como certificados de salud o planos arquitectónicos, entre otros. 

VI.- Copias fotostáticas de formatos oficiales o una reproducción particular de ellos elaborada por el particular respetando integralmente la estructura de los definidos por la autoridad, en sustitución de los formularios oficiales aprobados por la propia entidad para el suministro de datos.

La presentación y la admisión de los substitutos de los documentos, se hace al amparo del principio de presunción de veracidad y conlleva la realización obligatoria de acciones de fiscalización posterior a cargo de dichas entidades.

Lo dispuesto en el presente artículo es aplicable aun cuando una norma expresa disponga la presentación de documentos originales.

Las disposiciones contenidas en este artículo no limitan el derecho del interesado a presentar la documentación prohibida de exigir, en caso de ser considerado conveniente a su derecho.

ARTÍCULO 398.- DOCUMENTACIÓN QUE ESTA PROHIBIDO SOLICITAR
Para el inicio, prosecución o conclusión de un procedimiento, las autoridades administrativas tienen prohibido solicitar a los particulares interesados la presentación de la documentación siguiente:

I.- Aquella que la entidad solicitante posea o deba poseer en virtud de algún trámite realizado anteriormente por el interesado en cualquiera de sus dependencias, durante tres años anteriores inmediatos, siempre que los datos no hubieren sufrido variación ni haya vencido la vigencia del documento entregado. Para acreditarlo, basta que el interesado exhiba la copia donde conste dicha presentación, debidamente sellado y fechado por la entidad receptora.

II.- Aquella que haya sido expedida por la misma autoridad administrativa o por otras autoridades públicas del sector, en cuyo caso corresponde recabarlas a la propia entidad a solicitud del interesado.

III.- La presentación de más de dos ejemplares de un mismo documento ante la entidad, salvo que sea necesario notificar a otros tantos interesados.

IV.- Fotografías, salvo para obtener documentos de identidad, pasaporte o licencias o autorizaciones de índole personal o por razones de seguridad. Los interesados tendrán libertad de escoger la empresa en la cual sean obtenidas las fotografías, con excepción de los casos de digitalización de imágenes.

V.- Documentos de identidad personal distintos a la credencial de elector o Cedula Única de Registro de Población. Asimismo, sólo se exigirá para los ciudadanos extranjeros pasaporte o documento que acredite su legal estancia en el país, según corresponda.

VI.- Documentos o copias nuevas, cuando sean presentadas otras, no obstante haber sido producidos para otra finalidad, salvo que sean ilegibles.

Las disposiciones contenidas en este artículo no limitan la facultad del administrado para presentar espontáneamente la documentación mencionada, de considerarlo conveniente.

ARTÍCULO 399.- RÉGIMEN DE DEPENDENCIAS SIN  FORMULARIOS DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS VIGENTE

Cuando las dependencias no cumplan con publicar sus formularios de procedimientos administrativos, o lo publique  omitiendo procedimientos, los particulares interesados, sin perjuicio de que se haga efectiva la responsabilidad de la autoridad infractora, quedan sujetos al siguiente régimen:

I.- Respecto de los procedimientos administrativos que corresponde ser aprobados automáticamente, los interesados quedan liberados de la exigencia de iniciar ese procedimiento para obtener la autorización previa, para realizar su actividad profesional, social, económica o laboral, sin ser sujetos de sanciones por el libre desarrollo de tales actividades. La suspensión de esta prerrogativa concluye a partir de la publicación de los procedimientos omitidos, sin efecto retroactivo.

II.- Respecto a asuntos que por su singular importancia o complejidad no pueden ser reconducidos en un formulario por expresa determinación de la autoridad administrativa.

III.- Respecto de las demás materias sujetas a procedimiento de evaluación previa, se seguirá el procedimiento  previsto en cada caso  por esté Titulo.

CAPÍTULO SEGUNDO

COMPETENCIA

ARTÍCULO 400.- FUENTE DE COMPETENCIA ADMINISTRATIVA

La competencia de las autoridades administrativas  tiene su fuente en la Constitución y en la ley, y es reglamentada por las normas administrativas que de aquellas se derivan.

Toda autoridad y entidad es competente para realizar las tareas materiales internas necesarias para el eficiente cumplimiento de su misión y objetivos, así como para la distribución de las atribuciones que se encuentren comprendidas dentro de su competencia.

La competencia es obligatoria e irrenunciable; se ejercerá por los órganos administrativos que la tengan atribuida como propia, salvo los casos de delegación previstos en las disposiciones jurídicas aplicables. 

ARTÍCULO 401.- PRESUNCIÓN DE COMPETENCIA DESCONCENTRADA 

Cuando una norma atribuya a una entidad alguna competencia o facultad sin especificar que órgano a su interior debe ejercerla, debe entenderse que corresponde al órgano de inferior jerarquía de función más similar vinculada a ella en razón de la materia y de territorio, y, en caso de existir varios órganos posibles, al superior jerárquico común.

Particularmente compete a estos órganos resolver los asuntos que consistan en la simple confrontación de hechos con normas expresas o asuntos tales como: certificaciones, inscripciones, remisiones al archivo, notificaciones, expedición de copias certificadas de documentos, comunicaciones o la devolución de documentos.

Cada entidad es competente para realizar tareas materiales internas necesarias para el eficiente cumplimiento de su misión y objetivos.

ARTÍCULO 402.- CARÁCTER INALIENABLE DE LA COMPETENCIA ADMINISTRATIVA

Es nulo todo acto administrativo o convenio que contemple la renuncia a la titularidad, o la abstención del ejercicio de las atribuciones conferidas a algún órgano administrativo.

Sólo por ley mediante mandato judicial expreso, en un caso concreto, puede ser exigible a una autoridad no ejercer alguna atribución administrativa.

La demora o negligencia en el ejercicio de la competencia o su no ejercicio cuando ello corresponda, constituye falta disciplinaria imputable a la autoridad respectiva.

ARTÍCULO 403.- DECLARACIÓN DE COMPETENCIA

Antes de cualquier decisión, el órgano administrativo deberá cerciorarse de que está dotado de competencia para conocer el asunto que se le proponga. La incompetencia debe declararse de oficio o puede ser hecha valer por los interesados.

ARTÍCULO 404.- EJERCICIO DE LA COMPETENCIA

El ejercicio de la competencia es una obligación directa del órgano administrativo que la tenga atribuida como propia, salvo el cambio de competencia por motivos de delegación o atracción, según lo disponga la ley.

El encargo de gestión, la delegación de firma y la suplencia no suponen alteración de la titularidad de la competencia.

No puede ser cambiada, alterada o modificada la competencia de las autoridades o entidades prevista en la Constitución.

ARTÍCULO 405.- CAMBIOS DE COMPETENCIA POR MOTIVOS ORGANIZACIONALES

Si durante la tramitación de un procedimiento administrativo, la competencia para conocerlo es transferida a otro órgano o entidad administrativa por motivos organizacionales, en éste continuará el procedimiento sin retrotraer etapas ni suspender plazos.

Cuando a un órgano administrativo se le atribuyan nuevas competencias, deberán remitírsele los expedientes de los procedimientos administrativos que se estuviesen sustanciando por otros. 

ARTÍCULO 406.- EXTINCIÓN DEL ÓRGANO ADMINISTRATIVO

Cuando una norma extinga un órgano administrativo y se encuentre en trámite un procedimiento, será sustanciado y terminado por: 

I.- El órgano administrativo que determine la norma de la que deriva la extinción. 

II.- El titular de la dependencia o entidad de la administración pública del Estado o de sus municipios al que la norma le atribuya ese tipo de facultades. 

ARTÍCULO 407.- DELEGACIÓN DE COMPETENCIA

Las autoridades administrativas pueden delegar el ejercicio de competencia conferida a sus órganos en otras autoridades cuando existan circunstancias de índole técnica, económica, social o territorial que lo hagan conveniente.

Son indelegables las atribuciones esenciales del órgano que justifican su existencia, las atribuciones para emitir normas generales, para resolver recursos administrativos en los órganos que hayan dictado los actos objeto de recurso, y las atribuciones a su vez recibidas en delegación.

Mientras dure la delegación, no podrá el delegante ejercer la competencia que hubiese delegado, salvo los supuestos en que la ley permite la atracción.

Los actos administrativos emitidos por delegación indicarán expresamente esta circunstancia y serán considerados emitidos por la entidad delegante.

La delegación se extingue por revocación o por el cumplimiento del plazo o la condición previstos en el acto de delegación.

ARTÍCULO 408.- DEBER DE VIGILANCIA DEL DELEGANTE

El delegante tendrá siempre la obligación de vigilar la gestión del delegado, y podrá ser responsable con éste por culpa en la vigilancia.

ARTÍCULO 409.-  ATRACCIÓN DE COMPETENCIA

Con carácter general, la ley puede considerar casos excepcionales de atracción de conocimiento por parte de los superiores, en razón de la materia, o de la particular estructura de cada dependencia o entidad.

La autoridad o entidad delegante podrá abocarse de nueva cuenta al conocimiento y decisión de cualquier asunto concreto que corresponda decidir a otra, en virtud de delegación.

ARTÍCULO 410.- DISPOSICIÓN COMÚN A LA DELEGACIÓN Y ATRACCIÓN DE COMPETENCIA

Todo cambio de competencia debe ser temporal, motivado, y estar su contenido referido a una serie de actos o procedimientos señalados en el acto que lo origina. La decisión en que se disponga deberá ser notificada a los interesados comprendidos en el procedimiento en curso con anterioridad a la resolución que se dicte.

ARTÍCULO 411.- ENCARGO DE GESTIÓN

La realización de actividades con carácter material, técnico o de servicios de competencia de un órgano puede ser encargada a otros órganos administrativos por razones de eficacia, o cuando la encargada posea los medios idóneos para su desempeño por sí misma.

El encargo será formalizado mediante convenio, donde conste la expresa mención de la actividad o actividades a las que afecten, el plazo de vigencia, la naturaleza y su alcance.

El órgano que efectúa el encargo conservara la titularidad de la competencia y  la responsabilidad por ella, debiendo supervisar la actividad.

Mediante decreto del Ejecutivo, puede facultarse a las dependencias o entidades a realizar encargos de gestión a personas jurídicas no estatales, cuando razones de índole técnico lo haga aconsejable bajo los mismos términos previstos en este artículo.

ARTÍCULO 412.- DELEGACIÓN DE FIRMA

Los titulares de los órganos administrativos pueden delegar mediante comunicación escrita la firma de actos y decisiones de su competencia en sus inmediatos subalternos, o en los titulares de los órganos o unidades administrativas que de ellos dependan, salvo en caso de resoluciones de procedimientos sancionadores, o aquellas que agoten la vía administrativa.

En caso de delegación de firma, el delegante será el único responsable y el delegado se limitará a firmar lo resuelto por aquél.

El delegado suscribe los actos con la anotación “por”, seguido del nombre y cargo del delegante.

ARTÍCULO 413.- SUPLENCIA

El desempeño de los cargos de los titulares de los órganos administrativos puede ser suplido temporalmente en caso de vacancia o ausencia justificada, por quien designe la ley o la autoridad competente para efectuar el nombramiento de aquellos.

El suplente sustituye al titular para todo efecto legal, ejerciendo las funciones del órgano con la plenitud de los poderes y deberes que las mismas contienen.

Si no es designado titular o suplente, el cargo es asumido transitoriamente por quien le sigue en jerarquía en dicha unidad; y ante la existencia de más de uno con igual nivel, por quien desempeñe el cargo con mayor vinculación a la gestión del área que suple; y, de persistir la equivalencia, el de mayor antigüedad; en todos los casos con carácter de interino.

ARTÍCULO 414.- DESCONCENTRACIÓN

La titularidad y el ejercicio de competencia asignada a los órganos administrativos se desconcentrará en otros jerárquicamente dependientes de aquellos, siguiendo los criterio establecidos en este Código y en las leyes aplicables.
Los órganos de dirección de las autoridades administrativos están liberados de cualquier procedimiento de ejecución, de emitir comunicaciones ordinarias y de las tareas de formalización de actos administrativos, con el objeto de que puedan concentrarse en actividades de planeamiento, supervisión, coordinación, control interno de su nivel y en la evaluación de resultados.

A los órganos jerárquicamente dependientes se les puede transferir competencia para emitir resoluciones, con el objeto de aproximar a los administrados las facultades administrativas que conciernen a sus intereses.

Cuando proceda la impugnación contra actos administrativos emitidos en ejercicio de competencia desconcentrada, corresponderá resolver a quienes las haya transferido, salvo disposición legal distinta.

ARTÍCULO 415.- DECLARACIÓN DE INCOMPETENCIA DE OFICIO

Bajo los principios de coordinación y colaboración entre la administración pública, cuando un órgano administrativo estime que carece de competencia para conocer un determinado asunto, presentado dentro del término legal correspondiente, deberá remitir el escrito o expediente al órgano que estime competente, notificándolo al particular interesado y se deberá tener por presentado en tiempo; siempre y cuando se trate del mismo ámbito de gobierno, sea estatal o municipal y, en caso de órganos municipales, siempre que se trate del mismo municipio. 

ARTÍCULO 416.- DECLARACIÓN DE INCOMPETENCIA A PETICIÓN DE PARTE

Los interesados que intervengan en el procedimiento administrativo podrán dirigirse al órgano administrativo que se encuentre conociendo de un asunto para que decline su competencia y remita las actuaciones al órgano competente. Asimismo, podrán dirigirse al órgano que estimen competente para que requiera de inhibición al que esté conociendo del asunto. 

ARTÍCULO 417.- RESOLUCIÓN DE LOS CONFLICTOS DE COMPETENCIA

Los conflictos de competencia serán resueltos de la siguiente forma: 

I.- Cuando el conflicto se presente entre dependencias o entre entidades, o bien, entre ambos, de la administración pública del Estado, serán resueltos en los términos de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y a falta de disposición expresa, por el Gobernador del Estado.

II.- Cuando se presente entre la administración pública del Estado y una municipal o entre administraciones municipales, será resuelto de conformidad con el artículo 158 fracción I, incisos 2, 5, y 6  de la Constitución Política para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

III.- Cuando se susciten entre dependencias o entre entidades, o bien, entre ambos, de la administración pública de un municipio, serán resueltos de conformidad con las disposiciones jurídicas municipales y a falta de éstas por el Presidente Municipal. 

ARTÍCULO 418.- CONFLICTO CON LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL

Cuando, durante la tramitación de un procedimiento administrativo, la autoridad ante quien se tramita adquiera conocimiento que se está cursando en sede jurisdiccional una cuestión litigiosa entre dos particulares sobre determinadas relaciones de derecho privado que precisen ser esclarecidas previamente al pronunciamiento administrativo, solicitará al órgano jurisdiccional comunicación sobre las actuaciones realizadas.

Recibida la comunicación, y sólo si estima que existe estricta identidad de sujetos, hechos y fundamentos, la autoridad competente para la resolución del procedimiento podrá determinar su inhibición hasta que el órgano jurisdiccional resuelva el litigio.

La resolución inhibitoria será elevada en consulta al superior jerárquico, si lo hubiere, aun cuando no medie petición de parte. 

ARTÍCULO 419.- DEBERES DE LAS AUTORIDADES EN LOS PROCEDIMIENTOS

Son deberes de las autoridades respecto del procedimiento administrativo y de sus partícipes, los siguientes:

I.- Actuar dentro del ámbito de su competencia y conforme a los fines para los que les fueron conferidas sus atribuciones.

II.- Desempeñar sus funciones siguiendo los principios del procedimiento administrativo previsto en el Capítulo Segundo, Titulo Primero, Libro Primero de éste Código.

III.- Encausar de oficio el procedimiento, cuando advierta cualquier error u omisión de los administrados, sin perjuicio de la actuación que les corresponda  a ellos.

IV.- Abstenerse de exigir a los administrados el cumplimiento de requisitos, la realización de trámites, el suministro de información o la realización de pagos, no previstos legalmente.

V.- Realizar las actuaciones a su cargo en tiempo hábil, para facilitar a los administrados el ejercicio oportuno de los actos procedimentales de su cargo.

VI.- Resolver explícitamente todas las solicitudes presentadas, salvo en aquellos procedimientos de aprobación automática.

VII.- Velar por la eficacia de las actuaciones procedimentales, procurando la simplificación en sus trámites, sin más formalidades que las esenciales para garantizar el respeto a los derechos de los administrados o para propiciar certeza en las actuaciones.

VIII.- Interpretar las normas administrativas de forma que mejor atienda el fin público al cual se dirigen, preservando razonablemente los derechos de los administrados.

IX.- Los demás previstos en la presente Ley o derivados del deber de proteger, conservar y brindar asistencia a los derechos de los administrados, con la finalidad de preservar su eficacia.

CAPÍTULO TERCERO

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN

SECCIÓN PRIMERA

INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO

ARTÍCULO 420.-
FORMAS DE INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO

El procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio o a petición de los particulares interesados, salvo que por disposición legal o por su finalidad, corresponda ser iniciado exclusivamente de oficio o a instancia de parte.

ARTÍCULO 421.- INICIO DE OFICIO

El procedimiento se iniciará de oficio mediante acuerdo por escrito del órgano competente:

I.- Por iniciativa del propio órgano, cuando tenga una motivación basada en una disposición legal.

II.- Como consecuencia de una orden superior que se fundamente en ese sentido.

III.- En mérito de una denuncia.

Con anterioridad al acuerdo de iniciación del procedimiento, la autoridad podrá abrir un período de información previa, con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto y estar en posibilidad de determinar la conveniencia o no de iniciar el procedimiento.

ARTÍCULO 422.- NOTIFICACIÓN AL PARTICULAR AFECTADO DEL INICIO DE OFICIO DEL PROCEDIMIENTO

El inicio de oficio del procedimiento deberá ser notificado a los particulares cuyos intereses o derechos protegidos puedan ser afectados por los actos a ejecutar para el ejercicio del derecho de defensa, salvo en caso de fiscalización posterior a solicitudes o a su documentación, acogidos a la presunción de veracidad. La notificación incluye la información sobre la naturaleza, alcance y de ser previsible, el plazo estimado de  duración del procedimiento, así como de sus derechos y obligaciones en el curso de las actuaciones.

La notificación será realizada inmediatamente después de emitida la decisión, salvo que la normativa autorice que sea diferida por su naturaleza confidencial basada en el interés público.

ARTÍCULO 423.- DERECHO A FORMULAR DENUNCIAS

Todo particular está facultado para comunicar a la autoridad competente aquellos hechos que conociera contrarios al orden legal, sin necesidad de sustentar la afectación inmediata de algún derecho o interés legítimo, ni que por esta actuación sea considerado sujeto del procedimiento.

La comunicación debe exponer claramente la relación de los hechos, las circunstancias de tiempo, lugar y modo que permitan su constatación, la indicación de sus presuntos autores, partícipes y afectados, el aporte de la evidencia o su descripción para que la autoridad proceda a su ubicación, así como cualquier otro elemento que permita su comprobación.

Su presentación obliga a practicar las diligencias preliminares necesarias y, una vez comprobada su verosimilitud, a iniciar de oficio la respectiva investigación. El rechazo de una denuncia debe ser motivado y comunicado al denunciante, si estuviese individualizado.

ARTÍCULO 424.- INICIO A PETICIÓN DE PARTE

Cualquier persona puede promover por escrito el inicio de un procedimiento administrativo ante cualquier dependencia o entidad, ejerciendo el derecho de petición reconocido en la Constitución General de la República, en la del Estado y  en el Titulo Segundo de este Código.

El derecho de petición administrativa comprende las facultades de presentar solicitudes en interés particular del administrado, de realizar solicitudes en interés general de la colectividad, de contradecir actos administrativos, las facultades de pedir informaciones, de formular consultas y de presentar solicitudes de gracia.

Las peticiones podrán formularse en cualquier tiempo mientras no se hayan extinguido los derechos que se invocan, en términos de las disposiciones legales aplicables, salvo los casos en que éstas señalen un plazo determinado.

Este derecho implica la obligación de dar al interesado una respuesta por escrito dentro de los plazos legales previstos por la ley, según la petición de que se trate.

ARTÍCULO 425.- PETICIÓN EN INTERÉS PARTICULAR 

Cualquier particular interesado con capacidad jurídica tiene derecho a presentarse personalmente o hacerse representar ante la autoridad o entidad administrativa, para solicitar por escrito la satisfacción de su interés legítimo, obtener la declaración, el reconocimiento u otorgamiento de un derecho, la constancia de un hecho o ejercer una facultad.

ARTÍCULO 426.- PETICIÓN  EN INTERÉS GENERAL 

Las personas físicas o morales pueden presentar petición o contradecir actos ante la autoridad o entidad administrativa competente, aduciendo el interés difuso de la sociedad.
Comprende esta facultad la posibilidad de comunicar y obtener respuesta sobre la existencia de problemas, trabas u obstáculos normativos o provenientes de prácticas administrativas que afecten el acceso a las dependencias, la relación con los particulares o el cumplimiento de los principios procedimentales, así como a presentar alguna sugerencia o iniciativa dirigida a mejorar la calidad de los servicios, incrementar el rendimiento o cualquier otra medida que suponga un mejor nivel de satisfacción de la sociedad respecto a los servicios públicos.

ARTÍCULO 427.- FACULTAD DE CONTRADICCIÓN ADMINISTRATIVA

Frente a un acto que se supone viola, afecta, desconoce o lesiona un derecho o un interés legítimo, procede su contradicción en la vía administrativa en la forma prevista en este Código, para que sea revocado, modificado, anulado o sean suspendidos sus efectos.

Para que el interés pueda justificar la titularidad del particular interesado, debe ser legítimo, personal, actual y probado. El interés puede ser material o moral.

La recepción o atención de una contradicción no puede ser condicionada al previo cumplimiento del acto respectivo.

ARTÍCULO 428.- DERECHO A SOLICITAR INFORMACIÓN

El derecho de petición incluye el de solicitar la información que obra en poder de las autoridades administrativas, siguiendo el régimen previsto en la Constitución y la Ley.

Las autoridades y entidades administrativas establecerán mecanismos de atención a los pedidos sobre información específica y preverán el suministro de oficio a los interesados, incluso vía telefónica o por internet de la información general sobre los temas de interés recurrente para la ciudadanía.

ARTÍCULO 429.- FACULTAD DE FORMULAR CONSULTAS

El derecho de petición incluye las consultas por escrito a las autoridades y entidades administrativas, sobre las materias a su cargo y el sentido de la normativa vigente que comprende su accionar, particularmente aquella emitida por la propia autoridad o entidad.

Cada  órgano de la administración atribuirá a una o más de sus unidades competencia para desahogar las consultas sobre la base de los precedentes de interpretación seguidos en él.

ARTÍCULO 430.- PETICIONES DE GRACIA

Por la facultad de formular peticiones de gracia, el particular interesado puede solicitar a la autoridad o entidad competente la emisión de un acto sujeto a su discrecionalidad o a su libre apreciación, o prestación de un servicio cuando no cuenta con otro título legal específico que permita exigirlo como una petición en interés particular.

ARTÍCULO 431.- MANERA DE FORMULAR LA INICIATIVA A PETICIÓN DE PARTE

Toda petición para iniciar un procedimiento administrativo, deberá formularse por escrito o por medios electrónicos en los casos que la ley lo autorice, en la que se expresará:

I.- La indicación del órgano o la entidad a la cual es dirigida, entendiéndose por tal, en lo posible, a la autoridad de grado más cercano al peticionario, según la jerarquía, con competencia para conocer y resolver el asunto que se plantea.

II.- El nombre, denominación o razón social del peticionario y, en su caso, de quien promueve en su nombre; así como su identificación oficial en el caso de que le sea exigible y si cuentan con ella, su clave de identificación del Registro Único de Personas Acreditadas en el Estado de Coahuila.

III.- El domicilio para recibir notificaciones, que deberá estar ubicado dentro del territorio del Estado o del Municipio correspondiente, así como la identificación del medio preferente para recibirlas, a cuyo efecto podrá agregar el número de fax o la dirección electrónica. También podrá designar a la persona autorizada para recibirlas en su nombre.

Este señalamiento de domicilio surte sus efectos desde su indicación y es presumido subsistente, mientras no sea comunicado expresamente su cambio.

IV.- La expresión clara y concreta de lo pedido, las razones o fundamentos de hecho que le sirvan de apoyo y, cuando le sea posible, los de derecho.

V.- La relación de los documentos y anexos que se deban acompañar, indicados en el Registro Único de Trámites Administrativos

VI.- Las pruebas que se ofrezcan, en su caso.
VII.- La modalidad en la que prefiere se le dé respuesta a su petición, la cual podrá ser mediante consulta directa, copias simples, certificadas, digitalizadas u otro tipo de medio electrónico. 

VIII.- La firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por los medios previstos en este Código u otras leyes, atendiendo en lo conducente lo dispuesto en los artículos 161 y 162 de este ordenamiento.

Cuando las pretensiones correspondientes a una pluralidad de personas tengan un contenido y fundamento idéntico o sustancialmente similar, podrán ser formuladas en una única petición, salvo que las normas reguladoras de los procedimientos específicos dispongan otra cosa.

La autoridad tiene la obligación de examinar integralmente la petición, y en ningún caso la estimará incompleta por falta de requisitos o documentos que no se encuentren dentro del marco jurídico vigente y que no sean necesarios para resolverla. 

ARTÍCULO 432.- ANEXOS AL ESCRITO DE PETICIÓN

El particular deberá adjuntar al escrito de petición:

I.- El documento que acredite su personalidad, cuando no se gestione a nombre propio.

II.- Los documentos y anexos que, en su caso, deba acompañar de acuerdo con al Registro Único de Trámites Administrativos. 

III.- Los documentos públicos o privados que considere relacionados con los hechos y desee ofrecer como pruebas.

IV.- El pliego de posiciones, el interrogatorio para los testigos y el cuestionario para los peritos, en el supuesto de ofrecimiento de estas pruebas en los términos de este Código.

ARTÍCULO 433.- COPIAS DE ESCRITOS

El escrito en el que se formula la petición será acompañado de una copia conforme y legible, salvo que fuere necesario un número mayor para notificar a terceros. La copia será devuelta al interesado con la firma de la autoridad y el sello de la recepción que indique fecha, hora y lugar de presentación. La copia así expedido tiene el mismo valor legal que el original.

Esta exigencia no será necesaria en los casos en que la demanda se presente en forma electrónica, caso en el cual la autoridad o entidad administrativas, de oficio, mandará expedir las copias si fuesen necesarias.

ARTÍCULO 434.- ACUMULACIÓN DE PETICIONES

En caso de ser varios los particulares interesados en obtener un mismo acto administrativo sin intereses incompatibles, pueden comparecer conjuntamente por medio de un solo escrito, conformando un único expediente, caso en el cual deberán designar entre ellos un representante, o en su defecto, lo hará la autoridad o entidad administrativa en su primer proveído.

Pueden acumularse en un solo escrito más de una petición siempre que se trate de asuntos conexos que permitan tramitarse y resolverse conjuntamente, pero no planteamientos subsidiarios o alternativos.

Si a criterio de la autoridad administrativa no existiera conexión o existiera incompatibilidad entre las peticiones planteadas en un escrito, se les emplazará para que presente peticiones por separado, bajo apercibimiento de proceder de oficio a sustanciarlas individualmente si fueren separables, o en su defecto disponer el abandono del procedimiento.

La autoridad o entidad competente, ante quien se tramite un procedimiento que haya iniciado de oficio, podrá disponer su acumulación a otros con los que guarde sustancial o íntima conexión.

Contra el acuerdo de acumulación no procederá recurso alguno.

ARTÍCULO 435.- FORMULARIOS

Las autoridades o entidades  del Estado y de los municipios deberán establecer modelos de solicitudes cuando se trate de procedimientos que impliquen la resolución numerosa de una serie de procedimientos. Los modelos mencionados estarán a disposición de los ciudadanos en forma gratuita en las dependencias administrativas respectivas.

Particularmente se emplearán cuando los interesados deban suministrar información para cumplir exigencias legales y en los procedimientos de aprobación automática.

Los peticionarios  podrán acompañar los elementos que estimen convenientes para precisar o completar los datos del modelo, los cuales deberán ser admitidos y tenidos en cuenta por el órgano al que se dirijan.

También podrán ser utilizados cuando las autoridades deban resolver una serie numerosa de expedientes homogéneos, así como para las actuaciones y resoluciones recurrentes, que sean autorizadas previamente.

ARTÍCULO 436.- LUGAR DE PRESENTACIÓN DE LAS PETICIONES
Los escritos dirigidos a las autoridades administrativas deberán presentarse directamente en las oficinas autorizadas para tales efectos o enviarse mediante correo, mensajería o en forma electrónica, si la autoridad receptora dispone de ese medio. 

En ningún caso se podrán rechazar los escritos en las oficinas de recepción de documentos. Los servidores públicos asignados a estas oficinas harán constar mediante sellos fechadores o anotaciones firmadas, la recepción de los documentos que se les presenten, inclusive en la copia que se entregue al interesado.

Los escritos enviados por correo o mensajería, se considerarán presentados en las fechas que indique el sello o instrumento fechador de remisión. Para tal efecto, se agregará al expediente el sobre sin destruir en donde aparezca el sello fechador o el acuse de recibo.

Los documentos electrónicos ingresados por los interesados a los sistemas electrónicos mediante el uso de firma electrónica certificada, generarán en automático el acuse de recibo correspondiente. 

ARTÍCULO  437.- PROVEÍDO INICIAL

Dentro del plazo de veinticuatro horas contadas desde que la petición fue presentada, o en su caso turnada, la autoridad o la entidad administrativa deberán resolver si la admiten o la mandan subsanar o mejorar.
ARTÍCULO 438.- SUBSANACIÓN Y MEJORA DE LA PETICIÓN

Si la petición de iniciación no reúne los requisitos que señalan los  artículos 431 y 432  y los exigidos, en su caso, por la legislación específica aplicable, se prevendrá al interesado para que, en un plazo de cinco días, subsane la falta o acompañe los documentos faltantes, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido tácitamente mediante resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 65 de este Código.

Este plazo podrá ser ampliado prudencialmente, hasta cinco días más, a petición del interesado o iniciativa del órgano, cuando la aportación de los documentos requeridos presente dificultades especiales.

En los procedimientos iniciados a solicitud de los interesados, el órgano competente podrá recabar del solicitante la modificación o mejora voluntarias de los términos de su petición. De ello se levantará acta sucinta, que se incorporará al procedimiento.

ARTÍCULO 439.- ADMISIÓN DE LA PETICIÓN

De no existir prevención, o cumplida ésta, el órgano administrativo competente admitirá la petición; señalará día y hora para la audiencia de pruebas y alegatos, que se celebrará dentro de los treinta días siguientes; solicitará aquellos informes que sean exigibles por disposición legal, o aquellos que juzgue absolutamente indispensables para el esclarecimiento de la cuestión a resolver; ordenará correr traslado al tercero interesado, si lo hubiere; y, en su caso, decretará las medidas provisionales a que se refiere el artículo siguiente.

Cuando a criterio del órgano administrativo exista causa fundada y suficiente, la audiencia podrá celebrarse en un plazo mayor que no podrá exceder de otros treinta días.

ARTÍCULO 440.- MEDIDAS PROVISIONALES

Antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano competente, de oficio o a instancia de parte, en los casos de urgencia y para la protección provisional de los intereses implicados, podrá adoptar las medidas correspondientes en los supuestos previstos expresamente por una norma de rango de Ley. Las medidas provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda.

En todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no contenga un pronunciamiento expreso acerca de las mismas.

Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo competente para resolverlo, podrá adoptar, de oficio o a instancia de parte, las medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficiente para ello.

No se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar perjuicio de difícil o imposible reparación a los interesados o que impliquen violación de derechos amparados por las leyes.

Las medidas provisionales podrán ser alzadas o modificadas durante la tramitación del procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta en el momento de su adopción.

En todo caso, se extinguirán con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente.

ARTÍCULO 441.- QUEJA POR DEFECTOS DE TRAMITACIÓN
En cualquier momento, los interesados pueden formular queja contra los defectos de tramitación y, en especial, los que supongan paralización, infracción de los plazos establecidos legalmente, incumplimiento de los deberes funcionales u omisión de trámites que deben ser subsanados antes de la resolución definitiva del asunto en la instancia respectiva.

La queja se presenta ante el superior jerárquico de la autoridad que tramita el procedimiento, citándose el deber infringido y la norma que lo exige. La autoridad superior resolverá la queja dentro de los tres días siguientes, previo traslado a la autoridad considerada infractora, a fin de que pueda presentar el informe que estime conveniente al día siguiente de solicitado.

En ningún caso se suspenderá la tramitación del procedimiento en que se haya presentado queja, y la resolución será irrecurrible.

En caso de declararse fundada la queja, se dictarán las medidas correctivas pertinentes respecto del procedimiento, y en la misma resolución se dispondrá el inicio de las actuaciones necesarias para sancionar al responsable.

La autoridad que conoce de la queja puede disponer motivadamente que otra autoridad de similar jerarquía al infractor, asuma el conocimiento del asunto.

SECCIÓN SEGUNDA
DESARROLLO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

ARTÍCULO 442.- LIBERTAD EN LA FORMA

Los procedimientos administrativos se desarrollarán de modo sencillo y eficaz sin reconocer formulas rígidas, fases procesales, momentos procedimentales estrictos para realizar determinadas actuaciones o responder a precedencia entre ellas, salvo disposición expresa en contrario de la ley en procedimientos especiales.

ARTÍCULO 443.- IMPULSO DEL PROCEDIMIENTO
La autoridad competente, aun sin pedido de parte, debe promover toda actuación que fuese necesaria para su tramitación, superar cualquier obstáculo que se oponga a regular la tramitación del procedimiento; determinar la norma aplicable al caso aun cuando no haya sido invocada o fuere errónea la cita legal; así como evitar el entorpecimiento o demora a causa de diligencias innecesarias o meramente formales, adoptando las medidas oportunas para eliminar cualquier irregularidad producida.

ARTÍCULO 444.- FORMACIÓN DEL EXPEDIENTE

Cuando se inicie el procedimiento, la autoridad o entidad administrativa le asignarán un número progresivo al expediente, que incluirá la referencia al año en que se inicia. El número se anotará en todas las promociones y actuaciones que se produzcan en el mismo. Todas las actuaciones que obren en el expediente deberán estar foliadas. Además el expediente podrá identificarse con claves u otros datos que permitan reconocer la materia de que se trate. 

ARTÍCULO 445.- ORDEN EN LA TRAMITACIÓN

En el despacho de los expedientes se guardará y respetará el orden de tramitación en los asuntos de la misma naturaleza, la alteración del mismo sólo podrá realizarse cuando exista causa debidamente justificada. 

El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior dará lugar a responsabilidad administrativa del infractor. 

ARTÍCULO 446.- INCIDENTES

Los incidentes que surjan dentro del procedimiento administrativo no lo suspenderán, salvo disposición expresa en contrario, se tramitarán en los términos del artículo 367 de este Código y se resolverá antes de dictarse resolución definitiva.

ARTÍCULO 447.- INFORMES SOLICITADOS POR AUTORIDADES

Las autoridades o entidades administrativas sólo solicitarán aquellos informes que sean exigibles por una disposición legal, o aquellos que juzguen absolutamente indispensables para el esclarecimiento de la cuestión a resolver. En la petición, que se formulará por oficio o medios electrónicos, se invocará el precepto que los exija o se motivará la conveniencia de solicitarlos y se concretará con precisión y claridad lo que se solicita.

La autoridad o entidad administrativa a quien se pide un informe, podrán negarlo dentro de los tres días siguientes de recibida la solicitud, cuando lo pedido incumpla lo dispuesto en el párrafo anterior, o cuando se aprecie que sólo se requiere confirmación de otros informes o de decisiones ya adoptadas.

Los informes podrán ser obligatorios o facultativos, vinculantes o no vinculantes. Los informes se presumirán facultativos y no vinculantes, salvo disposición en contrario.

ARTÍCULO 448.- PRESENTACIÓN DE INFORMES

Toda autoridad o entidad administrativa, cuando formule informes fundamentará su opinión en forma sucinta y establecerá  conclusiones expresas y claras sobre todas las cuestiones planteadas en la solicitud, y recomendará, en su caso, las acción a seguir si es que este punto le fue planteado,  suscribiéndolos con su firma habitual, después de consignar su nombre, apellido y cargo.

Los informes serán evacuados en el plazo de cinco días, salvo que una disposición o el cumplimiento del resto de los plazos del procedimiento permitan o exijan otro plazo mayor o menor.

De no emitirse el informe en el plazo señalado, se  le solicitará al superior jerárquico, si lo hubiere, quien ordenará obsequiar la solicitud dentro de un plazo igual, sin perjuicio de la responsabilidad en que incurra el responsable de la demora, sin perjuicio de proseguir las actuaciones, cualquiera que sea el carácter del informe solicitado, excepto en los supuestos de informes ordenados  de manera expresa en la ley que sean determinantes para la resolución del procedimiento, en cuyo caso se podrá interrumpir el plazo de los trámites sucesivos.

La Ley puede establecer expresamente en procedimientos iniciados por los particulares que de no recibirse informes vinculantes en el plazo legal, se entienda que no existe objeción técnica o legal al planteamiento sometido a su parecer.

El informe presentado extemporáneamente puede ser considerado en la correspondiente resolución.

ARTÍCULO  449.- INFORMACIÓN PÚBLICA 

El órgano al que corresponda la resolución del procedimiento, cuando la naturaleza de éste lo requiera, podrá ordenar un período de información pública.

Para tales efectos, se anunciará en el Periódico Oficial del Estado y en un diario de mayor circulación en el Estado, a fin de que cualquier persona pueda examinar el procedimiento, o la parte del mismo que se indique.

     

El anuncio señalará el lugar de exhibición y determinará el plazo para formular observaciones, que en ningún caso podrá ser inferior a diez días.

     

La falta de actuación en este trámite, no impedirá a los interesados interponer los recursos procedentes contra la resolución definitiva del procedimiento.
    

La actuación en el trámite de información pública no otorga, por sí misma, la condición de interesado. En todo caso, la Administración otorgará una respuesta razonada, en lo pertinente, que podrá ser común para todas aquellas observaciones que planteen cuestiones sustancialmente iguales.

ARTÍCULO  450.- ACTUACIÓN PROBATORIA
En el desarrollo de la actividad probatoria se observaran las disposiciones contenidas en el Título Sexto,  Libro Primero, de este Código. 

Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia de pruebas y alegatos en la fecha que señale la autoridad administrativa, salvo que este Código disponga otra cosa. 

La documental podrá presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que la autoridad administrativa haga relación de ella en la audiencia y la tenga como recibida en ese acto, aunque no exista gestión expresa del interesado. 

Las pruebas de confesión por posiciones de parte interesada, la testimonial, los informes de autoridades solicitados por los interesados, la pericial, el reconocimiento o inspección, o cualquier otra que amerite desahogo posterior, deberán ofrecerse a más tardar, cinco días hábiles antes de la audiencia de pruebas y alegatos sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia. 

Este plazo no podrá ampliarse con motivo del diferimiento de la audiencia, salvo que se trate de probar o desvirtuar hechos que no hayan podido ser conocidos por las partes con la oportunidad legal suficiente para ofrecerlas en el plazo referido, por causas no imputables a su descuido o negligencia dentro del procedimiento. En estos casos, el plazo para el ofrecimiento de tales pruebas será el señalado para la audiencia de pruebas y alegatos, tomando como indicador la nueva fecha señalada para la audiencia. 

Para el ofrecimiento de las pruebas confesional, se estará a lo dispuesto en el artículo246 de este Código, en cuanto a la exhibición del pliego de posiciones. En el caso de la testimonial, informes de autoridad a solicitud de parte interesada, pericial o reconocimiento o inspección, se deberán exhibir original y copias para cada una de las partes de los interrogatorios al tenor de los cuales deberán ser examinados los testigos, proporcionando el nombre y en su caso el domicilio cuando no los pueda presentar; la cuestión sobre la que debe informar la autoridad, indicando cual es esta; el cuestionario para los peritos, o de los puntos sobre los que deba versar la inspección.

Cuando falten total o parcialmente las copias a que se refiere el párrafo anterior, se requerirá al oferente para que las presente dentro del plazo de tres días; si no las exhibiere, se tendrá por no ofrecida la prueba. 

El órgano administrativo o el Tribunal ordenarán que se entregue una copia a cada una de las partes para que puedan ampliar por escrito, en un plazo de tres días, el cuestionario, el interrogatorio, la materia sobre la que la autoridad deberá informar,  o los puntos sobre los que deba versar la inspección y para que tratándose de la testimonial o pericial, puedan formular repreguntas al verificarse la audiencia. 

ARTÍCULO  451.- DESAHOGO DE LAS PRUEBAS

Las pruebas se desahogarán en la audiencia de pruebas y alegatos, salvo aquéllas que a juicio de la autoridad administrativa puedan recibirse con anterioridad o las que deban desahogarse fuera de la residencia del órgano administrativo que conoce del procedimiento, vía exhorto o despacho que podrán ser enviados y recibidos haciendo uso de la firma electrónica certificada. 

Las audiencias serán públicas. Abierta la audiencia, seindica el lugar, fecha, nombres de los partícipes, y cualesquiera otras circunstancias relevantes, se procederá a la relación de constancias y pruebas desahogadas, y se recibirán, por su orden, las que falten por desahogarse y los alegatos por escrito que formulen las partes; acto continuo se dictará la resolución que corresponda. 

El acta será formulada, leída y firmada inmediatamente después de la actuación, por quienes en la audiencia intervinieron, si desearen hacerlo; en caso contrario se asentara la razón correspondiente.

ARTÍCULO 452.- oMISIÓN DE ACTUACIÓN PROBATORIA
Las autoridades o entidades podrán prescindir de actuación de pruebas cuando decidan exclusivamente en base a los hechos planteados por la parte, si los tienen por ciertos y congruentes para su resolución, o cuando solo se trate de cuestiones de derecho. 

ARTÍCULO 453.- HECHOS NO SUJETOS A ACTUACIÓN PROBATORIA
No será practicada prueba respecto a hechos públicos o notorios, respecto a hechos alegados por las partes cuya prueba consta en los archivos de la autoridad o entidad administrativa, sobre los que se exista comprobación previa con ocasión del ejercicio de sus funciones, o se hallen sujetos a la presunción de veracidad, sin perjuicio de su fiscalización posterior.

SECCIÓN TERCERA

 TERMINACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO
ARTÍCULO 454.- FORMAS DE TERMINACIÓN

El procedimiento administrativo termina por: 

I.- Desistimiento.

II.- Renuncia de derechos o intereses jurídicos.

III.- Convenio entre los particulares y las autoridades administrativas, cuyo cumplimiento podrá ser demandado ante el Tribunal o los Juzgados.

IV.- Resolución definitiva expresa.

V.- Resolución afirmativa ficta.

VI.- Resolución negativa ficta que se configure.

VII.- Caducidad.

VIII.- Imposibilidad jurídica o material superveniente del acto materia del mismo. 

ARTÍCULO 455.- DESISTIMIENTO DEL PROCEDIMIENTO O RENUNCIA DEL DERECHO

Todo interesado podrá desistirse de su solicitud hasta antes de que se emita resolución.

El desistimiento del procedimiento importará la culminación del mismo, pero no impedirá que posteriormente vuelva a plantearse igual pretensión en otro procedimiento.

También podrá renunciar a sus derechos o intereses legalmente protegidos, excepto aquellos sobre los que no tengan la libre disposición de acuerdo con las leyes. La renuncia a los derechos o intereses, impedirá promover otro procedimiento por el mismo objeto y causa.

Si el escrito de iniciación se hubiere presentado por dos o más interesados, el desistimiento o la renuncia sólo afectarán a aquél que lo hubiese formulado. 
El desistimiento o la renuncia de los interesados podrá presentarse por cualquier medio que permita su constatación y alcance y ser expreso, preciso e indubitable. Debe señalarse expresamente si se trata de un desistimiento del procedimiento o de una renuncia al derecho.

Podrán realizarse en cualquier momento hasta antes de que se pronuncie la resolución final en la instancia y la autoridad o entidad administrativa aceptarán de plano el desistimiento y declarará concluido el procedimiento, salvo que, habiéndose apersonado en el mismo terceros interesados, instasen éstos su continuación en el plazo de cinco días a partir del día siguiente del que fueren notificados del desistimiento.

La autoridad o entidad podrán continuar de oficio el procedimiento si del análisis de los hechos considera que podría estarse afectando intereses de terceros o la acción suscitada por la iniciación del procedimiento entrañase interés general. En ese caso, la autoridad podrá limitar los efectos del desistimiento al interesado y continuará el procedimiento.

ARTÍCULO 456.- DESISTIMIENTO DE ACTOS Y RECURSOS ADMINISTRATIVOS
El desistimiento de algún acto realizado en el procedimiento puede realizarse antes de que haya producido efectos.

Puede desistirse de un recurso administrativo antes de que se notifique la resolución  final en la instancia, determinando que la resolución impugnada quede firme, salvo que otros administrados se hayan adherido al recurso, en cuyo caso sólo tendrá efecto para quien lo formuló.

ARTÍCULO 457.- ACUERDOS O CONVENIOS DE CARÁCTER CONCILIATORIO

Las autoridades administrativas podrán celebrar con los particulares acuerdos o convenios de carácter conciliatorio que pongan fin a los procedimientos administrativos, siempre que no sean contrarios a las disposiciones legales aplicables ni versen sobre materias no susceptibles de transacción y no afecten derechos de terceros. 

ARTÍCULO 458.- RESOLUCIÓN DEFINITIVA EXPRESA

Las resoluciones que pongan fin al procedimiento administrativo, serán claras, precisas y exhaustivas, y contendrán: 

I.- Nombre de las personas a las que se dirija y cuando se ignore se señalarán los datos suficientes para su identificación.

II.- Los resultandos.

III.- La decisión de todas las cuestiones planteadas por los interesados, cuando el procedimiento se hubiere iniciado a petición de parte y de las que de él se deriven, cuando se hubiere iniciado de oficio.

En los procedimientos tramitados a solicitud del interesado la resolución será congruente con las peticiones formuladas por éste, sin perjuicio de la potestad de la Administración Pública Estatal o Municipal de iniciar de oficio un nuevo procedimiento. 

IV.- Los fundamentos y motivos que la sustenten, teniendo particularmente en cuenta los requisitos del acto administrativo señalados en el Capítulo Primero,  Titulo Quinto, Libro Primero de éste Código.

V.- El nombre, cargo y firma autógrafa o electrónica, en su caso, de la autoridad competente que la emite.

ARTÍCULO 459.- DECISIONES DISCRECIONALES

En la medida en que el contenido de una decisión sea discrecional, debe ser adecuada a los fines de la norma que la autoriza, y proporcional a los hechos que le sirven de causa. 

ARTÍCULO 460.- AFIRMATIVA O NEGATIVA FICTA

Tratándose de afirmativa y negativa fictas, se estará a lo dispuesto en el Título Tercero de este Libro. 

Los procedimientos administrativos sujetos a silencio administrativo positivo quedarán automáticamente aprobados en los términos en que fueron solicitados si transcurrido el plazo establecido o máximo, la entidad no hubiera comunicado al administrado el pronunciamiento.

El silencio administrativo tiene para todos los efectos el carácter de resolución que pone fin al procedimiento, sin perjuicio de la potestad de nulidad de oficio prevista en el artículo 116 de la presente Ley.

El silencio administrativo tiene por efecto habilitar al particular interesado para la interposición de los recursos administrativos y acciones judiciales pertinentes.

Aun cuando opere el silencio administrativo negativo, la autoridad administrativa mantiene la obligación de resolver, bajo responsabilidad, hasta que se le notifique que el asunto ha sido sometido a conocimiento de una autoridad jurisdiccional o el administrado haya hecho uso de los recursos administrativos respectivos.

El silencio administrativo negativo no inicia el cómputo de plazos ni términos para su impugnación.

ARTÍCULO 461.- CADUCIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS INICIADOS A SOLICITUD DE PARTE INTERESADA

En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de observar el principio de oficiosidad, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la autoridad administrativa le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Esta advertencia puede hacerse desde la resolución inicial. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la autoridad administrativa acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado.

Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.

No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.

La caducidad no producirá por sí sola la extinción de las acciones del particular, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.

Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.

ARTÍCULO 462.- FALTA DE RESOLUCIÓN EXPRESA EN PROCEDIMIENTOS INICIADOS DE OFICIO

En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución expresa no exime a la autoridad administrativa del cumplimiento de la obligación legal de resolver, produciendo los siguientes efectos:

I.- En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones jurídicas individualizadas, los interesados que hubieren comparecido podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo.

II.- En los procedimientos en que la autoridad administrativa ejercite potestades sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, con los efectos previstos en el artículo 458.

En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del plazo para resolver y notificar la resolución.

ARTÍCULO 463.- IMPOSIBILIDAD JURÍDICA O MATERIAL SUPERVINIENTE

También producirá la terminación del procedimiento la imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución que se dicte deberá ser motivada en todo caso.

ARTÍCULO 464.- ACLARACIÓN DE LA RESOLUCIÓN

Sólo una vez podrá pedirse la aclaración de la resolución que ponga fin al procedimiento administrativo o a un incidente, ante la autoridad administrativa que la hubiera dictado, dentro de los tres días siguientes a la notificación correspondiente, indicando los puntos que lo ameriten. La autoridad administrativa formulará la aclaración dentro de los tres días siguientes sin modificar los elementos esenciales de la resolución. El acuerdo que decida la aclaración de una resolución, se considerará parte integrante de ésta. Se tendrá como fecha de notificación de la resolución, aquélla en que se notifique el acuerdo de aclaración de la misma.

ARTÍCULO 465.- CORRECCIÓN DE ERRORES FORMALES

En cualquier tiempo, de oficio o a petición de parte, se podrán corregir los errores simplemente formales contenidos en los actos administrativos, ya sean aritméticos, de digitación, de transcripción o de omisión de palabras. En ningún caso la corrección dará lugar a cambios en el sentido material de la decisión, ni revivirá los términos legales para demandar el acto. Realizada la corrección, esta deberá ser notificada o comunicada a todos los interesados, según corresponda. 
ARTÍCULO 466.- INFORMACIÓN SOBRE RECURSO PROCEDENTE

Cuando la resolución sea desfavorable a los derechos e intereses jurídicos de los particulares, las autoridades administrativas deberán informarles al momento de la notificación, el derecho y plazo que tienen para promover el recurso de inconformidad ante la autoridad administrativa o el proceso ante la autoridad jurisdiccional correspondiente. 

ARTÍCULO 467.- FUERZA EJECUTIVA DE LAS RESOLUCIONES

Los actos administrativos tienen fuerza ejecutiva, por lo que las autoridades administrativas los pondrán en práctica en términos de ley por sus propios medios, salvo en los casos en que se otorgue legalmente la suspensión. Para la ejecución de los actos, la autoridad administrativa deberá notificar a los interesados el acuerdo que la autorice.

ARTÍCULO 468.- RESOLUCIONES QUE IMPONEN UNA PRESTACIÓN A CARGO DEL INTERESADO

Tratándose de resoluciones que impongan una prestación a cargo del interesado, la autoridad administrativa fijará un plazo para su cumplimiento, considerando el tiempo estimado en la realización de los diversos trámites administrativos que correspondan. 

ARTÍCULO 469.- SITUACIONES DE EMERGENCIA 
En aquellos casos en que medie una situación de emergencia o urgencia, debidamente fundada y motivada, la autoridad competente podrá emitir el acto administrativo sin sujetarse a los requisitos y formalidades del procedimiento administrativo previstos en esta ley, respetando en todo momento las garantías individuales. 

CAPÍTULO CUARTO

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS ESPECIALES

SECCIÓN PRIMERA

VISITAS DE VERIFICACIÓN

ARTÍCULO  470.- OBJETO DE LAS VISITAS DE VERIFICACIÓN

Las autoridades administrativas para comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias podrán llevar a cabo visitas de verificación en el domicilio, instalaciones, equipos y bienes de los particulares, en los casos que señalen las leyes y reglamentos aplicables y respetando, en todo momento, las garantías y derechos de las personas visitadas. 
Las visitas de verificación podrán ser ordinarias o extraordinarias; las primeras se efectuarán en días y horas hábiles, y las segundas en cualquier tiempo. 

ARTÍCULO  471.- PRINCIPIOS QUE DEBEN OBSERVARSE EN LAS VISITAS

Toda visita de verificación deberá ajustarse a los procedimientos y formalidades que se establezcan en esta ley y en las demás disposiciones aplicables.

Las vistas se sujetarán a los principios de funcionalidad, coordinación, profesionalización, simplificación, agilidad, precisión, legalidad, transparencia e imparcialidad
ARTÍCULO  472.- REQUISITOS 

Para practicar una visita de verificación, el personal actuante deberá estar provisto de orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad competente, en la que deberá precisarse el nombre, denominación o razón social de la persona o personas a las que vaya dirigida, el lugar o zona que ha de verificarse, el motivo u objeto de la visita, el alcance que deba tener, su duración y las disposiciones legales que la fundamentan.

ARTÍCULO 473.- DEBER DE LA PERSONA VISITADA

Los propietarios, responsables, encargados u ocupantes de establecimientos objeto de la verificación, estarán obligados a permitir el acceso y dar facilidades e informes a los verificadores para el desarrollo de su labor, así como a exhibir la documentación que les sea requerida.

ARTÍCULO 474.- IDENTIFICACIÓN DEL VERIFICADOR

Cada dependencia, órgano desconcentrado o entidad administrativa expedirán las credenciales que acrediten a sus verificadores para realizar dicha actividad. Dichas credenciales contendrán, por lo menos, con los datos siguientes:
I.- Nombre, firma y fotografía a color del verificador.

II.- Número, fecha de expedición y vigencia de la credencial, que no podrá ser mayor a un año.

III.- Nombre y firma del titular de la autoridad a la que se encuentre adscrito el verificador.

IV.- Logotipo Oficial del Gobierno del Estado, municipio o entidad administrativa.

Estas credenciales además, deberán contener, de manera clara y visible, por ambos lados, la leyenda siguiente: “Esta credencial exclusivamente autoriza a su portador a ejecutar las órdenes escritas emitidas por la autoridad competente”.

Reunidos los anteriores requisitos la credencial será válida y deberá ser renovada cada año. En el sitio web de cada dependencia, órgano desconcentrado o entidad administrativa se publicará el padrón de visitadores.

La Secretaria de Fiscalización emitirá los lineamientos generales relativos al formato de la credencial y llevará un padrón de verificadores habilitados, para tal efecto cada dependencia, órgano desconcentrado, entidad y órganos político-administrativos, le remitirá el padrón de sus visitadores.

Una vez expedida la credencial, el visitador podrá ejecutar las diligencias que le sean encomendadas.

Las dependencias administrativas deberán capacitar permanentemente a los verificadores en la materia relativa a su función.

ARTICULO 475.- PRÁCTICA DE LA VISITA

Al iniciar la visita, el verificador deberá exhibir la credencial a que se refiere el artículo anterior que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden a la que se refiere el artículo 472.  Así mismo, deberá dejar copia de la orden al propietario, responsable, encargado u ocupante del establecimiento.

ARTÍCULO 476.- ACTA DE VERIFICACIÓN

De toda visita de verificación se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por la persona con quien se hubiere entendido la diligencia o por quien la practique si aquélla se hubiere negado a proponerlos.

De toda acta se dejará copia a la persona con quien se entendió la diligencia, aunque se hubiere negado a firmar, lo que no afectará su validez ni la del acta, siempre y cuando el verificador haga constar tal circunstancia en la propia acta. 

ARTÍCULO 477.- CONTENIDO DEL ACTA DE VERIFICACIÓN

En las actas se hará constar:

I.- Nombre, denominación o razón social del visitado.

II.- Hora, día, mes y año en que se inicie y concluya la diligencia.

III.- Calle, número, colonia, población, municipio y código postal en que se encuentre ubicado el lugar en que se practique la visita.

IV.- Teléfono u otra forma de comunicación disponible.

V.- Número y fecha del oficio de comisión  u orden que motivó la visita.

VI.- Nombre y cargo de la persona con quien se entendió la diligencia.

VII.- Nombre y domicilio de las personas que fungieron como testigos.

VIII.- Datos relativos a la actuación.

IX.- Declaración del visitado, si quisiera hacerla.

X.- Nombre y firma de quienes intervinieron en la diligencia incluyendo los de los testigos y el de quien la hubiere llevado a cabo. Un ejemplar legible del documento se entregará a la persona con quien se entienda la diligencia. La negativa a firmar el acta o a recibir copia de la misma, se deberá hacer constar en el referido documento, sin que esta circunstancia afecte la validez del acta o de la diligencia practicada.
ARTÍCULO 478- INTERVENCIÓN DEL VISITADO

El visitado, su representante o la persona con la que se haya entendido la visita, podrán formular observaciones en el acto de la diligencia y ofrecer pruebas con relación a los hechos u omisiones contenidos en el acta de la misma o bien hacer uso de ese derecho, por escrito, dentro del plazo de diez días siguientes a la fecha en que se hubiere levantado el acta, al término del cual la autoridad administrativa emitirá la resolución procedente.

SECCIÓN SEGUNDA
MEDIDAS DE SEGURIDAD
ARTÍCULO 479.- DEFINICIÓN

Se consideran medidas de seguridad, aquéllas que dicte la autoridad administrativa competente para evitar daños a las personas y a los bienes, proteger la salud y garantizar el orden y la seguridad pública.

ARTÍCULO 480.- MEDIDAS DE SEGURIDAD RESULTANTES DE LAS VISITAS

Las autoridades administrativas competentes, con base en los resultados de la visita de verificación, o del informe de la misma, siempre y cuando las normas aplicables prevean los supuestos de infracción o les faculten para ello, pueden dictar medidas de seguridad para corregir las irregularidades encontradas, notificándolas al interesado y otorgando un plazo adecuado para su realización, salvo que las leyes lo establezcan expresamente. 

ARTÍCULO 481.- CLASES DE MEDIDAS DE SEGURIDAD

Son medidas de seguridad las siguientes: 

I.- La suspensión total o parcial de la construcción, instalación, explotación, obras, trabajos, servicios o actividades.

II.- La clausura temporal, total o parcial de las instalaciones, construcciones, servicios y obras.

III.- El retiro de instalaciones, materiales, mobiliario o equipo. 

IV.- La prohibición de actos de utilización. 

V.- El aislamiento. 

VI.- La cuarentena. 

VII.- La observación personal sanitaria. 

VIII.- La vacunación de personas. 

IX.- La vacunación de animales.

X.- La destrucción o control de insectos u otras faunas transmisoras y nocivas.

XI.- El aseguramiento y destrucción de objetos, productos o substancias.

XII.- La desocupación o desalojo total o parcial de casas, edificios, establecimientos y, en general, de cualquier inmueble. 

XIII.- El aseguramiento precautorio de los animales. 

XIV.- La neutralización o cualquier acción análoga que impida que los materiales generen los efectos nocivos de conformidad con las leyes de la materia. 

XV.- La identificación y delimitación de lugares o zonas de riesgo.

XVI.- Las acciones preventivas a realizar según la naturaleza del riesgo.

XVII.- El evacuar de manera temporal el establecimiento o edificio en forma parcial o total según sea el riesgo; y 

XVIII.- Las demás que en las diferentes materias determinen las autoridades administrativas, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables tendientes a evitar que se generen o sigan causando riesgos. 

ARTÍCULO 482.- NATURALEZA Y TEMPORALIDAD DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD

Las medidas de seguridad son de inmediata ejecución, tienen carácter preventivo y se aplicarán sin perjuicio de las sanciones que en su caso correspondan. Dichas medidas tendrán la duración estrictamente necesaria para la corrección de las irregularidades o la prevención de los riesgos respectivos. Podrán modificarse cuando cambien las circunstancias que las motivaron. 

SECCIÓN TERCERA

INFRACCIONES Y LAS SANCIONES ADMINISTRATIVAS

ARTÍCULO 483.- ÁMBITO DE APLICACIÓN DE ESTA SECCIÓN
Las disposiciones de la presente sección regulan la facultad que se atribuye a cualquiera de las autoridades administrativas para determinar las infracciones y las consecuentes sanciones a los particulares infractores.

En las entidades cuya potestad sancionadora está regulada por leyes especiales, esta Sección se aplicará con carácter supletorio. 

ARTÍCULO 484.- PRINCIPIOS DE LA POTESTAD SANCIONADORA ADMINISTRATIVA
La potestad sancionadora de todas las autoridades administrativas está regida por los siguientes principios:

I.- Legalidad: Sólo por norma, sea ley o reglamento, cabe atribuir a la autoridad administrativa la potestad sancionadora y la consiguiente previsión de las consecuencias administrativas que a título de sanción son posibles de aplicar a un particular.

II.- Debido procedimiento: Las autoridades administrativas aplicarán sanciones sujetándose al procedimiento establecido, respetando las garantías del debido proceso.

III.- Razonabilidad: Las autoridades deben prever que la comisión de la conducta sancionable no resulte más ventajosa para el infractor que cumplir las normas infringidas o asumir la sanción; así como que la determinación de la sanción considere criterios como la existencia o no de intencionalidad, el perjuicio causado, las circunstancias de la comisión de la infracción y la repetición en la comisión de infracción.

IV.- Tipicidad: Sólo constituyen conductas sancionables administrativamente las infracciones previstas expresamente en normas generales y abstractas mediante su tipificación como tales, sin admitir interpretación extensiva, analogía o mayoría de razón. 

V.- Irretroactividad: Son aplicables las disposiciones sancionadoras vigentes en el momento de incurrir el infractor en la conducta a sancionar, salvo que las posteriores le sean más favorables.

VI.- Causalidad: La responsabilidad debe recaer en quien realiza la conducta omisiva o activa constitutiva de infracción sancionable.

ARTÍCULO 485.- PRESUNCIÓN DE NO RESPONSABILIDAD Y LICITUD

En los procedimientos administrativos se presumirá la no existencia de responsabilidad hasta en tanto se demuestre lo contrario.

A tal efecto, las autoridades administrativas deben partir del supuesto  de que los administrados han actuado apegados a sus deberes y a ellas corresponde evidenciar lo contrario.

ARTÍCULO 486.- COMPETENCIA PARA EL EJERCICIO DE LA POTESTAD SANCIONADORA
El ejercicio de la potestad sancionadora corresponde a las autoridades administrativas a quienes les hayan sido expresamente atribuidas por disposición legal o reglamentaria, sin que puedan delegarla en órgano distinto.

ARTÍCULO 487.- SANCIONES

Las conductas que constituyan infracción a los ordenamientos administrativos serán objeto de sanciones, las cuales deberán estar previstas en las normas jurídicas aplicables y consistirán en:

I.- Amonestación con apercibimiento.

II.- Multa de uno a quinientos días de salario mínimo general vigente en el Estado.
III.- Multa adicional por cada día que persista la infracción.

IV.- Arresto administrativo hasta por 36 horas.

V.- Suspensión temporal o definitiva.

VI.- Clausura temporal o permanente, parcial o total.

VII.- Las demás que señalen las leyes y otras disposiciones reglamentarias aplicables. 

Las señaladas en las fracciones IV y V, podrán aplicarse precautoriamente.
ARTÍCULO 488.- REGLAS ESPECÍFICAS PARA LA APLICACIÓN DE SANCIONES

En materia de infracciones y sanciones no podrá aplicarse ninguna disposición por analogía ni por mayoría de razón. 

Si el infractor fuere jornalero, obrero o trabajador y se le sancionara con multa, ésta no deberá exceder del importe de un día de salario y tratándose de personas no asalariadas, el equivalente a un día de su ingreso. La multa que se imponga al infractor menor de dieciocho años, que dependa económicamente de otra persona, estará sujeta a las limitaciones aplicables a la persona de quien el menor dependa. 

Sin perjuicio de lo establecido en las normas aplicables, en caso de reincidencia se podrá duplicar la multa impuesta. 

El arresto comenzará a computarse desde el momento mismo de la detención. Quien efectúe la detención está obligado a poner al infractor a disposición de la autoridad competente dentro del término de tres horas y ésta a fijar la sanción alternativa en un plazo no mayor de dos horas. 

ARTICULO 489.- ReparaciÓn del daño originado por la infracción 
Las sanciones administrativas que se impongan al sancionado son compatibles con la exigencia de la reposición de la situación alterada por el mismo a su estado anterior, así como con la indemnización por los daños y perjuicios ocasionados, los que serán determinados en el proceso judicial correspondiente.

Cuando el cumplimiento de las obligaciones previstas en una disposición legal corresponda a varias personas conjuntamente, responderán en forma solidaria de las infracciones que, en su caso, se cometan, y de las sanciones que se impongan.

ARTÍCULO 490.- PROCEDIMIENTO SANCIONADOR
Las autoridades administrativas en el ejercicio de su potestad sancionadora se ceñirán a las siguientes disposiciones:

I.- El procedimiento sancionador se inicia siempre de oficio, bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, petición motivada de otros órganos o entidades o por denuncia.

II.- Con anterioridad a la iniciación formal del procedimiento se podrán realizar actuaciones previas consistentes en visitas de verificación u otra forma de investigación o  averiguación con el objeto de determinar con carácter preliminar si concurren circunstancias que justifiquen su iniciación.

III.- Decidida la iniciación del procedimiento sancionador, la autoridad administrativa que instruye el  procedimiento formula la respectiva notificación de cargo al posible sancionado, la que debe contener como datos: Los hechos que se le imputen; la calificación de las infracciones que tales hechos pueden constituir; la expresión de las sanciones que, en su caso, se le pudiera imponer; la autoridad competente para imponerlas y la norma que le atribuye tal competencia, la fecha de emisión del proveído inicial y el nombre, cargo y firma del emisor.

IV.- En la propia notificación  se hará saber al posible sancionado su derecho  a presentar por escrito sus argumentos de descargo y a ofrecer pruebas de su intención en el propio escrito  en un plazo que no podrá ser menor a cinco días hábiles contados a partir de la fecha de notificación. Las constancias respectivas se pondrán a disposición del interesado para su consulta en las oficinas de la autoridad administrativa sancionadora.

V.- Vencido dicho plazo y con el respectivo descargo o sin él, la autoridad que instruye el procedimiento realizará de oficio todas las actuaciones necesarias para el examen de los hechos, recabando los datos e informaciones que sean relevantes para determinar, en su caso, la existencia de responsabilidad susceptible de sanción. Sí el imputado hubiere ofrecido pruebas se le fijara día y hora para sus desahogo.

VI.- Concluida, de ser el caso, la recolección de pruebas, la autoridad instructora del procedimiento resolverá la imposición de la sanción o la no existencia de la infracción. 

VII.- La resolución que aplique la sanción o la decisión de archivar el procedimiento será notificada tanto al sujeto contra quien se enderezó el procedimiento, como al órgano u entidad que formuló la solicitud o a quien denunció la infracción, de ser el caso.

ARTÍCULO  491.- CRITERIOS PARA DETERMINAR LA SANCIÓN

En la imposición de sanciones la autoridad administrativa fundará y motivará su resolución, y guardará la congruencia y adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicada, considerando: 

I.- La naturaleza de la afectación a los bienes jurídicamente protegidos.

II.- El monto del beneficio, daño o perjuicio económico, derivado del incumplimiento de obligaciones, si lo hubiere.

III.- El carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la infracción.

IV.- La gravedad de la infracción.

V.- La reiteración de la falta dentro de los dos años anteriores; y 

VI. La condición socio-económica del infractor. 

ARTÍCULO 492.- CONCURRENCIA

Las sanciones administrativas podrán aplicarse simultáneamente, salvo el arresto.

No se podrá imponer sucesiva o simultáneamente dos o más sanciones administrativas por el mismo hecho en los casos que se aprecie la identidad del sujeto, hecho y fundamento.

ARTÍCULO 493.- SANCIÓN ADMINISTRATIVA Y PENA

Las sanciones por infracciones administrativas se impondrán sin perjuicio de la responsabilidad civil o de las penas que correspondan a los delitos en que, en su caso, incurran los infractores.

ARTÍCULO 494.- PLURALIDAD DE INFRACCIONES

Cuando en una misma acta se hagan constar diversas infracciones, en la resolución respectiva, las multas se determinarán separadamente, así como el monto total de todas ellas.  

Si las infracciones derivan de un mismo acto u omisión, sólo se aplicará la que corresponda a la infracción cuya multa sea mayor. 

ARTÍCULO 495.- PLURALIDAD DE INFRACTORES

Cuando en una misma acta se comprenda a dos o más infractores, a cada uno de ellos se le impondrá la sanción que corresponda, salvo cuando el cumplimiento de las obligaciones previstas en una disposición legal corresponda a varias personas conjuntamente, caso en el cual serán responsables en forma solidaria de las infracciones que cometan y de las sanciones que se impongan, en su caso. 

Cuando así lo determine la Ley, serán responsables subsidiarios o solidarios por el incumplimiento de obligaciones, las personas que tuvieren legalmente el deber de prevenir la infracción administrativa cometida por otros. 

ARTÍCULO 496.- INFRACCIONES Y SANCIONES A SERVIDORES PÚBLICOS

Es causa de responsabilidad el incumplimiento de esta ley y serán aplicables las sanciones previstas en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza. En todo caso se destituirá del puesto e inhabilitará cuando menos por un año para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público:

I.- Al titular de la unidad administrativa que, en un mismo empleo, cargo o comisión, incumpla por dos veces lo dispuesto en el artículo 146 de este Código, dando lugar a que opere la afirmativa ficta.

II.- Al titular de la unidad administrativa que, en un mismo empleo, cargo o comisión, por dos veces no haga pública en el sentido a que refieren los artículos 393 a 396 de este  Código, la información exigida por el Registro Único de Trámites Administrativos, respecto de formularios o sus modificaciones de diligencias a realizarse por los particulares para sustanciar un procedimiento administrativo de tramitación previa. 

III.- Al servidor público que, en un mismo empleo, cargo o comisión, exija cinco veces trámites, datos o documentos adicionales a los previstos en el Registro Único de Trámites Administrativos, en contravención a lo dispuesto en los artículos 397 y 398 de esta Código.

La autoridad o el particular que tenga conocimiento de algún incumplimiento a lo previsto por ésta ley, informará a la Secretaría de Fiscalización de los hechos que le consten, sin perjuicio de que ésta actúe de oficio cuando sea evidente el incumplimiento y no se haga la denuncia correspondiente por quien tiene el derecho y obligación de hacerlo sin perjuicio alguno de los resultados del proceso.

ARTÍCULO 497.- RESOLUCIÓN en el procedimiento sancionador
En la resolución que ponga fin al procedimiento no se podrán aceptar hechos distintos de los determinados en el curso del procedimiento, con independencia de su diferente valoración jurídica.

La resolución será ejecutada cuando ponga fin a la vía administrativa. La administración podrá adoptar las medidas cautelares precisas para garantizar su eficacia, en tanto no sea ejecutiva.

Cuando el infractor sancionado recurra o impugne la resolución adoptada, la resolución de los recursos que interponga no podrá determinar la imposición de sanciones más graves para el sancionado.

ARTÍCULO 498.- PRESCRIPCIÓN

La facultad de la autoridad administrativa para imponer sanciones administrativas prescribe en tres años.

Las sanciones administrativas impuestas prescriben en cinco años, salvo las multas que para su cobro se consideran créditos fiscales y que se regirán por las disposiciones legales aplicables. 

Los plazos serán continuos y se contarán desde el día en que se cometió la infracción administrativa si fuere consumada, desde que cesó si fuere continua o desde la fecha de emisión del acto que imponga la sanción. 

ARTÍCULO 499.- SUSPENSIÓN DEL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN 
Cuando el infractor impugnare los actos de la autoridad administrativa se suspenderán los plazos para que opere la prescripción hasta en tanto la resolución definitiva que se dicte no admita ulterior recurso. 

ARTÍCULO 500.- DECLARACIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN

La autoridad administrativa deberá declarar  desde luego la prescripción de oficio desde el momento en que la advirtiere.
Los interesados podrán plantear la prescripción por vía de excepción en el escrito en el que propongan sus argumentos de descargo, si se trata de la facultad de sancionar ejercitada por la autoridad administrativa, quien deberá  resolverla sin más trámite que la constatación del plazo. Igual procederá si se trata de sanción administrativa impuesta, caso en el cual harán valer  la  prescripción en el acto mismo de la ejecución o dentro de los tres días siguientes. En uno u otro caso podrán hacerla valer como agravio en la tramitación del recurso de inconformidad.

La tramitación de la declaración de caducidad o prescripción no constituye recurso, ni suspende el plazo para la interposición de éste, ni la ejecución del acto. 

ARTÍCULO 501.- ERROR EN EL EJERCICIO DE LA FACULTAD SANCIONATORIA

La autoridad administrativa podrá dejar sin efecto un requerimiento o una sanción, de oficio o a petición del interesado, cuando se trate de un error manifiesto o el particular demuestre que ya había dado cumplimiento con anterioridad. 

La tramitación de esta declaración tendrá el mismo tratamiento que el artículo anterior.

ARTÍCULO 502.- EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES

Las autoridades competentes podrán hacer uso de las medidas legales necesarias, incluyendo el auxilio de la fuerza pública, para lograr la ejecución de las sanciones y medidas de seguridad que procedan.

CAPÍTULO QUINTO

RECURSOS  EN LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS

SECCIÓN PRIMERA

RECURSOS PROCEDENTES

ARTÍCULO 503.- ENUMERACIÓN

En los procedimientos administrativos no se admitirán más recursos que los de inconformidad, reconsideración y revocación.

ARTÍCULO 504.- USO INDEBIDO DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS

Si la autoridad competente para resolver el recurso estima que fue interpuesto sin motivo, con el sólo propósito de dilatar el cumplimiento del acto o  la resolución impugnados, se impondrá al recurrente o a su representante, o a ambos, una multa de diez a ciento veinte días de salario mínimo vigente en la capital del Estado.

SECCIÓN SEGUNDA

RECURSO DE INCONFORMIDAD

PRIMERA PARTE

PROCEDENCIA Y TRAMITACIÓN

ARTÍCULO 505.- PROCEDENCIA DEL RECURSO DE INCONFORMIDAD

Los interesados afectados por los actos y resoluciones de las autoridades administrativas que pongan fin al procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, así como los actos de trámite que determinen la imposibilidad de continuarlos, podrán, a su elección, interponer el recurso de inconformidad previsto en este Título o intentar el proceso contencioso ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo.

Cuando se haya interpuesto el recurso de inconformidad, previo desistimiento del mismo, el interesado podrá impugnar el acto o resolución de que se trate ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo.

Para los efectos de este Título, también tienen el carácter de interesados los servidores públicos a quienes se atribuya alguna causal de responsabilidad administrativa de las previstas en el artículo 496 de éste Código.

La impugnación de los actos de trámite en un procedimiento administrativo deberá hacerse valer por los interesados en el curso del procedimiento, para su consideración, en su caso, al interponer el recurso contra la resolución que le ponga fin.Asimismo, precisarán la forma en que dichos actos trascendieron en su perjuicio al resultado del fallo. Los actos de trámite que no se hagan valer de esta manera, se tendrán por consentidos.

Contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá recurso en vía administrativa.

ARTÍCULO 506.- PLAZO PARA INTERPONER EL RECURSO

El recurso de inconformidad deberá presentarse dentro de los diez días siguientes al en que surta efectos la notificación del acto impugnado o de que el recurrente tenga conocimiento del mismo, ante la autoridad que lo emitió y será resuelto por el superior jerárquico, salvo que provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso será resuelto por él mismo. La interposición del recurso por conducto de órgano diferente al señalado no interrumpe el plazo de presentación.

También podrá enviarse el recurso por correo certificado con acuse de recibo, caso en que se tendrá como fecha de presentación del escrito la del día en que se deposite en la oficina de correos. 

La presentación por los medios electrónicos se sujetará a la conformidad del particular y a lo dispuesto por la Ley de la materia. 

Es indelegable la facultad de resolver los recursos. 

ARTÍCULO 507.- CONTENIDO DEL ESCRITO DE INCONFORMIDAD

En el escrito de interposición del recurso de inconformidad, el interesado deberá cumplir con los requisitos previstos en los artículos 156, 158 y 161 de éste Código y señalar además:

I.- La autoridad a quien se dirige.

II.- El nombre, firma o huella digital del recurrente o de quien promueve en su nombre, así como el domicilio señalado para oír y recibir notificaciones y, en su caso, el nombre de las personas autorizadas para ello.

III.- El acto o la resolución impugnada.

IV.- El nombre y domicilio del tercero interesado, si lo hubiere.

V.- Las peticiones que se plantean.

VI.- La fecha en que se notificó o, en su caso, la declaratoria bajo protesta de decir verdad de la fecha en que se tuvo conocimiento del acto o resolución.

VII.- La autoridad emisora del acto o resolución que se recurre.

VIII.- Bajo protesta de decir verdad, los hechos o abstenciones que son antecedentes del acto o resolución que se recurre o que sustenten la impugnación del recurrente.

IX.- Los agravios que le causan y los argumentos de derecho en contra del acto o la resolución que se recurre.

X.- Las pruebas que se ofrezcan, relacionándolas con los hechos que se mencionen.

XI-. La solicitud de suspensión del acto impugnado, en su caso. 

En los casos en que la ley lo autorice y se disponga de los medios necesarios, el recurso podrá formularse por medios electrónicos. 

ARTÍCULO 508.- ANEXOS AL ESCRITO DE INCONFORMIDAD

El recurrente deberá adjuntar al escrito de interposición del recurso: 

I.- El documento que acredite su personalidad, cuando no se gestione a nombre propio.

II.- El documento en que conste el acto o la resolución impugnada, cuando dicha actuación haya sido por escrito; o tratándose de actos que por no haberse resuelto en tiempo se entiendan negados, deberá acompañarse el escrito de iniciación del procedimiento o el documento sobre el cual no hubiere recaído resolución alguna; o, en su caso, la certificación o el escrito en que esta fue solicitada.

III.- La constancia de notificación del acto o resolución impugnado; si la notificación fue por edictos se deberá acompañar la última publicación. 

IV.- Los documentos que ofrezca como prueba.

V.- El interrogatorio al tenor del cual deberán ser interrogados los testigos, el cuestionario para los peritos o los puntos sobre los que deba versar la inspección o los informes de autoridad solicitados por el interesado, en el caso de ofrecimiento de estas pruebas.

VI.- Copia del escrito en el que se interpone el recurso de inconformidad para cada una de las partes, si las hubiere.

Cuando los documentos que se señalan en las fracciones II y III consten en medios electrónicos, si se cuenta con los medios y el recurrente lo desea, deberá señalar los datos necesarios para identificarlos u ofrecer el soporte electrónico en que consten. 

ARTÍCULO 509.- FALTA DE COPIAS PARA EL TRASLADO

Cuando no se exhiban las copias a que se refiere el artículo anterior o no se presenten todas las necesarias y estas fueren necesarias, la autoridad administrativa ante quien se presentó el recurso prevendrá al promovente para que lo haga dentro del plazo de cinco días, a menos de que la demanda se haya presentado en forma electrónica. Transcurrido éste sin que se haya subsanado la omisión, remitirá el escrito de reconsideración con el informe relativo al superior, quien la tendrá por no presentada. Lo mismo ocurrirá, si quien deba conocer del recurso de inconformidad es el titular de una dependencia Si se determina que no existe incumplimiento, o que éste no es imputable al recurrente, devolverá los autos a la autoridad administrativa que conoció del procedimiento para que siga el trámite que corresponda. 

La autoridad administrativa, de oficio, mandará sacar las copias, cuando se puedan afectar intereses de menores o incapaces o de quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja social para emprender un procedimiento o cuando el recurso sea presentado por vía electrónica. 

ARTÍCULO 510.- DEBERES DE LA AUTORIDAD ANTE QUIEN SE INTERPUSO EL RECURSO

Dentro del plazo de cinco días contados a partir del siguiente al de presentación del recurso de inconformidad, la autoridad administrativa que emitió la resolución impugnada deberá: 

I.- Certificar al pie del escrito de inconformidad, la fecha de notificación a quien lo interpone, la de su presentación y los días inhábiles que medien entre ambas fechas. 

Si no consta en las actuaciones la fecha de notificación, la autoridad administrativa  dará cumplimiento a lo dispuesto en este artículo, sin perjuicio de que dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que obre en su poder la constancia de notificación respectiva proporcione la información correspondiente a la autoridad competente para resolver el recurso.

II.- Correr traslado al tercero interesado, si lo hubiere, en el último domicilio que haya designado para oír notificaciones en los autos del juicio de origen o en el que señale el recurrente.

III.- Rendir el informe con justificación, acompañando el recurso de inconformidad, el expediente del procedimiento administrativo con sus anexos, y la constancia de traslado a las partes. 

Deberá dejar copia certificada de las actuaciones que estime necesarias para la ejecución de la resolución reclamada o para proveer respecto de la suspensión. 

ARTÍCULO 511.- PROVEÍDO INICIAL DE LA AUTORIDAD COMPETENTE PARA RESOLVER EL RECURSO

La autoridad administrativa que conozca del recurso de inconformidad deberá resolver en el plazo de tres días de recibidas las actuaciones a que se refiere el artículo anterior si admite el recurso de reconsideración, o previene al recurrente para su regularización, o lo desecha por encontrar motivo manifiesto e indudable de improcedencia.
ARTÍCULO 512.- ACLARACIÓN POR RECURSO DEFICIENTE

Si al examinarse el escrito de interposición del recurso se advierte que éste es confuso, carece de algún requisito formal o que no se adjuntan los documentos respectivos, la autoridad administrativa competente para resolver sobre el recurso, prevendrá al recurrente para que aclare y complete el escrito o exhiba los documentos omitidos a que se refiere el artículo 509 dentro de un plazo de cinco días, apercibiéndolo que de no hacerlo, se tendrá por no presentado el escrito o se tendrán por no ofrecidas las pruebas, según el caso. 

Si el escrito de interposición del recurso no aparece firmado por el interesado, o por quien deba hacerlo, se tendrá por no interpuesto.

El error en la denominación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su tramitación, siempre que se deduzca su verdadero carácter. 

ARTÍCULO 513.- RESOLUCIÓN INICIAL ADMISORIA DEL RECURSO

Si la autoridad administrativa competente para resolver el recurso de inconformidad no encuentra motivo de improcedencia o defecto en el escrito en el que se hace valer, o si este último fuera subsanado deberá proveer sobre su admisión, lo cual notificará personalmente al recurrente y al tercero interesado, si lo hubiere, y señalará en la misma providencia la fecha para la celebración de la audiencia de Ley en el recurso. Esta audiencia será única y se verificará dentro de los quince días hábiles subsecuentes.

ARTÍCULO 514.- AUDIENCIA EN EL RECURSO

La audiencia tendrá por objeto desahogar las pruebas admitidas, así como recibir los alegatos. 

ARTÍCULO 515.- RESOLUCIÓN DEL RECURSO

La autoridad administrativa deberá emitir la resolución al término de la audiencia o dentro de los diez días siguientes a la celebración de ésta. 

ARTÍCULO 516.- IMPROCEDENCIA DEL RECURSO

El  recurso  de inconformidad es  improcedente,  cuando se interponga en contra de actos o resoluciones:
I.- Que no afecten el interés jurídico o legítimo del recurrente.

II.- Que sean dictadas en recursos administrativos o en ejecución de resoluciones dictadas en los mismos.

III.- Que hayan sido impugnados ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo.

IV.- Que sean revocados por la autoridad.

V.- Que sean consentidos expresamente por el recurrente, mediante manifestaciones escritas de carácter indubitable. No se considerará consentido el acto que se cumple por requerimiento de la autoridad.

VI.- Que se hayan consentido tácitamente, entendiéndose por tales, aquellos respecto de los cuales no se interpuso el recurso de inconformidad dentro del plazo establecido por este Código, o presuntivamente, por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento.

VII.- Consumados de modo irreparable.

VIII.- Emanados de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud del cambio de situación jurídica en el mismo, deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica.

IX.- Que sean materia de otro recurso o medio de defensa legal interpuesto por el promovente, que se encuentre pendiente de resolución y que pueda tener por efecto modificarlos, revocarlos o nulificarlos. 

X.- Que no pueda surtir efecto alguno, legal o material, por haber dejado de existir el objeto o materia del mismo.

XI.- Que sean conexos a otro que haya sido impugnados por algún recurso o medio de impugnación diferente.

XII.- Que la improcedencia resulte de alguna disposición legal. 

ARTÍCULO 517.- SOBRESEIMIENTO DEL RECURSO

Será sobreseído el recurso cuando:

I.- El promovente se desista expresamente. En este caso se notificará personalmente al recurrente para que ratifique su escrito en un plazo de tres días, apercibido que de no hacerlo, se le tendrá por no desistido y se continuará el procedimiento.

II.- El recurrente fallezca durante el procedimiento, si el acto o resolución impugnados sólo afecta  a sus derechos e intereses de carácter personal.

III.- Durante el procedimiento sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior.

IV.- Hayan cesado los efectos del acto o resolución  impugnados.

V.- Por dejar de existir el objeto o materia del acto o resolución. 

VI.- No se probare la existencia del acto o resolución impugnados.

VII.- La autoridad haya satisfecho claramente las pretensiones del recurrente.

VIII.- En los demás casos en que por disposición legal haya impedimento para emitir resolución que decida el asunto planteado. 

ARTÍCULO 518.- APRECIACIÓN DEL ACTO O RESOLUCIÓN IMPUGNADOS

En el fallo que se dicte en el recurso de inconformidad, el acto o resolución impugnados se apreciará tal y como aparezca probado ante la autoridad administrativa que los emitió; consecuentemente, no se admitirán ni se tomarán en consideración las pruebas que no se hubiesen rendido ante dicha autoridad. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en el recurso de inconformidad, el recurrente podrá ofrecer pruebas cuando no hubiere tenido oportunidad de hacerlo ante la autoridad administrativa  de primer grado. 

La autoridad que deba resolver, deberá recabar oficiosamente las pruebas rendidas ante esa autoridad administrativa y las actuaciones que estime necesarias para la resolución del asunto.

ARTÍCULO 519.- CONTENIDO DE LA RESOLUCIÓN

La resolución expresa que decida el recurso planteado, deberá contener los siguientes elementos: 

I.- El examen de todas y cada una de las cuestiones hechas valer por el recurrente, salvo que una o algunas sean suficientes para desvirtuar la validez del acto o resolución impugnado. A tal efecto, podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación y los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, sin cambiar los hechos expuestos en el escrito de inconformidad.

II.- El examen y la valoración de las pruebas aportadas.

III.- La mención de las disposiciones legales que la sustenten, punto en el cual, cuando sea a beneficio del recurrente, la autoridad deberá corregir los errores u omisiones que se adviertan en las citas de los preceptos constitucionales y legales que haya estimado violados.

IV.- La expresión en los puntos resolutivos, de la reposición del procedimiento que se ordene, los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya invalidez se declare, los términos de la modificación del acto o resolución impugnado, la condena que en su caso se decrete y, con toda precisión los efectos de la resolución, especificando las medidas que las autoridades o particulares deban adoptar para asegurar su estricto cumplimiento y la restitución del quejoso en el goce del derecho.

ARTÍCULO 520.- ESTRICTO DERECHO EN LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO

No se podrán revocar o modificar los actos administrativos en la parte no impugnada por el recurrente.

La resolución expresará con claridad los actos que se modifiquen y si la modificación es parcial, se precisará ésta. 

Si  la  resolución  ordena  realizar  un  determinado  acto  o  reponer  el procedimiento,  deberá  cumplirse en un plazo de quince días contados a partir de que se notifique dicha resolución. 

ARTÍCULO 521.- SENTIDO DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA

La autoridad administrativa encargada de resolver el recurso podrá: 

I.- Declararlo improcedente o sobreseerlo.

II.- Confirmar el acto o resolución impugnados.

III.- Declarar la nulidad del acto o resolución impugnados.

IV.- Modificar u ordenar la modificación del acto o resolución impugnados o dictar u ordenar la expedición de uno nuevo que lo sustituya, cuando el recurso interpuesto sea total o parcialmente resuelto a favor del recurrente; u ordenar la reposición del procedimiento administrativo. 

ARTÍCULO 522.- EXHAUSTIVIDAD DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA

El órgano administrativo deberá resolver todos los asuntos que se sometan a su consideración dentro del ámbito de su competencia o que surjan con motivo del recurso aunque no hayan sido alegados por los interesados. No obstante, la resolución será congruente con las peticiones formuladas por el recurrente, sin que en ningún caso pueda agravarse su situación inicial. 

La autoridad deberá dejar sin efectos legales los actos administrativos cuando advierta una ilegalidad manifiesta aunque los agravios sean insuficientes, pero deberá fundar y motivar su resolución y precisar el alcance de la misma. 

ARTÍCULO 523.- PLAZO MÁXIMO PARA SUSTANCIAR EL RECURSO DE RECONSIDERACIÓN Y CONSECUENCIA DE INOBSERVARLO

El superior jerárquico deberá  sustanciar y resolver el recurso de inconformidad dentro de un plazo máximo de sesenta días siguientes a la fecha de su interposición o de que, en su caso, se hubiera desahogado la prevención a que se refiere el artículo 512 de éste Código. Ante el silencio de la autoridad, se entenderá confirmado el acto que se impugna.

El recurrente podrá esperar la resolución expresa o impugnar en cualquier tiempo la presunta confirmación del acto objetado.

ARTÍCULO 524.- HECHOS SUPERVENIENTES

Cuando haya de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos que no obren en el expediente original derivado del acto impugnado, se pondrá en conocimiento a los interesados para que, en un plazo no inferior a cinco días ni superior a diez, formulen sus alegatos y presenten los documentos que estimen procedentes.

No se tomarán en cuenta en la resolución del recurso, hechos, documentos o alegatos del recurrente, cuando pudiendo aportarlos durante el procedimiento administrativo no lo haya hecho. 

ARTÍCULO 525.- IMPUGNACIÓN DE LA RESOLUCIÓN DE INCONFORMIDAD
Contra la resolución que recaiga al recurso de inconformidad procede su impugnación mediante el proceso administrativo, ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo.

SEGUNDA PARTE

SUSPENSIÓN DEL ACTO O RESOLUCIÓN 

RECURRIDO EN INCONFORMIDAD

ARTÍCULO 526.- SUSPENSIÓN DEL ACTO O RESOLUCIÓN IMPUGNADOS
La interposición del recurso, suspenderá la ejecución del acto o resolución impugnada, siempre y cuando: 

I.- Lo solicite expresamente el recurrente. 

II.- Se admita el recurso. 

III.- No se cause perjuicio al interés social o no se contravengan disposiciones de orden público.

IV.- No se ocasionen daños o perjuicios a terceros, a menos que se garanticen éstos para el caso de no obtener resolución favorable; y 

V.- Tratándose de créditos fiscales, el recurrente garantice su importe en cualquiera de las formas previstas por la legislación aplicable, cuando así lo acuerde discrecionalmente la autoridad administrativa. 

ARTÍCULO 527.- AUTORIDAD COMPETENTE PARA CONCEDER LA SUSPENSIÓN

La autoridad ante quien se presenta el recurso de inconformidad decidirá, en el plazo de veinticuatro horas a partir de la solicitud, sobre la suspensión del acto reclamado y los requisitos para su efectividad.

En los casos en que la suspensión sea procedente, la autoridad administrativa que la conceda, deberá fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del procedimiento hasta la terminación de éste, pudiendo establecer condiciones de cuyo cumplimiento dependa el que la medida de suspensión siga surtiendo efectos. 

ARTICULO 528.- INTERVENCIÓN DE PARTICULARES EN LA EJECUCIÓN DE UN MANDATO DE AUTORIDAD

Cuando por mandato expreso de una norma general o de alguna autoridad, un particular tuviere o debiera tener intervención en la ejecución, efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados, el efecto de la suspensión será que la autoridad ordene a dicho particular la inmediata paralización de la ejecución, efectos o consecuencias de dicho acto o, en su caso, que tome las medidas pertinentes para el cumplimiento estricto de lo establecido en la resolución suspensión al

ARTICULO 529.- RECURSO DE RECONSIDERACIÓN CONTRA LA NEGATIVA DE LA SUSPENSIÓN

La resolución en que se niegue la suspensión deja expedita la facultad de la autoridad para la ejecución del acto o resolución impugnados, aunque se interponga recurso de reconsideración; pero si con motivo del recurso se concede, sus efectos se retrotraerán a la fecha de la resolución que la negó, siempre que la naturaleza del acto lo permita.
ARTÍCULO 530.- OPORTUNIDAD PARA SOLICITAR LA SUSPENSIÓN

El interesado podrá solicitar la suspensión del acto administrativo recurrido en cualquier momento, hasta antes de que se resuelva el recurso de reconsideración. 

ARTÍCULO 531.- GARANTÍA

Los recurrentes a quienes se otorgue la suspensión del acto o la resolución administrativa, deberán garantizar, a satisfacción de la autoridad administrativa, cuando no se trate de créditos fiscales, los daños y perjuicios que se puedan causar a terceros si no obtuvieren resolución favorable, en alguna de las formas siguientes: 

I.- Billete de depósito expedido por institución autorizada.

II.- Fianza expedida por institución respectiva.

III.- Prenda.

IV.- Hipoteca. 

ARTÍCULO 532.- EFECTOS DE LA SUSPENSIÓN

La suspensión sólo tendrá como efecto que las cosas se mantengan en el estado en que se encuentran, en tanto se pronuncia la resolución al recurso. 

En ningún caso, el otorgamiento de la medida cautelar podrá tener por efecto modificar o restringir derechos ni constituir aquéllos que no haya tenido el interesado antes de la presentación de la demanda.

Podrá revocarse por la autoridad administrativa, si se modificaran las condiciones bajo las cuales se otorgó.

ARTÍCULO 533.- SUSPENSIÓN POR CAUSA SUPERVENIENTE 

La resolución que conceda o niegue la suspensión definitiva podrá modificarse o revocarse de oficio o a petición de parte, cuando ocurra un hecho superveniente que lo motive, mientras no se pronuncie sentencia ejecutoria en el procedimiento administrativo, debiendo tramitarse en la misma forma que el incidente de suspensión.

ARTÍCULO 534.- PROCEDIMIENTO PARA HACER EFECTIVA LA GARANTÍA

Cuando se trate de hacer efectiva la responsabilidad proveniente de la garantía que se otorgue con motivo de la suspensión se estará a lo dispuesto en el artículo 221 de éste Código.

TERCERA PARTE

 RECURSO EXTRAORDINARIO DE INCONFORMIDAD
ARTÍCULO 535.- OBJETO Y PLAZOS
El recurso extraordinario de inconformidad procede:

I.- Contra los actos firmes en vía administrativa, ante el órgano administrativo que los dictó, que también será el competente para su resolución, cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:

1. Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos incorporados al expediente.

2. Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto que, aunque sean posteriores, evidencien el error de la resolución recurrida.

3. Que en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos por sentencia judicial firme, anterior o posterior a aquella resolución.

4. Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho, violencia, maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia judicial firme.

II.- El recurso extraordinario de inconformidad se interpondrá, cuando se trate de la causa 1., dentro del plazo de tres años siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada. En los demás casos, el plazo será de tres meses a contar desde el conocimiento de los documentos o desde que la sentencia judicial quedó firme.

ARTÍCULO 536.- RESOLUCIÓN

El órgano competente para la resolución del recurso podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite,  cuando el mismo no se funde en alguna de las causas previstas en el apartado 1 del artículo anterior o en el supuesto de que se hubiesen desestimado en cuanto al fondo otros recursos sustancialmente iguales.

El órgano al que corresponde conocer del recurso extraordinario de inconformidad debe pronunciarse no sólo sobre la procedencia del recurso, sino también, en su caso, sobre el fondo de la cuestión resuelta por el acto recurrido.

Transcurrido el plazo de tres meses desde la interposición del recurso extraordinario de inconformidad sin haberse dictado y notificado la resolución, se entenderá desestimado, quedando expedita la vía jurisdiccional contencioso-administrativa ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo.

Principio del formulario

SECCIÓN TERCERA

RECURSO DE RECONSIDERACIÓN

ARTÍCULO 537.- PROCEDENCIA DEL RECURSO DE RECONSIDERACIÓN

El recurso de reconsideración procede:

I.- Cuando la autoridad ante quien se interpone el recurso de inconformidad omita su tramitación o lo hace indebidamente.

II.- Cuando no provea sobre la suspensión dentro del plazo legal, conceda o niegue ésta, rehúse la admisión de fianzas o contrafianzas, admita las que no reúnan los requisitos legales o que puedan resultar excesivas o insuficientes.

III.- Las que reconozcan o nieguen el carácter de tercero interesado.

IV.- Cuando las resoluciones que dicten, causen daños o perjuicios notorios a alguno de los interesados, lo tenga por desistido de una petición, o les impongan una prestación a su cargo.

V.- Por exceso o defecto en la ejecución de la resolución que haya resuelto en términos favorables al recurrente el recurso de inconformidad.

VI.- Las que decidan el incidente de reclamación de daños y perjuicios.
ARTÍCULO 538.- PLAZO PARA LA INTERPOSICIÓN DEL RECURSO
El plazo para la interposición del recurso de reconsideración es de cinco días, excepto cuando se trata de exceso o defecto a que se refiere la fracción V del artículo anterior en que podrá interponerse en el término de un año, contado desde el día siguiente en que se haya mandado cumplir la resolución, o al en que la persona interesada o tercera extraña a quien afecte su ejecución, tenga conocimiento de esta, así como cuando se omita tramitar el recurso de inconformidad, en que podrá promoverse en cualquier tiempo.

ARTÍCULO 539.- AUTORIDAD COMPETENTE PARA CONOCER DEL RECURSO 

El recurso de reconsideración se presentará por escrito, directamente, ante la autoridad administrativa que conozca, deba conocer o haya conocido del recurso de inconformidad, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva y para cada uno de los demás interesados que intervengan en el juicio, en su caso.

ARTÍCULO 540.- FORMA DE PRESENTAR EL RECURSO 

En el escrito de reconsideración se expresarán los agravios que causen la resolución recurrida o la omisión en la que incurre  la autoridad administrativa contra la que se hace valer.

La expresión de agravios en el recurso de reconsideración se presentará en forma escrita y el recurrente deberá exhibir una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las autoridades contra quienes se promueve y para cada uno de los demás interesados que intervengan o hayan intervenido en el juicio, señalando las constancias que en copia certificada deberá remitir la parte contra quien el recurso se hace valer, a la autoridad competente que deba resolver el recurso.

Cuando no se exhiban las copias a que se refiere el párrafo anterior se requerirá al recurrente para que en el plazo de tres días lo haga; si no lo hiciere, se tendrá por no interpuesto el recurso, salvo que se trate de actos que afecten a menores o incapaces o a quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja social para emprender un juicio, en los que la autoridad ante quien se tramita el recurso expedirá las copias correspondientes. 

ARTÍCULO 541.- TRAMITACIÓN DEL RECURSO

Dada  entrada al recurso, con copia del mismo, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la reconsideración dentro del término de cinco días y a las demás partes interesadas, si las hubiere,  para que en igual termino, señalen constancias que en copia certificada deberán remitirse a quien deba resolver.

Transcurrido el término, con informe o sin él, se dictara resolución dentro de los quince días siguientes.

La falta o deficiencia del informe, establece la presunción de ser ciertos los hechos respectivos, y hará incurrir a la autoridad omisa en una multa de tres a treinta días de salario, que impondrá de plano la autoridad que conoce de la reconsideración en la misma resolución que dicte sobre ella.

ARTÍCULO 542.- CONTENIDO DE LA RESOLUCIÓN QUE DECLARA FUNDADO EL RECURSO

En caso de resultar fundado el recurso se dictará la resolución que corresponda sin necesidad de reenvío, salvo que la resolución implique la reposición del procedimiento. En este caso, quedará sin efecto la resolución recurrida y se ordenará al que la hubiere emitido dictar otra, debiendo precisar los efectos concretos a que deba sujetarse su cumplimiento.

ARTÍCULO 543.- SANCIÓN POR LA RESOLUCIÓN QUE DECLARA INFUNDADO EL RECURSO

Cuando la autoridad que conoce del recurso de reconsideración, lo deseche por notoriamente improcedente, o lo declare infundado por haberse interpuesto sin motivo alguno, impondrá al recurrente o a su apoderado, o a ambos, una multa de diez a cien salarios mínimos.

SECCIÓN CUARTA

RECURSO DE REVOCACIÓN

ARTÍCULO 544.- PROCEDENCIA

Contra las resoluciones dictadas en el procedimiento administrativo que no admitan expresamente los recursos de inconformidad o reconsideración y que, por su naturaleza trascendental y grave, puedan causar perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la resolución definitiva, procede el recurso de revocación ante la propia autoridad administrativa que dictó la resolución recurrida, sin perjuicio de que  se llevará a efecto lo acordado.

ARTÍCULO 545.- PLAZO Y PROCEDIMIENTO

Si se trata de resoluciones de trámite, dictadas fuera de audiencia, el recurso deberá interponerse por escrito dentro de los tres días siguientes al de su notificación,  o verbalmente, con expresión de las razones que lo sustenten, en el acto de la audiencia o diligencia en que se hubieren pronunciado. 

La autoridad administrativa podrá decidir de plano el recurso, confirmando o modificando la resolución impugnada.

Podrá, así mismo, en consideración a las circunstancias del caso, oír a la contraparte, corriéndole traslado por tres días, si el trámite fuera escrito, o en el acto mismo de la audiencia o diligencia, si fuera verbal.

En estos casos, el recurso deberá ser resuelto en forma inmediata, una vez fenecido el plazo del traslado o antes de concluir la audiencia o diligencia en que se hubiere interpuesto.

La resolución que resuelva la revocación no es recurrible.

SECCIÓN QUINTA

DECLARACIONES DE NULIDAD Y LESIVIDAD

ARTÍCULO 546.- DECLARACIÓN DE ACTOS NULOS

Las autoridades administrativas, en cualquier momento, por iniciativa propia o solicitud de parte interesada, previa deliberación y votación favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de los municipios, cuando el asunto sea de trascendencia para los gobiernos estatal o municipal, declararan de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos por el artículo 116 de este Código, siempre que no hayan generado derechos a favor de un interesado

El órgano competente para la reconsideración de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la entidad autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las causas de nulidad del artículo citado o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.

Cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, el transcurso del plazo de tres meses desde su inicio sin dictarse resolución producirá la caducidad del mismo. Si el procedimiento se hubiera iniciado a solicitud de interesado, se podrá entender la misma desestimada por silencio administrativo.

Principio del formulario

ARTÍCULO 547.- DECLARACIÓN DE LESIVIDAD DE ACTOS ANULABLES

Las Administraciones públicas podrán declarar lesivos para el interés público los actos favorables a los interesados que sean nulos o  anulables conforme a lo dispuesto en los artículos 116 y 118 de este Código, a fin de proceder a su ulterior impugnación mediante el proceso correspondiente ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo.

 La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos cinco años desde que se dictó la resolución o el acto administrativo y exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el mismo.

Transcurrido el plazo de seis meses desde la iniciación del procedimiento sin que se hubiera declarado la lesividad se producirá la caducidad del mismo.

Si el acto proviniera de  autoridades administrativas del Estado o de los municipios, la declaración de lesividad se adoptará por el órgano de cada administración competente en la materia.

TITULO SEGUNDO

 PROCESO ADMINISTRATIVO

CAPÍTULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 548.- LEYES APLICABLES

Los procesos que se promuevan ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo o los juzgados municipales en su caso, se regirán por las disposiciones de éste Código, a menos que otras leyes señalen un trámite de procedimiento especial y sin perjuicio de lo dispuesto por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza  y los tratados internacionales de que México sea parte. 

A falta de disposición expresa se aplicará supletoriamente el Código Procesal Civil para el Estado, el Código Fiscal para el Estado y el Código Financiero para los Municipios del Estado, siempre que las disposiciones de estos ordenamientos no contravengan las que regulan el proceso administrativo en este Título.

ARTÍCULO 549.- COMPETENCIA OBJETIVA

El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo o los juzgados municipales, en sus respectivas esferas de competencia, conocerán del proceso administrativo que se interponga en contra de:

I.- Las resoluciones administrativas y fiscales, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar las autoridades administrativas del Estado, de los municipios o de los organismos auxiliares de carácter estatal o municipal, por violaciones cometidas en las mismas o durante el procedimiento administrativo, en este último caso cuando trasciendan al sentido de las resoluciones y que tengan por propósito crear, modificar o extinguir situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria.

II.- Las resoluciones definitivas dictadas en el recurso de inconformidad.

III.- Los actos administrativos y fiscales de trámite que en forma unilateral y obligatoria, dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar las autoridades administrativas del Estado, de los municipios y de los organismos auxiliares de carácter estatal o municipal, que afecten derechos de particulares de imposible reparación.

IV.- Las resoluciones definitivas dictadas por cualquiera de las autoridades fiscales del Estado o Municipales, y de sus organismos fiscales autónomos, en las que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije ésta en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación; nieguen la devolución de un ingreso indebidamente percibido, o cualquiera otra que cause agravio en materia fiscal.

V.- El procedimiento administrativo de ejecución, cuando el afectado afirme:

1. Que el crédito que se le exige se ha extinguido legalmente.

2. Que el monto del crédito es inferior al exigible.

3. Que es poseedor, a título de propietario de los bienes embargados o acreedor preferente, salvo que haya optado por el trámite de la tercería a que se refiere el artículo 369 de este Código.

4. Que el procedimiento coactivo no se ajustó a la ley. En este último caso, la oposición no podrá hacerse valer, sino contra la resolución que apruebe el remate; salvo que se trate de resoluciones cuya ejecución material sea de imposible reparación.

VI.- Los actos que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar, de manera unilateral y obligatoria, las autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios y de los organismos auxiliares de carácter estatal o municipal, respecto de contratos, convenios y otros acuerdos de voluntad que se hayan celebrado con los particulares en los renglones administrativo y fiscal.

VII.- La interpretación y el cumplimiento de contratos administrativos celebrados por la Administración Pública estatal o municipal y los organismos autónomos.

VIII.- El resarcimiento de daños y perjuicios que las autoridades administrativas deban pagar a los particulares, cuando aquellas, por la ejecución de obras, o por irresponsabilidad en el incumplimiento de sus obligaciones, le causen a un particular un menoscabo en su patrimonio pecuniario o moral; o la reclamación de responsabilidad civil objetiva al Estado, a los Municipios o a sus organismos descentralizados.

IX.- La responsabilidad administrativa a servidores públicos Estatales o Municipales o de sus organismos descentralizados, en los términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado.

X.- Los actos administrativos o fiscales que se relacionen con la resolución positiva o afirmativa ficta, cuando la establezcan expresamente las disposiciones legales aplicables y en los plazos en que estas lo determinen; asi como aquellos juicios que se promuevan en materia fiscal con el objeto de que se declare la configuración de la Positiva Ficta en que incurran las autoridades del Estado, del Municipio o de sus organismos descentralizados, cuando esta figura legal se prevea en las leyes aplicables.

XI.- Las resoluciones negativas fictas que se configuren por el silencio de las autoridades administrativas y fiscales de carácter estatal o municipal, para dar respuesta a las peticiones de los particulares, en el plazo de treinta días siguientes a su presentación, conforme a las disposiciones de este ordenamiento.

XII.- La negativa de la autoridad a certificar la configuración de la afirmativa ficta, cuando así lo establezcan las leyes.

XIII.- Las omisiones de las autoridades administrativas del Estado, de los municipios y de los organismos auxiliares de carácter estatal o municipal para dar respuesta a las peticiones de los particulares, una vez que hayan transcurrido por lo menos quince días siguientes a su presentación, a menos que las leyes o reglamentos fijen otros plazos o la naturaleza del asunto lo requiera.

XIV.- Los actos administrativos, decretos y acuerdos de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean auto-aplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación, sin que sea obligatorio o requisito previo para promover cualquier otro medio de impugnación en contra de tales determinaciones.

XV.- Las resoluciones favorables a las personas físicas o morales que causen lesión a la administración pública Estatal o Municipal o a sus organismos descentralizados por contravenir alguna disposición de los ordenamientos locales vigentes, cuya nulidad demande la autoridad.

XVI.- Las resoluciones favorables a los particulares, que causen una lesión a la hacienda pública del Estado o de los municipios, cuya invalidez se demande por las autoridades fiscales del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios y de los organismos auxiliares de carácter estatal o municipal.

XVII.- Los actos que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar las personas que se ostenten como autoridades administrativas o fiscales de carácter estatal o municipal, sin serlo.

XVIII.- Las quejas por el incumplimiento de las resoluciones que dicte.

XIX.- La expropiación por causa de utilidad pública, en los términos de la Ley de la materia.

XX.- Las controversias suscitadas en relación con la legalidad, interpretación, cumplimiento y efectos de actos, procedimientos y resoluciones de naturaleza administrativa y fiscal que emitan las autoridades estatales, municipales o sus organismos descentralizados y cuya actuación afecte la esfera jurídica de los particulares. También tendrán conocimiento de los juicios que se inicien en estos términos y que se dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar por personas o instituciones que funjan como autoridades administrativas o fiscales y cuya actuación afecte la esfera jurídica de los particulares.

XXI. Las resoluciones de la autoridad administrativa, en los términos de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado, que nieguen la indemnización, o que, por su monto, no satisfagan al interesado, y en las que se les imponga a los servidores públicos la obligación de resarcir los daños y perjuicios que el ente público haya pagado con motivo de los reclamos indemnizatorios respectivos.

XXII.  Los demás actos y resoluciones que señalen las disposiciones legales, y aquellos actos o resoluciones que por su naturaleza o por disposición de otras normas se consideren como competencia del Tribunal.

Para el efecto de las dos primeras fracciones, los interesados a su elección podrán interponer el recurso de inconformidad previsto en la Sección Primera, Capítulo Quinto, Titulo Segundo, Libro Segundo de éste Código, o intentar el proceso contencioso ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo en los términos del artículo 550 de éste Código. Si  hubieren interpuesto el recurso, previo desistimiento del mismo podrán impugnar el acto o resolución de que se trate mediante el proceso administrativo ante el Tribunal.

ARTÍCULO 550.-  EFECTO EXTENSIVO DE LA  VÍA JURISDICCIONAL

Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo no satisfaga el interés jurídico del recurrente y éste la controvierta en juicio ante el Tribunal o los Juzgados, siempre que ésta se haya pronunciado en el fondo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer agravios no planteados en el recurso, en caso contrario, será requisito que primero se pronuncie sobre la procedencia del recurso, para que el juicio proceda contra la resolución objeto del recurso.

Asimismo, cuando la resolución a un recurso administrativo lo tenga por no interpuesto o lo deseche por improcedente, siempre que el Tribunal o los Juzgados competentes determinen la procedencia del mismo, el proceso administrativo procederá en contra de la resolución objeto del recurso, pudiendo en todo caso hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.

ARTÍCULO 551.- COMPETENCIA  FUNCIONAL Y DE GRADO
El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo tendrá competencia, además: 
I.- Para celebrar convenios de coordinación y colaboración con la Federación u otras entidades federativas en las áreas de su competencia.

II.- Para conocer y resolver de los recursos a que se refiere el Capítulo Séptimo, Título Segundo, Libro Segundo de éste Código.

ARTÍCULO 552.- COMPETENCIA EN CASO DE CONVENIOS DE COLABORACIÓN CON LA FEDERACIÓN

Cuando los actos de las autoridades administrativas estatales o municipales, sean dictados en aplicación de convenios de colaboración administrativa con la Federación o sus dependencias, la competencia del Tribunal o juzgado será ejercida en los términos de los convenios que al efecto se suscriban con el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.

ARTÍCULO 553.- COMPETENCIA SUBJETIVA

Los magistrados y jueces  tienen el deber de excusarse del conocimiento de los asuntos en que exista alguno de los impedimentos señalados en el artículo 54 de éste Código, expresando concretamente en qué consiste el impedimento. 

Manifestada por un Magistrado la causa del impedimento, el Pleno del Tribunal calificará la excusa dentro de los cinco días siguientes y cuando proceda, designará a quien deba sustituir al juzgador impedido. 

Manifestada por un juez municipal la causa del impedimento, remitirá la excusa al Ayuntamiento para que resuelva en un término de cinco días. Si se declara procedente, se designará a quien deba sustituir al juez impedido.

ARTÍCULO 554.- IMPEDIMENTO DE PERITOS

Tratándose de excusas de peritos designados por el Tribunal o los juzgados, manifestada la causa de impedimento por el perito, se calificará la excusa y cuando proceda se designará al sustituto. 

ARTÍCULO 555.- RECUSACIÓN

Las partes podrán recusar a los magistrados, jueces o a los peritos designados, cuando estando en alguno de los casos de impedimento a que se refiere el artículo 54 de éste Código, no se hubieren excusado. 

La recusación de magistrados se hará valer en cualquier tiempo, mediante escrito dirigido al Presidente del Tribunal y acompañando las pruebas que se ofrezcan, quien, dentro de los tres días siguientes a la fecha en que se presentó la promoción, pedirá un informe al magistrado recusado, quien deberá rendirlo en igual plazo; la falta de dicho informe establece la presunción de ser cierta. La recusación será resuelta por el Pleno del Tribunal dentro de los cinco días siguientes. Si se declara fundada, el Magistrado será sustituido en los términos que acuerde el Pleno. 

Tratándose de los jueces, la recusación se hará valer en cualquier tiempo, mediante escrito dirigido al Ayuntamiento, acompañando las pruebas que se ofrezcan, debiendo presentarse el mismo ante el juzgado correspondiente. El juez, dentro de los tres días siguientes a la fecha en que se presentó la promoción, rendirá un informe y remitirá las constancias al Ayuntamiento; la falta de dicho informe establece la presunción de ser cierta. La recusación será resuelta por el Ayuntamiento dentro de los cinco días siguientes. Si se declara fundada, se designará al juez sustituto. 

La recusación a un perito designado por el Tribunal o juzgado, se tramitará y resolverá por aquéllos, en los términos de este artículo.

ARTÍCULO 556.- PRÁCTICA DE DILIGENCIAS FUERA DE LA RESIDENCIA DEL TRIBUNAL O DEL JUZGADO

Las diligencias que deban practicarse en el lugar de residencia del Tribunal o los juzgados, se encomendarán a los secretarios o actuarios de los mismos, y para aquéllas que deban practicarse fuera, podrá encomendarse además, mediante exhorto, al juez administrativo municipal del lugar donde deban practicarse, si lo hubiere o a un juez de primera instancia en materia civil, a juicio del juzgador que esté conociendo del asunto. 

Las que deban realizarse fuera del territorio del Estado, se encomendarán por medio de exhorto al Tribunal de lo Contencioso-Administrativo o Tribunal Judicial de la entidad federativa correspondiente. 

El Tribunal, a solicitud de parte, podrá entregar el exhorto al particular interesado, quien bajo su más estricta responsabilidad lo hará llegar a quien deba prestar el auxilio judicial para su diligenciamiento; pudiéndose devolver el documento diligenciado por conducto del mismo particular. 

Los exhortos que reciba el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo se diligenciarán dentro de los tres días siguientes a su recepción, por conducto de la autoridad con jurisdicción en el lugar en donde deba practicarse la diligencia solicitada por la autoridad exhortante.

ARTÍCULO 557.- OPCIÓN ENTRE EL RECURSO Y EL PROCESO 

Cuando las leyes o reglamentos establezcan algún recurso o medio de defensa, será optativo para el particular agotarlo o promover directamente el proceso administrativo ante el Tribunal o los Juzgados. Ejercitada la acción, no se podrá ocurrir a otro medio ordinario de defensa administrativo. Contra la resolución dictada en el recurso administrativo procede el juicio ante el Tribunal o los Juzgados. 

ARTÍCULO 558.- INTEGRACIÓN DEL EXPEDIENTE

Los secretarios de acuerdos del Tribunal o del juzgado, autorizarán las actuaciones judiciales, además de tener en cuenta lo dispuesto por el artículo 163 de este Código en cuanto a la forma de integración de los expedientes, cuidarán que sean debidamente foliados al agregarse cada una de las hojas que deberán rubricar en el centro de lo escrito y poner el sello oficial en el fondo del cuaderno, de manera que queden selladas las dos caras.

ARTÍCULO 559.- CLASE DE RESOLUCIONES

Las resoluciones del Tribunal o del juez tendrán el carácter de:    
I.- Acuerdos, las determinaciones de trámite.

II.- Sentencias interlocutorias, las que resuelven una cuestión incidental, ajena a la cuestión principal.

III.- Sentencias definitivas, las que resuelven el juicio o recurso en lo principal.

ARTÍCULO 560.- DEBER DE RESERVA

Los miembros del Tribunal o el juez incurren en responsabilidad si:

I.- Expresan su juicio respecto de los asuntos que estén conociendo, fuera de las oportunidades en que este Código lo admite.

II.- Informan a las partes y en general a personas ajenas al Tribunal o juzgado sobre el contenido o el sentido de las resoluciones jurisdiccionales, antes de que éstas se emitan y en los demás casos, antes de su notificación formal.

III.- Informan el estado procesal que guarda el juicio a personas que no estén autorizadas por las partes en los términos de este Código.

IV.- Dan a conocer información confidencial, comercial o industrial reservada.

ARTÍCULO 561.- COSTAS

En los procesos administrativos que se tramiten, no habrá lugar a condenación de costas. Cada parte será responsable de sus propios gastos y de los que originen las diligencias que promuevan. 

CAPÍTULO SEGUNDO

 PARTES

ARTÍCULO 562.- PARTES EN EL JUICIO

Son partes en el proceso administrativo:

I.- El actor o demandante. Tendrán este carácter:

1. Quien aduce ser titular de un derecho subjetivo o de un interés legítimo individual o colectivo, siempre que alegue que el acto u omisión de la autoridad administrativa o fiscal violan sus derechos, ocasionándole una afectación real y actual en su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de una especial situación frente al orden jurídico.

2. La autoridad en el caso del juicio de lesividad cuando pida la modificación o nulidad de un acto favorable a un particular que cause lesión al interés público.

3. La autoridad que resulte afectada por un acto definitivo de la Administración Pública.

II.- El demandado. Tendrán este carácter:

1. La autoridad que en forma unilateral y obligatoria dicte, ordene, ejecute a trate de ejecutar el acto impugnado, con independencia de su naturaleza formal. 

2. La autoridad que omita dar respuesta a las peticiones o instancias de los particulares.

3. La autoridad estatal o municipal que expida el decreto, circular o disposición de carácter general.
4. El particular a quien favorezca la resolución cuya nulidad demande la autoridad.

5. La persona que se ostente como autoridad estatal o municipal, sin serlo.

III.- El tercero interesado. Tendrán este carácter:

1. Quien haya gestionado el acto impugnado o tenga interés jurídico en que subsista.

2. El que tenga un derecho incompatible con la pretensión del demandante.

3. La persona cuyos derechos e intereses legítimos puedan verse afectados por las resoluciones del Tribunal.

4. Quien se apersone en el juicio como coadyuvante de las autoridades administrativas o fiscales, con un interés jurídico en la modificación o anulación de un acto favorable a un particular, o en la confirmación de uno que le es desfavorable.

ARTÍCULO 563.- INTERÉS DIRECTO Y LEGÍTIMO

Sólo podrán intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o  legítimo que funde su pretensión.

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo público e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciado del conjunto general de la sociedad.

El interés simple, en ningún caso, podrá invocarse como interés legítimo. Lo mismo que el interés indirecto o reflejo.

ARTÍCULO 564.- LEGITIMACIÓN DE LAS PARTES

El proceso administrativo puede promoverse por las personas físicas o morales a quienes afecte el acto de autoridad. El actor o demandante y el tercer interesado podrán hacerlo por sí, por su representante legal o por su apoderado.

ARTÍCULO 565.- PRETENSIONES DEL ACTOR O DEMANDANTE

El actor o demandante podrá solicitar: 

I.- La nulidad del acto o resolución impugnados, cuando no haya sido emitido conforme a derecho.

II.- El reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica.

III.- La condena a la autoridad para el pleno restablecimiento del derecho violado, en los términos de la Ley respectiva; y

IV. La indemnización de daños y perjuicios, cuando proceda.

ARTÍCULO 566.- REPRESENTACIÓN DE LAS PARTES

La representación de las partes se acreditara en los términos del artículo 81 a 83 de éste Código.

ARTÍCULO 567.- PERSONALIDAD PREVIAMENTE RECONOCIDA

Cuando se tenga acreditada la personalidad ante la autoridad demandada, ésta le será reconocida en el proceso administrativo, siempre que se compruebe tal circunstancia con las constancias respectivas. 

ARTÍCULO 568.- REGLAS ESPECIALES PARA LA REPRESENTACIÓN DE AUTORIDADES

El Gobernador del Estado será representado por el Consejero Jurídico, el Procurador General de Justicia o los Secretarios de Estado a quienes en cada caso corresponda el asunto, en términos de las leyes orgánicas y reglamentos aplicables. Los reglamentos interiores correspondientes señalaran las unidades administrativas en las que recaerá la citada representación.

La representación de las demás autoridades corresponderá al titular del órgano administrativo, quien podrá ser suplido, en su caso, por los servidores públicos a quienes las leyes o los reglamentos otorguen esa atribución.

En todo caso podrán por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen, hagan promociones e interpongan recursos.

Cuando intervenga un particular en calidad de autoridad, en los términos establecidos en el presente Código, podrán comparecer por sí mismos, por conducto de su representante legal o por medio de un apoderado.

ARTÍCULO 569.- FIRMA  DE LAS PROMOCIONES

Toda promoción deberá contener la firma autógrafa o la firma electrónica certificada de quien la formule y sin este requisito se tendrá por no presentada. Cuando el promovente en un juicio en la vía tradicional, no sepa o no pueda estampar su firma autógrafa, estampará en el documento su huella digital y en el mismo documento otra persona firmará a su ruego.

ARTÍCULO 570.- REPRESENTACIÓN COMÚN

Cuando la resolución afecte a dos o más personas, la demanda deberá ir firmada por cada una de ellas, y designar a un representante común que elegirán de entre ellas mismas, si no lo hicieren, el juzgador nombrará con tal carácter a cualquiera de los interesados, al admitir la demanda.

Los terceros interesados podrán también nombrar representante común.

ARTICULO 571.- FALLECIMIENTO DEL ACTOR O DEMANDANTE, O DEL TERCERO INTERESADO

En caso de fallecimiento del actor o demandante, o del tercero interesado, siempre que lo planteado en el proceso administrativo no afecte sus derechos estrictamente personales, el representante legal o voluntario del fallecido continuara el juicio en tanto interviene el representante de la sucesión. 

Si el fallecido no tiene representación legal o voluntaria en el juicio, este se suspenderá inmediatamente que se tenga conocimiento de la defunción. Si la sucesión no interviene dentro del plazo de sesenta días siguientes al en que se decrete la suspensión, el Tribunal o juzgado ordenará lo conducente según el caso de que se trate. 

Cualquiera de las partes que tenga noticia del fallecimiento del actor o demandante, o del tercero interesado deberá hacerlo del conocimiento del Tribunal o juzgado, acreditando tal circunstancia, o proporcionando los datos necesarios para ese efecto. 

ARTÍCULO 572.- DOMICILIO DE LAS PARTES
Las partes deberán señalar, en el escrito inicial que presenten, domicilio en el sitio donde resida el Tribunal o juzgado, para que en él se hagan las notificaciones personales indicadas en este Código. En caso contrario, se les requerirá para que lo señalen en un plazo de tres días, con el apercibimiento que de no hacerlo, las notificaciones que deban ser personales se efectuarán por lista de acuerdos.

ARTÍCULO 573.- AUTORIZADO PARA OÍR NOTIFICACIONES

En el proceso administrativo las partes podrán autorizar a cualquier persona  con capacidad legalexclusivamente para oír notificaciones aún las de carácter personal e imponerse de los autos, quienes no gozaran de las demás facultades a que se refiere el párrafo siguiente.

Para que el autorizado para oír notificaciones pueda además hacer promociones de trámite, ofrecer  y desahogar  pruebas, promover incidentes, formular alegatos e interponer recursos, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizado para ejercer la profesión de licenciado en derecho o abogado, proporcionando los datos correspondientes en el escrito en el que se le otorgue dicha autorización.

El autorizado para oír notificaciones no podrá substituir o delegar dichas facultades en un tercero.

Cuando los interesados cuenten con firma electrónica y pretendan que los autorizados en términos de los párrafos anteriores, utilicen o hagan uso de ésta en su representación, deberán comunicarlo al Tribunal o al juzgado, señalando las limitaciones o revocación de facultades en el uso de la misma.

CAPÍTULO TERCERO

 IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO

ARTÍCULO 574.- IMPROCEDENCIA

El proceso administrativo es improcedente:

I.- Contra actos o resoluciones de autoridades que no sean del Estado.

II.- Contra actos o resoluciones del propio Tribunal.

III.- Contra actos o resoluciones que sean materia de otro proceso contencioso que se encuentre pendiente de resolución, promovido por el mismo actor contra las mismas autoridades y el mismo acto o resolución administrativo, aunque las violaciones reclamadas sean distintas.

IV.- Contra actos o resoluciones que hayan sido materia de una ejecutoria en otro proceso contencioso administrativo, en los términos de la fracción anterior.

V.- Contra actos o resoluciones que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor,  y contra normas actos o resoluciones, decretos, circulares, acuerdos y demás disposiciones generales de naturaleza administrativa y fiscal que requieran de un acto posterior al inicio de su vigencia.

VI.- Contra actos o resoluciones consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento.

VII.- Contra actos o resoluciones que hayan sido consentidos tácitamente, entendiéndose por estos últimos aquellos contra los que no se promovió el proceso contencioso dentro de los plazos señalados por este Código.

VIII.- Contra actos o resoluciones administrativos, respecto de los cuales conceda la ley algún recurso o medio de defensa, dentro del procedimiento administrativo, por virtud del cual puedan ser modificados revocados o nulificados; excepción hecha de lo dispuesto en el artículo en el artículo 701 de este Código.

IX.- Cuando se esté tramitando ante la autoridad administrativa algún recurso o medio de defensa legal propuesto por el demandante que pueda tener por efecto modificar, revocar o nulificar el acto o la resolución impugnados.

X.- Contra los actos o resoluciones, decretos, circulares, acuerdos y demás disposiciones generales de naturaleza administrativa y fiscal, diversos a los Reglamentos, contra los que no se promueva el proceso dentro de los plazos respectivos.

No se entenderá consentido un acto o resolución de carácter general, a los que alude el párrafo anterior, a pesar de que siendo impugnable mediante un proceso ante el Tribunal o el juez desde el momento de la iniciación de su vigencia no se haya impugnado, sino solo en el caso de que tampoco se haya promovido proceso contra el primer acto de su aplicación en perjuicio del demandante.

Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o medio de defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado, será optativo para el interesado hacerlo valer o impugnar desde luego el acto o resolución administrativa de carácter general en el proceso contencioso administrativo. En el primer caso, solo se entenderá consentida la disposición de la autoridad administrativa de carácter general si no se promueve contra ella el proceso dentro del plazo legal contado a partir del día siguiente de aquel al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recaída al recurso o medio de defensa, aun cuando para fundarlo se hayan aducido exclusivamente motivos de ilegalidad. 

XI.-  Contra actos o resoluciones consumados de un modo irreparable.

XII.- Cuando hubieren cesado los efectos de los actos o resoluciones impugnados, o no pudieren producirse por haber desaparecido el objeto del mismo.

XIII.- Cuando subsista el acto reclamado pero no pueda surtir efecto legal o material alguno por haber dejado de existir el objeto o la materia del mismo.

XIV.- Contra actos o resoluciones que deban ser revisados de oficio por las autoridades administrativas y dentro del plazo legal establecido para tal efecto.

XV.- En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Constitución del Estado o de esta  ley.

Las causas de improcedencia, en su caso, deberán ser examinadas de oficio, sin perjuicio de que la parte interesada las pueda hacer valer.

ARTÍCULO 575.- SOBRESEIMIENTO

Procede el sobreseimiento del proceso administrativo:

I.- Cuando el demandante se desista expresamente del proceso o no lo ratifique en los casos en que la ley establezca este requerimiento. En caso de desistimiento se notificará personalmente al demandante para que ratifique su escrito en un plazo de tres días, apercibido que de no hacerlo, se le tendrá por no desistido y se continuara el proceso.

II.- Cuando durante el proceso aparezca  o sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior.

III.- Cuando el demandante falleciere durante la tramitación del proceso, si el acto impugnado sólo afecta sus intereses  personales.

IV.- Cuando la autoridad demandada haya satisfecho la pretensión del actor, o revocado el acto que se impugna.

V.- Sí cualquiera que sea el estado del proceso, no se haya efectuado ningún acto procesal durante el término de ciento ochenta días naturales, ni el actor hubiera promovido en ese mismo lapso, en este último caso si la promoción no realizada fuere necesaria para la continuación del procedimiento.

Celebrada la audiencia de pruebas y alegatos o listado el asunto para audiencia no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal.

VI.- Cuando de las constancias de autos apareciere fehacientemente que no existen las resoluciones o actos que se pretenden impugnar, o cuando no se probare su existencia en la audiencia de pruebas y alegatos. 

Para dictar resolución en los casos de sobreseimiento, no será necesario que se hubiere celebrado audiencia.
CAPÍTULO CUARTO

CUESTIONES PREVIAS

SECCIÓN PRIMERA

INCIDENTES DENTRO DEL PROCESO ADMINISTRATIVO

ARTÍCULO 576.- INCIDENTES

La promoción de cualquier incidente dentro del proceso administrativo notoriamente improcedente, se desechará de plano. 

ARTÍCULO 577.-TRÁMITE DE LOS INCIDENTES 

Promovido el incidente, el Tribunal o el juez ordenarán correr traslado a las otras partes para que expresen, dentro de los tres días siguientes, lo que a su interés convenga. Si las partes promovieren pruebas o el juzgador las considera necesarias, se abrirá un periodo probatorio de diez días, concluido el mismo, se citará a la audiencia incidental, la que se verificará concurran o no las partes. En caso de que no se hayan ofrecido pruebas, ni el juzgador las estimare necesarias, se citará a la audiencia mencionada. 

Las pruebas deberán ofrecerse en el mismo escrito en el que se interponga o conteste el incidente. 

En cualquiera de los casos anteriores, dentro de los tres días siguientes, el juzgador dictará su resolución interlocutoria. 

ARTÍCULO 578.- INCIDENTES DE PREVIO Y ESPECIAL PRONUNCIAMIENTO 

En el proceso administrativo, sólo se tramitarán como de previo y especial pronunciamiento, los siguientes incidentes:

I.- La incompetencia del Tribunal o del jugado.

II.- La falta de capacidad de las partes o de representación.

III.- La nulidad de notificaciones.

IV.- La acumulación de procesos.

V.- La falta del debido litisconsorcio o emplazamiento de terceros en los casos en que, según la ley, corresponda su llamamiento al proceso.

VI.- La litispendencia.

VII.- La cosa juzgada.

VIII.- El desistimiento de  la acción o la demanda.

IX.-La conexidad.

X.- La oscuridad o ambigüedad en el modo de proponer la demanda o, en su caso, la reconvención. 

XI.- Las demás a las que den este carácter las leyes o que las califiquen como previas.

Mientras estén pendientes de resolución los incidentes mencionados, el juicio continuará hasta antes de la celebración de la audiencia inicial en la que serán resueltos en vías de depuración del Proceso. Lo mismo se observará respecto a las cuestiones sustanciales  a que se refiere el artículo 584 de éste Código.

Si el incidente hecho valer es notoriamente frívolo e improcedente, se desechará de plano y se impondrá, a quien lo promueva, una multa hasta por el equivalente a un mes del salario mínimo general vigente en el Estado.

El juzgador podrá analizar de oficio la incompetencia, la falta de capacidad, de representación, del debido litisconsorcio, la litispendencia, la cosa juzgada o la oscuridad o ambigüedad en el modo de proponer la demanda.

ARTÍCULO 579.- CUESTIONES DE COMPETENCIA

Cuando se reciba en el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo una demanda que deba tramitarse ante un Juzgado Municipal, sin decidir sobre su admisión, declarará de plano carecer de competencia y la remitirá con sus anexos al Juzgado Municipal que estime competente sin que éste pueda objetar la competencia que le atribuye en atención a  la sujeción por la competencia de grado que sobre él ejerce. La resolución que en este sentido se emita deberá ser notificada al demandante.

Cuando el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo tenga información de que un Juzgado Municipal conoce de un asunto que a aquél le corresponde, lo requerirá para que le remita los autos. Si el requerido estima no ser competente deberá remitir los autos, dentro de los tres días siguientes a la recepción del requerimiento. Si considera que lo es, en igual plazo hará saber su resolución al requirente, suspenderá el procedimiento y remitirá los autos al Pleno del Tribunal Superior de Justicia, para que en un plazo de diez días,  éste determine quien deba conocer del asunto, notificando su decisión  a los órganos en conflicto y a las partes intervinientes.

ARTÍCULO 580.- ACUMULACIÓN 

Procede la acumulación de dos o más procesos administrativos pendientes de resolución, cuando: 

I.- Las partes siendo las mismas o diversas, combatan el mismo acto o resolución e invoquen idénticos conceptos de impugnación.

II.- Las partes, siendo las mismas o diversas, combatan actos o resoluciones que aunque diversos, sean unos antecedentes o consecuencia de otros y se aleguen idénticos conceptos de impugnación.

ARTÍCULO 581.- TRÁMITE DE LA ACUMULACIÓN

El incidente a que se refiere el artículo anterior, se tramitara ante el Magistrado Instructor o el juez que conozca del proceso administrativo más antiguo y podrá plantearse hasta antes de la celebración de la audiencia inicial.

Se tramitara de oficio o a petición de parte y se sustanciará en la audiencia inicial en la que se hará el cotejo de los autos, se presentarán alegatos y se emitirá la resolución que proceda.

Decretada la acumulación, quien conozca del proceso administrativo más reciente enviará los autos al que conozca del más antiguo, en un plazo que no excederá de tres días. 

Sí los juicios respectivos se están sustanciando uno por la vía tradicional y otro por juicio en línea, se requerirá a las partes del juicio en la vía tradicional para que en el plazo de tres días manifiesten si optan por sustanciar el juicio en línea, y en caso de que no lo acepten expresamente, los procedimientos acumulados se tramitarán en la vía tradicional. Entre tanto la audiencia se suspenderá, y para el caso de que no haya respuesta, el trámite se ajustará a esta última forma.

ARTÍCULO 582.- INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES

Las notificaciones que no fueren hechas conforme a lo dispuesto en este Código o, en su caso, de acuerdo con las disposiciones supletorias, serán nulas. El perjudicado podrá pedir que se declare la nulidad, dentro de los tres días siguientes a aquel en que conoció el hecho, ofreciendo las pruebas pertinentes, en el mismo escrito en el que se promueva la nulidad.

Si se trata de la nulidad de notificaciones que se hayan practicado antes de la celebración de la audiencia previa, deberán ser planteadas antes de los cinco días de su celebración.

Si se admite el incidente, se dará vista a las demás partes, por el término de tres días, para que expongan lo que a su derecho convenga y ofrezcan pruebas; transcurrido dicho plazo, el Tribunal o el juzgado dictarán la interlocutoria respectiva, lo que podrá tener lugar dentro de la propia audiencia previa, si en la fecha de su celebración ya se hubiere sustanciado el incidente. 

Si se declara la nulidad, se ordenará reponer el procedimiento, desde la fecha de la notificación anulada.

ARTÍCULO 583.- TRÁMITE DE LAS DEMÁS CUESTIONES INCIDENTALES PREVIAS

Las demás  excepciones procesales previas deberán oponerse precisamente en el escrito de contestación a la demanda y de ellas se  correrá traslado a la parte demandante para que manifieste lo que a su derecho convenga dentro de un plazo igual al de la contestación a la demanda, reservándose su resolución para la fecha de la audiencia previa.

Sólo serán admisibles las pruebas documentales, salvo si se trata de la excepción de falta de capacidad respecto a la que también se admitirá la prueba pericial, o de las excepciones de litispendencia, conexidad, cosa juzgada, transacción, desistimiento de la demanda o de la acción, en las que el Tribunal o el juez podrán ordenar la inspección o cotejo de los autos si lo estima necesario.

Las pruebas deberán ofrecerse y acompañarse con los escritos respectivos.  La prueba pericial, si en su caso se ofreciere, o si el Tribunal o el juez estimaren necesario practicar la prueba de inspección o cotejo de autos, deberán prepararse oportunamente, para que se puedan recibir en la audiencia previa.

ARTÍCULO 584.- PROPUESTA Y TRÁMITE DE LAS CUESTIONES SUSTANCIALES PREVIAS

Las cuestiones substanciales previas como la caducidad, la prescripción negativa, la falta de cumplimiento del término o la condición a que está sujeta la pretensión  intentada, y otras que regulen las normas substanciales, se propondrán y tramitarán como las excepciones procesales previas.

ARTÍCULO 585.- INTERRUPCIÓN DEL PROCESO

Se interrumpe el proceso administrativo por las siguientes causas: 

I.- Incapacidad, declaración de ausencia o fallecimiento de la parte demandante o del representante legal de alguna de las partes.

II.- Disolución o declaración de concurso de la persona moral.

III.- Desaparición del órgano de la administración pública. 

ARTÍCULO 586.- PLAZO PARA PLANTEAR LA INTERRUPCIÓN DEL PROCESO

La interrupción del proceso administrativo, procederá hasta antes de la celebración de la audiencia, cuando se actualice cualquiera de las causas contenidas en el artículo anterior. 
ARTÍCULO 587.- TÉRMINO  DE LA INTERRUPCIÓN

La interrupción del proceso administrativo será de hasta seis meses, mientras se apersone el representante legal de la parte actora o el representante del órgano de la administración pública que asuma las facultades o atribuciones correspondientes al órgano desaparecido. Si transcurrido el término máximo de la interrupción no comparece el representante legal de las partes, se reanudará el proceso administrativo.

SECCIÓN SEGUNDA

SUSPENSIÓN EN EL  PROCESO ADMINISTRATIVO
ARTÍCULO 588.- SOLICITUD Y EFECTOS DE LA SUSPENSIÓN

La suspensión del acto o resolución impugnados podrá solicitarla el actor en su demanda o en cualquier momento del proceso, mientras no se dicte sentencia ejecutoria y tendrá por efecto mantener las cosas en el estado en que se encuentren, en tanto se pronuncia sentencia.

Cuando la suspensión se pida en la demanda, si procede, deberá concederse por el Tribunal o el Juzgado en el acuerdo que la admita, haciéndolo saber inmediatamente a la autoridad demandada, para su cumplimiento sin demora, pudiendo utilizarse para tal efecto el telegrama, telefax, medios electrónicos o cualquier otro proporcionado por la tecnología, siempre que pueda comprobarse fehacientemente su recepción.

La suspensión  se concederá de oficio y de plano, siempre que se trate de algún acto o resolución, que si llegare a consumarse, haría físicamente imposible restituir al demandante en el goce de sus derechos. Los efectos de la suspensión así decretada, serán los de ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden, tomando el Magistrado Instructor o el juez las medidas pertinentes para evitar la consumación del acto o resolución impugnados y que el juicio quede sin materia.

La suspensión, cualquiera que sea su naturaleza, surtirá sus efectos desde el momento en que se pronuncie el acuerdo relativo, aún cuando sea recurrido.

ARTÍCULO 589.- PROCEDENCIA DE LA SUSPENSIÓN

Cuando el demandante que solicita la suspensión aduzca un interés legítimo, el órgano jurisdiccional la concederá cuando aquel acredite el daño inminente e irreparable a dicho interés en caso de que le fuere negada, así como el interés social que justifique su otorgamiento
El órgano jurisdiccional  a fin de otorgar la suspensión, deberá realizar un análisis ponderado de la apariencia del buen derecho y la no afectación del interés social y, en su caso, acordará conceder o negar la suspensión; en el primer caso, fijará los requisitos y efectos de la medida; en el segundo caso, la autoridad demandante podrá ejecutar el acto reclamado.

ARTÍCULO 590.- EFECTOS DE LA SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS DE CARÁCTER GENERAL

En los procesos en los que se reclame un acto administrativo, decreto o acuerdos de carácter general, diversos a un reglamento, a través de su primer acto concreto de aplicación, la suspensión que se otorgue, además de impedir los efectos  y consecuencias de la disposición general, comprenderá los efectos y consecuencias  subsecuentes del acto concreto de aplicación.

ARTÍCULO 591.- SUSPENSIÓN CON EFECTO RESTITUTORIO

De ser jurídica y materialmente posible la suspensión podrá concederse para que provisionalmente se restablezca al demandante  en el goce del derecho violado mientras se resuelve el fondo del proceso, cuando a juicio del Tribunal o del juez sea necesario otorgarle este efecto, con el objeto de conservar la materia del litigio o impedir perjuicios irreparables al propio demandante.
El órgano jurisdiccional tomará las medidas que estime necesarias para evitar que se defrauden los derechos de los menores o incapaces, en tanto se dicte sentencia definitiva en el proceso administrativo.

ARTÍCULO 592.- CASOS EN LOS QUE NO PROCEDE LA SUSPENSIÓN

No se otorgará la suspensión si se causa perjuicio evidente al interés social, si se contravienen disposiciones de orden público o se deje sin materia el proceso administrativo. 

En ningún caso, el otorgamiento de la medida cautelar podrá tener por efecto modificar o restringir derechos ni constituir aquellos que no haya tenido el demandante antes de la presentación de la demanda.

ARTÍCULO 593.- SUSPENSIÓN QUE AFECTA AL ORDEN PÚBLICO O EL INTERÉS SOCIAL 

Cuando se presuma la afectación al orden público o al interés social, el órgano jurisdiccional podrá solicitar a la autoridad emisora del acto o resolución impugnados un informe, y en tal caso, podrá conceder la suspensión provisional en tanto decide si se afecta el orden público o el interés social. 

Cuando en autos surjan elementos que modifiquen la valoración que se realizó respecto de la afectación que la medida cautelar puede provocar al interés social y el orden público, el juzgador, con vista al demandante por veinticuatro horas, podrá modificar o revocar la suspensión concedida

ARTÍCULO 594.- GARANTÍA PARA RESPONDER DE LOS DAÑOS Y PERJUICIOS
En los casos en que proceda la suspensión, pero pueda ocasionar daños y perjuicios a terceros, se concederá si el demandante otorga garantía suficiente para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquélla se causaren, si no obtiene sentencia favorable en el proceso administrativo. 
Cuando con la suspensión puedan afectarse derechos no estimables en dinero, el juzgador que conozca del asunto fijará discrecionalmente el importe de la garantía.

ARTÍCULO 595.- SUSPENSIÓN SIN GARANTÍA

El Estado y los municipios estarán exentos de otorgar las garantías que esta Ley exige. En su caso también lo están la Federación y las demás entidades federativas.

ARTÍCULO 596.- EXHIBICIÓN DE LA GARANTÍA PARA QUE SURTA EFECTOS LA SUSPENSIÓN

El auto en que se decreta la suspensión surtirá sus efectos desde luego, pero dejará de surtirlos si el actor, dentro de los cinco días siguientes, no otorga la garantía establecida y así lo determine el Instructor o el juez, quienes al vencimiento del plazo, de oficio o a instancia de parte, lo notificarán a la autoridad demandada, la que podrá ejecutar el acto o la resolución impugnada.

No obstante lo anterior, mientras no se ejecute, el demandante podrá exhibir la garantía, con lo cual, de inmediato, vuelve a surtir efectos la medida suspensional.

ARTÍCULO 597.- CONTRAGARANTÍA

La suspensión otorgada conforme a los artículos anteriores, quedará sin efectos si el tercero da, a su vez, caución suficiente para restituir las cosas al estado que guardaban antes de la violación y pagar los daños y perjuicios que sobrevengan al demandante, en el caso de que éste obtenga sentencia favorable. 

Para que surta efecto la caución que ofrezca el tercero, conforme al párrafo anterior, deberá cubrir previamente los gastos legales que acredite el actor haber hecho para constituir la garantía. 

No se admitirá contragarantía cuando el levantamiento de la suspensión implique dejar sin materia el proceso administrativo o cuando resulte en extremo difícil restituir las cosas al estado que guardaban antes de la violación. 

ARTÍCULO 598.- CUMPLIMIENTO DE LA SUSPENSIÓN

Para el cumplimiento de la suspensión, el Tribunal o el juzgado, podrán hacer uso de los medios de apremio mencionados en el artículo 44 de éste Código, siendo aplicable además, en lo conducente, lo dispuesto en este Código para el cumplimiento y ejecución de las resoluciones.

Cuando la naturaleza del acto lo permita, el Tribunal o el juzgado podrán hacer cumplir la resolución suspensional o podrá tomar las medidas para el cumplimiento.

ARTÍCULO 599.- SUSPENSIÓN SIN MATERIA

Cuando apareciere debidamente probado que ya se acordó sobre la suspensión en otro proceso administrativo, promovido con anterioridad por el mismo demandante o por otra persona en su nombre o representación, contra el mismo acto o resolución impugnados y contra las propias autoridades, se declarará sin materia la suspensión solicitada.

ARTÍCULO 600.- SUSPENSIÓN DE ACTOS O RESOLUCIONES DE CARÁCTER FISCAL

Tratándose de asuntos de carácter fiscal, se concederá la suspensión, si quien la solicita garantiza el interés del fisco dentro de los tres días siguientes contados a partir del día en que se solicitó la suspensión, ante las oficinas exactoras correspondientes, en cualquiera de las formas previstas por la legislación fiscal correspondiente. 

El juzgador podrá conceder la suspensión, sin necesidad de que se garantice el importe del crédito, cuando el asunto planteado no rebase la cantidad que resulte de multiplicar por ciento cincuenta el salario mínimo general diario vigente en el Estado. El auto que dispense el otorgamiento de la garantía no será recurrible. 

ARTÍCULO 601.- ACTOS EJECUTADOS EN PERJUICIO DE PARTICULARES DE ESCASOS RECURSOS 

Cuando los actos o resoluciones materia de impugnación hubieren sido ejecutados en perjuicio de particulares de escasos recursos económicos, impidiendo el ejercicio de su única actividad personal de subsistencia, debiendo éstos acreditar tal circunstancia aportando medios de convicción, y entre tanto  se pronuncia la resolución que corresponda, el juzgador podrá dictar las medidas que estime pertinentes para preservar el medio de subsistencia del actor. Dichas medidas podrán dictarse de plano. 

ARTÍCULO 602.- SUSPENSIÓN DE ACTOS DE PARTICULARES 

Cuando por mandato expreso de una norma general o de alguna autoridad, un particular tuviere o debiera tener intervención en la ejecución, efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados, el efecto de la suspensión será que la autoridad demandada ordene a dicho particular la inmediata paralización de la ejecución, efectos o consecuencias de dicho acto o, en su caso, que tome las medidas pertinentes para el cumplimiento estricto de lo establecido en la resolución suspensional.

ARTÍCULO 603.- REVOCACIÓN DE LA SUSPENSIÓN

La suspensión podrá ser revocada o modificada por el juzgador, de oficio o a petición de parte, en cualquier momento del proceso administrativo si existe un cambio de la situación jurídica bajo la cual se otorgó, oyéndose previamente a los interesados.

ARTÍCULO 604.- NORMAS COMPLEMENTARIAS

En lo conducente, se aplicará a la suspensión el Capitulo Quinto del Titulo Sexto relativo a las cauciones y el Capitulo Primero del Título Noveno, referente a los incidentes, ambos del Libro Primero de éste Código.

CAPÍTULO QUINTO

PROCESO ADMINISTRATIVO ORDINARIO

SECCIÓN PRIMERA

ETAPAS DEL PROCESO

ARTÍCULO 605.- ETAPAS PROCESALES
El debido proceso administrativo se desarrollará en única instancia y comprenderá las etapas siguientes:

1. Expositiva.

2. Conciliación y Saneamiento.

3. Juicio.

4. Sentencia.

5. Ejecución de sentencia.

ARTÍCULO 606.- CONTENIDO DE CADA ETAPA PROCESAL
La etapa expositiva comprende la demanda, el emplazamiento, la contestación y la medida cautelar de suspensión.

La etapa de conciliación y saneamiento, principia con la audiencia inicial y puede concluir con la conciliación total o parcial de las pretensiones de las partes. En caso contrario, se saneará el proceso, se fijarán los puntos de litis, se ofrecerán los medios de prueba y se resolverá sobre su admisión, para concluir con el auto en el que se fije la fecha para la celebración de la audiencia final con la citación de las partes, los testigos, especialistas y peritos.

La etapa de juicio, inicia con la audiencia final, el desahogo de pruebas y concluye con la sentencia que emite el Tribunal.

La etapa de la sentencia, abarca el periodo y la forma en que esta debe ser dictada por el Tribunal o por el juez.

La etapa de ejecución de sentencia, comprende todos los actos procesales para lograr su cumplimiento.

SECCIÓN SEGUNDA

ETAPA EXPOSITIVA

PRIMERA PARTE

DEMANDA

ARTÍCULO 607.- PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA

El actor o demandante podrá presentar su demanda, en la vía tradicional, por escrito ante la oficialía de partes o, en línea, a través del Sistema de Justicia en Línea, para este último caso, el demandante deberá manifestar su opción al momento de presentar la demanda y una vez formulada su elección, no podrá variarla. 

Para el caso de que el actor o demandante no manifieste su elección al momento de presentar su demanda, se entenderá que eligió tramitar el proceso en la vía tradicional.

Cuando la autoridad tenga el carácter de actor o demandante, la demanda se presentará en todos los casos en línea a través del Sistema de Justicia en Línea.

ARTÍCULO 608.- PLAZOS PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA

La demanda deberá presentarse dentro de los plazos que a continuación se indican:

I.- Dentro de los quince días siguientes a aquél en que haya surtido efectos la notificación del acto o la resolución impugnados, conforme a la ley en que se funden, o aquél en que haya tenido conocimiento de éstos o de su ejecución.

II.- De cinco años cuando las autoridades demanden la modificación o nulidad de una resolución favorable a un particular, los que se contarán a partir del día siguiente a la fecha en que éste se haya emitido, salvo que haya producido efectos de tracto sucesivo, caso en el que se podrá demandar la modificación o nulidad en cualquier época sin exceder de los cinco años del último efecto, pero los efectos de la sentencia, en caso de ser total o parcialmente desfavorable para el particular, sólo se retrotraerán a los cinco años anteriores a la presentación de la demanda.

III.- En cualquier tiempo en los casos de negativa o afirmativa ficta, en tanto no se notifique la resolución expresa, y siempre que haya transcurrido el plazo para que operen estos efectos del silencio administrativo.

IV.- De treinta días a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del acto o resolución impugnados, o tenga conocimiento de los mismos, si el particular afectado reside fuera del Estado, pero dentro del país y no tiene representante en el mismo.

V.- De cuarenta y cinco días a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del acto o resolución impugnados, o tenga conocimiento de los mismos, si el particular afectado reside en el extranjero y no tiene representante en el Estado o en el país.

VI.- Dentro de los cinco días hábiles siguientes al en que surta efectos la notificación del acto o al en que se haya tenido conocimiento del mismo, cuando se impugnen actos o resoluciones en la vía sumaria.

Si alguna de las partes reside fuera de la jurisdicción del Tribunal o del juzgado, la demanda y la primera promoción del tercero interesado podrán  enviarse por correo registrado con acuse de recibo, y se tomará como fecha de presentación aquella en que se deposite en la oficina de correos del lugar de su residencia o en la más cercana en caso de no haberla; o bien, en forma electrónica a través del uso de la Firma Electrónica. 

Cuando el interesado fallezca durante el plazo para iniciar proceso, éste se suspenderá hasta un año, si antes no se ha aceptado el cargo de representante de la sucesión. 

En los casos de incapacidad o declaración de ausencia, decretadas por autoridad judicial, el plazo para interponer el proceso administrativo se suspenderá hasta por un año. La suspensión cesará tan pronto como se acredite que se ha aceptado el cargo de tutor del incapaz o representante legal del ausente.

ARTÍCULO 609.- REQUISITOS DE LA DEMANDA

La demanda, además de los requisitos previstos en los artículos 156, 158 y 161 de éste Código, deberá señalar lo siguiente:

I.- El nombre del actor o demandante y, en su caso, de quien promueva en su nombre, quien deberá acreditar su representación; así como el domicilio para recibir notificaciones en el lugar de residencia del Tribunal o del Juzgado respectivo y, en su caso, las personas autorizados para oír y recibir notificaciones. Cuando se opte porque  las notificaciones se hagan mediante correo electrónico o porque el proceso se substancie en línea a través del sistema de justicia en línea deberá indicarse, además la dirección de correo correspondiente.

II.- El acto o resolución que se impugna y, en su caso, la fecha de su notificación o en la que se haya ostentado sabedor del mismo. 

En el caso de que se controvierta un decreto, acuerdo, acto o resolución de carácter general, precisará la fecha de su publicación.

III.- La autoridad o autoridades demandadas o el nombre y domicilio del particular demandado cuando el proceso sea promovido por la autoridad administrativa.

IV.- El nombre y domicilio del tercero interesado, si lo hubiere.

V.- La pretensión o pretensiones que se deducen.

VI.- La fecha en que se tuvo conocimiento del acto o resolución que se impugnan.

VII.- Bajo protesta de decir verdad, la descripción de los hechos o abstenciones que constituyan los antecedentes del acto o resolución que se impugnan o que sirvan de referencia a los fundamentos de derecho que se expresen.

VIII.- Las disposiciones legales que el actor o demandante estime violadas, así como el concepto o conceptos de transgresión.

IX.- Las pruebas que se ofrezcan.

X.- La solicitud de suspensión del acto impugnado, en su caso.

ARTÍCULO 610.- PRETENSIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS
El actor o demandante podrá incluir en las pretensiones que se deduzcan en la demanda el pago de daños y perjuicios que se hayan causado, en forma dolosa o culposa por algún servidor público, en la emisión o ejecución del acto impugnado, ofreciendo las pruebas específicas que acrediten la existencia de los mismos.

ARTÍCULO 611.- DOCUMENTOS QUE DEBERÁN ADJUNTARSE A LA DEMANDA

El actor o demandante deberá adjuntar a su demanda:

I.- Una copia de la misma y de los documentos anexos para cada una de las partes.

II.- El documento que acredite su personalidad o en el que conste que le fue reconocida por la autoridad demandada, o bien señalar los datos de registro del documento con la que esté acreditada ante el Tribunal, cuando no gestione en nombre propio.

III.- El documento en que conste la resolución impugnada.

IV.- En el supuesto de que se impugne una resolución negativa ficta, deberá acompañar una copia en la que obre el sello de recepción de la instancia no resuelta expresamente por la autoridad.

V.- La constancia de la notificación del acto o resolución que se impugnen, excepto cuando el actor o demandante declare bajo protesta de decir verdad que no recibió dicha constancia o cuando se hubiera realizado por correo, caso en el que se estimara que tuvo conocimiento de ellos en la fecha que manifieste.

Si la autoridad demandada al contestar la demanda hace valer su extemporaneidad, anexando las constancias de notificación en que la apoya, el Magistrado Instructor o el juez resolverá lo conducente.

VI.- Si la notificación se hizo por edictos deberá señalar la fecha de la publicación en el Periódico Oficial del Estado y el de mayor circulación en el Estado en que ésta se llevó a cabo.

VII.- Las pruebas documentales que ofrezca, entre las que podrá solicitarse el envió del expediente administrativo en que se haya dictado la resolución impugnada, si se trata de actuaciones concluidas.

Se entiende por expediente administrativo el que contenga toda la información relacionada con el procedimiento que dio lugar a la resolución impugnada; dicha documentación será la que corresponda al inicio del procedimiento, los actos administrativos posteriores y a la resolución impugnada.

Respecto a los documentos que no obren en poder del actor o demandante o cuando no hubiere podido obtenerlos no obstante que se trate de documentos que legalmente se encuentren a su disposición, se estará al o dispuesto en el artículo 273 de este Código.

Los particulares demandantes deberán señalar, sin acompañar, los documentos que fueron considerados en el procedimiento administrativo como información confidencial o comercial reservada. El Tribunal o el juez solicitarán los documentos antes de cerrar la instrucción si influyeron en el resultado del fallo.

VIII.- El pliego de posiciones, el interrogatorio para los testigos, el cuestionario para los peritos, los puntos sobre los que deba versar la inspección, los que deben ir firmados por el actor o demandante, en el supuesto de ofrecimiento de estas pruebas en los términos de este Código. Respecto a la testimonial y pericial, deberá señalarse el nombre y domicilio de los testigos y peritos.

ARTÍCULO 612.- DEMANDA IRREGULAR 

Cuando la demanda no reúna los requisitos que establece el artículo 609 de éste Código, o bien no se adjunten los documentos a que se refiere el artículo anterior, el juzgador requerirá al actor para que en el término de cinco días, la aclare, corrija o complete, con el apercibimiento que, de no hacerlo, se tendrá por no presentada. Respecto de las pruebas documentales, inspección judicial, pericial y confesional, se tendrán por no ofrecidas.

ARTÍCULO 613.- PLURALIDAD DE DEMANDANTES

En cada demanda sólo podrá aparecer un demandante, salvo en los casos que se trate de la impugnación de resoluciones conexas, o que se afecte los intereses jurídicos de dos o más personas, o se trate de intereses difusos, casos en los que podrán promover el proceso contra dichas resoluciones en una sola demanda.

En los casos en que sean dos o más demandantes éstos ejercerán su opción a través de un representante común.

En la demanda en que promuevan dos o más personas en contravención de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Magistrado Instructor o el juez requerirá a los promoventes para que en el plazo de cinco días presenten cada uno de ellos su demanda correspondiente, apercibidos que de no hacerlo se desechará la demanda inicial.

ARTÍCULO 614.- DEMANDA CONTRA RESOLUCIÓN QUE NO FUE NOTIFICADA

Cuando se alegue que la resolución administrativa no fue notificada o que lo fue ilegalmente, siempre que se trate de las impugnables en el proceso administrativo, se estará a las reglas siguientes:

I.- Si el actor o demandante afirma conocer la resolución administrativa, los conceptos de impugnación contra su notificación y contra la resolución misma, deberán hacerse valer en la demanda, en la que manifestará la fecha en que la conoció.

II.- Si el actor o demandante manifiesta que no conoce la resolución administrativa que pretende impugnar, así lo expresará en su demanda, señalando la autoridad a quien la atribuye, su notificación o su ejecución. En este caso, al contestar la demanda, la autoridad acompañará constancia de la resolución administrativa y de su notificación, mismas que el actor deberá combatir mediante ampliación de la demanda.

III.- El Tribunal o el juez estudiarán los conceptos de impugnación expresados contra la notificación, en forma previa al examen de los agravios expresados en contra de la resolución administrativa.

Si resuelven que no hubo notificación o que fue ilegal, considerarán que el actor fue sabedor de la resolución administrativa desde la fecha en que manifestó conocerla o en la que se le dio a conocer, según se trate, quedando sin efectos todo lo actuado en base a dicha notificación, y procederá al estudio de la impugnación que se hubiese formulado contra la resolución.

Si resuelve que la notificación fue legalmente practicada y, como consecuencia de ello la demanda fue presentada extemporáneamente, sobreseerá el proceso en relación con la resolución administrativa combatida.

ARTÍCULO 615.- ADMISIÓN DE LA DEMANDA

De no existir requerimiento, o cumplido éste, el Tribunal o el juez admitirán la demanda dentro de los tres días siguientes al de su presentación y señalará día y hora para la audiencia de pruebas y alegatos, que deberá celebrarse dentro de los treinta días siguientes o de los cuarenta y cinco días en el supuesto de ampliación de la demanda, ambos plazos contados a partir de la fecha de emisión del acuerdo respectivo.

Cuando a criterio del órgano jurisdiccional exista causa fundada y suficiente, la audiencia podrá celebrarse en un plazo que no podrá exceder del doble del señalado en el párrafo anterior. 

En el mismo acuerdo, mandara emplazar a la parte demandada; ordenará correr traslado al tercero interesado; admitirá o desechará las pruebas ofrecidas por el actor o demandante y en el primer supuesto, dictarán las providencias necesarias para su desahogo; así mismo, y en su caso, proveerá lo conducente sobre la suspensión del acto o resolución impugnados, cuando se hubiere solicitado en la demanda o cuando proceda de oficio.

ARTÍCULO 616.- DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA
El Tribunal o el juez desecharán la demanda, cuando:

I.- No contenga la firma autógrafa o huella digital del promovente.

II.- Encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia.

III.- Prevenido el actor o demandante para que aclare, corrija o complete la demanda, no lo hiciere.

ARTÍCULO 617.- AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA

Se podrá ampliar la demanda, dentro de los diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación, en los casos siguientes:

I.- Cuando se impugne una negativa ficta.

II.- Contra el acto principal del que derive la resolución impugnada en la demanda, así como su notificación, cuando se den a conocer en la contestación.

III.- En los casos previstos en el artículo anterior.

IV.- Cuando con motivo de la contestación, se introduzcan cuestiones que no sean conocidas por el actor o demandante al presentar la demanda.

V.- Cuando la autoridad demandada plantee el sobreseimiento del proceso por extemporaneidad en la presentación de la demanda.

En el escrito de ampliación de demanda se deberá señalar el nombre del actor y el proceso en que se actúa, debiendo adjuntar, con las copias necesarias para el traslado, las pruebas y documentos que en su caso se presenten.

Cuando las pruebas documentales no obren en poder del demandante o cuando no hubiera podido obtenerlas a pesar de tratarse de documentos que legalmente se encuentren a su disposición, será aplicable en lo conducente, lo dispuesto en el artículo 273 de éste Código.

Si no se adjuntan las copias a que se refiere este artículo, el Magistrado Instructor o el juez requerirá al promovente para que las presente dentro del plazo de cinco días. Si el promovente no las presenta dentro de dicho plazo, se tendrá por no presentada la ampliación a la demanda. Si se trata de las pruebas documentales o de los cuestionarios o interrogatorios dirigidos a peritos y testigos, a que se refieren las fracciones VII y VIII del artículo 611 de este Código, las mismas se tendrán por no ofrecidas.

ARTÍCULO 618.- INTERVENCIÓN DE TERCERO

El tercero interesado, dentro de los diez días siguientes al en que surta efectos la notificación que se le haga de la demanda, podrá apersonarse en proceso, mediante escrito que contendrá los requisitos de la demanda o de la contestación, según sea el caso, así como la justificación de su derecho para intervenir en el asunto.

Deberá adjuntar a su escrito, el documento con el que acredite su personaría cuando no promueva en nombre propio, las pruebas documentales que ofrezca, el pliego de posiciones, el interrogatorio para los testigos, el cuestionario para los peritos y los puntos sobre los que deberá versar la inspección. Respecto a las pruebas ofrecidas, son  aplicables las disposiciones de los  artículos 611, fracción VIII y 612 de éste Código.

SEGUNDA PARTE

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

ARTÍCULO 619.- CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Admitida la demanda, se correrá traslado de ella al demandado, emplazándolo para que la conteste dentro de los diez días siguientes a aquél en que surta efectos el emplazamiento. Cuando los demandados fueren varios, el término para contestar les correrá individualmente. 

El plazo para la contestación de la ampliación de demanda será de diez días posteriores al en que surta efectos la notificación de dicha ampliación.

Si el demandado es autoridad, ésta deberá señalar la dirección de correo electrónico en la que se le realizarán sus notificaciones. La contestación de la demanda se podrá enviar mediante correo certificado con acuse de recibo, cuando el demandado tenga su domicilio fuera de la ciudad donde resida el Tribunal o el juzgado, en cuyo caso se tendrá por presentada en la fecha que fue depositada en la oficina de correos. 

Cuando alguna autoridad que deba ser parte en el proceso no fuese señalada por el actor, de oficio se le correrá traslado de la demanda para que la conteste, en el plazo a que se refiere el primer párrafo de este artículo.

ARTÍCULO 620.- CONTENIDO DEL ESCRITO DE CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

El demandado en su contestación y, en su caso, en la contestación a la ampliación de la demanda, expresará:

I.- Las causas de improcedencia y sobreseimiento que a su juicio se actualicen dentro del proceso administrativo.

II.- La referencia concreta de cada uno de los hechos que el actor o demandante  le impute de manera expresa, afirmándolos, negándolos, oponiendo excepciones, expresando que los ignora por no ser propios o exponiendo como ocurrieron, según sea el caso.

III.- Los argumentos por medio de los cuales se demuestre la improcedencia o ineficacia de los agravios esgrimidos.

IV.- Las pruebas que ofrezca, relacionadas con los hechos sobre los que deban versar, en la forma prevista por el artículo 611, fracciones VII y VIII de éste Código. La inobservancia de estos requisitos, motivará que se les tenga por no ofrecidas.

V.- Nombre y domicilio del tercero perjudicado, cuando exista y no se haya señalado por el demandante.

VI.- Los incidentes de previo y especial pronunciamiento a que haya lugar.

La contestación deberá cumplir los requisitos formales exigidos para la demanda. 

ARTÍCULO 621.- DOCUMENTOS QUE DEBERÁN ACOMPAÑARSE A LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

El demandado deberá acompañar a su contestación: 

I.- Copias de la misma y de los documentos anexos para las demás partes.

II.-  El documento con el que acredite su personería, cuando el demandado sea un particular y no promueva en nombre propio. Si se trata de una autoridad, el nombramiento que lo acredite como tal.

III.-  Las pruebas documentales que ofrezca, en su caso.

IV.- El pliego de posiciones, el interrogatorio para los testigos, el cuestionario para los peritos, los puntos sobre los que deba versar la inspección, o su correspondiente adición, en caso de ofrecimiento de estas pruebas.

Tratándose de la contestación a la ampliación de la demanda, se deberán adjuntar también los documentos previstos en este artículo, excepto aquéllos que ya se hubieren acompañado al escrito de contestación de la demanda. 

ARTÍCULO 622.- LÍMITES EN LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

En la contestación de la demanda no podrán cambiarse los motivos ni los fundamentos de derecho del acto o resolución impugnado,  ni ofrecer pruebas distintas de las consideradas al pronunciarlos, salvo las relacionadas con las nuevas pretensiones del actor o demandante.

En caso de negativa ficta, la autoridad expresará los hechos y el derecho en que se apoya la misma, y de no hacerlo, el juzgador tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario.

ARTÍCULO 623.- AUTO SOBRE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Se dictará acuerdo sobre la contestación de demanda a más tardar al día siguiente de su presentación en el que se preverá:

I.- La declaración sobre si se produjo dentro del plazo señalado en el emplazamiento.

II.- El resultado del examen que haga el  respecto a la personalidad de quien comparezca por el demandado y sobre la legitimación de éste.

III.- Las dilatorias, defensas y contra pretensiones que se admitan y, en su caso, la declaración sobre la admisión de hechos o el allanamiento.

IV.- El señalamiento del día y hora para la celebración de la audiencia inicial de conciliación y de saneamiento.

V.- Las pruebas ofrecidas que se admitan o desechen y, en su caso, las providencias necesarias para su desahogo.

VI.- El  traslado al actor con el escrito de contestación a la demanda y las copias de los documentos que se acompañen con el mismo.

VII.- Proveerá lo que pida el demandado respecto de documentos que no tengan a su disposición y que deban allegarse al proceso como prueba.

ARTÍCULO 624.- ALLANAMIENTO DE LA DEMANDA

En la contestación de la demanda o antes de que se dicte sentencia, la autoridad demandada podrá allanarse a las pretensiones del actor o revocar el acto o resolución impugnado, así como sus efectos, debiendo acreditarlo ante el Tribunal o el juzgado.

ARTÍCULO 625.- CONTESTACIÓN SOBRE LA AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA

La contestación de la ampliación de la demanda deberá realizarse dentro de los cinco días siguientes al en que surta efectos la notificación del acuerdo que la admita. 

ARTÍCULO 626.- FALTA DE CONTESTACIÓN

Si no se produce la contestación en tiempo o ésta no se refiere a todos los hechos, se tendrán como ciertos los que el actor impute de manera precisa al demandado, salvo que por los medios de prueba rendidos o por hechos notorios, resulten desvirtuados. 

En caso de negativa ficta, la autoridad expresará los hechos y el derecho en que se apoya la misma, y de no hacerlo, el Tribunal o el juzgado tendrán por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario. 

Si no se produce en tiempo la contestación a la ampliación de la demanda o ésta no se refiere a todos los hechos, se tendrán como ciertos los que el actor atribuya de manera precisa al demandado, salvo que por los medios de prueba rendidos o por hechos notorios resulten desvirtuados.

SECCIÓN TERCERA

 AUDIENCIA INICIAL DE CONCILIACIÓN

 Y SANEAMIENTO

ARTÍCULO 627.-  FINALIDAD DE LA AUDIENCIA INICIAL

La audiencia inicial tendrá por fin:

I.- Intentar un acuerdo  conciliatorio o transacción entre las partes que ponga fin al proceso, siempre que se trate de derechos disponibles y haya manifestación expresa de voluntad con ese propósito.

II.- Examinar las cuestiones procesales y sustanciales previas que se hayan planteado o que el magistrado instructor o el juez advierta que pudieran obstar a la prosecución del proceso y a su terminación mediante sentencia definitiva.

III.- Fijar con precisión el objeto y los extremos de hecho o de derecho sobre los que exista controversia entre las partes.

IV.- En su caso, admitir las pruebas propuestas y disponer su preparación.

ARTÍCULO 628.- FECHA Y HORA PARA LA AUDIENCIA INICIAL

Una vez contestada la demanda o la ampliación, en su caso, el Magistrado Instructor o el juez señalará de inmediato, fecha y hora para la celebración de una audiencia inicial para los fines previstos en el artículo anterior, dentro de los quince días siguientes, dando vista a la parte que corresponda con las dilatorias y perentorias que como excepción previa se hubieren planteado por el demandado en su contra, otorgándole el término de tres días, para que las contradiga.

Si existe la intención de intentar un acuerdo conciliatorio o transacción en los casos permitidos por la ley, es indispensable la presencia de los interesados o sus representantes, expresamente autorizados para este efecto.

Si  ninguna de las partes asistiere a la audiencia, se levantará acta haciéndolo constar y el tribunal, sin más trámites, dictará auto de sobreseimiento del proceso, ordenando el archivo de las actuaciones.  

También se sobreseerá el proceso si a la audiencia solo concurriere el demandado y no alegare interés legítimo en que continúe el procedimiento para que se dicte sentencia de fondo.  

Si el inasistente fuera el demandado, la audiencia se entenderá con el demandante en lo que resulte procedente, con todas las consecuencias que se deriven para aquél.

ARTÍCULO 629.- INTENTO DE ACUERDO CONCILIATORIO O TRANSACCIÓN

Presentes las partes, el Magistrado Instructor o el juez declararán abierta la audiencia y como acto previo comprobarán si existe el litigio entre ellas.

Si manifestaren haber llegado a un acuerdo conciliatorio solicitarán del Magistrado Instructor que lo apruebe y lo ponga a consideración del Tribunal para su homologación. El juez lo aprobara y homologara, poniendo fin al proceso, pero si alguna de las partes no estuviere de acuerdo en sus términos, podrá hacer valer el recurso de revisión ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo

Sí se mostraren dispuestos a concluirlo en el acto, podrán solicitar al Magistrado Instructor o al juez sirvan de mediadores, en los respectivos casos, para facilitarles el entendimiento.

En estos supuestos, el Magistrado Instructor o el juez examinarán previamente, si conforme a la ley, las partes pueden convenir sobre la materia del proceso, así como la concurrencia de los requisitos de capacidad y poder de disposición de las partes o de sus representantes debidamente acreditados que asistan al acto, siempre que cuenten con poder especial para renunciar, allanarse o transigir. Acto continuo harán un resumen de los hechos y de las pretensiones de ambas partes e indicarán a éstas la conveniencia de resolver el asunto en forma amigable, evitando en todo caso el empleo del lenguaje adversarial, invitándolas a que propongan fórmulas de arreglo y en caso de que no lo hagan podrán proponérselas, sin referirse para nada al fondo del asunto; en seguida se pasará a la discusión, siempre a nivel de respeto y consideración recíprocas, esforzándose todos por alcanzar una justa composición de la contienda.

Si las partes llegan a un acuerdo conciliatorio el Magistrado Instructor o el juez  lo aprobarán de plano si procede legalmente y en el caso del primero, lo pondrá a consideración del Tribunal para su homologación, en tanto que el segundo lo aprobara y homologara por sí. En el primer supuesto tendrá fuerza de cosa juzgada y podrá llevarse a efecto por los trámites previstos para la ejecución de sentencias. En el segundo, solo tendrá efecto, si ninguna de las partes interpone el recurso de revisión

De todo lo ocurrido en esta  fase de la audiencia se dejará constancia en acta con los requisitos contemplados para ésta, consignándose además los acuerdos alcanzados o la persistencia de las diferencias, indicándose con precisión los puntos sobre los cuales disienten las partes.

Si las partes no hubiesen llegado a un acuerdo o no se mostrasen dispuestas a concluirlo de inmediato, la audiencia continuará según lo previsto en los artículos siguientes.

ARTÍCULO 630.- EXAMEN Y RESOLUCIÓN DE LAS CUESTIONES PROCESALES Y DE MERITO DE PREVIO Y ESPECIAL PRONUNCIAMIENTO

Descartado el acuerdo entre las partes, el Magistrado Instructor o el juez resolverán, sobre cualesquiera circunstancias que puedan impedir la válida prosecución y término del proceso mediante sentencia sobre el fondo, en especial, sobre las previstas en los artículos 578 a 583 de éste Código, sea que hayan sido propuestas por el demandado o el tercero interesado o puedan ser aducidas de oficio por tratarse de presupuestos procesales o cuestiones que de no ser removidas previamente, constituirían obstáculo para decidir sobre el fondo.

El Magistrado Instructor o el juez, dispondrán de amplias facultades de dirección procesal y si lo considera necesario, interrogarán a las partes sobre los hechos relacionados con las excepciones dilatorias y perentorias previas, recibirá las pruebas y procederán a resolverlas, con el fin de sanear el procedimiento.

Decididas las excepciones dilatorias o perentorias previas, el Magistrado Instructor o el juez decretarán las medidas necesarias para sanear los vicios del proceso o precaverlos, corregir los errores y omisiones de derecho, integrar el litisconsorcio necesario si fuere el caso y adecuar el trámite procesal a fin de evitar que el proceso concluya con sentencia inhibitoria, así como prevenir el fraude procesal.

Las excepciones perentorias que no sean de resolución previa se resolverán en la definitiva.

ARTÍCULO 631.- EFECTOS  DE LA RESOLUCIÓN QUE DECLARA FUNDADA UNA EXCEPCIÓN SUSTANCIAL PREVIA

Cuando el Magistrado Instructor o el juez estimen fundada una defensa substancial previa acordarán, según el caso:

I.- Anular lo actuado y dar por concluido el proceso, si se trata de la caducidad o la prescripción negativa.

II.- Suspender el proceso hasta que se cumpla el término o la condición si alguna de estas modalidades hubieren sido pactadas.

ARTÍCULO 632.- FIJACIÓN DE LOS HECHOS

Concluida la fase de conciliación y saneamiento el Magistrado Instructor o el juez fijaran los hechos aducidos por las partes y se les oirá al respecto para establecer aquellos en que estuvieren de acuerdo. Los hechos confesados que sean susceptibles de prueba de confesión quedarán relevados de otro medio probatorio.

Si el Magistrado Instructor o el juez lo consideran necesario, requerirán a las partes para que, sin alterar lo sustancial de la demanda y de la contestación, puntualicen, aclaren o rectifiquen cuanto sea preciso para delimitar los puntos controvertidos.

ARTÍCULO 633.- FALLO CONCLUIDA LA AUDIENCIA INICIAL

Si en la audiencia inicial las partes están de acuerdo en los hechos y sólo se tratare de aplicar la ley al objeto del proceso o si las pruebas presentadas en ella fueren concluyentes, el Magistrado Instructor o el juez procederán a citar para sentencia en la misma audiencia. El Magistrado Instructor dará cuenta al Tribunal con su proyecto de sentencia en la sesión de Pleno inmediato siguiente, en la que se deberá resolver sobre todos los puntos propuestos y los que por mandato legal sean su consecuencia. El juez resolverá lo que en derecho proceda, pero su resolución podrá ser impugnada mediante el recurso de revisión. 
ARTÍCULO 634.- ADMISIÓN DE PRUEBAS

Si no hubiese acuerdo de las partes para finalizar el litigio ni existiera conformidad sobre los hechos, la audiencia inicial proseguirá para la admisión de las pruebas propuestas por las partes en los escritos de demanda, contestación o en el de a personación del tercero interesado, en su caso.

El Magistrado Instructor o el juez resolverán sobre la admisión de cada una de las pruebas que hayan sido propuestas. Admitirán las relacionadas con los puntos controvertidos que se hubieren ofrecido en la demanda, en la contestación y en su caso, las propuestas por el tercero interesado en su escrito de apersonación al proceso;  así como las supervenientes.  Rechazaran de plano las que se hayan ofrecido en forma extemporánea o en contravención a las reglas establecidas en este Código, o que sean contrarias a derecho o al respeto y dignidad de la persona, o que sean impertinentes, inútiles, imposibles o notoriamente inverosímiles; así como las que el actor debió rendir y no aportó ante las autoridades en el procedimiento administrativo que dio origen a la resolución que se impugna, salvo las que habiendo sido ofrecidas ante la autoridad demandada no hayan sido rendidas por causas no imputables al oferente y las supervenientes.

Contra la resolución que rechaza pruebas, no procede recurso alguno, ni contra la que admite pruebas inadmisibles. En estos casos, solo se formulara la protesta de que la violación se hará valer por vía de agravio si la sentencia que llegare a pronunciarse, fuere desfavorable. 

ARTÍCULO 635.- SEÑALAMIENTO DE LA FECHA DE LA AUDIENCIA DE PRUEBAS Y ALEGATOS

Una vez admitidas las pruebas, el Magistrado Instructor o el juez ordenarán su recepción en una audiencia para la que señalará día y hora dentro del plazo de los treinta días siguientes a la conclusión de la audiencia inicial.

Cuando por razón del número de las pruebas admitidas, el Tribunal o el juez estimaren que no podrán recibirse en una sola audiencia, señalarán una segunda fecha para la celebración de una audiencia complementaria dentro de los quince días siguientes al en que se celebró la audiencia inicial.

No será necesario citar a las partes a la audiencia de pruebas y alegatos complementaria,  aun cuando en ella deban ser interrogadas, si concurrieron a la audiencia inicial por sí o por medio de sus representantes. 

ARTÍCULO 636.- PREPARACIÓN DE LAS PRUEBAS

Antes de la celebración de la audiencia de pruebas y alegatos, éstas deberán prepararse con toda oportunidad para que en ella puedan recibirse y al efecto se procederá:

I.- A citar a las partes que no hubieren concurrido a la audiencia inicia a absolver posiciones, bajo el apercibimiento de que si no se presentan serán tenidas por confesas.

II.- A citar a los testigos y peritos bajo el apercibimiento de multa o de ser conducidos por la fuerza pública, a no ser que la parte que los ofreció se comprometiera,  a su perjuicio, a presentarlos.

III.- A dar todas las facilidades necesarias a los peritos para el examen de objetos, documentos, lugares o personas  para que rindan su dictamen a la hora de la audiencia.

IV.- Solicitar oportunamente el auxilio judicial cuando tengan que desahogarse declaraciones, interrogatorios, reconocimientos judiciales y compulsas fuera de la sede del tribunal.

V.- Si fuera el caso, mandar traer documentos, copias, libros y demás instrumentos ofrecidos por las partes, ordenando las compulsas que fueren necesarias  y girar los oficios pertinentes para recabar los informes de autoridades solicitados como medios de prueba.

ARTÍCULO 637.- ÚLTIMA OPORTUNIDAD PARA CONCILIAR

En cualquier momento de la tramitación del proceso administrativo, hasta antes de la celebración de la audiencia final, las partes podrán llegar a arreglos conciliatorios que pongan fin al asunto, siempre que no sean contrarios a las normas. Los convenios respectivos aprobados por el Magistrado Instructor homologados por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, producirán todos los efectos jurídicos inherentes a una sentencia ejecutoria, con autoridad de cosa juzgada. Estos mismos efectos producirán los aprobados y homologados por el juez, siempre que no hubieren sido recurridos.

SECCIÓN  CUARTA

AUDIENCIA FINAL  DE

PRUEBAS Y ALEGATOS

ARTÍCULO 638.- OBJETO DE LA AUDIENCIA FINAL

La audiencia final del proceso tendrá por objeto:

I.- Desahogarlas pruebas admitidas en los términos de este Código.

II.- Resolver cualquier cuestión incidental que se plantee dentro de la audiencia.

III.- Oír los alegatos.

ARTÍCULO 639.- TIEMPO Y LUGAR DE LA AUDIENCIA FINAL

Todas las pruebas deberán practicarse dentro de la audiencia final, sea en la fecha que se señaló inicialmente o en la complementaria en su caso, bajo pena de nulidad y de responsabilidad del Magistrado Instructor o del juez.  En la propia audiencia, se formularán alegatos verbales, sin perjuicio de los que se formularen por escrito.

ARTÍCULO 640.- REGLAS PARA LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA FINAL

El Magistrado Instructor o el juez, bajo su más estricta responsabilidad, al celebrar la audiencia final, observarán las siguientes reglas:

I.- La actuación será pública.

II.- Mantendrán la igualdad entre las partes.

III.- Deberán  procurar la continuación de la audiencia, de tal modo que no pueda suspenderse ni interrumpirse hasta que no haya concluido; en consecuencia, desecharán de plano las promociones carentes de fundamento legal que pudieran interrumpirla.

IV.- Evitarán digresiones, reprimiendo con energía los planteamientos de las partes que tiendan a entorpecer su desarrollo y, en su caso, aplicarán en contra del contraventor alguno de los medios de apremio previstos en este Código.

ARTÍCULO  641.- DIRECCIÓN DEL DEBATE

El Magistrado Instructor o el juez deberán dirigir los debates, previniendo a las partes se concreten exclusivamente a los puntos controvertidos, evitando digresiones.  Podrán interrumpir a los litigantes para pedirles explicaciones e interrogarlos sobre los puntos que estime convenientes, ya sobre las constancias de autos o ya sobre otros particulares relativos al negocio.

ARTÍCULO 642.- APERTURA DE LA AUDIENCIA 
Verificada las citaciones, el Magistrado Instructor o el juez celebrarán la audiencia en la fecha y hora señaladas; el secretario de acuerdos, o quien haga sus veces, llamará a las partes, peritos, testigos y demás personas que por disposición de la ley deban de intervenir en la audiencia y se determinará quienes deban permanecer en el salón y quienes en lugar separado para ser introducidos en su oportunidad. 

La audiencia se celebrará aún cuando solo concurra una de las partes y estén o no presentes los testigos o los peritos.

Si no comparecieren ninguna de las partes, se levantará acta haciéndolo constar y el Magistrado Instructor o el juez sin más trámite, declararán el pleito visto para sentencia.

Las pruebas que estuvieren preparadas en los términos del artículo 636 de éste Código se recibirán desde luego, dejando pendientes para la audiencia complementaria las que no lo hubieren sido.

Primero deberán recibirse las pruebas ofrecidas por la parte demandante, enseguida las de la demandada y por último las del tercero interesado si lo hubiere.

ARTÍCULO 643.- NORMATIVIDAD EN EL DESAHOGO DE LAS PRUEBAS
El desahogo de las pruebas admitidas se llevará a cabo de conformidad con lo establecido en este Código, y en su caso, en el Código Procesal Civil del Estado.

ARTÍCULO 644.- ALEGATOS

Concluida la recepción de las pruebas, el Magistrado Instructor o el juez dispondrán que las partes aleguen por sí o por sus abogados o apoderados, primero el demandante, luego el demandado y por último el tercero interesado, en su caso, procurando la mayor brevedad y concisión.  No se podrá hacer uso de la palabra por más de quince minutos incluyendo las réplicas y contrarréplicas. Por excepción, tratándose de asuntos de especial complejidad, podrá ampliar el lapso concedido a las partes para alegar, de modo adecuado a dicha complejidad.

Si el Magistrado Instructor o el juez no se consideran suficientemente ilustrado, podrá solicitar las aclaraciones o precisiones pertinentes, sea durante el curso del alegato, sea a su finalización.

ARTÍCULO 645.- FORMA DE LOS ALEGATOS

Queda prohibida la práctica de dictar los alegatos a la hora de la audiencia. Los alegatos serán verbales y podrán las partes presentar sus conclusiones por escrito, dentro de los cinco días siguientes al de la conclusión de la audiencia.

ARTÍCULO 646.- AUDIENCIA COMPLEMENTARIA  DE LA FINAL

Salvo que la fecha de la audiencia complementaria se hubiere señalado inicialmente por el Magistrado Instructor o el juez en atención al número de pruebas ofrecidas por las partes; ésta sólo podrá tener lugar a petición de cualquiera de ellas, formulada al término de la audiencia principal, conforme a las siguientes reglas:

I.- Cuando, por causas ajenas a la parte que la hubiere propuesto, no se hubiese practicado alguna de las pruebas admitidas.

II.- También se admitirán y practicarán las pruebas pertinentes y útiles, que se refieran a hechos nuevos o de nueva noticia.

III.- Excepcionalmente, el Magistrado instructor o el juez podrán acordar, de oficio o a instancia de parte, que se practiquen de nuevo pruebas sobre hechos relevantes, oportunamente alegados, si los actos de prueba anteriores no hubieren resultado conducentes a causa de circunstancias ya desaparecidas o independientes de la voluntad y diligencia de las partes, siempre que existan motivos fundados para creer que las nuevas actuaciones permitirán adquirir certeza sobre aquellos hechos.  En este caso, en el auto en que se acuerde la práctica de las diligencias respectivas, habrán de expresarse detalladamente aquellas circunstancias y motivos.

No se practicarán en ella las pruebas que hubieren podido proponerse en tiempo y forma por las partes.

La audiencia complementaria se citará en el más breve plazo posible dentro de los quince días siguientes al en que se celebró la audiencia inicial, considerando el tiempo necesario para la práctica de las diligencias que se hubiera dispuesto realizar fuera de la audiencia inicial, a fin de que las mismas estén cumplidas en oportunidad a la celebración de dicha audiencia.

La audiencia complementaria no se suspenderá ni se dejara de diligenciar la prueba por ausencia de una de las partes. Si ninguna de las dos estuviere presente, el Tribunal acordará en los términos del artículo 642 párrafo tercero, de éste Código.

Una vez practicadas las pruebas en la audiencia complementaria, las partes podrán formular alegatos respecto de estas pruebas, en los términos del artículo 644.

SECCIÓN QUINTA

SENTENCIA
ARTÍCULO 647.- FORMA Y PLAZO PARA DICTAR SENTENCIA EN EL TRIBUNAL

La sentencia se pronunciará por unanimidad o mayoría de votos de los magistrados integrantes del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, dentro de los treinta días siguientes a aquél en que haya concluido la audiencia final o la complementaria en su caso.

Para este efecto el Magistrado Instructor, concluida una u otra audiencia, declararán los autos vistos, con efecto de citación para sentencia, y dispondrán de los treinta días hábiles siguientes para elaborar un proyecto de resolución que pondrá a la consideración del Pleno del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo para su discusión y resolución.

La lista de los asuntos que deberán verse en cada sesión se publicará en los estrados cuando menos tres días antes de la celebración de ésta, sin contar el día de la publicación ni el de la sesión. La lista de acuerdos dictados por el Tribunal, se publicará en los estrados del mismo, el día de su emisión para conocimiento de las partes, dejando el actuario constancia en el auto o resolución de que se trate. Las publicaciones mencionadas en este párrafo señalarán la ponencia del Magistrado Instructor, el nombre del particular y la identificación de las autoridades a notificar, la clave del expediente, así como el contenido del auto o resolución.

Las sesiones serán públicas, salvo que exista disposición legal en contrario y los asuntos se discutirán en el orden en que se listen, salvo casos de excepción a juicio del Tribunal.

Cuando la mayoría de los magistrados estén de acuerdo con el proyecto, el magistrado disidente podrá limitarse a expresar que vota total o parcialmente en contra del proyecto o formular voto particular razonado, el que deberá presentar en un plazo que no exceda de cinco días. 

Si el proyecto no fue aceptado por los otros magistrados del Pleno, el magistrado ponente o instructor engrosará el fallo con los argumentos de la mayoría y el proyecto podrá quedar como voto particular.

ARTÍCULO 648.- DESARROLLO DE LA SESIÓN

El día señalado para la sesión, que se celebrará con la presencia del secretario quien dará fe, el magistrado ponente dará cuenta del proyecto de resolución; el Presidente del Tribunal pondrá a discusión cada asunto; se dará lectura a las constancias que señalen los magistrados, y, estando suficientemente debatido, se procederá a la votación; acto continuo, el presidente hará la declaración que corresponda y el secretario publicará el resultado en la lista que fijará en los estrados del tribunal. 

ARTÍCULO 649.- SENTIDO DE LA VOTACIÓN

La resolución se tomará por unanimidad o mayoría de votos. En este último caso, el magistrado disidente podrá limitarse a expresar que vota total o parcialmente en contra del proyecto o formular voto particular razonado, el que deberá presentar en un plazo que no exceda de cinco días. 

Si no fuera aprobado el proyecto en su integridad, pero el magistrado ponente aceptare las adiciones o reformas propuestas en la sesión, procederá a redactar la sentencia con base en los términos de la discusión. 

Si el proyecto fuere rechazado por los otros magistrados integrantes del Pleno, uno de ellos redactara la sentencia con los argumentos de la mayoría y el razonamiento del proyecto inicial podrá integrarse como voto particular, si así lo solicita el magistrado ponente. 

En ambos casos el plazo para redactar la sentencia será de diez días, debiendo quedar en autos constancia del proyecto original. 

ARTÍCULO 650.- FIRMA DE LA SENTENCIA

Las sentencias del Tribunal deberán ser firmadas por todos sus integrantes y por el secretario de acuerdos. 

Cuando por cualquier motivo cambiare el personal del Tribunal que haya dictado una ejecutoria conforme a los artículos anteriores, antes de que haya podido ser firmada por los magistrados que la hubiesen dictado, si fue aprobado el proyecto del magistrado relator, la sentencia será autorizada válidamente por los magistrados que los sustituyan, haciéndose constar las circunstancias que hubiesen concurrido. 

Firmada la sentencia se notificará por lista a las partes, salvo que se haya dispuesto notificación personal.

ARTÍCULO 651.- FORMA DE LA SENTENCIA
Por cuanto a la forma de la sentencia, además de estarse a lo dispuesto en el Capítulo Segundo, Titulo Octavo, Libro Primero de éste Código, las sentencias que dicte el Tribunal  deberán contener:

I.- La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos.

II.- El análisis sistemático de todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados, salvo que el estudio de una o algunas sea suficiente para desvirtuar la validez del acto o resolución impugnados.

III.- El examen y valoración de las pruebas.

IV.- Los fundamentos legales en que se apoye para producir la resolución y la exposición razonada de los motivos y circunstancias consideradas.

V.- El pronunciamiento respecto de todas las violaciones procesales que se hicieron valer y aquellas que, cuando proceda, el órgano jurisdiccional advierta en suplencia de la queja, además de los términos precisos en que deba pronunciarse la nueva resolución; así como los efectos o medidas en que se traduce la resolución de fondo favorable al demandante.

VI.- Los puntos resolutivos, en los que se expresarán, según proceda: la declaratoria de sobreseimiento del proceso; los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare; la reposición del procedimiento que se ordene; los términos de la modificación del acto o resolución impugnados y la condena que, en su caso, se decrete.

VII.- El sentido de la votación y el voto particular, en su caso.

ARTÍCULO 652.- APRECIACIÓN DEL ACTO O RESOLUCIÓN IMPUGNADOS EN LA SENTENCIA

En la sentencia que se dicte en el proceso el acto o resolución impugnados se apreciará tal y como aparezca probado ante la autoridad administrativa demandada. No se admitirán ni se tomarán en consideración las pruebas que no se hubiesen rendido ante dicha autoridad. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el demandante podrá ofrecer pruebas cuando no hubiere tenido oportunidad de hacerlo ante la autoridad demandada. 

El órgano jurisdiccional deberá recabar oficiosamente las pruebas rendidas ante la demandada y las actuaciones que estime necesarias para la resolución del asunto.
ARTÍCULO  653.- CONTENIDO DE LA SENTENCIA

Las sentencias del Tribunal se fundarán en derecho y resolverán sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, en relación con la resolución impugnada. Sólo se ocuparán de las personas, acciones, excepciones y defensas que hayan sido materia del proceso. 

En todo caso, se privilegiará el estudio de las cuestiones de fondo por encima de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden redunde en un mayor beneficio para el demandante. De resultar fundadas, dará preferencia a las que redunden en mayores beneficios para el demandante. 
Consecuentemente, cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia del Tribunal deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana. En el caso de que la sentencia declare la nulidad de una resolución por la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, o por vicios de procedimiento, la misma deberá señalar en qué forma afectaron las defensas del particular y trascendieron al sentido de la resolución. 

Tratándose de las sentencias que resuelvan sobre la legalidad de la resolución dictada en un recurso administrativo, si se cuenta con elementos suficientes para ello, el Tribunal se pronunciará sobre la legalidad de la resolución recurrida, en la parte que no satisfizo el interés jurídico del demandante. No se podrán anular o modificar los actos de las autoridades administrativas no impugnados de manera expresa en la demanda. 

En el caso de sentencias en que se condene a la autoridad a la restitución de un derecho subjetivo violado o a la devolución de una cantidad, el Tribunal deberá previamente constatar el derecho que tiene el particular, además de la ilegalidad de la resolución impugnada. 

ARTÍCULO 654.- CAUSAS DE INVALIDEZ QUE MOTIVAN SENTENCIA DECLARATIVA 

Se declarará que una resolución administrativa es nula cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 

I.- Incompetencia de la autoridad que la haya dictado, ordenado o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución. 

II.- Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, siempre que afecte las defensas del particular y trascienda al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso. 

III.- Vicios del procedimiento siempre que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada. 

IV.- Si los hechos que la motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicadas o dejó de aplicar las debidas, en cuanto al fondo del asunto. 

V.- El desvío de poder, tratándose de sanciones o cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades. 

Para los efectos de lo dispuesto por las fracciones II y III del presente artículo, se considera que no afectan las defensas del particular ni trascienden al sentido de la resolución impugnada, entre otros, los vicios siguientes: 

a) Cuando en un citatorio no se haga mención que es para recibir una orden de visita domiciliaria, siempre que ésta se inicie con el destinatario de la orden. 

b) Cuando en un citatorio no se haga constar en forma circunstanciada la forma en que el notificador se cercioró que se encontraba en el domicilio correcto, siempre que la diligencia se haya efectuado en el domicilio indicado en el documento que deba notificarse. 

c) Cuando en la entrega del citatorio se hayan cometido vicios de procedimiento, siempre que la diligencia prevista en dicho citatorio se haya entendido directamente con el interesado o con su representante legal. 

d) Cuando existan irregularidades en los citatorios, en las notificaciones de requerimientos de solicitudes de datos, informes o documentos, o en los propios requerimientos, siempre y cuando el particular desahogue los mismos, exhibiendo oportunamente la información y documentación solicitadas. 

e) Cuando no se dé a conocer al contribuyente visitado el resultado de una compulsa a terceros, si la resolución impugnada no se sustenta en dichos resultados. 

f) Cuando no se valore alguna prueba para acreditar los hechos asentados en el oficio de observaciones o en la última acta parcial, siempre que dicha prueba no sea idónea para dichos efectos. 

El Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada o para ordenar o tramitar el procedimiento del que derive y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. 

ARTÍCULO 655.- SENTIDO DE LA SENTENCIA DEFINITIVA

La sentencia definitiva podrá: 

I.- Reconocer la validez del acto o la resolución impugnada. 

II.- Declarar la nulidad del acto o la resolución impugnada, en base a las siguientes causas:

a). La incompetencia de la autoridad que haya dictado la resolución o el acto impugnado.

b). La omisión o incumplimiento de las formalidades que legalmente debe revestir la resolución o el acto.

c). La violación de la disposición aplicada, o no haberse aplicado la disposición debida.

d). El desvío de poder, tratándose de sanciones o de actos discrecionales.

III.- Declarar la nulidad del acto o la resolución impugnada para determinados efectos, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplirla, debiendo reponer el procedimiento, en su caso, desde el momento en que se cometió la violación. 

IV.- Siempre que se esté en alguno de los supuestos previstos en las fracciones II y III, del artículo 654 de éste Código, el Tribunal declarará la nulidad para el efecto de que se reponga el procedimiento o se emita nueva resolución; en los demás casos, cuando corresponda a la pretensión deducida, también podrá indicar los términos conforme a los cuales deberá dictar su resolución la autoridad administrativa. 

En los casos en que la sentencia implique una modificación a la cuantía del acto o la resolución administrativa impugnada, el Tribunal deberá precisar, el monto, el alcance y los términos de la misma para su cumplimiento. 

Tratándose de sanciones, cuando dicho Tribunal aprecie que la sanción es excesiva porque no se motivó adecuadamente o no se dieron los hechos agravantes de la sanción, deberá reducir el importe de la sanción apreciando libremente las circunstancias que dieron lugar a la misma. 

V.- Declarar la nulidad del acto o la resolución impugnada y además: 

a). Reconocer al actor la existencia de un derecho subjetivo y condenar al cumplimiento de la obligación correlativa. 

b). Otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos afectados. 

c). Declarar la nulidad del acto o resolución administrativa de carácter general, caso en que cesarán los efectos de los actos de ejecución que afectan al demandante, inclusive el primer acto de aplicación que hubiese impugnado. La declaración de nulidad no tendrá otros efectos para el demandante, salvo lo previsto por las leyes de la materia de que se trate.  

d). Reconocer la existencia de un derecho subjetivo y condenar al ente público al pago de una indemnización por los daños y perjuicios causados por sus servidores públicos. 

Si la sentencia obliga a la autoridad a realizar un determinado acto o iniciar un procedimiento, conforme a lo dispuesto en las fracciones III y IV, deberá cumplirse en un plazo de treinta días contados a partir de que la sentencia le sea notificada. 

Dentro del mismo término deberá emitir la resolución definitiva, aún cuando, tratándose de asuntos fiscales, hayan transcurrido los plazos señalados en los artículos 48 y 61 del Código Fiscal del Estado. 

Si el cumplimiento de la sentencia entraña el ejercicio o el goce de un derecho por parte del demandante, transcurrido el plazo señalado en el párrafo anterior sin que la autoridad hubiere cumplido con la sentencia, el beneficiario del fallo tendrá derecho a una indemnización que el Tribunal determinará, atendiendo el tiempo transcurrido hasta el total cumplimiento del fallo y los perjuicios que la omisión hubiere ocasionado. El ejercicio de dicho derecho se tramitará vía incidental. 

Transcurrido el plazo establecido en este precepto, sin que se haya dictado la resolución definitiva, precluirá el derecho de la autoridad para emitirla salvo en los casos en que el particular, con motivo de la sentencia, tenga derecho a una resolución definitiva que le confiera una prestación, le reconozca un derecho o le abra la posibilidad de obtenerlo. 

ARTÍCULO  656.- SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE 

El Tribunal deberá suplir la deficiencia de la queja planteada en la demanda, en los casos siguientes: 

I.- Cuando el acto impugnado se haya dictado sin motivación y fundamentación o fuera de procedimiento, o habiéndolo dictado dentro de un procedimiento legal, afecte a la libertad personal del actor.

II.- Cuando el actor manifieste suma ignorancia y cuando el asunto planteado no rebase la cantidad que resulte de multiplicar por ciento cincuenta el salario mínimo general diario vigente en el Estado; o, 

III.- Cuando se de alguno de los supuestos previstos en el artículo 365 de éste Código.

ARTÍCULO 657.- ACLARACIÓN DE SENTENCIA

Sólo una vez puede pedirse la aclaración de sentencia y se promoverá ante el Tribunal dentro de los tres días hábiles siguientes al en que surta efectos la  notificación, señalando con toda precisión la contradicción, ambigüedad u oscuridad, de cuya aclaración se solicite. 

El Tribunal resolverá dentro de los tres días hábiles siguientes, sin que pueda variar la sustancia de la resolución. 

La resolución sobre la aclaración de una sentencia, se considerará parte integrante de ésta, no admitirá ningún recurso, e interrumpirá el término para impugnar la resolución. 

ARTÍCULO 658.- EXCITATIVA DE JUSTICIA 

Las partes podrán formular excitativa de justicia ante el Presidente del Tribunal, si el magistrado responsable no formula el proyecto de resolución respectivo dentro del plazo señalado en éste Código. 

ARTÍCULO 659.- TRÁMITE DE LA EXCITATIVA DE JUSTICIA

Recibida la excitativa de justicia, el Presidente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, solicitará informe al magistrado responsable que corresponda, quien deberá rendirlo en el plazo de cinco días. Con el informe dará cuenta a los demás integrantes del Pleno y si éstos encuentran fundada la excitativa, otorgará un plazo que no excederá de quince días para que el magistrado formule el proyecto respectivo. Si el mismo no cumpliere con dicha obligación, será sustituido en los términos de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

En el supuesto de que la excitativa se promueva por no haberse dictado sentencia, a pesar de existir el proyecto del magistrado señalado como responsable, el Presidente verificará el hecho y dará cuenta al Pleno que de considerarlo cierto, dispondrá se liste el asunto para ser tratado en la próxima sesión.

Cuando un magistrado, en tres ocasiones hubiere sido sustituido conforme a este precepto, el Presidente del Tribunal podrá poner el hecho en conocimiento de la autoridad competente para fincarle responsabilidad.

ARTÍCULO 660.- EJECUTORIEDAD DE LA SENTENCIA

Causa ejecutoria la sentencia dictada por el Tribunal, en los siguientes casos:

I.- Las que no admitan recurso alguno.

II.- Las que, admitiendo algún recurso, no fueren recurridas, o habiéndolas sido, se haya desechado o hubiese resultado infundado.

III.- Las consentidas expresamente por las partes o sus representantes legales.

La declaración de que una sentencia ha causado ejecutoria se hará de oficio y no admite recurso alguno.

ARTÍCULO.- 661.- SENTENCIAS DICTADAS POR LOS JUECES MUNICIPALES

Concluido el proceso ante un juez municipal, éste dictara la sentencia que proceda conforme a derecho, observando en lo conducente las disposiciones de esta Sección, en particular lo dispuesto por los artículos 651 a 660 de este Código, excepción hecha de la excitativa de justicia que será planteada y resuelta por el Cabildo Municipal

Sus resoluciones son recurribles ante el Tribunal de lo Contencioso- Administrativo mediante el recurso de revisión, más si no lo fueren en el plazo que este Código concede, se declararan ejecutoriadas a petición de parte interesada. 

SECCIÓN SEXTA

EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA

ARTÍCULO 662.- COSA JUZGADA
La cosa juzgada es la verdad legal y contra ella no es admisible recurso, ni prueba alguna, salvo los casos expresamente determinados por la ley. Hay cosa juzgada cuando la sentencia ha causado ejecutoria.

ARTÍCULO 663.- COMUNICACIÓN DE LA EJECUTORIEDAD DE LA SENTENCIA

Cuando haya causado ejecutoria una sentencia con la fuerza de la cosa juzgada y esta sea favorable al demandante, el Tribunal o el juez la comunicarán por oficio y sin demora alguna a las autoridades u organismos demandados, para su cumplimiento dentro del plazo de tres días.

En el propio oficio en que se haga la notificación a la parte demandada, se le prevendrá para que informe sobre el cumplimiento que se dé a la sentencia respectiva.

ARTÍCULO 664.- FORMA DEL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA

Las autoridades demandadas y cualquier otra autoridad relacionada, están obligadas a cumplir puntualmente las sentencias ejecutorias con fuerza de cosa juzgada dictadas por el Tribunal o el juez  en los siguientes términos:
I.- En los casos en los que la sentencia declare la nulidad y ésta se funde en alguna de las siguientes causales:

a). Tratándose de la incompetencia, la autoridad competente podrá iniciar el procedimiento o dictar una nueva resolución, sin violar lo resuelto por la sentencia, siempre que no hayan caducado sus facultades. Este efecto se producirá aun en el caso de que la sentencia declare la nulidad en forma lisa y llana. 

b). Si tiene su causa en un vicio de forma de la resolución impugnada, ésta se puede reponer subsanando el vicio que produjo la nulidad; en el caso de nulidad por vicios del procedimiento, éste se puede reanudar reponiendo el acto viciado y a partir del mismo. 

c). Si la autoridad tiene facultades discrecionales para iniciar el procedimiento o para dictar una nueva resolución en relación con dicho procedimiento, podrá abstenerse de reponerlo, siempre que no afecte al particular que obtuvo la nulidad de la resolución impugnada. 

d). Cuando la resolución impugnada esté viciada en cuanto al fondo, la autoridad no podrá dictar una nueva resolución sobre los mismos hechos, salvo que la sentencia le señale efectos que le permitan volver a emitirla. En ningún caso el nuevo acto o resolución administrativos pueden perjudicar más al actor que la resolución anulada. 

Para los efectos de este inciso, no se entenderá que el perjuicio se incrementa cuando se trate de procesos en contra de resoluciones que determinen obligaciones de pago que se aumenten con actualización por el simple transcurso del tiempo y con motivo de los cambios de precios en el país o con alguna tasa de interés o recargos. 

e). Cuando la sentencia considere que en la actuación de la autoridad administrativa medio desvío de poder, ésta quedará impedida para dictar una nueva resolución sobre los mismos hechos que dieron lugar a la resolución impugnada, salvo que la sentencia ordene la reposición del acto administrativo anulado, en cuyo caso, éste deberá reponerse en el plazo que señala la sentencia. 

II.- En los casos de condena, la sentencia deberá precisar la forma y los plazos en los que la autoridad cumplirá con la obligación respectiva. En ningún caso el plazo será inferior a treinta días. 

ARTÍCULO 665.- INFORME SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA

Si dentro de los tres días siguientes a la notificación a la parte demandados, la sentencia no quedare cumplida o no se encontrare en vías de cumplimiento, el Tribunal o el juez, de oficio o a petición de parte, solicitará un informe a las autoridades para que manifiesten lo conducente. 

El Tribunal o el juez resolverán si la parte demandada ha cumplido con los términos de la sentencia; de lo contrario, la requerirán para que cumpla la decisión respectiva en un plazo de tres días posteriores al en que surta efectos la notificación, previniéndola que, en caso de renuencia, se le impondrá una multa de cincuenta hasta mil días de salario mínimo vigente en la capital del Estado.

El Tribunal o el juzgado, al hacer los requerimientos, podrán ampliar el plazo de cumplimiento tomando en cuenta su complejidad o dificultad debiendo fijar un plazo razonable y estrictamente determinado. Asimismo, en casos urgentes y de notorio perjuicio para el actor o demandante, ordenarán el cumplimiento inmediato por los medios oficiales de que dispongan. 

También se considerará incumplimiento, el retraso por medio de evasivas o procedimientos ilegales empleados por la autoridad  demandada, o de cualquiera otra que intervenga en el trámite relativo. 

ARTÍCULO 666.- PERSISTENCIA EN EL INCUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA

En caso de que persista el incumplimiento de la sentencia, el Tribunal o el juez procederán como sigue: 

I.- Determinaran el monto de la multa conminatoria, tomando en cuenta la gravedad del incumplimiento, así como las consecuencias que ello hubiere ocasionado al demandante y la mandaran hacer efectiva en los términos previstos por la ley; además requerirán de nueva cuenta a la parte demandada por el cumplimiento de  la sentencia en el término de tres días hábiles y le prevendrán nuevamente de que en caso de que persista su renuencia, se le impondrán nuevas multas u otras medidas de apremio que se consideren eficaces para vencer su resistencia. 

II.- Si al concluir el plazo mencionado en la fracción anterior, subsistiere la rebeldía de la autoridad demandada a cumplir con lo sentenciado, el Tribunal o el juzgado podrán requerir al superior jerárquico de aquélla para que en el plazo de tres días hábiles le ordene cumplir con la ejecutoria, bajo el apercibimiento que de no demostrar que dio la orden, se le impondrá una multa en los términos señalados en esta Código, además de que incurrirá en las mismas responsabilidades de la autoridad demandada.

Se entiende como superior jerárquico de la autoridad demandada, el que de conformidad con las disposiciones correspondientes ejerza sobre ella poder o mando para obligarla a actuar o dejar de actuar en la forma exigida en la sentencia del Tribunal o del juez.Cuando la autoridad demandada no tuviere superior jerárquico, el requerimiento se le hará directamente a ella. El Gobernador del Estado no podrá ser considerado superior jerárquico.
Las autoridades requeridas como superiores jerárquicos incurren en responsabilidad, por falta de cumplimiento de las ejecutorias, en los mismos términos que las autoridades demandadas.
III.- De persistir el incumplimiento, se impondrá al superior jerárquico una multa como medida de apremio de conformidad con lo establecido por la fracción I de este artículo.

IV.- Transcurridos los plazos señalados en las fracciones I y II anteriores, el Tribunal pondrá en conocimiento de la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, los hechos, a fin de que determine la responsabilidad del funcionario responsable del incumplimiento de acuerdo con las facultades que le confiere la fracción XIV del artículo 37 de la Ley Orgánica de la Administración Pública. Si considera que el incumplimiento es inexcusable, solicitará del Titular del Ejecutivo la separe de su cargo y dará vista al Ministerio Público por el delito de desobediencia al mandato de una autoridad. Las mismas providencias se tomarán respecto del superior jerárquico de la autoridad remisa, si  a la vez hubiese incurrido en responsabilidad.

Si el incumplimiento es atribuible a una autoridad o ente municipal, el juez  lo hará del conocimiento de la autoridad que ejerza las funciones de contraloría interna o a la que haga sus veces en el Municipio de que se trate, para que determine si efectivamente hubo incumplimiento y en su caso lo dé a conocer al Ayuntamiento para que proceda en los términos de lo dispuesto en el párrafo anterior. 

V.- Una vez designados los nuevos titulares, estos deberán reiniciar los trámites del cumplimiento de la sentencia, sobre los que el Tribunal o el juez ejercerán particular vigilancia.

VI.- Cuando la naturaleza del acto lo permita, el Tribunal o el juez deberán hacer cumplir la sentencia de que se trata dictando las órdenes y medidas de apremio necesarias. Si éstas no fueren obedecidas, comisionarán al funcionario judicial que, por la índole de sus funciones estimen más adecuado, para que dé cumplimiento a la sentencia.En todo tiempo podrán solicitar el auxilio de la fuerza pública para hacer cumplir su sentencia.
ARTÍCULO 667.- INCUMPLIMIENTO DE LA RESOLUCIÓN QUE DECRETA LA SUSPENSIÓN

Lo dispuesto en el artículo anterior también será aplicable cuando no se cumplimente en los términos ordenados la suspensión que se decrete, respecto del acto impugnado en el proceso o en relación con la garantía que deba ser admitida. 

ARTÍCULO 668.- EXTENSIÓN DEL CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA A OTRAS AUTORIDADES 

Todas las autoridades que tengan o deban tener intervención en el cumplimiento de la sentencia, están obligadas a realizar, dentro del ámbito de su competencia, los actos necesarios para su eficaz cumplimiento y estarán sujetos a las mismas responsabilidades a que alude este Sección.
ARTÍCULO 669.- INFORME SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA

Cuando el Tribunal o el juez reciban informe de la autoridad de que ya cumplió la ejecutoria, darán vista al demandante y, en su caso, al tercero interesado, para que dentro del plazo de tres días manifiesten lo que a su derecho convenga. Dentro del mismo plazo computado a partir del siguiente al en que haya tenido conocimiento de su afectación por el cumplimiento, podrá comparecer la persona extraña al proceso para defender su interés. 

Transcurrido el plazo dado a las partes, con desahogo de la vista o sin ella, el Tribunal o el juez dictarán resolución fundada y motivada en que declare si la sentencia está cumplida o no lo está. 

La ejecutoria se entiende cumplida cuando lo sea en su totalidad. Si en estos términos el Tribunal o el juez la declaran cumplida, ordenará el archivo del expediente.

Si no está cumplida, procederán en los términos de la fracción IV del artículo 666 de éste Código.

ARTÍCULO 670.- CUMPLIMIENTO EXTEMPORÁNEO

El cumplimiento extemporáneo de la ejecutoria de amparo, si es injustificado, no exime de responsabilidad a la autoridad responsable ni, en su caso, a su superior jerárquico, pero se tomará en consideración como atenuante al imponer las sanciones correspondientes.

ARTÍCULO 671.- REPETICIÓN DEL ACTO RECLAMADO 

La repetición del acto o resolución impugnados podrá ser denunciada por la parte interesada dentro del plazo de quince días ante el Tribunal o el juez, el cual correrá traslado con copia de la denuncia a la autoridad demandada y le pedirá un informe que deberá rendir dentro del plazo de tres días.

Vencido el plazo, el Tribunal o el juez dictará resolución dentro de los tres días siguientes. Si ésta fuere en el sentido de que existe repetición del acto o resolución por parte de la autoridad demandada, observará lo dispuesto en la fracción IV del artículo 666 de este Código.

Si la autoridad demandada deja sin efecto el acto repetitivo, ello no la exime de responsabilidad si actuó dolosamente al repetir el acto reclamado, pero será atenuante en la aplicación de la sanción penal.

ARTÍCULO 672.- INCIDENTE DE CUMPLIMIENTO SUSTITUTO 

El incidente de cumplimiento sustituto tendrá por efecto que la ejecutoria se dé por cumplida mediante el pago de los daños y perjuicios al demandante y será solicitado por cualquiera de las partes o decretado de oficio por el Tribunal o juez, en los casos en que: 

I.- La ejecución de la sentencia afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el demandante.
En  este supuesto, cuando se trata de actos o resoluciones que hayan tenido por efecto la privación de la propiedad de bienes inmuebles, el Tribunal o el juez podrán determinar, el cumplimiento sustituto de las ejecutorias, mediante el pago del  su valor comercial.

II.- Por las circunstancias materiales del caso, sea imposible o desproporcionadamente gravoso restituir las cosas a la situación que guardaban con anterioridad al proceso

El cumplimiento sustituto se tramitará incidentalmente en los términos del artículo 367 de éste Código.

Declarado procedente, el Tribunal o el juez determinaran la forma y cuantía de la restitución. 

Independientemente de lo establecido en los párrafos anteriores, el demandante y la autoridad demandada pueden celebrar convenio a través del cual se tenga por cumplida la ejecutoria. Del convenio se dará aviso al Tribunal o al juez, éstos una vez que se les compruebe que los términos del convenio fueron cumplidos, mandarán archivar el expediente.

Este incidente podrá promoverse en cualquier tiempo, mientras no cause ejecutoria la resolución que se dicte en el proceso.

ARTÍCULO 673.- PROHIBICIÓN DE ARCHIVO

No podrá archivarse ningún proceso administrativo sin que se haya cumplido enteramente la sentencia ejecutoria de condena o no exista materia para la ejecución y así se haya determinado por el Tribunal o el juez en resolución fundada y motivada.

ARTÍCULO 674.- APLICABILIDAD DE ESTA SECCIÓN A LA SUSPENSIÓN

Las disposiciones anteriores se aplicarán en lo conducente cuando incidentalmente se demuestre que la autoridad obligada a ello, no ha cumplido con la suspensión.

El Tribunal o el juez en su resolución, la requerirá para que en el término de veinticuatro horas cumpla con la suspensión o que rectifique los errores en que incurrió al cumplirla. De no hacerlo, observarán en lo conducente, las disposiciones e esta Sección. 

CAPÍTULO SEXTO

PROCESOS ESPECIALES

SECCIÓN PRIMERA

 PROCESO EN LÍNEA

ARTÍCULO 675.- PROCESO EN LÍNEA

El proceso administrativo se podrá promover, substanciar y resolver en línea, a través del Sistema de Justicia en Línea que establecerá y desarrollará el Tribunal, en términos de lo dispuesto en la presente Sección y las demás disposiciones específicas que resulten aplicables de este Código, en particular las contenidas en la Sección Segunda, Capitulo Primero, Titulo Sexto, Libro Primero de éste Código.

Los juzgados municipales podrán instrumentar este tipo de proceso si cuentan con los recursos necesarios para ello, en cuyo caso se sujetaran a las disposiciones de esta Sección.

ARTÍCULO 676.- PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA EN LÍNEA POR EL PARTICULAR
Cuando el demandante ejerza su derecho a presentar su demanda en línea a través del Sistema de Justicia en Línea del Tribunal, las autoridades demandadas deberán comparecer y tramitar el proceso en la misma víaa través de la dirección de correo electrónico que para tal fin se encuentre registrado en el Tribunal.
Si el demandante no señala expresamente su dirección de correo electrónico, se tramitará el proceso en la vía tradicional y el acuerdo correspondiente se notificará por lista y en el Boletín Electrónico del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo.

ARTÍCULO 677.- PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA EN LÍNEA POR LA AUTORIDAD

Cuando la demandante sea una autoridad, el particular demandado, al contestar la demanda, tendrá derecho a ejercer su opción para que el juicio se tramite y resuelva en línea conforme a las disposiciones de esta Sección, señalando para ello su domicilio y dirección de correo electrónico. 

A fin de emplazar al particular demandado, el secretario de acuerdos que corresponda, imprimirá y certificará la demanda y sus anexos que se le notificarán de manera personal, haciéndosele saber, además, por escrito y de forma sencilla, los pasos necesarios para tramitar un proceso en línea o la posibilidad de que opte por la  vía tradicional

Si el particular rechaza tramitar del proceso en línea, contestará la demanda en la vía tradicional. 

ARTÍCULO 678.- EXPEDIENTE ELECTRÓNICO

En el Sistema de Justicia en Línea del Tribunal, se integrará el expediente electrónico, mismo que incluirá todas las promociones, pruebas, oficios, acuerdos, resoluciones interlocutorias o definitivas, así como otros anexos y demás actuaciones que deriven de la sustanciación del proceso  en línea, garantizando su seguridad, inalterabilidad, autenticidad, y durabilidad, conforme a los lineamientos que expida el Tribunal.

En los procesos en Línea, las pruebas que por su naturaleza sea necesario que el Tribunal reciba mediante declaración directa de personas,  dejará constancia en cualquier clase de archivo electrónico para  integrarlo luego al Expediente Electrónico. 

A elección de Tribunal, las declaraciones se desahogarán por videoconferencia o bajo las reglas aplicables a un proceso  en vía tradicional.

ARTÍCULO 679.-  FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA
La firma electrónica certificada, clave de acceso y contraseña se proporcionarán, a través del Sistema de Justicia en Línea del Tribunal, previa obtención del registro y autorización correspondientes a través del correo electrónico. 

El registro de la firma electrónica certificada, clave de acceso y contraseña, implica el consentimiento expreso de que dicho sistema registrará la fecha y hora en la que se abran los archivos electrónicos, que contengan las constancias que integran el expediente electrónico, para los efectos legales establecidos en este ordenamiento.
Para hacer uso del sistema de justicia en línea deberán observarse los lineamientos que, para tal efecto, expida el Tribunal.

ARTÍCULO 680.- EFECTOS DE LA FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA

La firma electrónica certificada producirá los mismos efectos legales que la firma autógrafa y garantizará la integridad del documento, teniendo el mismo valor probatorio.

ARTÍCULO 681.- ACCESO AL EXPEDIENTE ELECTRÓNICO

Solamente, las partes, las personas autorizadas,  y delegados tendrán acceso al expediente electrónico, exclusivamente para su consulta, una vez que tengan registrada su clave de acceso y contraseña.

ARTÍCULO 682.- RESPONSABILIDAD DE LOS TITULARES DE LA FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA

Los titulares de una firma electrónica certificada, clave de acceso y contraseña, serán responsables de su uso, por lo que el acceso o recepción de las notificaciones, la consulta al expediente electrónico y el envío de información mediante la utilización de cualquiera de dichos instrumentos, les serán atribuibles y no admitirán prueba en contrario, salvo que se demuestren fallas del sistema de justicia en línea.

ARTÍCULO 683.- ACUSE DE RECIBO ELECTRÓNICO

Una vez recibida por vía electrónica cualquier promoción de las partes, el Sistema de Justicia en Línea del Tribunal emitirá el acuse de recibo electrónico correspondiente, señalando la fecha y la hora de recibido.

ARTÍCULO 684.- ACTUACIONES EN EL PROCESO EN LÍNEA

Cualquier actuación en el proceso en línea se efectuará a través del Sistema de Justicia en Línea del Tribunal en términos de la presente Sección. Dichas actuaciones serán validadas con las firmas electrónicas y firmas digitales de los magistrados y secretarios de acuerdos que den fe según corresponda.

ARTÍCULO 685.- DOCUMENTOS PROBATORIOS

Los documentos que las partes ofrezcan como prueba, incluido el expediente administrativo, deberán exhibirlos de forma legible a través del Sistema de Justicia en Línea mediante el archivo electrónico correspondiente.

Tratándose de documentos digitales, se deberá manifestar la naturaleza de los  mismos, especificando si la reproducción digital corresponde a una copia simple, una copia certificada o al original y tratándose de esta última, si tiene o no firma autógrafa. Los particulares deberán hacer esta manifestación bajo protesta de decir verdad, la omisión de la manifestación presume en perjuicio sólo del promovente, que el documento digitalizado corresponde a una copia simple. 

Las pruebas documentales que ofrezcan y exhiban las partes tendrán el mismo valor probatorio que su constancia física, siempre y cuando se observen las disposiciones del presente Código y de los acuerdos normativos que emita el Tribunal para asegurar la autenticidad de la información, así como de su transmisión, recepción, validación y notificación.

ARTÍCULO 686.- PRUEBAS DIVERSAS A LAS DOCUMENTALES

Para el caso de pruebas diversas a las documentales, éstas deberán ofrecerse en la demanda y ser presentadas al Tribunal, en la misma fecha en la que se registre en el Sistema de Justicia en Línea del Tribunal la promoción correspondiente a su ofrecimiento, haciendo constar su recepción por vía electrónica.

Los instrumentos en los que se haga constar la existencia de dichas pruebas se integrarán al expediente electrónico. El secretario de acuerdos a quien le corresponda el asunto, deberá digitalizar las constancias relativas y procederá a la certificación de su cotejo con los originales físicos, así como a garantizar el resguardo de los originales y de los bienes materiales que en su caso hubieren sido objeto de prueba.

ARTÍCULO 687.- TERCERO INTERESADO

Para los juicios que se substancien en términos de esta Sección no será necesario que las partes exhiban copias para correr los traslados que la Ley establece, salvo que hubiese tercero interesado, en cuyo caso, a fin de correrle traslado, el demandante deberá presentar la copia de traslado con sus respectivos anexos.

En el escrito a través del cual el tercero interesado se apersone en juicio, deberá precisar si desea que el proceso se continúe substanciando en línea y señalar en tal caso, su dirección de correo electrónico. En caso de que manifieste su oposición, el Tribunal dispondrá lo conducente para que se digitalicen los documentos que dicho tercero presente, a fin de que se prosiga el proceso  en línea con relación a las demás partes, y a su vez, se impriman y certifiquen las constancias de las actuaciones y documentación electrónica, a fin de que se integre el expediente del tercero en un proceso en la vía tradicional. 

ARTÍCULO 688.- NOTIFICACIONES DEL PROCESO EN LÍNEA

Las notificaciones que se practiquen dentro del proceso en línea, se efectuarán conforme a lo siguiente:

I.- Todas las actuaciones y resoluciones que conforme a las disposiciones de este Código deban notificarse en forma personal, mediante correo certificado con acuse de recibo, o por oficio, se deberán realizar a través del Sistema de Justicia en Línea del Tribunal.

II.- El actuario deberá elaborar la minuta electrónica en la que precise la actuación o resolución a notificar, así como los documentos que se adjunten a la misma. Dicha minuta, que contendrá la firma electrónica certificada del actuario, será ingresada al Sistema de Justicia en Línea del Tribunal junto con la actuación o resolución respectiva y los documentos adjuntos.

III.- El actuario enviará a la dirección de correo electrónico de la o las partes a notificar, un aviso informándole que se ha dictado una actuación o resolución en el expediente electrónico, la cual está disponible en el Sistema de Justicia en Línea del Tribunal.

IV.- El Sistema de Justicia en Línea del Tribunal registrará la fecha y hora en que se efectúe el envío señalado en la fracción anterior.

V.- Se tendrá como legalmente practicada la notificación, conforme a lo señalado en las fracciones anteriores, cuando el Sistema de Justicia en Línea del Tribunal genere el acuse de recibo electrónico donde conste la fecha y hora en que la o las partes notificadas ingresaron al expediente electrónico, lo que deberá suceder dentro del plazo de tres días hábiles siguientes a la fecha de envío del aviso a la dirección de correo electrónico de la o las partes a notificar.

VI.- En caso de que en el plazo señalado en la fracción anterior, el Sistema de Justicia en Línea del Tribunal no genere el acuse de recibo donde conste que la notificación fue realizada, la misma se efectuará mediante lista y por Boletín Electrónico del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo al cuarto día hábil contado a partir de la fecha de envío del correo electrónico, fecha en que se tendrá por legalmente notificado.

VII.- A los terceros interesados que se hayan opuesto a los mecanismos del Juicio en Línea en términos del artículo anterior, se les deberá notificar como si se tratara de un juicio en la vía tradicional.

En todo caso deberá asentarse razón en el expediente electrónico de la realización de una notificación o del aviso dado en la dirección de correo electrónico señalada por alguna de las partes.

ARTÍCULO 689.- DÍAS Y HORAS HÁBILES DEL JUICIO EN LÍNEA

Para los efectos del juicio en línea son hábiles las 24 horas de los días en que se encuentren abiertas al público las oficinas del Tribunal.

Las promociones se considerarán, salvo prueba en contrario, presentadas el día y hora que conste en el acuse de recibo electrónico que emita el Sistema de Justicia en Línea del Tribunal, en el lugar en donde el promovente tenga su domicilio fiscal y, por recibidas, en el lugar de la sede del Tribunal. Tratándose de un día inhábil se tendrán por presentadas el día hábil siguiente.

ARTÍCULO 690.- CORREO ELECTRÓNICO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA

Las autoridades cuyos actos sean susceptibles de impugnarse ante el Tribunal, deberán registrar en la secretaría general de acuerdos, la dirección de correo electrónico institucional, así como el domicilio oficial de las unidades administrativas a las que corresponda su representación en los procesos administrativos, para el efecto de emplazarlas electrónicamente a proceso en aquellos casos en los que tengan el carácter de autoridad demandada.

En el caso de que las autoridades demandadas no cumplan con esta obligación, todas las notificaciones que deben hacerse, incluyendo el emplazamiento, se harán a través del Boletín Electrónico del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, hasta que se cumpla con dicha formalidad.

ARTÍCULO 691.- PÉRDIDA O ALTERACIÓN DE INFORMACIÓN ELECTRÓNICA

En caso que el Tribunal advierta que alguna persona modificó, alteró, destruyó o provocó la pérdida de información contenida en el Sistema de Justicia en Línea, se tomarán las medidas de protección necesarias, para evitar dicha conducta hasta que concluya el proceso, el cual se continuará tramitando a través de un proceso en la vía tradicional.

Si el responsable es usuario del Sistema, se cancelará su firma electrónica certificada, clave y contraseña para ingresar al Sistema de Justicia en Línea y no tendrá posibilidad de volver a promover juicios en línea.

Sin perjuicio de lo anterior, y de las responsabilidades penales respectivas, se impondrá al responsable una multa de trescientas a quinientas veces el salario mínimo general vigente en el Estado al momento de cometer la infracción.

ARTÍCULO 692.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR

Cuando por caso fortuito, fuerza mayor o por fallas técnicas se interrumpa el funcionamiento del Sistema de Justicia en Línea, haciendo imposible el cumplimiento de los plazos establecidos en la ley, las partes deberán dar aviso al Tribunal en la misma promoción sujeta a término, quien pedirá un reporte al titular de la unidad administrativa responsable de la administración del Sistema sobre la existencia de la interrupción del servicio.

El reporte que determine que existió interrupción en el Sistema deberá señalar la causa y el tiempo de dicha interrupción, indicando la fecha y hora de inicio y término de la misma. Los plazos se suspenderán, únicamente, el tiempo que dure la interrupción del Sistema. Para tal efecto, la secretaría de acuerdo hará constar esta situación mediante acuerdo en el expediente electrónico y, considerando el tiempo de la interrupción, realizara el computo correspondiente, para determinar si hubo o no incumplimiento de los plazos legales.

No obstante lo anterior, las partes podrán presentar sus promociones como si se tratara de un juicio en vía tradicional, mismas que se deberán digitalizar y agregarse al expediente electrónico.

ARTÍCULO 693.- EXCEPCIÓN A LO DISPUESTO EN ESTA SECCIÓN EN CASO DE AMPARO

Para la presentación y curso que se dé a demandas de amparo contra las actuaciones y resoluciones derivadas del Juicio en Línea, no será aplicable lo dispuesto en la presente Sección.

El secretario de acuerdos del Tribunal, deberá imprimir el archivo del expediente electrónico y certificar las constancias del juicio que deban ser remitidos a los Tribunales Federales.

Sin perjuicio de lo anterior, en aquellos casos en que así lo soliciten los Tribunales Federales se podrá remitir la información a través de medios electrónicos.

ARTÍCULO 694.- RAZÓN DEL ENVÍO

En las notificaciones, el actuario deberá asentar razón del envío por correo o entrega de los oficios de notificación y de los avisos en la dirección de correo electrónico, así como de las notificaciones personales y por lista. Los acuses postales de recibo y las piezas certificadas devueltas se agregarán como constancia a dichas actuaciones.

SECCIÓN SEGUNDA

PROCESO DE LESIVIDAD
ARTÍCULO 695.- ACCIÓN DE LESIVIDAD

La autoridad emisora de actos o resoluciones administrativas favorables a particulares, cuando no pueda anularlo o revocarlo por sí misma por lo previsto en las leyes o reglamentos, podrá deducir su acción de lesividad ante el Tribunal o juzgado, cuando: 

I.- Se afecten disposiciones de orden público o el interés social.

II.- No exista fundamento legal para que la autoridad emita la resolución favorable.

III.- El interesado se haya conducido con dolo, mala fe o violencia para conseguir la resolución favorable.

IV.- Se haya concedido un beneficio indebido al contribuyente. 

ARTÍCULO 696.- PLAZO PARA EJERCITAR LA ACCIÓN DE LESIVIDAD 

El proceso de lesividad sólo podrá iniciarse a petición de la autoridad que emitió la resolución favorable al particular, dentro del año siguiente a la fecha en que se haya emitido el acto o resolución, salvo que haya producido efectos de tracto sucesivo, caso en el que podrá demandar la modificación o nulidad en cualquier época sin exceder de un año del último efecto, pero los efectos de la sentencia en caso de ser total o parcialmente desfavorable para el particular, sólo se retrotraerán al año anterior a la presentación de la demanda. 

ARTÍCULO 697.- ERROR MATERIAL O ARITMÉTICO

Los errores de carácter material o aritmético en los actos o resoluciones, podrán rectificarse de manera oficiosa o a petición de parte. 

El error material existe cuando se escriben unas palabras por otras, se omita un dato circunstancial o se equivoquen los nombres propios ortográficamente; y, el error aritmético se da cuando se equivoquen las cantidades o no coincidan las cantidades en número con las escritas en letra o viceversa. En ambos casos, no debe cambiar el sentido de la resolución administrativa.

CAPÍTULO SÉPTIMO

RECURSOS

SECCIÓN PRIMERA

MEDIOS DE IMPUGNACIÓN
ARTÍCULO 698.- RECURSOS PROCEDENTES

En el proceso administrativo sólo se admitirán los recursos de revisión, queja y reclamación.

ARTÍCULO 699.- FORMA DE PRESENTAR LOS RECURSOS

Los recursos, así como los escritos y promociones que se realicen en ellos podrán ser presentados en forma impresa o electrónicamente. 

Los requisitos relativos al acompañamiento de copias o de presentación de cualquier tipo de constancias impresas a los que se refiera el presente Capítulo, no serán exigidos a las partes que hagan uso de las tecnologías de la información a las que se refiere la Sección Segunda, Capitulo Primero, Titulo Sexto, Libro Primero de este Código, en el entendido de que, cuando así sea necesario, tales requisitos serán cumplimentados por esa misma vía. 

Para el caso de que los recursos se presenten de manera electrónica, se podrá acceder al expediente de esa misma forma.
SECCIÓN SEGUNDA

RECURSO DE REVISIÓN

ARTÍCULO 700.- PROCEDENCIA DEL RECURSO CONTRA RESOLUCIONES DICTADAS EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO

Procede el recurso de revisión ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo en Pleno, en contra de las resoluciones que dicte el Magistrado Instructor en el trámite del proceso administrativo, en los siguientes  casos.

I.- Las que admitan total o parcialmente, desechen o tengan por no presentada la demanda, la contestación o su ampliación.

II.- Las que reconozcan o nieguen el carácter de tercero interesado.

III.- Los acuerdos que concedan o nieguen la suspensión del acto impugnado, los que revoquen o modifiquen estos acuerdos.

IV.- Las que rehúsen la admisión de fianzas o contrafianzas, admitan las que no reúnan los requisitos legales o que puedan resultar excesivas o insuficientes.

V.- Las resoluciones que decreten o nieguen sobreseimientos durante la secuela del proceso antes de la audiencia final.

VI.- Las que decidan el incidente de reposición de constancias de autos.

VII.- Las resoluciones que pongan fin al procedimiento de ejecución de sentencia.

ARTÍCULO 701.- PROCEDENCIA DEL RECURSO CONTRA RESOLUCIONES DICTADAS POR JUECES MUNICIPALES EN PROCESOS ADMINISTRATIVOS

También procede el recurso de revisión contra las resoluciones de los juzgados municipales que pongan fin al proceso administrativo, ya sea por violaciones en la propia resolución o dentro del proceso que trasciendan al sentido de la misma. Asimismo, procederá contra los acuerdos de los Juzgados que concedan, nieguen o revoquen la suspensión. 

ARTÍCULO 702.- PLAZO PARA LA INTERPOSICIÓN DEL RECURSO

El recurso de revisión se interpondrá en el plazo de diez días por conducto del órgano jurisdiccional que haya dictado la resolución recurrida. 

La interposición del recurso por conducto de órgano diferente al señalado en el párrafo anterior no interrumpirá el plazo de presentación.

ARTÍCULO 703.- FORMA DE INTERPOSICIÓN DEL RECURSO
El recurso de revisión se interpondrá por escrito en el que se expresarán los agravios que cause la resolución impugnada. 

En caso de que el escrito de expresión de agravios se presente en forma impresa, el recurrente deberá exhibir una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes. Esta exigencia no será necesaria en los casos que el recurso se presente en forma electrónica. 

Cuando no se exhiban las copias a que se refiere el párrafo anterior, se requerirá al recurrente para que en el plazo de tres días lo haga; si no lo hiciere se tendrá por no interpuesto el recurso, salvo que se trate de menores o de incapaces o de quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja social para emprender un juicio; casos en los que el órgano jurisdiccional expedirá las copias correspondientes.

ARTÍCULO 704.- TRAMITACIÓN DEL RECURSO

Interpuesta la revisión y recibidas en tiempo las copias del escrito de agravios, el órgano jurisdiccional por conducto del cual se hubiere presentado los distribuirá entre las partes y dentro del término de tres días, contados a partir del día siguiente al que se integre debidamente el expediente, remitirá el original del escrito de agravios y el cuaderno principal al Tribunal, por conducto de su Presidente. 

Para el caso de que el recurso se hubiere presentado de manera electrónica, se podrá acceder al expediente de esa misma forma.

ARTÍCULO 705.- ADMISIÓN DEL RECURSO

El presidente del Tribunal, dentro de los tres siguientes días a su recepción calificará la procedencia del recurso y lo admitirá o desechará. Si el recurso no contiene  expresión de agravios, lo declarará desierto. 

ARTÍCULO 706.- TURNO DEL RECURSO PARA PROYECTO DE RESOLUCIÓN
Notificadas las partes del auto de admisión, se turnará de inmediato el expediente al magistrado que corresponda, excepción hecha del magistrado instructor que emitió la resolución recurrida, quien no podrá tener el carácter de ponente, pero si podrá emitir su voto cuando se discuta el proyecto para emitir la resolución definitiva, que podrá ser en sentido diverso al en que emitió la resolución impugnada, pero si insistiere en el sentido de ésta, podrá formular voto particular. La resolución deberá dictarse dentro del plazo máximo de noventa días.

Una vez recibido el recurso, el magistrado instructor lo substanciará, otorgando a las demás partes que deban intervenir, un plazo de diez días para que expresen lo que a su interés convenga. 

Transcurrido ese plazo, con su intervención o sin ella el Magistrado asentará la razón correspondiente y declarará vistos los autos para formular proyecto de resolución dentro de los treinta días siguientes e incluirlo en la lista correspondiente para que sea resuelto por el Pleno del Tribunal.

ARTÍCULO 707.- REGLAS PARA RESOLVER EL RECURSO DE REVISIÓN

Al conocer de los asuntos en revisión, Tribunal observará las reglas siguientes: 

I.- Si quien recurre es el demandante, examinará, en primer término, los agravios hechos valer en contra del sobreseimiento decretado en la resolución recurrida. 

Si los agravios son fundados, examinará las causales de sobreseimiento diferentes no estudiadas por el magistrado instructor o por el juez municipal, o surgidas con posterioridad a la resolución impugnada.

II.- Si quien recurre es la autoridad demandada o el tercero interesado, examinará, en primer término, los agravios en contra de la omisión o negativa a decretar el sobreseimiento y si son fundados se revocará la resolución recurrida.

III.- Para los efectos de las fracciones I y II, podrá examinar de oficio y, en su caso, decretar la actualización de las causales de improcedencia desestimadas por el magistrado o juez de origen, siempre que los motivos sean diversos a los considerados por aquellos.

IV.- Si en los casos de procedimientos seguidos ante los jueces municipales, encontrare que por acción u omisión se violaron las reglas fundamentales que norman el procedimiento del proceso administrativo, siempre que tales violaciones hayan trascendido al resultado del fallo, revocará la resolución recurrida y mandará reponer el procedimiento.

V.- Si quien recurre es el demandante, examinará los demás agravios; si estima que son fundados, revocará la resolución recurrida y dictará la que corresponda.

VI.- Si quien recurre es la autoridad responsable o el tercero interesado, examinará los agravios de fondo, si estima que son fundados, analizará los argumentos del demandante no estudiados, en su caso, y resolverá en consecuencia.

VII.- Sólo tomará en consideración las pruebas que se hubiesen rendido ante el magistrado instructor o juez municipal, salvo aquéllas que tiendan a desestimar el sobreseimiento fuera de la audiencia final. 

VIII.- Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular demandante, en los casos previstos por la ley.

ARTÍCULO 708.- AUDIENCIA PARA LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN

Las audiencias donde se discutan y resuelvan los asuntos de competencia del Tribunal serán públicas, salvo que exista disposición legal en contrario. La lista de los asuntos que deban verse en cada sesión se publicará en los estrados del Tribunal cuando menos tres días antes de la celebración de ésta, sin contar el de la publicación ni el de la sesión. 

Los asuntos se discutirán en el orden en que se listen, salvo casos de excepción a juicio del órgano jurisdiccional. Si fueran aprobados se procederá a la firma del engrose dentro de los cinco días siguientes. 

De no ser aprobados, los asuntos sólo se podrán aplazar o retirar. En estos supuestos, se asentará a petición de quien y la causa que expuso. El asunto deberá listarse dentro de un plazo que no excederá de quince días naturales. 

ARTÍCULO 709.- AUDIENCIA PARA LA DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO

Por cuanto a la celebración de la audiencia, su desarrollo, la votación del proyecto de resolución y el pronunciamiento de la sentencia definitiva, se estará a lo dispuesto en los artículos  641 a 643 de este Código.
ARTÍCULO 710.- REVISIÓN ADHESIVA
La parte que obtuvo resolución favorable puede adherirse a la revisión interpuesta por otra de las partes dentro del plazo de cinco días, contados a partir del día siguiente a aquél en que surta efectos la notificación de la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste.

La revisión adhesiva se tramitará en la misma forma que la principal y el estudio de los agravios podrá hacerse en forma conjunta o separada a ésta, atendiendo a la prelación lógica que establece el artículo anterior.

ARTÍCULO 711.- EXCITATIVA DE JUSTICIA

Las partes podrán formular excitativa de justicia, en los términos previstos por los artículos  658 y 659 de éste Código, en el caso de que el magistrado ponente no formule en tiempo el proyecto de resolución en el recurso de revisión que le fuere turnado.
SECCIÓN TERCERA
RECURSO DE QUEJA

ARTÍCULO 712.- PROCEDENCIA DEL RECURSO DE QUEJA

El recurso de queja es procedente:

I.- Contra actos o resoluciones de la autoridad demandada que incurran en  exceso o defecto en el cumplimiento de la sentencia dictada por el Tribunal, en la que haya declarado fundada la pretensión del demandante.

II.- Contra actos de la autoridad por exceso o defecto en la ejecución de la resolución en la que se haya concedido la suspensión del acto o procedimiento impugnado.

ARTÍCULO 713.- LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO DE QUEJA 

Cuando se trate de exceso o defecto en la ejecución de la resolución que concede la suspensión o de la sentencia que haya declarado fundada la pretensión del demandante, la queja podrá  ser interpuesta por cualquiera de las partes en el juicio o por cualquier persona que justifique legalmente que le agravia la ejecución o cumplimiento de dicha resolución. Cuando la autoridad demandada realice actos tendentes a repetir el acto o resolución declarados nulos, solo podrá interponer la queja la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses.

ARTICULO 714.- TÉRMINO PARA INTERPONER EL RECURSO DE QUEJA

Los términos para interponer el recurso de queja serán los siguientes:

I.- En los casos de la fracción I del artículo 712, dentro de sesenta días, contados desde el día siguiente en que se notifique al demandante la resolución en que se haya mandado cumplir la resolución, o en el que la persona extraña a quien afecta su ejecución tenga conocimiento de esta.

II.- En el caso de la fracción II del artículo 712, en cualquier tiempo, mientras no se falle el proceso en lo principal, por resolución firme.

ARTÍCULO 715.- TRÁMITE DEL RECURSO 

La queja se interpondrá por escrito, en el que se expresarán los agravios que se causen con el acto o resolución impugnados, ante el órgano jurisdiccional que conozca o haya conocido del proceso, acompañando una copia para cada una de las partes y señalando las constancias que en copia certificada deberá remitir la demandada al órgano jurisdiccional que deba resolver el recurso En dicho escrito se expresarán las razones por las que se considera que hubo exceso o defecto o repetición del acto impugnado. La  exigencia de las copias y los anexos no será necesaria en los casos en que el recurso se presente en forma electrónica. 

Cuando no se exhiban las copias a que se refiere el párrafo anterior se requerirá al recurrente para que en el plazo de tres días lo haga; si no lo hiciere, se tendrá por no interpuesto el recurso, salvo que se trate de actos  que afecten intereses de menores o incapaces, o quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja social para emprender un juicio, en los que el órgano jurisdiccional expedirá las copias correspondientes.

El órgano jurisdiccional notificará a las demás partes la interposición del recurso para que en el plazo de tres días señalen constancias que en copia certificada deberán remitirse al que deba resolver y requerirá a la demandada contraventora el informe materia de la queja, que deberá rendir dentro de los cinco días hábiles siguientes, acompañando, en su caso, la resolución impugnada, las constancias solicitadas y las que estime pertinentes.

Vencido el plazo mencionado, con informe o sin él, se dará cuenta al Tribunal, que resolverá dentro de los treinta días hábiles siguientes.

La falta o deficiencia de los informes, establece la presunción de ser ciertos los hechos respectivos.

Durante el trámite de la queja se suspenderá el procedimiento administrativo de ejecución que en su caso existiere. 

 ARTÍCULO 716.- EFECTOS DE LA RESOLUCIÓN QUE SE PRONUNCIE SOBRE LA QUEJA

La resolución que recaiga a la queja interpuesta podrá tener los efectos siguientes: 

I.- Si el Tribunal resuelve que hubo exceso o defecto en el cumplimiento, dejará sin efectos la resolución que provocó la queja y concederá a la autoridad demandada quince días hábiles para que dé el cumplimiento debido al fallo, precisando la forma y términos conforme a los cuales deberá cumplir.

II.- En el supuesto de incumplimiento a la orden de suspensión de la ejecución del acto impugnado si el Tribunal resuelve que hubo incumplimiento de la suspensión otorgada, declarará la nulidad de las actuaciones realizadas en violación a la suspensión. La resolución a que se refiere esta fracción se notificará también al superior del funcionario responsable e impondrá  a la autoridad renuente, una multa equivalente a un mínimo de quince días de su salario, sin exceder del equivalente a cuarenta y cinco días del mismo. 

SECCIÓN CUARTA

RECURSO DE REPOSICIÓN
ARTÍCULO 717.- PROCEDENCIA 

El recurso de reposición es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el Presidente del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo. Dicho recurso se podrá interponer por cualquiera de las partes, por escrito, en el que se expresan agravios, dentro del término de tres días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada. 

ARTÍCULO  718.- PLAZO Y FORMA PARA RESOLVER

El Pleno del Tribunal resolverá en un plazo máximo de diez días; el ponente será un magistrado distinto de su Presidente. 

ARTÍCULO  719.- EFECTOS 

La reclamación fundada deja sin efectos el acuerdo recurrido y obliga al Presidente que lo hubiere emitido a dictar el que corresponda.
El recurso de reposición tiene por objeto que el Tribunal revoque, modifique o confirme sus propios acuerdos.

CAPÍTULO OCTAVO

TESIS Y JURISPRUDENCIAS

ARTÍCULO 720.- TESIS CONSTITUTIVAS DE PRECEDENTE

Las tesis sustentadas en las sentencias pronunciadas por el Tribunal, aprobadas por lo menos por dos magistrados, constituirán precedente una vez publicados en el Boletín del Tribunal.

Los precedentes son criterios muy respetables, pero no tienen fuerza obligatoria hasta en tanto no constituyan jurisprudencia.

ARTÍCULO 721.- ELABORACIÓN DE LAS TESIS 

Cuando el Pleno del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo establezca un criterio relevante, se elaborará la tesis respectiva, la cual deberá contener: 

I.- El título que identifique el tema que se trata. 

II.- El subtítulo que señale sintéticamente el criterio que se sustenta. 

III.- Las consideraciones interpretativas mediante las cuales el órgano jurisdiccional haya establecido el criterio. 

IV.- Cuando el criterio se refiera a la interpretación de una norma, la identificación de ésta. 

V.- Los datos de identificación del asunto, el número de tesis, el órgano jurisdiccional que la dictó y las votaciones emitidas al aprobar el asunto y, en su caso, en relación con el criterio sustentado en la tesis. 

Además de los elementos señalados en las fracciones I, II, III y IV de este artículo, la jurisprudencia emitida por contradicción o sustitución deberá contener, según sea el caso, los datos de identificación de las tesis que contiendan en la contradicción o de la tesis que resulte sustituida, el órgano que las emitió, así como la votación emitida durante las sesiones en que tales contradicciones o sustituciones se resuelvan.
ARTÍCULO 722.- CLASES DE JURISPRUDENCIA

La jurisprudencia se establece por reiteración de criterios, por contradicción de tesis y por sustitución.

ARTICULO 723.- JURISPRUDENCIA POR REITERACIÓN DE CRITERIOS

La jurisprudencia por reiteración del Pleno del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo se establece cuando se sustente un mismo criterio en  tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones, por mayoría de votos. 

ARTÍCULO 724.- JURISPRUDENCIA POR CONTRADICCIÓN DE TESIS

En el caso de contradicción de tesis, cualquiera de los Magistrados del Tribunal o las partes en los juicios en los que tales tesis se sustentaron, podrán denunciarla ante el Presidente del Tribunal para que éste la haga del conocimiento del Pleno, el cual con la asistencia total de Magistrados, decidirá por mayoría la que debe prevalecer, constituyendo jurisprudencia.

Al resolverse una contradicción de tesis, el Pleno del Tribunal podrá acoger uno de los criterios discrepantes, sustentar uno diverso, declararla inexistente, o sin materia. En todo caso, la decisión se determinará por la mayoría de los magistrados que lo integran.
La resolución que pronuncie el Pleno del Tribunal, en los casos a que este artículo se refiere, sólo tendrá efectos para fijar jurisprudencia y no afectará las resoluciones dictadas en los juicios correspondientes.

ARTÍCULO 725.- JURISPRUDENCIA POR SUSTITUCIÓN

El Pleno del Tribunal, previa petición de alguno de los magistrados que lo integran, y sólo con motivo de un caso concreto una vez resuelto, podrán solicitar que se sustituya la jurisprudencia que haya establecido, para lo cual expresarán las razones por las cuales se estima debe hacerse. La solicitud deberá ser aprobada por la totalidad de sus integrantes. 

Cuando se resuelva sustituir la jurisprudencia, dicha resolución no afectará las situaciones jurídicas concretas derivadas de los juicios en los que se hayan dictado las sentencias que la integraron, ni la que se resolvió en el caso concreto que haya motivado la solicitud.

ARTÍCULO 726.- DECLARATORIAS DE CARÁCTER GENERAL 

Al aprobarse el texto de alguna jurisprudencia, en la que se sostenga la invalidez de disposiciones generales, el Tribunal lo comunicará a las autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios o de los entes de carácter estatal o municipal que los hayan expedido, recomendándoles la reforma o derogación de las mismas.

Una vez que se hubiere notificado al órgano emisor de la norma y transcurrido el plazo de treinta días naturales sin que se modifique o derogue la norma general declarada inconstitucional, el pleno del Tribunal emitirá la declaratoria general de inconstitucionalidad siempre que hubiera sido aprobada por unanimidad de votos.

La declaratoria general de inconstitucionalidad se remitirá al Periódico Oficial del Estado y al órgano oficial en el que se hubiera publicado la disposición general declarada inconstitucional, para su publicación dentro del plazo de diez días hábiles.

ARTÍCULO 727.- INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA

La jurisprudencia se interrumpe y deja de tener carácter obligatorio cuando se pronuncie sentencia en contrario. En estos casos, en la ejecutoria respectiva deberán expresarse las razones en que se apoye la interrupción, las que se referirán a las consideraciones que se tuvieron para establecer la jurisprudencia relativa. 

Interrumpida la jurisprudencia, para integrar la nueva se observarán las mismas reglas establecidas para su formación.

ARTÍCULO 728.- OBLIGATORIEDAD DE LA JURISPRUDENCIA

La jurisprudencia que establezca el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, funcionando en Pleno, es obligatoria para éste, para las autoridades administrativas del Estado y los municipios en los actos que realicen o en los procedimientos que resuelvan, para los organismos paraestatales y para municipales y para los jueces municipales.

ARTÍCULO 729.- PUBLICIDAD DE LA JURISPRUDENCIA

El Presidente del Tribunal deberá remitir las tesis en el plazo de quince días a la dependencia encargada del Boletín Judicial, para su publicación. 

En el Boletín se publicarán las tesis que se reciban y se distribuirá en forma eficiente para facilitar su conocimiento.

Igualmente se publicarán las resoluciones necesarias para constituir, interrumpir o sustituir la jurisprudencia y los votos particulares. También se publicarán las resoluciones que el Tribunal estime pertinentes.

ARTÍCULO 730.- CITA DE LA JURISPRUDENCIA O DE LA TESIS

Cuando las partes invoquen tesis de jurisprudencia o precedentes expresarán los datos de identificación y publicación. De no haber sido publicadas, bastará que se acompañen copias certificadas de las resoluciones correspondientes.
TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- Este Código iniciara su vigencia 45 días después de su publicación en el Periodico Oficial del Estado.

El Consejo de la Judicatura proverá lo conducente para la instalación e inicio de funciones del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Estado, en el plazo compendido entre la publicación de esta ley y el inicio de su vigencia.

La Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado proverá lo necesario para la correcta instalación del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Estado en cuanto a los recursos humanos, materiales y financieros necesarios para su adecuado funcionamiento.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se abroga la Ley de Procedimientos Administrativos para el Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial del Estado el  diecisiete de agosto de dos mil siete. 

ARTÍCULO TERCERO.- Se derogan las normas legales y reglamentarias de igual o menor jerarquía que sean contrarias a las disposiciones del presente Código.

ARTÍCULO CUARTO.- Los procedimientos y recursos administrativos que se encuentren en trámite al entrar en vigor este ordenamiento, se decidirán conforme a las disposiciones legales vigentes al momento de haber iniciado el trámite de las los procedimientos y recursos administrativos de que se trate.

ARTÍCULO QUINTO.- En todos los casos en que las leyes secundarias, reglamentarias o cualesquiera otras disposiciones de carácter general remitan de manera supletoria en materia de actos y formalidades procesales y de procedimiento a la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado de Coahuila de Zaragoza, se entenderá que aluden al Código de Justicia Administrativa para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO SEXTO.- El Poder Judicial preverá en su anteproyecto de presupuesto para el ejercicio 2016, la partida para la implementación tecnológica a efecto de operar los juicios en línea y las notificaciones por correo electrónico.

DADO. En la residencia del Poder Ejecutivo, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a los veintiún días del mes de enero de dos mil quince. 

A T E N T A M E N T E

SUFRAGIO EFECTIVO, NO REELECCIÓN

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO
DE COAHUILA DE ZARAGOZA

RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ

	EL SECRETARIO DE GOBIERNO

VÍCTOR MANUEL ZAMORA RODRÍGUEZ
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